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1.0 
ABOGADO Y NOTARIO DE LA CIUDAD DE PAMPLONA. 

INTRODUCCIÓN. 
Damos á luz estos Apuntes, escritos para nuestro 
privativo uso, auxiliar de no escaso valer en la diaria 
tarea del despacho de los negocios, siempre urgentes, 
algunas veces Arduos, á excitación de amigos queridos 
y.en la esperanza de que puedan acaso servir de algu-
na utilidad, á los que por su profesión se dedican á la 
aplicación del derecho; á aquellos otros que, siendo im-
peritos en esa materia, desean no obstante tener idea 
de nuestra constitución jurídica civil; y muy singular-
mente á nuestros compañeros, los Notarios, que, por la 
índole y carácter de urgencia de los encargos que se 
les encomiendan, no pueden, ordinariamente, consultar 
los textos legales ni las obras de los expositores del de-
recho. 
Ingrato ha sido el trabajo que nos propusimos, aun 
sin penetrar en el fondo del asunto ni pretender elevar-
nos en alas de las disquisiciones filosóficas, al querer 
averiguar, qué disposiciones legales forman en materia 
civil el derecho positivo de Navarra: tanto más ingrato, 
cuanto eran mayores las dificultades que asaltaban á 
nuestra vista, nacidas de la lucha entre la legislación 
que debe regir y no rige, y la que no debe subsistir y 
sin embargo subsiste. Paradógica juzguen acaso muchos 
esta aserción; pero ocasiones se presentarán en el curso 
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de estos Apuntes que demuestren y evidencien plena-
mente la verdad que encierra esta antinomia, después 
de todo lógica y racional. 
En efecto: las raíces del arbol que en el propio te-
rreno no hallan los jugos indispensables con qué nu-
trirse, invaden, si pueden, el ageno, no obstante los lin-
deros que determinan la separación de las propiedades, 
ó perecen. La legislación de un país, privada de la sá-
via benéfica indispensable que le dé vigor y energía; 
sin el necesario auxilio de un poder legislativo que de-
rogue las leyes inútiles ó dañosas, amplíe las deficientes, 
modifique las defectuosas y establezca las nuevas que 
reclamen los intereses de sus moradores, los progresos 
de los tiempos, las várias circunstancias del país, los 
adelantos de las ciencias, las conveniencias del pr,oco-
mun, y las infinitas concausas que aconsejen determi-
nado estado jurídico; atenida además á resolver cues-
tiones, producto de las costumbres modernas, con leyes 
confeccionadas para regular costumbres y hábitos de 
otros siglos; esa legislación, por vigorosa que haya sido 
su constitución en los tiempos pasados, por grande que 
sea la prudencia y la sabiduría que se reconozca en 
sus preceptos, 6 muere por inanición, 6 á pesar de los 
límites, siempre reducidos, que le quiso señalar el poder 
del más fuerte, invade el terreno ageno y acepta como 
propias leyes extrañas; y cuando no le sea posible otra 
cosa, se escuda al amparo de la bienhechora costum-
bre, para arrastrar, á pesar de todo, una vida lánguida 
y miserable. 
Tal, por desgracia, sucede, con la legislación civil 
de Navarra. La ley, famosa en los fastos de su historia, 
de 16 de Agosto de 1841, obligado punto de partida en 
nuestras investigaciones, establece, en los artículos 1. 0 , 
2.°, 3.°, 4.° y 10, ló siguiente: 
"Art. 1.° El mando puramente militar estará en 
„Navarra, como en las demás provincias de la Monarquía, 
„ á cargo de una autoridad superior nombrada por el 
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„Gobierno, y con las mismas atribuciones de los coman-
„ dantes generales de las demás provincias, sin que nun-
,, ca pueda tomar el título de virrey ni las atribuciones 
„que estos han ejercido.,, 
• "Art. 2.° La administración de justicia seguirá en 
„ Navarra con arreglo á su legislación especial en los 
„mismos términos que en la actualidad, hasta que tenién-
dose en consideración las diversas leyes privativas de 
„ todas las provincias del .Reino, se formen los Códigos 
„generales que deben regir en la Monarquía.,, 
"Art. 3.° La parte orgánica y de procedimiento 
„será en todo conforme con lo establecido 6 que se esta-
„blezea para los demás Tribunales de la Nación, suje-
tándose A las variaciones que el Gobierno estime con-
venientes en lo sucesivo. Pero siempre deberá conser-
varse la Audiencia en la capital de la provincia.,, 
"Art. 4.° El Tribunal Supremo de Justicia tendrá 
„ sobre los Tribunales de Navarra, y en los asuntos que en 
„éstos se ventilen, las mismas atribuciones y jurisdicción 
„que ejerce sobre las demás del Reino, según las leyes 
;,vigentes ó que en adelante se establezcan.,, 
"Art. 10. La Diputación provincial en cuanto A la 
„ administración de productos de los propios, rentas, 
„ efectos decimales, arbitrios y propiedades de los pue-
blos y de la provincia, tendrá las mismas facultades 
„que ejercía el Consejo de Navarra y la Diputación del 
„Reino, y además las que siendo compatibles con éstas 
„tengan 6 tuvieren las otras Diputaciones provinciales 
• „de la Monarquía.,, 
En su virtud, queda abolida la autonomía política 
de Navarra; abolidas sus Córtes privativas; suprimido 
el poder legislativo; vigente la Constitución de la Mo-
narquía; con fuerza de obligar las leyes orgánicas y de 
procedimientos; con jurisdicción en Navarra el Tribu= 
nal Supremo de Justicia; la Diputación del Reino, an-
tigua Comisión permanente de sus Córtes, convertida 
en mera autoridad administrativa, dependiente, hasta 
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cierto punto, del Gobierno central. Unicamente se res-
peta, en parte, la legislación civil, pero pendiente de la 
condición de que se formen los Códigos generales que 
deban regir en la Monarquía, y vedándole, mientras 
tanto, todo progreso, todo desarrollo, toda reforma, toda 
manifestación jurídica. Ha de "permanecer estacionaria; 
no le será lícito subvenir á, las necesidades del pueblo 
para quien se dictó; importa principalmente su desapa-
rición, relegarla al olvido. Y en verdad que en 50 años 
• escasos que lleva de existencia esa ley ha producido, A 
maravilla., los frutos deseados por sus autores. 
Séanos permitido dejar consignado de paso- en este 
lugar y al borde del sepulcro donde, dentro de muy 
poco tiempo, han de yacer en perpétuo silencio leyes 
seculares, que no envidiamos la gloria contraida por 
los comisionados navarros que pusieron las manos en 
obra tan desgraciada para su país.. Durará tanto el re-
cuerdo de mérito tan discutible, cuanto dure la memo-
ria de instituciones venerandas, síntesis de las grande-
zas de un pueblo, que - constituyeron el seguro baluarte 
de altísimos intereses. 
Ha sucedido después lo que necesariamente tenía 
que suceder. La obligada insuficiencia de nuestra legis-
lación civil para regular las relaciones privadas de los 
ciudadanos bajo sus máltiples manifestaciones, siempre 
crecientes; y la fuerza invasora de las disposiciones le-
gales de Castilla, impuestas unas, aceptadas otras, han 
producido, corno natural consecuencia, la confusión de 
que nos lamentamos, haciendo, si nó imposible, difícil 
al menos, determinar con precisión, qué disposiciones 
legales son las que en asuntos civiles han de regir en 
Navarra. 
Y sube de punto esa dificultad con la publicación 
del Código civil que, rompiendo antíguos moldes y 
trastocando añejas instituciones, pone á contribución 
nuevas ideas y se adorna de organismos nuevos. Apli-
cable tan solo en parte mínima, cada precepto viene á 
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ser un problema jurídico, de importancia sí, pero de 
dudosa resolución, sin que al jurisconsulto, desprovis-
to casi de guía y sin más norte que su criterio, bueno 
ó malo, jamás pueda caberle la seguridad de que el die-
támen por él adoptado es conforme á derecho y su opi-
nión legalmente cierta. 
A orillar esas dificultades, á resolver esas dudas se 
dirigen estos Apuntes. Hemos procurado, en cada caso, 
fundar nuestra opinión, que será ó nó la que deba se-
guirse, en la razón, en la ley, en la costumbre, en la 
jurisprudencia ó en las prácticas corrientes en el país. 
No tenemos, sin embargo, la pretensión de haber acer-
tado en materia que tanto se presta á discusiones y en 
la que, en no pocas ocasiones, puede sostenerse y de-
fenderse el pro y el contra con argumentos _y razones 
igualmente sólidos. Por eso deseamos sinceramente, que 
otras plumas mejor cortadas que la nuestra y más co-
nocedoras del derecho pátrio, tercien en la cuestión y 
corrijan las faltas, las omisiones y los errores por nos-
otros padecidos en estos Apuntes. Esto sería el logro 
ele todas nuestras aspiraciones y también lo que, á jui-
cio nuestro, convendría grandemente á la situación, no 
bien definida, de la legislación civil dé Navarra. 
Por ahora limitamos nuestra actividad al exámen 
del libro primero, el más interesante á nuestro propósi-
to, de los que comprende el Código civil, ya que es el 
que, en sus diversos títulos, define y determina la ca-
pacidad jurídica de las personas. Resueltas las dudas 
que el mismo ofrece en su comparación con el derecho 
navarro, tendremos mucho adelantado para la solución 
. de las que presenten los libros sucesivos; porque de-
biéndose hacer aplicación en estos de las reglas y de 
los motivos que anteriormente nos sirvieron de base, las 
dificultades que ocurran serán, en general, de fácil re-
moción. 

ORDEN DE PRELACIÓN DE CÓDIGOS. 
2- 
Es principio admitido por todas las legislaciones, el 
que se contiene en la máxima consagrada por el pueblo 
legista: Posteriores prioribus derogad, pero con la justa 
y racional limitación de .esta otra, tan respetable como 
la primera: Posteriores leyes ad priores pertinent, nisi con-
trarke sint. La generalidad é indeterminación de aque-
lla sería absurda sin el complemento de ésta que es 
racional. 
En el rico vocabulario del derecho romano la cien-
cia tenía palabras propias para denotar las alteraciones, 
modificaciones y revocaciones de la's leyes. Llamábase 
abrogar el acto de anular completa .y absolutamente una 
ley; derogar era invalidarla en parte; 'y obrogar modifi-
carla tan solo. 
Dalloz opina que en caso de duda acerca de si está 
ó nó derogada una ley debe suponerse que subsiste, 
porque lo contrario sería sustituir al legislador y dar 
mayor valor a una presunción que a una voluntad de-
terminada, y la derogación no se presume sino que hay 
que probarla. 
Tratándose de dos sistemas de leyes no concebidas 
en el mismo espíritu, 6 en los que se descubre diver- 
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gericia de principios, según Merilhou, no cabe procurar 
la fusión; pues, aun no habiendo incompatibilidad abso-
luta, habría peligro de amalgamar disposiciones hete-
rogéneas. 
Admitimos como mejor y más seguro el dictamen 
del Sr. Gutierrez, según el cual, cuando las leyes son 
contrarias en determinados puntos, y nada dice la ley 
posterior de otros omitidos, se presume que la abroga-
ción no puede pasar de los primeros. De la propia ma-
nera, debe reducirse por regla general á sns precisos 
términos, cualquiera ley dada corno derogatoria de un 
punto de derecho común. 
II- 
La costumbre, derecho no escrito, que se ha intro-
ducido por el uso, puede ser según ley, fuera de ley y 
contra ley. 
La costumbre según ley es la que suponiendo una 
ley ya existente, la pone en observancia y ejecución, ó 
si es ambigua, la interpreta y fija su sentido. La cos-
tumbre fuera de ley es la que decide los casos que no 
han sido prevenidos por la ley. Y la costumbre contra 
ley es la que nunca admitió la ley escrita, ó que des-
pués de haberla admitido la derogó 6 abrogó insensible-
mente, por actos contrarios á ella. Esta costumbre es 
derogatoria de la ley. 
La costumbre en Navarra ha contribuido poderosa-
mente en todos tiempos a, la formación de su derecho y 
ha sido aceptada y sancionada por el legislador. Los 
Monarcas D. Juan y Dou a Catalina en el acta de coro-
nación de 10 de Enero de 1494 juraron guardar al pue-- 
blo navarro sus fueros, usos y costumbres. Las leyes 3 
y G tit. 31 lib. 1.° de la Nov. Recop. ordenan, que se 
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guarden á las ciudades y villas sus usos y costumbres; 
y la ley 5 del mismo título y libro, ratificando ese pre-
cepto, prohibió dar mandamientos contra. aquellos usos 
y costumbres. 
Por eso, sin duda, no es raro el caso de leyes dero-
gadas por la costumbre. Ejemplos vivos son, entre otros 
vários que podríamos citar, la ley 51 de las Córtes de 
los años de 1765 y 1766, según la cual, el retracto gra-
cioso, con término de cuatro años, fué introducido por la 
costumbre en beneficio de los deudores desposeidos, por 
la no paga de los réditos censales, y lo hace extensivo 
zt los créditos sueltos y personales, derogando las leyes 
20 y. 21 tit. 4 lib. 3.° de la Nov. Recop; y la ley 6 tit. 13 
lib. 3.° también de la Nov. Recop., que dió valor legal 
á la costumbre que autorizaba á los padres para dispo-
ner libremente de sus bienes, salva la legítima foral en 
favor de los hijos, dejando sin efecto los capítulos S.° 
tit. 14, 1.° tit. 6 lib. 2.° y 1.° tit. 20 lib. 3.° del Fuero 
General, según los cuales, no podían los padres deshe-
redar á sus hijos, ni privarles de la, legítima, sino me-
diante alguna de las justas causas de desheredación. 
La costumbre, como modo derogatorio de la ley, es 
muy digna, á nuestro propósito, de ser tenida en cuen-
ta por lo pasado. En lo sucesivo, al tenor del art. 5. ° 
 del Código civil, precepto que no lo hallamos conforme 
con los precedentes de nuestra legislación, ni siquiera 
con los principios de la ciencia jurídica, no prevalecerá 
contra 14 observancia de las leyes el desuso, ni la cos-
tumbre 6 la práctica en contrario. 
En el asunto importante de determinar el orden de 
prelación de códigos en Navarra, base sobre que des- 
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cansan estos Apuntes, conviene que nos fijemos, no 
solo en lo que diversas leyes tienen establecido á este 
propósito, sino también en la jurisprudencia que ha 
creado el Tribunal Supremo, y en las prácticas corrien 
tes en el país, por lo que respecta á la aplicación de 
las leyes castellanas. 
Los artículos 2.° y 3.° de la ley de modificación de 
fueros de 16 de Agosto de 1841, en cuanto á la efica-
cia en Navarra de las leyes de Castilla, establecen dos 
reglas, á saber: 1. a La administración de justicia se-
guirá en Navarra con arreglo á su legislación especial, 
en los términos que se hacía antes. 2.a La parte orgá-
nica y de procedimiento será en todo conforme con lo 
establecido ó que se establezca para los demás tribu-
nales de la Nación, sujetándose á las variaciones que 
el Gobierno estime convenientes en lo sucesivo. Y de 
esas reglas se siguen estos corolarios: 1.° Que las leyes 
en materia civil, dictadas por las Córtes generales de 
la Nación, no obligan en Navarra. 2.° Que son obliga-
torias las orgánicas y las de procedimiento, siempre que 
se mantengan dentro de los justos límites que la ciencia 
asigna á las leyes adjetivas. ¿Es esto lo que en la prác-
tica sucede? Veámoslo. 
Unas veces por causa de deficiencia del propio de-
recho, otras por mandato del legislador, lo cierto es 
que la primera de las citadas reglas ha quedado casi 
anulada, sin valor puede decirse, y sin efecto, sucedién-
dose el caso anómalo de que el principio absoluto que 
sienta quede convertido en insignificante excepción, 
pendiente exclusivamente de la voluntad de las Cór 
tes generales. Así vemos que, operada esa conversión, 
por incuria nuestra é imposición agena, se admiten sin 
dificultad leyes de la importancia de las de minas, aguas, 
disenso paterno, hipotecaria y otras que afectan sustan-
cialmente á nuestro privativo derecho ó al supletorio. 
De la regla segunda se  ha hecho constante aplica-
ción, cumpliendo lo prevenido en el art.° 3.°; pero 
^ 
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también se ha abusado de las•leyes procesales para al-
terar nuestra legislación, haciendo deslizar en ellas,  á 
pesar de su carácter de adjetividad, preceptos sustanti-
vos que lo vulneran. Los . títulos de la ley de enjuicia-
miento civil que tratan del retracto y. de la tutela y  
curaduría, por ejemplo, anulan, en parte esencial, nues-
tro derecho 6 el romano. Es pues evidente, que las ba-
ses claras, decisivas y terminantes adoptadas por la ley  
del 41 para fijar el deslinde entre el derecho navarro y  
el general, quedan conculcadas y desprovistas de efi-
cacia legal; y por modo alguno pueden servir al objeto  
para que se publicaron.  
Al tenor de lo que la práctica  aconseja, práctica  
ciertamente ilegal y abusiva, pero que cuenta con el po-
der y prestigio de los hechos consumados sin protesta,  
las reglas antedichas deben sustituirse por esta otra, de  
uso diario: Tienen fuerza de obligar en Navarra, las le-
yes civiles votadas en las Córtes generales de la Na-
ción á contar desde el año de 1841, á no ser que en las  
mismas se determine expresamente que no han de ser  
aplicadas en los territorios regidos por fueros espe-
ciales.  
Que sepamos nosotros, esa excepción, confirmatoria  
de la regla formulada, únicamente se ha hecho respec-
to al capítulo V de la ley provisional de matrimonio  
civil y en cuanto al Código civil.  
El art. 1.° de la ley de 24 de Mayo de 1870, publi-
cada en 18 de Junio siguiente, ordena., que el Gobierno  
publicará como ley provisional el proyecto de la de  
matrimonio civil presentado á las Córtes, "sin perjuicio  
„ de lo que se dispone por el derecho foral vigente res-
„pecto á los efectos civiles del matrimonio en cuanto á  
„ las personas y bienes de los cónyuges y de sus descen-
„dientes,,.  
El estudio tie esta excepción, refundidas ya en el  
Código civil las disposiciones que reglamentaban el  
matrimonio civil, carece de actualidad; pero mientras  
-14- 
estuvieron vigentes, entendíamos nosotros, que las du-
das y cuestiones á que podían dar origen, debían re-
solverse con sujeción á las siguientes bases: 1. 8 La ley 
de matrimonio civil no deroga el derecho foral en todo 
aquello que, por no estar conforme con el general, for-
ma una excepción del mismo. 2.a Las reformas introdu- 
cidas por esa ley han de prevalecer con respecto á lo 
demás en que existe perfecta conformidad entre el de- 
recho general y el foral. 3.a Han de ser también apli-
cables en defecto del derecho foral. 
Más importante es á nuestro objeto la excepción 
que establece el Código civil. El art.° 12 de este cuer-
po legal, ajustándose á lo que prevenido quedó en el 
5.° de la ley de bases de 11 de Mayo de 1888 ; ordena: 
"Las disposiciones del título preliminar, en cuanto de-
terminan los efèctos de las leyes y de los estatutos y 
77 1 as reglas generales para su aplicación, son obligato-
rias en todas las provincias del Reino. También lo se-
rán las disposiciones del titulo 4.°; libro 1.°.„ "En lo 
„ demás, las provincias y territorios en que subsiste de-
recho foral, lo conservarán por ahora en toda su inte-
gridad, sin 'que sufra alteración su actual régimen ju-
rídico, escrito 6 consuetudinario, por la publicación 
„ de este Código, que regirá tan sólo como derecho su-
pletorio en defecto del que lo sea en cada una de aque-
llas por- sus leyes especiales„. 
Lo cual equivale á decir; 1.° Que las disposiciones 
del título preliminar y las del título 4.°, libro 1.° del 
Código civil obligan en Navarra. 2.° Que el derecho 
foral navarro, escrito 6 consuetudinario, ,queda subsis-
tente en toda su integridad, sin que sufra alteración su 
actual régimen jurídico, por la publicación del Código. 
3.° Que en defecto del derecho navarro es aplicable el 
que sea su supletorio, es decir el romano, como luego 
lo demostraremos. 4.° Y que el Código civil regirá tan 
sólo como supletorio en defecto del derecho romano. 
Nada hay que especificar en cuanto á la dispo- 
sición que se comprende bajo el número 1. 0 , porque su  
inteligencia no dá lugar á dudas.  
Respecto á la del número 2.° las dificultades son  
mayores á causa de la varia interpretación que se le  
lia dado. El régimen jurídico de Navarra á la publica-
ción del Código lo constituían su derecho privativo, el  
romano en concepto de supletorio, •y diversas leyes es-
trañas al país, procedentes de Castilla. ¿Cuál es el al-
cance que en este punto ha de darse al art. 12 citado?  
¿Respeta esas leyes estraí as, á la vez que las forales,  
6 se refiere únicamente á éstas?  
Si, corno algunos han pretendido, fuera cierto que  
el artículo en cuestión abarca absolutamente todos los  
preceptos que se aplicaban en Navarra al tiempo de  
publicarse el Código, sin distinguir su carácter, debería  
obligar hoy todo ese derecho castellano que el Código  
deroga, con omisión del que en su lugar establece: lo  
cual, ni es conforme con los principios que rigen sobre  
derogación de las leyes, ni admisible dentro de los pre-
ceptos del mismo Código, ni provechoso para las legis-
laciones forales.  
El art. 12 respeta solamente el derecho foral, pero  
de ninguna manera los elementos estraños y aun opues-
tos al mismo. Así parece desprenderse del exámen de-
tenido de ese precepto, y, más esplícitamente, así se  
consigna en la exposición de motivos que precede al  
Código de 30 de Junio de 1889.  
En cuanto á las leyes generales aceptadas en Na-
varra hasta la publicación del Código, y que han sido  
ampliadas, reformadas 6 derogadas por este cuerpo le-
gal, les será aplicable el principio posteriores prioribus  
derogant; y en su virtud, esa ampliación; reforma 6 de-
rogación alcanzará también á Navarra.  
Pero en lo concerniente á aquellas otras leyes que,  
conteniendo preceptos en materia civil, se aplicaban  
en Navarra y no han sido derogadas 6 han sido con-




tes, como si el Código no se hubiera publicado; pues á 
ellas ninguna referencia hace el artículo 12 citado. 
Las disposiciones de los números 3.° y 4.°, claras 
en cuanto á su exposición, ofrecen dificultades en la 
práctica. Las instituciones jurídicas de un país deben 
estudiarse en el conjunto de las disposiciones que las . 
regulan, abarcando la materia íntegra tal como el legis-
lador lo trató, no aisladamente; pues de lo contrario, 
aun no habiendo incompatibilidad absoluta entre leyes 
no concebidas en el mismo espíritu, habría  " peligro de 
amalgamar disposiciones heterogéneas. Por eso juzga-
mos que las deficiencias en detalles de instituciones 
reguladas por el decreto pátrio . 6 por, el romano no de-
berán ser suplicadas por las prescripciones del Código 
civil; porque esas omisiones, bajo el punto de vista del 
Código, podrán perfectamente ser redundancias, estu-
diadas las instituciones con arreglo á aquel derecho. 
Pero sí será aplicable, en defecto de esta legislación y de 
la romana, cuando estas guarden silencio respecto de 
algún organismo jurídico, 6 se halle reglamentado im-
perfectamente, 6 ha caído en desuso, 6 es imcompatible 
con los hábitos y costumbres de nuestra sociedad, 6 no 
determina la tramitación 6 procedimiento para hacer 
efectivos los derechos á que da vida, 6 ese procedimien-
to es opuesto á las prescripciones de nuestras leyes or-
gánicas y procesales. 
Supuestos estos antecedentes, que los conceptuamos 
ajustados á la ley, facil nos será determinar, en cada 
caso, la parte del Código que proceda aplicar en Na-
varra. 
De lo que llevamos expuesto se desprende, que 
obligarán, en primer término, el título preliminar y el 
título 4.° del lib. 1.° del Código civil, 6 sean los artí-
culos desde el 1.° hasta el 16 y desde el 42 hasta 
el 107. 
De cómo el Gobierno se ha ajustado en el desarrollo 
del articulado del Código á la autorización que se le 
1 -17— concedió por virtud de la base 3. 8 de la ley de 11 de Mayo de 1888, lo veremos en el lugar oportuno. En segundo lugar serán aplicables las leyes civiles dictadas por las Córtes de la Nación, aceptadas eon 
anterioridad á la publicación del Código, siempre que 
éste las respete ó no las derogue: 
Por virtud del principio, repetidamente expuesto, 
posteriores prioribus derogant, aplicable á los casos que 
enumeraremos, tendrán eficacia en tercer lugar, las le-
yes posteriores á la Novísima Recopilación de Navarra, 
ó sean las comprendidas en los ocho Cuadernos de le-
yes de Córtes, leyes dictadas por las Córtes del Reino 
en 1724, 1725 y 1726 en Estella, en 1743 y 1744 en 
Tudela, y en 1757, 1765, 1766, 1780, 1781, 1794, 
1795, 1796, 1797, 1817, 1818 y 1828 en Pamplona. 
No obstante haberse publicado la Novísima Recopila-
ción en el año de 1735, no se incluyeron, sin embargo, 
en ella, las leyes de las Córtes de Estella en -los años 
de 1724, 1725 y 1726. 
En cuarto lugar se aplicarán las leyes com-
prendidas en la Novísima Recopilación de Navarra, 
ó lo que es lo mismo, las dictadas por las Córtes 
del Reino desde el año de 1512 hasta el de 1716 in-
clusive. 
La ley 1.° tit. 3 lib. 1.° de la Nov. Recop., dando 
por supuesto que las leyes posteriores al Fuero son las 
primeras y las preferidas, trata de suplir la legislación 
foral en la parte defectiva; y ordena que á falta del 
Fuero y de leyes propias se juzgue por el derecho co-
mún. Deberá pues acudirse en quinto lugar al Fuero 
General. 
En la petición 9.a del Cuaderno de Córtes de Pam-
plona celebradas en 1576, ley 1.a citada tit. 3 lib. 1.° 
de la Nov. Recop., se dice: "Item suplicamos á V. M. 
„que cuanto al decir y sentenciar las causas y pleitos, 
„á falta de Fuero y leyes del Reino, se juzgue por el 
„derecho común como.siempre se ha acostumbrado.,, 
3 
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Por falta de expresión en el transcrito pedimento ocu-
rrieron dudas acerca de la inteligencia que debía darse 
A, esa ley. Opinaban unos que por derecho común de-
bía entenderse el castellano; otros suponían que única-
mente el romano. Este punto no es ya materia opina-
ble. El Tribunal Supremo en repetidas sentencias, con-
formes y contestes todas ellas, ha declarado que por 
derecho común se entienda el romano, y que también 
se aplica como supletorio el de Partidas. Pueden verse, 
entre otras, las Sentencias de 4 de Mayo de 1863, 17 
de Junio de 1865 y 24 de Diciembre de 1867. Por 
Sentencia del propio Tribunal de 24 de Marzo de 1867 
se declaró qu e . el derecho canónico no es aplicable co-
mo supletorio en Navarra. Merece especial mención la 
Sentencia de 30 de Junio de 1859, que anuló la del in-
ferior fundándose en que era contraria al derecho espe-
cial del país 6 sea á las Ordenanzas municipales sobre 
servidumbres urbanas. 
Es, pues, evidente, que en defecto de leyes propias 
se ha de acudir al derecho romano, que es el suple-
torio. 
Y finalmente, en defecto de este derecho, regirá 
come) supletorio el Código civil, pero teniendo en cuen-
ta, en cada caso, las advertencias que hemos consigna-
do precedentemente. 
Resumiendo lo expuesto, el orden de preferencia 
con que'deben aplicarse las leyes en Navarra, es el 
siguiente: 
1.° El título preliminar y el título 4.° del libro 1.° 
del Código civil, 6 sean los artículos desde el 1.° hasta 
el 16 y desde el 42 hasta el 107. 
2.° Las leyes en materia civil dictadas por las 
Córtes de la Nación que, siendo obligatorias, no han 
sido derogadas por el Código civil. 
3.° Las leyes posteriores á la Novísima recopila-
ción de Navarra comprendidas en los Cuadernos de 
leyes de Córtes. 
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4.° Las leyes de la Novísima Recopilación de Na-
varra. 
5.° El Fuero General. 
6.° El derecho romano como supletorio. 
7.° El Código civil como supletorio 6, su vez en 
defecto del derecho romano. 

autorizando al Gobierno para publicar 
un Código civil con arreglo á las condiciones y bases 
establecidas en la misma. 
DON ALFONSO XIII, por la gracia de Dios y la 
Constitución, REY de España, y en su nombre y du-
rante su menor edad la REINA Regente del Reino, 
A todos . los que la presente vieren y entendieren, 
sabed: que las Cortes han decretado y Nos sancionado 
lo siguiente: 
Artículo 1. 0 Se autoriza al Gobierno para publicar 
un Código civil con arreglo á las condiciones y bases 
establecidas en esta ley. 
Art. 2.° La redacción de este Cuerpo legal se lle- 
vará á cabo por la Comisión de Códigos, cuya Sección 
de Derecho civil formulará el texto del proyecto, oyen-
do, en los términos- que crea más expeditos y fructuo-
sos, á todos los individuos de la Comisión, y con las 
modificaciones que el Gobierno crea necesarias, se pu-
blicará en la Gaceta de Madrid. 
Art. 3.° El Gobierno, una vez publicado el Códi-
go, dará cuenta á las Cortes, si estuvieren reunidas, ó 
en la primera reunión que celebren, con expresión cla-
ra de todos aquellos puntos en que haya modificado, 
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ampliado 6 alterado en algo el proyecto redactado por 
la Comisión, y no empezará á regir como ley ni pro- 
ducirá efecto alguno legal hasta cumplirse los sesenta 
días siguientes á aquel en que se haya dado cuenta á 
las Cortes de su publicación. 
Art. 4.° Por razones justificadas de utilidad públi-
ca, el Gobiernè; al dar cuenta del Código á las Cortes, 
6 por virtud de la proposición que en éstas se  formule, 
 podrá declarar prorrogado ese plazo de sesenta días. 
Art. -5.° Las provincias y territorios en que sub-
siste derecho foral, lo conservarán por ahora en toda 
su integridad, sin que sufra alteración su actual régi-
men jurídico por .la publicación del Código, que regirá 
tan sólo como supletorio en defecto del que lo sea en 
cada una de aquellas por sus leyes especiales. El título 
preliminar del Código, en cuanto establezca los efectos 
de las leyes y de los estatutos y las reglas generales 
para su aplicación, será obligatorio para todas las pro-
vincias del Reino. También lo serán las disposiciones 
que se dicten para el desarrollo de la base 3.a, relativa 
á las formas de matrimonio. 
Art. 6.° El Gobierno, oyendo á la Comisión de 
Códigos, presentará á las Cortes, en uno 6 en varios 
proyectos de ley, los apéndices del Código civil, en los 
que se contengan las instituciones forales que conviene 
conservar en cada una de las provincias 6 territorios 
donde hoy existen. 
Art. 7.° No obstante lo dispuesto en el artículo 
anterior, el Código civil empezará á regir en Aragón y 
en las Islas Baleares al mismo tiempo que en las pro-
vincias no aforadas, en cuanto no se oponga á, aquellas 
de sus disposiciones forales y consuetudinarias que 
actualmente estén vigentes. 
El Gobierno, pre'vio informe de las Diputaciones 
provinciales de Zaragoza, Huesca, 
 Teruel é Islas Balea-
res y de los Colegios de Abogados de las capitales de 
las mencionadas provincias, y oyendo á la Comisión 
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general de codificación, presentará á la aprobación de 
las Cortes, en el plazo más breve posible, a contar des-
de la publicación del nuevo Código, el proyecto de ley 
en que han de contenerse las instituciones civiles de 
Aragón é Islas Baleares que convenga conservar. 
Iguales informes deberá oir el Gobierno en lo refe-
rente á las demás provincias de legislación foral. 
Art. 8.° Tanto el Gobierno como la Comisión se 
acomodarán en la redacción del Código civil á las si-
guientes bases: 
BASE 1. a 
El Código tomará por base el proyecto de 1851 en 
cuanto se halla contenido en éste el sentido y capital 
pensamiento de las instituciones civiles del derecho 
histórico patrio, debiendo formularse, por tanto, este 
primer cuerpo legal de nuestra codificación civil sin 
otro alcance y propósito que el de regularizar, aclarar 
y armonizar los preceptos de nuestras  leyes, recoger 
las enseñanzas de la doctrina en la solución de las du-
das suscitadas por la práctica, y atender á algunas 
necesidades nuevas con soluciones que tengan un fun-
damento científico ó un precedente autorizado en legis-
laciones propias ó extrañas, y obtenido ya común asen-
timiento entre nuestros jurisconsultos, 6 que resulten 
bastante justificadas, en vista de las exposiciones de 
principios 6 de método hechas en la discusión de am-
bos Cuerpos Colegisladores. 
BASE 2.A 
Los efectos de las leyes y .de los estatutos, así como 
la nacionalidad, la naturalización y el reconocimiento 
y condiciones de existencia de las personas jurídicas, 
se ajustarán á los preceptos constitucionales y legales 
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hoy vigentes, con las modificaciones precisas para des-
cartar formalidades y prohibiciones ya desusadas, acla-
rando esos conceptos jurídicos universalmente admitidos 
en sus capitales fundamentos y fijando los necesarios, 
así para dar algunas bases seguras á las relaciones 
internacionales civiles, como para facilitar el enla-
ce y aplicación del nuevo Código y de las legislacio-
nes forales, en cuanto á las personas y bienes de los 
españoles en sus relaciones y cambios de residencia 6 
vecindad en provincias de derecho diverso inspirándo-
se hasta donde sea conveniente en el principio y doc-
trina de la personalidad de los estatutos. 
BASE 3.a 
Se establecerán en el Código dos formas de matri-
monio: el canónico, que deberán contraer todos los que 
profesen la religión católica, y el civil, que se celebra-
rá del modo que determine el mismo Código en armo-
nía con lo prescrito en la Constitución del Estado. 
El matrimonio canónico producirá todos los efectos 
civiles respecto de las personas y bienes de los cónyu-
ges y sus descendientes, cuando se celebre en confor-
midad con las disposiciones de la Iglesia católica, ad-
mitidas en el Reino por la ley 13, tit. 1.°, lib. 1.° de la 
Novísima Recopilación. Al acto de su celebración asis-
tirá el Juez municipal ú otro funcionario del Estado, 
con el solo fin de verificar la inmediata inscripción del 
matrimonio en el Registro civil. 
BASE 4.a 
' 	 Las relaciones jurídicas derivadas del matrimonio 
en cuanto á las personas y bienes de los cónyuges y- de 
sus descendientes, paternidad y filiación, patria potestad 




emancipados, efectos civiles del contrato, y en suma, 
cuantas constituyen el derecho de familia, se determi-
narán de conformidad con los principios esenciales en 
que se funda el estado legal presente, sin perjuicio de 
lo dispuesto en las bases 17, 18, 22 y 25. 
BASE 5.a 
No se admitirá la investigación de la paternidad si-
no en los casos de delito 6 cuando exista escrito del pa-
dre en el que conste su voluntad indubitada de reco-
nocer por suyo al hijo, deliberadamente expresada con 
ese fin, 6 cuando medie posesión de estado. Se permitirá 
la investigación de la maternidad, y se autorizará la le-
gitimación bajo sus dos formas de subsiguiente matri-
monio y concesión Real, limitando ésta á los casos en 
que medie imposibilidad absoluta de realizar la primera, 
y reservando á terceros perjudicados el derecho de in-
pugnar, así los reconocimientos como las legitimaciones, 
cuando resulten realizados fuera de las condiciones de 
la ley. Se autorizará también la adoptación por escritu-
rá pública, y con autorización judicial, fijándose las 
condiciones de edad, consentimiento y prohibiciones 
que se juzguen bastantes á prevenir los inconvenientes 
que el abuso de ese derecho pudiera traer consigo par a. 
la organización natural de la familia. 
BASE 6. a 
Se caracterizarán y definirán los casos de ausencia 
y presunción de muerte, estableciendo las garantías que 
aseguren los derechos del ausente y de sus herederos, 
y que permitan en su día el disfrute de ellos por quien 
pudiera adquirirlos por sucesión testamentaria 6 legíti-
ma, sin que la presunción de muerte llegue en ningún 
4 
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caso á autorizar al cónyuge presente para pasar a se-
gundas nupcias. 
BASE 7.' 
La tutela de los menores no emancipados, demen-
tes y los declarados pródigos, ó en interdicción civil, 
se podrá deferir por testamento, por la ley ó por el con-
sejo de familia, y se completará con el restablecimien-
to en nuestro derecho de ese consejo y con la institu-
ción del protutor. 
BASE 8.' 
Se fijará la mayor edad en los veintitres anos para 
los efectos de la legislación civil, estableciendo la eman-
cipación por matrimonio 'y la voluntaria por actos en-
tre vivos á contar desde los diez y ocho •años de edad 
en el menor. 
BASE 9.' 
El Registro del estado civil comprenderá las inscrip-
ciones de nacimientos, matrimonios, reconocimientos y 
legitimaciones, defunciones y naturalizaciones, y esta-
rá á cargo de los Jueces municipales ú otros funciona-
rios del órden civil en España y de los agentes consu-
lares 6 diplomáticos en el extranjero. 
Las actas del Registro serán la prueba del estado 
civil, y solo podrá ser suplida por otras en el caso de 
que no hayan existido ó hubieren desaparecido los li-
bros del Registro, 6 cuando ante los Tribunales se sus-
cite contienda. 
Se mantendrá la obligación, garantida con sanción 
penal, de inscribir los actos 6 facilitar las noticias ne- 
-27- 
cesarias para su inscripción tan pronto corno sea posi-
ble. No se dará efecto alguno legal á las naturalizacio-
nes mientras no aparezcan inscritas en el Registro, 
cualquiera que sea la prueba con que se acrediten y la 
fecha en que hubieren sido concedidas. 
BASE 10. 
Se mantendrán el  . concepto de la propiedad y la 
división de las cosas, el principio de la accesión y de 
copropiedad con arreglo á los fundamentos capitales 
del derecho patrio, y se incluirán en el Código las ba-
ses en que descansan los conceptos especiales de  de-
terminadas propiedades, como las aguas, las minas y 
las producciones científicas, literarias y artísticas, bajo 
el criterio de respetar las leyes particulares por que hoy 
se rigen en su sentido y disposiciones, y deducir de ca-
da una de ellas lo que pueda estimarse corno funda-
mento orgánico de derechos civiles y sustantivos para 
incluirlo en el Código. 
BASE 11. 
La posesión se definirá en sus dos conceptos, abso-
luto ó emanado del dominio y unido á él, y limitado 
y nacido de una tenencia de la que se deducen he-
chos independientes y separados del dominio, mante-
niéndose las consecuencias de esa distinción en las 
formas y medios de adquirirla, estableciendo los pecu- 
* liares á los bienes hereditarios, la unidad personal en 
la posesión fuera del caso de indivisión, y determinan-
do los efectos en cuanto al amparo del hecho por la 
Autoridad pública, las presunciones á su favor, la per-
cepción de frutos según la naturaleza de éstos, el abo-
no de expensas y mejoras y las condiciones á que debe 
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ajustarse la pérdida del derecho posesorio en las diver-
sas clases de bienes. 
BASE 12. 
El usufructo, el uso y la habitación se definirán y 
regularán como limitaciones del dominio y formas de 
su división, regidas en primer término por el título que 
las constituya, y en su defecto por la ley, como suple-
toria á la determinación individual; se declararán los 
derechos del usufructuario en cuanto á la percepción 
de frutos, según sus clases y situación en el momento 
de empezar y de terminarse el usufructo, fijando los 
principios que pueden servir  la resolución de las prin-
cipales dudas en la práctica respecto al usufructo y usó 
de minas, montes, plantíos y ganados, mejoras, desper-
fectos, obligaciones de inventario y fianza, inscripción, 
pago de contribuciones, defensa de sus derechos y los 
del propietario en juicio y fuera de él, y modos natura-
les y legítimos de extinguirse todos esos derechos, con 
sujeción todo ello á los principios y prácticas del dere-
cho de Castilla, modificado en algunos importantes ex-
tremos por los principios de la publicidad y de la ins-
cripción contenidos en la legislación hipotecaria noví-
sima. 
BASE 13. 
El título de las servidumbres contendrá su clasifi-
cación y división èn continuas y discontinuas, positivas 
y negativas, aparentes y no aparentes por sus condicio-
nes de ejercicio y disfrute, y legales y voluntarias por 
el origen de su constitución, respetándose las doctrinas 
hoy establecidas en cuanto á los modos de adquirirlas, 
derechos y obligaciones de los propietarios de los pre-
dios dominante y sirviente y modo de extinguirlas. Se 
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definirán también en capítulos especiales las principales 
servidumbres fijadas por la ley en materia de aguas, 
en el régimen de la propiedad rústica y urbana, y se 
procurará á tenor de lo establecido en la base 1.a, la 
incorporación al Código del mayor número posible de 
disposiciones de las legislaciones de Aragón, Baleares, 
Cataluña, Galicia, Navarra y Provincias Vascas. 
BASE 14. 
Como uno de los medios de adquirir, se definirá, la 
'ocupación, regulando los derechos sobre los animales 
domésticos, hallazgo casual de tesoro y apropiación de 
las cosas muebles abandonadas. Les servirán de com-
plemento las leyes especiales de caza y pesca, hacién-
dose referencia expresa á ellas en el Código. 
BASE 15. 
El tratado de las sucesiones se ajustará en sus prin-
cipios capitales á los acuerdos que la Comisión general 
de codificación reunida en pleno, con asistencia de los 
señores Vocales correspondientes y de los señores Se-
nadores y Diputados, adoptó en las reuniones celebra-
das en Noviembre de 1882, y con arreglo á ellos se 
mantendrá en su esencia la legislación vigente sobre 
los testamentos en general, su forma y solemnidades, 
sus diferentes clases de abierto, cerrado, militar, marí-
timo y hecho en país extranjero, añadiendo el ológrafo, 
así como todo lo relativo á la capacidad para disponer 
y adquirir por testamento, á la institución de heredero, 
la desheredación, las mandas y legados, la institución 
condicional 6 á término, los albaceas y la revocación ó 
' ineficacia de las disposiciones testamentarias, ordenan-
do y metodizando lo existente, y completándolo con 
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cuanto tiende, á asegurar la verdad y facilidad de ex- 
presión de las últimas voluntades. 
BASE 16. 
Materia de las reformas indicadas serán en primer 
término las sustituciones fideicomisarias, que no pasa-
rán, ni aun en la línea directa, de la segunda genera-
ción, á no ser que se hagan en favor de personas que 
todas vivan al tiempo del fallecimiento del testador. 
El haber hereditario se distribuirá en tres partes 
iguales: una que constituirá la legítima de los hijos, 
otra que podrá asignar el padre á su arbitrio como me-
jora entre los mismos, y otra de que podrá disponer 
libremente. La mitad de la herencia en propiedad, ad-
judicada por proximidad de parentesco y sin perjuicio 
de las reservas, constituirá, en defecto de descendien-
tes legítimos, la legítima de los ascendientes, quienes 
podrán optar entre ésta y los alimentos. Tendrán los 
hijos naturales reconocidos derecho á una porción he-
reditaria, que , . si concurren con hijos legítimos, nunca 
podrá exceder de la mitad de lo que por su legítima 
corresponda á cada uno de éstos; pero podrá aumen-
tarse esta porción cuando sólo quedaren ascendientes. 
BASE 17. 
Se establecerá á favor del viudo 6 viuda el usufruc-
to que algunas de las legislaciones especiales le conce-
den, pero limitándolo á una cuota igual á lo que por su 
legítima hubiera de percibir cada uno de los hijos, si 
los hubiere, y determinando los casos en que ha de ce-
sar el usufructo. 
BASE 18. 
A la sucesión intestada serán llamados: 1.° Los des-
cendientes. 2.° Los ascendientes. 3.° Los hijos natura- 
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les. 4.° Los hermanos é hijos de éstos. 5.° El cónyuge 
viudo. No pasará esta sucesión del sexto grado en la 
línea colateral. Desaparecerá la diferencia que nuestra 
legislación establece respecto á los hijos naturales entre 
el padre y la madre, dándoseles igual derecho en la 
sucesión intestada de uno y otro. Sustituirán al Estado 
en esta sucesión, cuando á ella fuere llamado, los esta-
blecimientos de Beneficencia é instrucción gratuita del 
domicilio del testador; en su defecto, los de la provin-
cia; á falta de unos y otros, los generales. Respecto de 
las reservas, el derecho de acrecer, la aceptación y re-
pudiación de la herencia, el beneficio de inventario, la 
 colación y partición, y el pago de las deudas heredita-
rias, se desenvolverán con la mayor precisión posible 
las doctrinas de la legislación vigente, explicadas y 
completadas por la jurisprudencia. 
BASE 19. 
La naturaleza y efectos de las obligaciones serán 
explicados con aquella generalidad que corresponda á 
una relación jurídica cuyos orígenes son muy diversos. 
Se mantendrá el concepto histórico de la mancomuni-
dad, resolviendo por principios generales las cuestiones 
que nacen de la solidaridad de acreedores y deudores, 
asf cuando el objeto de la obligación es una cosa divi-
sible, como cuando es indivisible, y fijando con preci-
sión los efectos del vínculo legal en las distintas espe-
cies de obligaciones, alternativas, condicionales, á plazo 
y con cláusula penal. Se simplificarán los modos de 
extinguirse las obligaciones, reduciéndolos á aquellos 
que tienen esencia diferente, y sometiendo los demás <S 
las doctrinas admitidas respecto de los que como ele-
mentos entran en su composición. Se fijarán, en fin, 
principios generales sobre la prueba de las obligacio-
nes, cuidando de armonizar esta parte del Código con 
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las disposiciones de la moderna Ley de Enjuiciamiento 
civil, respetando los preceptos formales de la legisla-
ción notarial vigente, y fijando nn máximum, pasado el 
cual, toda obligación de dar 6 de restituir, de constitu-
ción de derechos, de arriendo de obras ó de prestación 
de-servicios, habrá de constar por escrito para que pue-
da pedirse en juicio su cumplimientó 6 ejecución. 
BASE 20. 
Los contratos, corno fuente de las obligaciones, se-
rán considerados como meros títulos de adquirir en 
cuanto tengan por objeto la traslación de dominio 6 de 
cualquier otro derecho á él semejante, y continuarán 
sometidos al principio de que la simple coincidencia de 
voluntades entre los contratantes establece el vínculo, 
aun en aquellos casos en que 'se exigen solemnidades 
determinadas para la transmisión de las cosas, 6 el 
otorgamiento de escritura á los efectos expresados en 
la base precedente. Igualmente se cuidará de fijar bien 
las condiciones del consentimiento, así en cuanto á la 
capacidad, corno en cuanto á la libertad de los que lo 
presten, estableciendo los principios consagrados por 
las legislaciones modernas sobre la naturaleza y el ob-
jeto de las convenciones, su causa, forma é interpreta-
ción, y sobre los motivos que las anulan y rescinden: 
BASE 21. 
Se mantendrá el concepto de los cuasi contratos, 
determinando las responsabilidades que puedan surgir 
de los distintos hechos voluntarios que les dan causa, 
conforme á los altos principios de justicia en que des-
cansaba la doctrina del antiguo derecho, unánimemente 
seguido por los modernos Códigos, y se fijarán los efec-
tos de la culpa y negligencia, que no constituyan deli- 
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to ni falta, aun respecto de aquellos bajo cuyo cuidado  
6 dependencia estuvieren los culpables 6 negligentes,  
siempre que sobrevenga perjuicio á tercera persona.  
Las obligaciones procedentes de delito 6 falta que-
darán sometidas á las disposiciones del Código penal,  
ora la responsabilidad civil deba exigirse á los reos, ora  
á las personas bajo cuya custodia y autoridad estuvie-
sen constituidos.  
BASE 22. 
El contrato sobre bienes con ocasión del matrimo-
nio tendrá por base la libertad de estipulación entre los  
futuros cónyuges sin otras limitaciones que las señala-
das en el Código, entendiéndose que cuando falte el  
'contrato ó sea deficiente, los esposos han querido esta-
blecerse bajo el régimen de la sociedad legal de ganan-
ciales.  
BASE 23. 
Lo s' contratos sobre bienes con ocasión del matri-
monio se podrán otorgar por los menores en aptitud de 
 
contraerlo, debiendo concurrir su otorgamiento y 
 
completando su capacidad las personas que según el 
 
Código deben prestar su consentimiento á las nupcias;  
deberán constar en escritura pública si exceden de 
 
cierta suma, y en los casos que no llegue al máximum  
que se determine, en documento que reuna alguna ga-
rantía de autenticidad. 
 
BASE 24.  
Las donaciotnes de padres á hijos se colacionarán  





reglas á que hayan de sujetarse las donaciones entre 
esposos durante el matrimonio. 
BASE 25. 
La condición de la dote y de los bienes paraferna-
les podrá estipularse á la constitución de la sociedad 
conyugal, habiendo de considerarse aquélla inestimada 
á falta de pacto 6 capitulación que otra cosa establezca. 
La administración de la dote corresponderá al marido, 
con las garantías hipotecarias para asegurar los dere-
chos de la mujer y las que se juzguen más eficaces en 
la práctica para los bienes muebles y valores, á cuyo 
fin se fijarán reglas precisas para las enajenaciones y 
pignoraciones de los bienes dotales, su usufructo y car-
gas á que está sujeto, admitiendo en el Código los prin-
cipios de la ley hipotecaria en todo lo que tiene de 
materia propiamente orgánica y legislativa, quedando 
á salvo los derechos de la. mujer durante el matrimonio, 
para acudir en defensa de sus bienes y los de sus hijos 
contra la prodigalidad del- marido, así como también 
los que puedan establecerse respecto al uso, disfrute y 
administración de cierta clase de bienes por la mujer, 
constante el matrimonio. 
BASE 26. 
Las formas, requisitos y condiciones de cada con-
trato en particular, se desenvolverán y definirán con 
sujeción al cuadro general de las obligaciones y sus 
efectos, dentro del criterio de mantener por base la le-
gislación vigente y los desenvolvimientos que sobre 
ella ha consagrado la jurisprudencia, y los que exija la 
incorporación al Código de las doctrinas propias á la 
ley hipotecaria, debidamente aclaradas en lo que ha 
sido materia de dudas para los Tribunales de justicia y 
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de inseguridad para el crédito territorial. La donación 
se definirá fijando su naturaleza y efectos; personas que 
pueden dar y recibir por medio de ella, sus limitacio-
nes, revocaciones y reducciones ; las formalidades con 
que deben ser hechas, los respectivos deberes del do-
nante y donatario y cuanto tienda á evitar los perjui-
cios que de las donaciones pudieran seguirse á los hijos 
del donante 6 sus legítimos acreedores 6 á los de-
rechos de tercero. Una ley especial desarrollará el 
principio de la reunión de los dominios en los foros, 
subforos, derechos de superficie y cualesquiera otros 
gravámenes semejantes constituidos sobre la propiedad 
inmueble. 
BASE 27. 
La disposición final derogatoria será general para 
todos los cuerpos legales, usos y costumbres que cons-
tituyan el derecho civil llamado de Castilla, en todas 
las materias que son objeto del Código, y aunque no 
sean contrarias á él, y quedarán sin fuerza legal algu-
na, así en su concepto de leyes directamente obligato-
rias, corno en el de derecho supletorio. Las variaciones 
que perjudiquen derechos adquiridos no tendrán efecto 
retroactivo. Se establecerán, con el carácter de disposi-
ciones adicionales, las bases orgánicas necesarias para 
que en períodos de diez años formule la Comisión de 
Códigos y eleve al Gobierno las reformas que conven-
ga introducir corno resultados definitivamente adquiri-
dos por la experiencia en la aplicación del Código, por 
los progresos realizados en otros países y utilizables en 
el nuestro, y por la jurisprudencia del Tribunal Su-
premo. 
Por tanto: 
Mandamos á todos los Tribunales, Justicias, Jefes, 
Gobernadores y demás Autoridades, así civiles como 




que guarden y hagan guardar, cumplir y ejecutar la 
presente.ley en todas sus partes. 
Dado en Palacio á 11 de Mayo de 1888.—Yo la 
Reina Regente.—El Ministro de Gracia y Justicia, 
Manuel Alonso Martinez. 
EXPOSICIÓN Y REAL DECRETO MANDANDO QUE SE PUBLIQUE 
EN LA "GACETA DE MADRID„ EL CÓDIGO CIVIL. 
SEÑORA: La ley de 11 de Mayo de este año 
autorizó al Gobierno de V. M. para publicar un Código 
civil con arreglo á las bases establecidas en la-misma, 
llenando así una necesidad sentida desde hace cinco 
siglos y no satisfecha aún, á pesar de los laudables es-
fuerzos de algunas de las generaciones que nos han 
precedido. 
El Código civil, que interesa por igual á todas las 
clases sociales, y realiza, no una aspiración pasajera, 
sino un anhelo constante del pueblo español, puede ser 
un título de honor para los contemporáneos a los ojos 
de la posteridad y el más bello florón de la Corona que 
ciñe V. M. tan merecidamente por sus grandes virtudes 
y raras prendas. 
Pocos serán ya hoy en España los que desconozcan 
la conveniencia de sustituir la legislación civil vigente, 
desparramada en multitud de cuerpos legales promul-
gados en la época gótica, en la Edad Media y en tiem-
pos más recientes, pero siempre distantes de nosotros, 
y que de todos modos retratan estados sociales distintos 
y aun opuestos, por un monumento legislativo armóni-
co, sencillo y claro en su método y redacción, que re-
fleje fielmente nuestras actuales ideas y costumbres y 
satisfaga las complejas necesidades de la moderna civi-
lización española. 
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Así, pues, V. M. puede estampar su firma en este 
proyecto de decreto con aquella satisfacción interior 
que engendra siempre en el ánimo del Jefe Supremo 
del Estado la conciencia de que no pone su Autoridad 
Augusta al servicio de una parcialidad política, sino al 
de la nación entera. 
Por esto, el Ministro que suscribe estima como un 
halago de la fortuna ser él quien tiene la honra de so-
meter á la aprobación de V. M. el Código civil redac-
tado por la Sección que ha muchos años viene presi-
diendo, después de haber oído, en los términos que ha 
creido más expeditos y fructuosos, á todos los Vocales 
de la Comisión Codificadora, compuesta de sabios Ju- 
risconsultos afiliados á escuelas jurfdicas y partidos 
políticos diferentes. 
En el punto á que dichosamente ha llegado en Es-
paña la obra de la codificación civil, huelga ya todo 
razonamiento. Pasó la hora de discutir. Hoy se trata no 
más que de la mera ejecución de un precepto terminan-
te de la ley; y el infrascrito, en justo acatamiento á lo 
que ésta ordena, tiene el honor de proponer á V. M. el 
siguiente proyecto de decreto.—Señora.—A. L. R. P. 
de V. M., Manuel Alonso Martinez. 
REAL DECRETO. 
Teniendo presente lo dispuesto en la ley de 11 de 
Mayo de este ano, por la cual se autorizó á mi Gobierno 
para, publicar un Código civil con arreglo á las condi-
ciones y bases establecidas en la misma, conformándo-
me con lo propuesto por el Ministro de Gracia y Justi-
cia, y de acuerdo con el parecer de mi Consejo de 
Ministros; en nombre de mi Augusto Hijo el R^v Don 
Alfonso XIII, y como REINA Regente del Reino, 
Vengo en decretar que se publique en la Gaceta de 
Madrid el Código civil adjunto, en cumplimiento de lo 
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que preceptúa el art. 2.° de la mencionada ley de 11 
de Mayo último. 
Dado en Palacio á seis de Octubre de mil ocho-
cientos ochenta y ocho.—María Cristina.—E1 Ministro 
de Gracia y Justicia, Manuel Alonso Martinez. 
REAL DECRETO PRORROGANDO HASTA EL 1. 0 DE MAYO DE 
188e EL PLAZO DE LOS 60 DÍAS ESTABLECIDO EN LA 
LEY DE 11 DE MAYO DE'1888. 
Próximo á vencer el plazo de sesenta días estable-
cido en el art. 3.° de la ley de 11 de Mayo de 1888 
para que comenzara á regir como ley el Código civil 
publicado en la Gaceta de Madrid en cumplimiento de 
lo dispuesto en el Real decreto de 6 de Octubre último, 
y formulada en las Cortes la proposición prevista en el 
artículo 4.° de la propia ley; 
Conformándome con lo propuesto por el Ministro 
de Gracia y Justicia, y de acuerdo con el parecer de 
mi Consejo de Ministros; en nombre de mi Augusto Hi-
jo el REY Don Alfonso XIII, y como REINA Regente 
del Reino, 
Vengo, en declarar prorrogado hasta el 1.° de Mayo 
del corriente año el plazo de los sesenta días estableci-
do en la ley de 11 de Mayo de 1888. 
Dado en Palacio á once de Febrero de mil ocho-
cientos ochenta y nueve.—María Cristina.—El Minis-
tro de Gracia y Justicia, José Canalejas y Méndez. 
LEY MANDANDO HACER UNA NUEVA EDICIÓN DEL CÓDIGO 
CIVIL. 
DON ALFONSO XIII, por la gracia de Dios y la 
Constitución, REY de España., y en su nombre y du- 
rante su menor edad la REINA Regente del Reino; 
A todos los que la presente vieren y entendieren 
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sabed: que las Cortes han decretado y Nos sancionado 
lo siguiente: 
Artículo 1.° El Gobierno hará una edición del 
Código civil, con las enmiendas y adiciones que a jui-
cio de la Sección de lo civil de la Comisión general de 
Codificación sean necesarias 6 convenientes, según el 
resultado de la discusión habida en ambos Cuerpos Co-
legisladores. 
Art. 2.° Esta edición se publicará lo más pronto 
posible, dentro del plazo de dos meses. 
Además se insertarán en la Gaceta los artículos del 
Código enmendados 6 adicionados. 
Por tanto: 
Mandamos á todos los Tribunales, Justicias, Jefes, 
Gobernadores y demás Autoridades, así civiles como 
militares y eclesiásticas, de cualquier clase y dignidad 
que guarden y hagan guardar, cumplir y ejecutar la 
presente ley en todas sus partes. 
Dado en Aranjuez á veintiseis de Mayo de mil 
ochocientos ochenta y nueve.—Yo la •  Reina Regente. ' 
—El Ministro de Gracia y Justicia, José Canalejas y 
Méndez. 
REAL DECRETO MANDANDO PUBLICAR EN LA "GACETA DE 
MADRID,, LA NUEVA EDICIÓN DEL CÓDIGO CIVIL. 
Teniendo presente lo dispuesto en la ley de 26 de 
Mayo último; conformándome con lo propuesto por el 
Ministro de Gracia y Justicia, y de acuerdo con el pa-
recer de mi Consejo de Ministros; 
En nombre de mi Augusto Hijo el REY Don Alfon-
so XIII, y como REINA Regente del Reino, 
Vengo en decretar que se publique é inserte en la 
Gaceta de Madrid el adjunto texto de la nueva edición 
del Código civil, hecha con las enmiendas y adiciones 
propuestas por la Sección de lo civil de la Comisión 
general de Codificación, según el resultado de la discu-
sión habida en ambos Cuerpos Colegisladores, y en 
cumplimiento de lo preceptuado por la mencionada ley 
de 26 de Mayo último. 
Dado en San Ildefonso á veinticuatro de Julio de 
mil ochocientos ochenta y nueve.—María Cristina.—
El Ministro de Gracia y Justicia, José Canalejas y 
Méndez. 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS QUE PRECEDE Á LA NUEVA EDI-
. 	 CIÓN DEL CÓDIGO CIVIL. 
Excmo. Sr: V. E. se sirvió comunicar esta Comi-
sión, para su cumplimiento, la ley de 26 de Mayo últi- 
. mo, que manda hacer una edición del Código civil, con 
las enmiendas y adiciones que, á juicio de la Sección 
de lo civil de la Comisión general de Codificación, sean 
necesarias ó convenientes según el resultado de la dis- 
cusión habida en ambos Cuerpos Colegisladores. Cum-
pliendo este mandato, la Sección ha revisado detenida-
mente todo el Código, y en particular las disposiciones 
que han sido objeto de controversia y de crítica entre 
los Senadores y Diputados en los últimos 
 . debates par-
lamentarios. Ha hecho tan prolijo exámen sin más pro-
pósito que el de mejorar la obra en todo lo que pare-
ciese defectuosa y sin otro criterio que el de la más 
severa. imparcialidad. Fruto de este estudio es el trabajo 
que adjunto tiene el honor de presentar V. E. 
Todas las observaciones expuestas en el Parlamen-
to han sido atentamente examinadas y discutidas en el 
seno de la Sección, recayendo sobre cada una el acuer-
do que se ha juzgado procedente. Son estas de diversas 
clases, según el espíritu que las informa, el fin á que 
tienden, la suposición más 6 menos fundada de que 
parten, la varia interpretación de algunos artículos, la 
diversidad de opiniones individuales sobre determinados 
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problemas jurídicos y la oscuridad de expresión 6 de-
fectos de estilo que se ha creido encontrar en algunos 
textos. La Sección, que no pretende haber hecho una 
obra perfecta, porque si no lo es ninguna de las huma-
nas, mucho menos puede serlo un Código civil, que 
afecta á tantos, tan diversos y acaso tan contradictorios 
intereses, hábitos y costumbres, ha reconocido, con la 
sinceridad y la imparcialidad que le son propias, la 
justicia ó la conveniencia de algunas de las enmiendas 
y reformas indicadas en los Cuerpos Colegisladores. 
Pero al mismo tiempo ha tenido que prescindir de mu-
chas de ellas que, por causas diversas, no le han pare-
cido necesarias ñi justificadas. 
Hay efectivamente en el Código varios artículos 
cuya reforma parece justa ó conveniente, ya para la 
mayor claridad del concepto, ya para que no parezcan 
en disonancia con otros á que se refieren, ya para pre-
venir las dudas á que pudiera dar lugar la suspicacia ó 
la malicia de los que litiguen sobre su aplicación, ya, 
en fin, para corregir los errores de imprenta 6 de copia 
de que adolecen. Hay también artículos que contienen 
principios indiscutibles de justicia ó conveniencia, pero 
que necesitan ampliarse y desarrollarse para su aplica-
ción, á fin de que no den lugar á una jurisprudencia 
varia y aun contradictoria. La Sección, teniendo todo 
esto en cuenta, ha procurado el remedio, prestándose á 
todas las modificaciones de concepto-y expresión que 
ha podido exigir la más severa crítica. 
La verdad es que, fuera de muy pocos puntos en 
que por diversidad de escuela ó de propósito no puede 
convenir la Sección con algunos de sus censores, en 
todos los demás las diferencias consisten, más bien que 
en el fondo, en la expresión del concepto. Se han ex-
puesto ciertamente consideraciones generales muy im-
portantes sobre las novedades introducidas por el Códi-
go en el orden de la familia, en las relaciones jurídicas 
entre sus individuos y en las sucesiones hereditarias; 
g 
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pero la Sección se lia abstenido de controvertirlas, tanto 
porque casi todas ellas proceden de la ley de bases 
para redactar el Código, a las cuales ha tenido que su-
jetarse, cuanto por no ser este ya el momento oportuno 
de exponer los motivos de toda aquella obra. Pasada 
su oportunidad, cumple solo á la Sección manifestar el 
orden y método con que ha verificado su revisión, la 
extensión y los límites de su labor y los fundamentos 
de las principales enmiendas y adiciones adoptadas . . 
Expuesto queda el método seguido: respecto á la 
extensión de su.trabajo, se ha limitado la Sección á 
revisar solamente aquellos artículos que han sido obje-
to de discusión y de crítica en las Cortes; pero como 
algunos de ellos tenían relación con otros pasados en 
silencio, no ha sido posible prescindir en absoluto de 
estos. Por eso advertirá V. E. que no sólo aparecen re-
tocados algunos de los artículos censurados por orado-
res del Parlamento, sino otros que no fueron criticados 
por ellos; todo sin perjuicio de corregir al paso lós 
errores de copia 6 de imprenta que han encontrado en 
el texto dado á luz. 
Una de las cuestiones más viva y extensamente 
discutidas en ambas Cámaras fué la de la subsistencia 
del derecho foral, en las relaciones entre los habitantes 
de las provincias y territorios que• lo conservan y los 
de los territorios y provincias en 
 que rige el derecho 
común. Los primeros recelaron, aunque sin razón, que 
el título preliminar del Código, obligatorio para todas 
las provincias del Reino, contenía disposiciones contra-
rias á sus fueros; por cuanto el art. 12, que consagra 
la subsistencia del actual régimen foral en toda su integri-
dad, no comprendía expresamente el derecho foral con-
suetudinario; como si éste no formara parte de dicho 
régimen. Atentado aún más grave contra los fueros 
creyeron hallar en el art. 15, por cuanto declaraba su-
jetos al Código á los nacidos en provincias de derecho 
común, del mismo modo que la Constitución del Esta 
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do declara españoles á los nacidos en España. Interpre-
tada esta disposición sin tener en cuenta la del art. 12, 
que manda conservar el régimen foral en toda su inte-
gridad, razón habría para estimarla contraria á los 
Fueros, que •no reconocen en los hijos otra condición 
que la de sus padres. Pero como las disposiciones de un 
Código no se deben interpretar aisladamente, sino en 
combinación con todas las otras que tienen relación 
con ellas, habría debido entenderse el art. 15 sin per-
juicio de lo dispuesto en el 12, el cual consagra la in-
tegridad del régimen jurídico foral en justo acatamiento 
al precepto claro y terminante del art. 5.° de la ley de 
11 de Mayo de 1888. 
• 	 Ya que esta interpretación no tranquilizó bastante 
4 los que entendían de otro modo el art. 15, la Sección 
ha procurado aclararlo y fijar su verdadero sentido, de 
suerte que no pueda quedar duda al .más suspicaz de 
que por él no se introduce novedad alguna en el régi-
men jurídico de las provincias forales. • 
También ha modificado la Sección,. no el concepto, 
sino la forma del art. 29, que declara la condición y 
los derechos de los póstumos. Decía este artículo, en 
su redacción primitiva, que aunque el nacimiento de-
termina la pérsonalidad humana, la ley retrotrae en 
muchos casos á una fecha anterior los derechos del na-
cido. Hallándose estos casos señalados en diversos lu-
gares del Código, y siendo todos aquellos en que podia 
optar el póstumo á algún beneficio, esta disposición no 
alteraba el precepto de nuestra antigua legislación, que 
consideraba al póstumo como nacido para todo lo que 
le fuera favorable. Mas para que no pueda quedar du-
da de que este mismo es el sentido - del art. 29, se ha 
variado su redacción, adoptando la fórmula genérica y 
tradicional de nuestro antiguo derecho. 
Ha sido igualmente objeto de interpretación equi-
vocada el artículo 54, suponiendo que, según él, la po-
sesión de estado, con las actas del nacimiento de los 
J 
-44- 
hijos'en concepto de legítimos, era por sí sola prueba 
bastante del matrimonio. No hubo de entenderse que 
ésta no se admitía sino como prueba supletoria en de-
fecto de la principal, contenida en el art. 53, en el cual 
se declara que los matrimonios futuros, se probarán por 
las actas del Registro civil, y que faltando éste, podría, 
abrirse paso a otra especie de pruebas. Sólo en este 
caso, y como una de estas pruebas supletorias, admitía 
la. posesión de estado el art. 54. Mas para que nadie 
pueda abrigar duda sobre este punto, la Sección pre-
senta modificado el artículo, refiriéndolo expresament e 
al que le antecede, y haciendo constar que la posesión 
de estado, con las demás circunstancias expresadas, no 
será más que uno de los medios de prueba que podrán 
emplearse, cuando por cualquiera causa falte absoluta-
mente el Registro civil. 
La omisión de dos palabras, cometida en la copia 
ó en la impresión del Código, dió lugar a que se creye-
ra que el art. 85 autorizaba al Gobierno para dispensar 
en el matrimonio civil el impedimento de afinidad en 
línea recta. De aquí la necesidad de añadir las palabras 
omitidas, quedando así restablecido el texto verdadero 
y desvanecido el error a que había dado lugar este ar-
tículo. 
Cuando la Sección trajo de la Ley del Matrimonio 
civil al Código el art. 102, que declaraba pública la 
acción para pedir la nulidad del matrimonio, entendía, 
como entiende hoy, que la acción pública no es la que 
puede ejercitar todo ciudadano, sino la que correspon- 
de al Ministerio fiscal. Pero como alguien creyese que 
los términos en que apareció redactado dicho artículo 
autorizaban a cualquiera para promover demandas de 
nulidad por malevolencia ó interés ilícito, la Sección lo 
ha redactado de nuevo, limitando el derecho de ejerci-
tar dicha acción a los cónyuges, a los que tengan algún 
interés en ella y, con señaladas limitaciones, al Minis-
terio público. 
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Aunque el Código no ha adoptado la antigua deno-
minación de alimentos naturales y civiles, ha reconocido 
la diferencia que estos nombres significaban, en cuanto 
á los servicios comprendidos en la obligación de ali-
mentar. El Código no había tornado bastante en cuenta 
esta diferencia con relación á la diversidad de personas, 
á quienes, ya confirmando las leyes 6 la jurisprudencia 
antigua, ya completándola 6 fijándola, se concede el 
derecho á alimentos. Así la Sección, después de darlos 
en toda su extensión á los cónyuges, á los descendien-
tes y ascendientes legítimos y á los padres y los hijos 
naturales, legitimados 6 reconocidos, los restringe entre 
padres é hijos ilegítimos no naturales y entre hermanos 
consanguíneos 6 uterinos, cuando alguno de estos no 
pueda procurarse la subsistencia por causas que no le 
sean imputables. 
La clasificación que se hacía en el cap. 3.°, tit. pri-
mero, libro II, de los bienes de dominio público, ó no 
era bastante' comprensiva, 6 podía dar lugar á dudas 
en casos especiales. Por ello, ha parecido oportuno á 
la Sección definir estos bienes, teniendo en cuenta su 
destino más bien que su denominación y sus analogías, 
señalando después tan solo como ejemplos los que an-
tes aparecían como reguladores exclusivos de la clasi-
ficación. El Estado posee bienes destinados al uso 
común y bienes que, sin ser de uso común, están desti-
nados á algún servicio público. Unos y otros son bienes 
de dominio público, y se distinguen de los patrimonia-
les en que, si bien éstos pertenecen también al Estado, 
carecen de aquellas circunstancias. Igual distinción se 
observa en los bienes de los pueblos y provincias, sin 
más diferencia que la de pertenecer su propiedad á las 
provincias 6 á los pueblos. 
El art. 570, que declara subsistentes las servidum-
bres pecuarias establecidas, necesitaba alguna amplia-
ción á fin de determinar claramente su régimen en lo 
futuro, tanto para que no se creyera que iban á des- 
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aparecer las anchuras señaladas por la legislación ante-
rior á algunas de estas servidumbres, cuanto para fijar 
la medida de las forzosas que en adelante se establez-
can, con destino al paso y abrevadero de los ganados. 
Para cumplir estos fines, guardando profundo respeto á 
los derechos adquiridos, ha refundido la Sección el ex-
presado artículo. 
El art. 591 no permitía plantar árboles altos cerca 
de una heredad ajena á menos distancia de tres metros, 
ni árboles bajos y arbustos á menos de dos de la línea 
divisoria entre ambas heredades. Estas distancias hu-
bieron de parecer excesivas y no bastante justificadas, 
a los que ,creían que con otras mucho menores no sufri-
ría tampoco usurpación ni perjuicio el dominio ajeno. La 
Sección lo ha creído así también, y en su consecuencia, 
ha reducido aquellas distancias á dos metros y á 50 cen-
tímetros respectivamente, salvo lo que dispongan en todo 
caso las Ordenanzas rurales, 6 lo que se halle autoriza-
do poi la costumbre de la localidad. 
Por no apartarse la Sección de nuestro antiguo de= 
recho, hábía aceptado la prohibición de heredar y de 
hacer testamento impuesta á los religiosos ligados con 
votos solemnes de pobreza en las Ordenes monásticas. 
El derecho canónico les había privado de la facultad 
de poseer, aunque no de la de adquirir, disponiendo que 
lo que adquiriesen lo transfirieran á los Monasterios. 
La ley civil, ya para reforzar la observancia de este pre-
cepto, ya para contener en parte los progresos de la 
amortización de los bienes raíces, privó á los religiosos 
del derecho de adquirir lo que no debían retener y había 
necesariamente de pasar al dominio de las Comunida-
des respectivas. Pero esta prohibición suponía la abso-
luta capacidad de los Monasterios para adquirir y 
poseer bienes inmuebles. Así es que desde el momento 
en que las leyes civiles, no solo les privaron de esta 
facultad, sino que los suprimieron en su mayor parte, 
quedó sin efecto, de hecho, el precepto canónico y sin 
  
     
     
     
     
     
     
   
   
    
    
 suficiente las leyes que prohibían á los 
religiosos testar y adquirir bienes por testamento y 
abintestato. Por eso fueron derogadas más de una vez 
las prohibiciones antiguas, mientras prevalecieron en 
toda su crudeza las leyes desamortizadoras y las que 
negaron su reconocimiento á las Corporaciones reli-
giosas. 
Pero han cambiado; con provecho de todos, las re-
laciones entre el estado y la Iglesia: las Ordenes mo-
násticas han sido permitidas 6 toleradas; y al punto ha 
surgido la duda de si, con ellas, debían estimarse res-
tablecidas las. antiguas incapacidades para testar y ad-
quirir por sucesión y herencia. La. Sección, como queda 
dicho, optó por la afirmativa, considerando que esta 
solución sería más conforme con el derecho canónico. 
Pero Obispos respetables, que han levantado su voz en 
el Senado, y otros oradores insignes, pertenecientes á 
partidos diversos, y por diferentes y aun contradicto-
rios motivos, han pedido la solución contraria, estiman-
do que restituida la facultad de adquirir y poseer á las 
Comunidades religiosas, se cumplirá en todos sus pun-
tos el derecho canónico, y habrá la igualdad debida 
entre todos los ciudadanos, sin distinción de profesión 
y estado, de eclesiásticos y seglares. La Sección, pres-
tando atento oído á estas consideraciones, y deseando 
marchar siempre de acuerdo con los dignos Prelados 
de la Iglesia, después de reconocer á los Monasterios el 
derecho de adquirir, ha suprimido entre las incapaci-
dades para testar y para suceder, la de los religiosos 
ligados con votos solemnes. 
Algunas otras pequefias variaciones ha introducido 
también la Sección en el capítulo de los testamentos, 
encaminadas todas á determinar mejor las condiciones 
necesarias para asegurar su autenticidad y alejar el pe-
ligro de las falsedades. Con esta mira, y aceptando in-
dicaciones hechas en las Cortes, ha restringido la fa-
cultad de hacer testamento ológrafo, concediéndola tan 
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solo á los mayores de edad, aunque baste la de catorce 
años para testar en otra forma. 
Ha reducido_también átérminos más adecuados d la 
práctica el acto de otorgar testamento abierto, garanti-
zando además con nuevos requisitos el de'las personas 
desconocidas, y fijando a la vez los justos límites de la 
responsabilidad de los Notarios que autorizan estos ac-
tos. Con el mismo fin de asegurar el cumplimiento de la 
última -voluntad de los testadores, se han estrechado 
algún tanto las condiciones necesarias para determinar 
la validez y la nulidad de los testamentos cerrados. 
La condición impuesta á la mujer casada, en el ar-
tículo 995, de no aceptar herencias sino á beneficio de 
inventario, era en verdad excesiva é injustificada. Obli-
gar á la hija d no recibir la herencia de sus padres, ni 
la de sus hijos, sino con aquella protesta, era en mu-
chos casos, y aun en los más, lastimar sus sentimientos 
de filial respeto y cariño, sin razón valedera que lo jus-
tificase. Si en algunas circunstancias puede ser esta 
precaución necesaria, podrán utilizarla las mujeres a 
quienes favorezca, sin que sea menester obligarlas á 
ello. La Comisión ha entendido que con esta facultad, 
y con no responder en todo caso de las deudas heredi-' 
tarias los bienes de la sociedad conyugal existentes al 
ser aceptada la herencia, quedarán suficientemente pro-
tegidos los intereses matrimoniales. 
El art. 1280 determina los contratos que deben ha-
cerse constar en documento público por razón de los 
objetos sobre que versen ó de su naturaleza jurídica, 
cualquiera que sea su cuantía. Esta disposición podía 
ofrecer el inconveniente de dificultar los contratos de 
poca entidad, por temor á los gastos que ocasionara su 
reducción á documento público. Para evitar este peligro 
una adición al art. 1280 exime de aquella formalidad 
los contratos no comprendidos en los seis números del 
mismo artículo, y permite hacerlos valer aunque su 






crito privado, quedando libres de toda solemnidad los 
mismos contratos de inferior cuantía. 
También ha rectificado el art. 1296, que eximía de 
la rescisión las capitulaciones matrimoniales de los me-
nores celebradas con intervención de sus tutores, por-
que ni en tales capitulaciones intervienen los tutores, 
ni podía ser, por tanto, este género de contratos el que 
tenía por objeto dicho artículo. Una referencia equivo-
cada al núm. 1.° del art. 1291, que debía ser al núme-
ro 2.° del mismo, á podido dar lugar á este error. En este 
último número se mencionan los contratos celebrados en 
representación de personas ausentes ; con autorización 
judicial, y estas circunstancias bastan para que en ellos 
no tenga lugar la rescisión. Pero las capitulaciones ma- 
trimoniales de los menores, aunque otorgadas con la 
intervención de sus ascendientes 6 la del consejo de fa-
milia, no tienen en su apoyo tantas garantías de equi-
dad, que basten para declararlas irrescindibles. 
Fué igualmente objeto de controversia en las Cor-
tes la cabida señalada en el art. 1523 á las heredades 
que, en caso de venta, pueden ser objeto del retracto 
de colindantes. La Sección, para facilitar, con el trans- 
curso del tiempo, algún remedio á la divisiók excesiva 
de la propiedad territorial, allí donde este exceso ofrece 
obstáculo insuperable al desarrollo de la riqueza, y si-
guiendo el ejemplo de otras Naciones, concedió á los 
propietarios aledaños el derecho de retraer por el tanto 
las heredades de dos hectáreas 6 menos, limítrofes á las 
suyas. Esta cabida hubo de parecer excesiva á algunos 
Señores Diputados, que pretendían reducirla á 50 cen-
tiáreas. También había establecido la Sección que 
cuando dos 6 más propietarios solicitaran el retracto, 
fuera preferido aquel cuya finca tuviese menos cabida, 
y no el dueño de la mayor, según propuso despúés al-
guno de los impugnadores del artículo. En vista de las 
observaciones expuestas, ha accedido la Sección á re-
ducir á la mitad la cabida de las heredades sujetas á 
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aquel derecho; pero también ha creído que debía man-
tener la preferencia á favor del dueño de la finca menor, 
considerando que esta solución es la más conforme con 
el fin del retracto. En cambio ha aceptado con gusto la 
idea de suprimir la formalidad del requerimiento ante 
Notario. 
El Código nada dispone respecto á los foros y sub-
foros constituídos bajo la antigua legislación, remitien-
do lo que se refiere á ellos á una ley especial, anuncia-
da repetidas veces y en elaboración hace. tiempo. Pero 
como el art. 1611 señala el tipo para la redención de 
los censos impuestos antes de la promulgación del Có-
digo, hubo de dudarse si esta disposición sería aplica-
ble á la redención de los foros. Aunque la duda no 
parezca bastante fundada, porque el artículo citado 
trata únicamente de los censos, la Sección se ha pres-
tado á resolverla mediante una adición al mismo, en 
que se declaran excluídos de él los foros. 
Algunos Sres. Senadores y Diputados echaron de 
menos en el Código las disposiciones transitorias que 
habían de determinar, con regularidad y justicia, el 
paso de la antigua legislación á la nueva, de modo que 
ésta no tuviera efecto retroactivo y quedaran á salvo 
todos los derechos legítimamente adquiridos bajo el an-
terior régimen jurídico. La observación de estos ora-
dores era muy fundada. No bastaba decir en el artículo 
1976 que las variaciones en la legislación que perjudi-
caran derechos adquiridos no tendrán efecto retroacti-
vo, pues la definición y la determinación de estos dere-
chos es hoy uno de los problemas más difíciles de la 
ciencia de la legislación. 
Tal vez habría sido mejor hacer esto en una ley se-
parada, como se verificó en Italia y en otros países, 
donde, bien directamente por el poder legislativo, bien 
por el Gobierno mediante autorización constitucional, 
se dictaron estas disposiciones transitorias. Pero no ha-
biéndose dado ni siquiera iniciado dicha ley, y tenien- 
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do la Sección el encargo de hacer en el Código las en-
miendas y adiciones que creyese necesarias y conve-
nientes según el resultado de la discusión habida en 
ambos Cuerpos Colegisladores, se ha creído en el deber 
de establecer también las reglas según las cuales deben 
aplicarse las nuevas disposiciones que varíen en algún 
punto el derecho anteriormente constituido. 
Dos sistemas podían seguirse para el desempeño de 
esta difícil obra: uno, señalar minuciosamente todas aque-
llas variaciones, determinando en cada caso la aplicación 
del derecho correspondiente; otro, establecer reglas gene-
rales, aplicables á todos los casos que puedan ocurrir de 
aquella especie. .El primero de estos sistemas daría lu-
gar á un casuismo indefinido y  tal vez deficiente; el 
segundo respondería mejor á su objeto; pero, sobre ser 
de difícil ejecución, no daría un resultado tan compren-
sivo, que excluyera en absoluto la necesidad de reglas 
especiales para casos determinados. 
Era, pues, necesario determinar cuáles son las va-
riaciones de ley que perjudican derechos anteriormente 
adquiridos y que no deben, por tanto, aplicarse con 
efecto retroactivo. Para ello, no basta decir que son 
aquellas disposiciones legales que privan de la posesión 
actual de algún beneficio, interés 6 acción jurídica; 
pues si la existencia,  _ efectividad ó extensión del dere-
cho dependen de eventualidades independientes de la 
voluntad del que lo posee, podrá éste tener una espe- 
ranza, pero no un verdadero derecho adquirido. Por 
eso los herederos legítimos y los instituidos, así co-
mo los legatarios de las personas que viven, no tienen 
derecho alguno adquirido hasta la muerte de éstas, por-
que la existencia del que en lo futuro podrán disfrutar, 
depende, ya de la eventualidad de su propia muerte, 
ya de las vicisitudes de la fortuna 6 de la libre y varia-
ble voluntad de los testadores. 
Fundada en estas consideraciones, la Comisión, que 
estima peligrosa la definición abstracta de los derechós 
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adquiridos, ha preferido desenvolver las doctrinas más 
comunmente admitidas en algunas prescripciones gene-
rales y en una serie de reglas concretas, que puedan 
ofrecer solución á los casos más frecuentes y servir de 
criterio en todos los análogos. 
Lo primero que debía resolver era el punto de par-
tida de los derechos, á fin de determinar cuáles queda-
ban al amparo de la legislación ,antigua y cuáles 
sometidos á la nueva. Y como todo derecho nace nece-
sariamente de un hecho voluntario 6 independiente de 
la humana voluntad, la fecha de este hecho, que puede 
ser anterior 6 posterior á la promulgación del Código, 
es la que debe determinar la legislación que lia de 
aplicarse al derecho que de aquel hecho naciera. Ni es 
necesario que el derecho originado por un hecho ocu-
rrido bajo la legislación anterior se halle en ejercicio 
para que merezca respeto, pues si existía legítimamente 
según la ley bajo la cual tuvo origen, si dependía sola-
mente de la voluntad del que lo poseyera ponerlo 6 no 
en ejercicio, es un derecho tan adquirido como el que 
hubiera ya producido 6 estuviera produciendo su debi-
do efecto. Pero si se trata de un derecho nuevo, decla-
rado por primera vez en el Código y no reconocido por 
la legislación anterior, deberá regirse por el mismo Có-
digo, aunque el hecho que lo origine hubiera tenido 
lugar bajo aquella legislación, á menos que perjudique 
á otro derecho adquirido bajo la misma; porque en este 
caso es más digno de respeto'el que va á sufrir el daño 
que el que va á recibir un beneficio gratuito. 
Establecido este principio en la regla 1.a, no se po-
drá hacer novedad alguna en el estado legal de las 
madres que, siendo viudas y ejerciendo la patria potestad, 
hubiesen contraído nuevo matrimonio antes de regir el 
Código, aunque éste prive de aquel derecho á 
 las madres 
viudas que se casen después. Por igual razón, las inca-
pacidades para heredar, así absolutas como relativas, 
deberán calificarse con arreglo á la legislación vigente 
Mr. 
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á la muerte del testador 6 causante de la herencia. Por 
idéntico • motivo y conforme á la misma regla 1. 8, no 
deberá entenderse que han perdido el beneficio de la 
restitución in íntegrum las personas que lo tuvieran por 
la legislación anterior, cuando el hecho que haya oca-
sionado el perjuicio que deba repararse hubiera tenido 
lugar bajo aquél régimen; y sólo cuando hubiese ocu-
rrido después; deberán aplicarse las disposiciones del ca-
pítulo 5.°, título 2.°, libro IV del Código. De la misma 
regla 1. 8 emana la 7. 8, que no permite á los padres, 
madres y abuelos retirar las fianzas que tengan consti-
tuidas por la curatela que se hallen ejerciendo de sus 
descendientes. Esta garantía es un derecho adquirido 
por los menores é incapacitados, del cual no se les pue-
de privar sin injusticia, aunque la nueva ley dispense 
para lo sucesivo de la obligación de afianzar las per-
sonas anteriormente nombradas, cuando las llama á la 
tutela de sus descendientes. 
De esta regla general se derivan otras varias, que 
la Sección ha consignado también, aunque sea por vía 
de ejemplo. Así, pues, conforme á la regla 2. 8, los actos 
y contratos celebrados bajo el régimen de la legislación 
anterior, que fueran válidos según ella, deben serlo 
también después de promulgado el Código, aunque con 
las limitaciones, en cuanto á su ejecución, establecidas 
en las disposiciones transitorias. Por eso deben valer 
los testamentos otorgados bajo aquella legislación, con 
arreglo á la misma, estén 6 no otorgados en forma au-
torizada después. Por eso serán válidos, aunque el Códi-
go no los permite, siempre que procedan del tiempo en 
que regían las leyes qùe los autorizaban, los testamentos 
mancomunados, los poderes para testar, las memorias 
testamentarias, las cláusulas llamadas ad cautelam, y los 
fideicomisos en que el testador encarga al fiduciario dar á 
sus bienes un destino desconocido. Lo que no podrá 
hacerse es alterarlos ni modificarlos en manera alguna 
después de regir el Código, sino testando con arreglo 
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al mismo; porque lo que pudo hacerse legítimamente 
bajo el régimen anterior, no es lícito repetirlo bajo el 
nuevo régimen. 
Por efecto de la misma regla 2.a no podrá alterarse 
el estado legal en que se hallen los que, por pacto an-
terior á la promulgación del Código, estén dando o 
recibiendo alimentos; ni el hijo adoptado bajo la legis-
lación anterior habrá perdido su derecho á heredar 
abintestato al padre adoptante, aunque el Código no 
reconozca este derecho 4 los adoptados después. En el 
mismo caso se hallan las reglas que determinan la co-
lación de las dotes y las donaciones de cualquiera es-
pecie otorgadas bajo el régimen anterior, en todo 
aquello en que difieran de las consignadas en el Códi-
go. También es consecuencia de la misma regla 2.a la 
6.a, que permite al padre continuar disfrutando los de-
rechos que se haya reservado sobre los bienes adventi-
cios del hijo, á quien hubiese emancipado con esta 
condición. Todos estos derechos, como originados de 
pactos 6 convenios celebrados bajo la legislación prece-
dente, son dignos del mayor respeto, aunque el Código 
no los reconozca 6 los estime de modo diverso. En el 
mismo caso se hallarán cualesquiera otros derechos 
nacidos de contratos lícitos en su tiempo, aunque no 
sean permitidos después. 
Por lo mismo que deben respetarse y surtir su efec-
to los derechos nacidos de hechos pasados bajo la 
legislación anterior, los que, según ésta, no producían 
penalidad civil 6 pérdida de derechos y se ejecutaron 
en aquella época, no deberán producirla, aunque el 
Código después la establezca. En este caso podrán 
hallarse los matrimonios contraídos antes, sin la licen-
cia 6 el consejo de quien corresponda. 
Pero si es justo respetar los derechos adquiridos ba-
jo la legislación anterior, aunque no hayan sido ejerci-
tados, ninguna consideración de justicia exige que su 
ejercicio posterior, su duración y los procedimientos 
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para hacerlos valer, se eximan de los preceptos del 
Código. Todas estas disposiciones tienen carácter adje- 
tivo, y sabido es que las leyes de esta especie pueden 
tener efecto retroactivo. Así, pues, según la regla 4.a, los 
derechos adquiridos y no ejercitados todavía cuando el 
; Código empezó á regir, deberán hacerse valer por los 
procedimientos en el mismo establecidos, y sólo cuando 
éstos se hallen pendientes en dicha época, podrán optar 
• los interesados por ellos ó por los nuevos. 
Consecuencia es también de esta regla la 8.a, que 
mantiene en su cargo á los tutores y curadores nom-
brados antes de regir el Código y á los poseedores y 
administradores interinos de bienes de ausentes, pero 
sometiéndolos, en cuanto á su ejercicio, á la nueva le-
gislación. - 
También emana de la misma regla 2.a lo dispuesto 
en la 9.a, que manda constituir, bajo el régimen de la 
legislación anterior, las tutelas y curatelas cuya consti-
tución esté pendiente de la resolución de los Tribuna-
les; pero entendiéndose esto sin perjuicio de que los 
curadores ya en ejercicio tomen el nombre genérico de 
tutores, y de que todos -ellos se sometan, en cuanto al 
desempeño de su cargo, á las disposiciones del Código. 
De la regla 2.a procede igualmente la. 11.a, que 
manda sigan su curso los expedientes de adopción, 
emancipación voluntaria y dispensa de ley, pendientes 
ante el Gobierno 6 los Tribunales. 
Pero el rigor de la regla fundamental en esta ma-
teria, 6 sea la de atender á la legislación vigente al 
tiempo de adquirirse el derecho, exige también ciertas 
excepciones, aunque de corta transcendencia. Los efec-
tos de la patria potestad respecto á los bienes de los 
hijos, según el Código, no siempre convienen con los 
mismos efectos-según la legislación anterior. En su con-
secuencia, aquello en que difieran debería regirse por 
dicha legislación, cuando los padres estuvieren, con-
forme á ella, ejerciendo su potestad. Pero la patria po- 
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testad en el moderno derecho no tiene, ni ha tenido á 
los ojos de los autores del Código, el sentido que le dió 
la legislación romana. Concédese a los padres el poder 
tuitivo á que se llama patria potestad, no para su per-
sonal provecho, sino para el más fácil cumplimiento de 
los altos deberes que la naturaleza y la ley les imponen 
respecto á sus hijos. A este fin se encaminan, de un 
lado, el reconocimiento de la autoridad paterna, y de 
otro, ej disfrute y administración de los peculios. Por 
lo mismo, sólo se pueden mantener y asegurar al padre 
estas facultades, en cuanto subsistan los deberes para 
cuyo cumplimiento fueron otorgadas. Si, pues, los hijos, 
al salir de la patria potestad, prefieren vivir bajo la au-
toridad y en el domicilio de sus padres y seguir, como 
en tales casos es presumible, la dirección y los conse-
jos de éstos, parece natural que subsistan la adminis-
tración y el usufructo de los peculios, por todo el tiem-
po que la anterior legislación los mantenía. No será 
entonces el legislador, sino la voluntad tácita del hijo, 
quien prorrogue la autoridad y las facultades paternas. 
Y por la misma razón, desde que el hijo mayor de vein-
titrés arios salga de la casa de su padre cesará la lre-
sunción en que descansa la regla 5.a y con ella los de-
réchos de administración y usufructo que al padre 
corresponden sobre los bienes del peculio. 
Pero cuando los derechos del padre procedan de un 
acto suyo, legítimo y voluntario, otorgado con condi-
ciones recíprocas, bajo el antiguo régimen jurídico, la 
justicia manda respetarlo y mantenerlo, sin limitación 
alguna. Así, el padre que voluntariamente hubiese 
emancipado L un hijo, reservándose algún derecho so-
bre sus bienes adventicios, podrá continuar disfrután-
dolo hasta el tiempo en que el hijo debería salir de la 
patria potestad según la legislación anterior. 
También tiene carácter en cierto modo excepcional 
del principio que domina en esta materia, la regla 
10.a,. que establece ciertas restricciones 4 la introduc- 
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ción inmediata del consejo de familia cuando la tutela 
estaba ya constituida ó constituyéndose al empezar á 
regir el Código. Siendo esta nueva institución entera-
mente desconocida en España, su establecimiento re-
quiere temperamentos de lentitud y prudencia, si no ha 
de comprometerse su éxito: Por eso, aunque el Código, 
legislando para lo porvenir, dispone que los Jueces y 
Fiscales municipales procedan de oficio al nombra-
miento del consejo de familia si supieren que hay en su 
territorio alguna persona sujeta á tutela, la Sección en-
tiende que este precepto no es aplicable sino á los me-
nores 6 incapacitados cuya tutela no estuviese definiti-
vamente constituida al empezar regir el Código, sin 
perjuicio de que, tanto en este caso como en el de estar 
funcionando el tutor, deberá nombrarse el consejo 
cuando lo solicite persona interesada, y siempre que 
deba ejecutarse algún acto que requiera su intervención. 
Mientras no vaya entrando en las costumbres la nueva 
institución, la iniciativa fiscal para promover su uso 
podría más bien perjudicarla que favorecerla. Por la 
misma razón, cuando la tutela estuviese ya constituida 
bajo el régimen de la legislación anterior, no se deberá 
proceder al nombramiento del consejo sino á instancia 
de cualquiera de las personas que tengan derecho á 
formar parte de él, ó del tutor; y seguramente no falta-
rán estas instaricias, siendo tantos los casos en que los 
actos del menor 6 de la administración de su patrimo-
nio no pueden verificarse legalmente sin la intervención 
del consejo de familia. A estos casos, más que á la ex-
pontánea acción fiscal, se deberán con el tiempo la rea-
lidad y la práctica de la nueva institución. 
Algo de excepcional ofrece también la regla 12.a, la 
cual, después de prescribir los derechos á la herencia 
de los fallecidos, con testamento 6 sin él, antes de estar 
en vigor el Código, se rijan por la legislación anterior, 
y que la de los fallecidos después se reparta y adjudi-
que con arreglo á aquél, dispone que se respeten las le- 
s 
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gítimas, las mejoras y los legados, pero reduciendo su 
cuantía si de otro modo no se pudiese dar á cada par-
tícipe en la herencia lo que le corresponda según la 
nueva ley. La legislación anterior no reconocía porción 
legítima á, los cónyuges ni á los hijos naturales, como 
lo hace la vigente, ni permitía al padre disponer libre-
mente del tercio de su haber. El que hizo testamento 
válido bajo el régimen de aquella legislación, no pudo 
disponer, teniendo hijos, más que del quinto de sus 
bienes, ni mejorar cualquiera de aquellos en más del 
tercio de éstos. Pero si murió después, rigiendo el Có-
digo, como por razón del tiempo en que ha ocurrido su 
muerte resultará aumentada la parte disponible del tes-
tador y reducida por tanto la legítima y acrecentadas 
en su caso las mejoras, el testamento habrá de cum-
plirse reduciendo ó aumentando las porciones heredita-
rias si así fuere necesario, para que todos los partícipes 
forzosos en la herencia, según el nuevo derecho, reciban 
lo que les corresponda conforme al mismo. 
Aunque la Sección ha buscado detenidamente en el 
Código todos los casos de conflicto que puedan ocurrir 
entre sus disposiciones y las del antiguo derecho, y cree 
que todos los conocidos podrán resolverse por las reglas 
transitorias que quedan expuestas, le ha parecido con-
veniente prever otros casos, que puedan ocurrir en la 
práctica y no se hallen directamente comprendidos en 
aquellas. Si esto ocurriere, toca á los Tribunales deci-
dir lo que á su juicio corresponda, pero no á su libre 
arbitrio, sino aplicando, según la regla 13.a, los princi-
pios que sirven de fundamento á las demás transi-
torias. 
Fuera de las enmiendas y adiciones que quedan in-
dicadas, nada más ha tenido que hacer la Sección sino 
algunas correcciones de estilo, ó de erratas de imprenta 
ó de copia, cometidas en la primera edición del Código. 
Fácil será advertirlas comparando los textos adjuntos 
con los publicados, y así se verá que sus diferencias 
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son tan poco importantes y sus motivos tan evidentes, 
que no es necesario llamar la atención sobre ellas. 
Expuestas las considéraciones que preceden, y dado 
á conocer en ellas lo que principalmente merece notar-
se en los trabajos á que se refieren y en el espíritu que  • 
los ha animado, cree la Sección deber dar aquí por 
terminado el encargo recibido. 
Dios guarde á. V. E. muchos arios. Madrid 30 de 
Junio de 1889.-MANUEL ALONSO MARTINEZ, Presidente; 
FRANCISCO DE CÁRDENAS, SALVADOR DE ALBACETE, GER-
MÁN GAMAZO, HILARLO DE IGON, SANTOS DE ISASA, JOSÉ 
MARÍA MANRESA, Vocales; EDUARDO GARCÍA GOYENA, 





De las leyes, de sus efectos y de las reglas generales 
para su aplicación. 
Artículo 1° Las leyes obligarán en la Península, islas adyacentes, 
Canarias y territorios de Africa sujetos a la legislación peninsular, á 
los veinte días de su promulgación, si en ellas no se dispusiere otra 
cosa. 
Se entiende hecha la promulgación el día en que termine la inser-
ción de la ley en la Gaceta. 
Art. 2.° La ignorancia de las leyes no excusa de su cumplimiento. 
Art. 3.° Las leyes no tendrán efecto retroactivo si no dispusieren 
lo contrario. 
Art. 4.° Son nulos los actos ejecutados contra lo dispuesto en la 
ley, salvo los casos en que la misma ley ordene su validez. 
Los derechos concedidos por las leyes son renunciables, á no ser 
esta renuncia contra el interés ó el orden público, 6 en perjuicio de 
tercero. 
Art. 5.° Las leyes sólo se derogan por otras leyes posteriores, y 
no prevalecerá contra su observancia el desuso ni la costumbre ó la 
práctica en contrario. 
En otro lugar hemos dejado sentado, que este pre- 
cepto no le hallamos conforme, ni con nuestras privati-




Gran parte de nuestro derecho indígena debe su 
origen á la costumbre, y en no pocos casos sus ordena-
ciones han prevalecido contra lo dispuesto por la ley. 
La costumbre en Navarra cuenta con el apoyo ex-
plícito del legislador. Las leyes 3 y 6 del tit. 31 libro 
1.° de la Nov. Recop. mandan respetar á las ciudades 
y villas sus usos y costumbres; la ley 5 del mismo tí-
tulo y libro, prohibe despachar mandamientos contra 
esos usos y  costumbres; y en el acta de coronación de los Reyes D. Juan y D. Catalina consta que juraron 
guardar al pueblo navarro sus fueros, usos y costum-
bres. Esto en cuanto á la costumbre según ley y fuera 
de ley. 
Derecho navarro contrario á la ley_ escrita es el que 
introdujo la costumbre consagrada por la ley 51 de 
las Córtes de los años de 1765 y 1766, con derogación 
de las leyes 20 y 21 del tit. 4.° libro 3.° de la Novísima 
Recopilación, sobre retracto gracioso; la que elevó á la 
categoría de precepto legal la ley 6 tit. 13 lib. 3.° tam-
bién de la Nov. Recop., sobre la libre disposición de los 
bienes, dejando sin eficacia los capítulos 8.° tit. 14 
lib. 2.°, 1.° tit. 6 lib. 2.°, y 1.° tit. 20 lib. 3.° del Fuero 
General; y la que estableció la mayoría de edad á los 
25 años cumplidos, contra el contexto de los capítulos 
19 y 21 tit. 4.° lib. 2.° del Fuero General y 1.° del 
Amejoramiento del Fuero. 
Por otra parte, condición propia de toda buena ley 
es que atienda y satisfaga las necesidades del pueblo 
para quién se lia dictado. Y en este concepto, ¿qué ley 
podrá jamás ser ni más previsora, ni más acertada, ni 
más natural, ni más espontánea, ni más robusta que el 
precepto establecido por la costumbre, expresión de la 
voluntad del pueblo, y constantemente más previsora 
que el legislador en sentir, conocer y satisfacer esa ne-
cesidad jurídica? 
El derecho romano, la razón escrita por otro nom-
bre, base y fundamento de los modernos códigos, no 
l 
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desconoció la importancia de la costumbre, ni le esca-
timó los fueros que por su naturaleza le corres-
ponden. Inveterata consuetudo pro lege non inmerito .custo-
ditur, et hoc est jus, quod dicitur moribus constitutum. Nam 
quum ipsce leges hulla alia ex causa nos teneant, quam quod 
judicio populi receptce sunt, merito et ea, qum sine nullo 
scripto populus proba.vit, tenebunt omnes: na in quid interest, 
su f fragio populus voluntatem suam declaret, aut rebus ipsis 
aut factis? (Ley 32 tit. 1.° lib. 5.° del Digesto). En efec-
to; si las leyes obligan tan solo porque el pueblo les ha 
prestado su asentimiento, poco 
 -importa que consten ó 
no por escrito, ya que han de obligar en igual grado 
unas y otras. Por lo cual está también recibido, conti- 
núa la ley, que se deroguen las leyes, no solo por la 
voluntad del legislador, sino también por el no uso, 
mediante el tácito consentimiento de todos. 
Para que el artículo que examinamos tuviera la efi-
cacia que le atribuye el legislador, séria necesario que 
el Código fuese absolutamente perfecto, cosa imposible 
en las obras delos hombres. Pues, por profunda que sea 
la ciencia que el Código encierra y exquisita la pruden-
cia de sus autores, aun así, se habrán escapado r 
 sus mi-
radas muchas incorrecciones, adolecerá de omisiones, 
tendrá redundancias, y en fin materia propia de la ac-
ción exclusiva de la costumbre. Por eso, sin duda, des-
pués de negarle toda eficacia en el art.° 5.°, reconoce su 
subsistencia en el 6.° y consigna igual declaración en 
el 12 y 13. 
Art. 6° El Tribunal pie rehuse fallar pretexto de silencio, oscu-
ridad ó insuficiencia de las leyes, incurrirá en responsabilidad. 
Cuando no haya ley exactamente aplicable al punto controvertido, 
se aplicará la costumbre del lugar, y, en su defecto, los principios ge-
nerales del derecho. 
Art. 7.° Si en las leyes se habla de meses, días ó noches ; se en-
tenderá que los meses son de treinta días, los días de veinticuatro 
horas y las noches desde que se pone hasta que sale el sol. 
Si los meses se determinan por sus nombres, se computarán por 
los días que respectivamente tengan. 
Art. 8.. Las leyes penales, las de policía y las de seguridad públi-
ca, obligan á todos los que habiten en territorio es pañol. 
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Art. 9.° Las leyes relativas á los derechos y deberes de familia, ó 
al estado, condición y capacidad legal de las personas, obligan a los 
españoles, aunque residan en país extranjero. 
Art. 10. Los bienes muebles están sujetos a la ley de la nación del 
propietario; los bienes inmuebles, á las leyes del país en que están 
sitos. 
Sin embargo las sucesiones legítimas y las testamentarias, así res-
pecto al orden de suceder como á la cuantía de los derechos sucesorios 
y á la validez intrínseca de sus disposiciones, se regularán por la ley 
nacional de la persona de cuya sucesión se trate, cualesquiera que 
sean la naturaleza de los bienes y el país en que se encuentren. 
Los vizcainos, aunque residan en las villas, seguirán sometidos, en 
cuanto á los bienes que posean en la tierra llana, á la ley. 15, tit. 20 
del Fuero de Vizcaya. 
Art. 11. Las formas y solemnidades de los contratos, testamentos 
y demás instrumentos públicos, se rigen por las leyes del país en que 
se otorguen. 
Cuando los actos referidos sean autorizados por funcionarios diplo-
máticos 6 consulares de España en el extranjero, se observarán en su 
otorgamiento las solemnidades establecidas por las leyes españolas. 
No obstante lo dispuesto en este artículo y en el anterior, las leyes 
prohibitivas concernientes á las personas, sus actos 6 sus bienes, y 
las que tienen por objeto el orden público y las buenas costumbres, 
no quedarán sin efecto por leyes 6 sentencias dictadas, ni por disposi-
ciones ó convenciones acordadas en país extranjero. 
Art. 12. Las disposiciones de este título, en cuanto determinan 
los efectos de las leyes y de los estatutos y las reglas generales para 
su aplicación, son obligatorias en todas las provincias del Reino; Tam-
bién lo serán las disposiciones del título 4.°, libro 1. 0 
En lo demás, las provincias y territorios en queisubsiste derecho fo-
ral, lo conservarán por ahora en toda su integridad, sin que sufra al. 
teración su actual régimen jurídico, escrito ó consuetudinario, por la 
publicación de este Código, que regirá tan sólo como derecho suple-
torio, en defecto del que lo sea en cada una de aquéllas por Sus leyes 
especiales. 
El Código, en conformidad á lo que se prometía en 
el artículo 5.° de la ley de 11 de Mayo de 1888 , con-
firma por ahora la existencia del régimen foral. 
Entendido dudosamente el primitivo artículo 12, 
por no expresarse en él que quedaba subsistente el de-
recho consuetudinario, se ha subsanado esa falta, en la 
nueva redacción que se le ha dado, exactamente igual 
á la anterior, con la sola adición de los calificativos 
escrito ó consuetudinario. 
Art. 13. No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, este C6-
digo empezará á regir eh Aragón y en las islas Baleares al mismo 
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tiempo que en las provincias no aforadas, en cuanto no se oponga á 
aquellas de sus disposiciones forales ó consuetudinarias que actual-
mente estén vigentes. 
Art. 14. Conforme á lo dispuesto en el art. 12, lo establecido en los 
artículos 9.°, 10 y 11 respecto á las personas, los actos y los bienes 
de los españoles en el extranjero y de los extranjeros en España, es 
aplicable á las personas, actos y bienes de los españoles en territorios 
ó provincias de diferente legislación civil. 
Art. 15. Los derechos y deberes de familia, los relativos al estado, 
condición y capacidad legal de las personas, y los de sucesión testada 
é intestada declarados en este Código, son aplicables: 
1.° A las personas nacidas en provincias 6 territorios de derecho 
común de padres sujetos al derecho foral, si éstos durante la menor 
edad de los hijos, 6 los mismos hijos dentro del año siguiente á su 
mayor edad 6 emancipación, declararen que es su voluntad someterse 
al Código civil. 
2.° A los hijos de padre, y, no existiendo éste 6 siendo desconocido, 
de madre, perteneciente a provincias 6 territorios de derecho común, 
aunque hubieren nacido en provincias ó territorios donde subsista el 
derecho foral. 
3.° A los que, procediendo de provincias 6 territorios forales, hu-
bieren ganado vecindad en otros sujetos al derecho común. 
 , 
Para los efectos de este artículo se ganará vecindad: por la residen-
cia de diez años en provincias 6 territorios de derecho común, á no ser 
que, antes de terminar este plazo, el interesado manifieste su volun-
tad en contrario; 6 por la residencia de dos años, siempre que el inte-
resado manifieste ser esta su voluntad. Una y otra manifestación de-
berán hacerse ante el Juez municipal, para la correspondiente inscrip-
ción en el Registro civil. 
En todo caso, la mujer seguirá la condición del marido, y los hijos 
no emancipados la de su padre, y, á falta de éste, la de su madre. 
Las disposiciones de éste artículo son de recíproca aplicación á las 
provincias y territorios españoles de diferente legislación civil. 
El artículo 15 de la primera edición del Código 
decía textualmente: "Los derechos y deberes de fami-
lia , los relativos al estado , condición y capacidad legal 
„ de las personas y los de sucesión testada 6 intestada 
„ declarados en este Código, son aplicables: 1.° A las 
„personas nacidas en provincias 6 territorios de dere- 
cho común. 2.° A los hijos de padre 6 madre que ten- 
gan la precedente condición, aunque hubiesen nacido 
„ en provincias y territorios donde subsista el derecho 
„ foral. 3.° A los que, procediendo de provincias 6 terri- 
torios forales , hubieren ganado vecindad en otros , su- 




„rá la condición del marido y los hijos la de su padre.,, 
Contra el contexto y tendencias de ese artículo 
protestaron unánimemente las provincias aforadas, que 
vieron en él, por más que otra cosa diga la exposición 
de motivos que precede á la edición reformada del Có-
digo, la anulación del precepto contenido en el artículo 
12; y reclamaron, á una voz, su modificación, en con-
sonancia á lo que estaba prescrito en el artículo 5.° de 
la ley de 11 de Mayo de 1888 y 12 del Código. Aten-
dida tan justa petición, se redactó de nuevo el artículo 
15, en la forma que se contiene en la edición refor-
mada. 
Según él, las disposiciones del Código serán apli- 
cables: 
1.° A los hijos de padres navarros, sujetos al dere-
cho navarro, que nazcan en provincias ó territorios 
de derecho común, pero solamente en el caso de que 
éstos, durante la menor edad, de aquellos, 6 los misníos 
hijos dentro del año siguiente á su mayor edad ó eman-
cipación, declaren que es su voluntad someterse al C6-
digo civil. 
2.° A los hijos de padre, y no existiendo éste 6 
siendo desconocido, de madre, perteneciente á provin-
cias 6 territorios de derecho común, aunque hubieren 
nacido en Navarra. Tampoco eran navarros tales hijos, 
Antes de la publicación del Código, al tenor de la ley 6 
tit. 8 lib. 1.° de la Nov. Recop. 
3.° A los navarros que, por la residencia de 10 
años en provincias 6 territorios de derecho común, sin 
manifestar su voluntad en contrario ante el juez muni-
cipal, hubieren ganado vecindad en los mismos. 
4.° A los navarros que, mediante manifestación 
hecha ante el juez municipal, hubieren ganado vecin-
dad en provincias 6 territorios de derecho común, por 
la residencia de dos años. 
Importa, pues, grandemente, que todo navarro que, 
por razón de su profesión ; empleo, cargo ú ocupación, 
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haya de vivir en otras provincias 6 territorios de Espa-
ña, por 10 ó más años, y no quiera perder su cualidad 
de navarro, haga, ante el juez Municipal, la manifesta-
ción exijida por este artículo. 
Mas corno sus disposiciones, al tenor del último pá-
rrafo, son de recíproca aplicación a las provincias y 
territorios españoles de diferente legislación, punto so-
bre el que guardó el más absoluto silencio el artículo 
primitivo, estarán sometidos al derecho foral navarro: 
1.° Los navarros que no hayan perdido esta cua-
lidad 6 que no se hallen sometidos a otra legislación. 
2.° Las personas nacidas en Navarra de padres su-
jetos a otro derecho, si estos durante la menor edad de 
los hijos; 6 los mismos hijos dentro del año siguiente a 
su mayor edad ó emancipación, declararen que es su 
voluntad someterse al derecho foral navarro. 
3.° Los hijos de padre navarro, y no existiendo 
éste 6 siendo desconocido, de madre navarra, aunque 
hubieren nacido en otras provincias 6 territorios. 
4.° Los que, procediendo de otras provincias 6 te-
rritorios, por la residencia de 10. años en Navarra, sin , 
manifestar su voluntad en contrario ante el juez muni-
cipal, hubieren ganado vècindad en ella. 
5.° Y los que, procediendo de otras provincias 6 te-
rritorios, mediante manifestación hecha ante el juez 
municipal, hubieren ganado vecindad en Navarra, por 
la residencia de dos años. 
Art. 16'. En las materias que se rijan por leyes especiales, la de-
ficiencia de éstas se suplirá por las disposiciones de este Código. 
,das disposiciones que se contienen en este tftulo preliminar obli- 
gan en .navarra á virtud de lo prevenido en el art. 5.° de la leg de 
11 de Mayo de 1888 g  12 del gódigo civil, que de consuno estable-
. 	 cen esta obligación para todas las provincias del peino. 

LIBRO PRIMERO. 
DE LAS PERSONAS. 
TÍTULO PRIMERO. 
De los Españoles y Extranjeros. 
Art. 17. Son españoles: 
1.0 Las personas nacidas en territorio español. 
2.0 Los hijos de padre ó madre españoles, aunque hayan nacido 
fuera de España. 
3.0 Los extranjeros que hayan obtenido carta de naturaleza. 
4.0 Los que, sin ella, hayan ganado vecindad en cualquier pueblo 
de la Monarquía. 
Importa á nuestro propósito fijar en este lugar quie- 
nes son navarros. 
Son navarros: 1.° Los hijos de padre navarro y, á 
falta de éste, de madre navarra, que habite actualmente 
en Navarra. (Ley 6 tit. 8 lib. 1.° Nov. Recop).-2.° Los 
extranjeros que hayan obtenido carta de naturaleza en 
Navarra. (Leyes 12 tit. 17, 17 tit. 8, 11 tit. 17 libro 
1.° Nov. Recop). 
Además, están sujetos á la legislación de Navarra, 
los españoles que se hallen comprendidos en alguno de 
los casos que se expresan en la explicación al art. 15 
precedente. 
La citada ley 6 exige para que el hijo sea navarro 
que el padre 6 la madre sea también navarro; y además, 
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que habite actualmente en Navarra. No importa que el 
padre sea extranjero; para nada tiene en cuenta el prin-
cipio fundamental en derecho internacional privado de 
que la mujer sigue la, condición del marido'y el hijo 
menor la del padre; si la madre, sea casada, soltera 6 
viuda, es navarra y habita actualmente en Navarra, el 
hijo es navarro. 
El art. 15 del Código civil, precedentemente trans-
crito, obligatorio en Navarra como comprendido en el 
título preliminar, rectifica las disposiciones de la ley 6, 
y previene que la mujer seguirá la condición del mari-
do y los hijos no emancipados la de su padre y, á falta 
de éste, la de su madre. Por consiguiente, el hijo de  pa-
dre navarro y, en su defecto, de madre navarra será na-
varro. 
También son navarros los extranjeros  • que, en la 
forma establecida en la ley 1 tit. 8 lib. 1. 0 de la Noví-
sima Recopilación, adquieren carta de naturaleza en Na-
varra. Conforme á ese precepto, las naturalezas solo 
pueden concederlas los tres Estados del Reino; y según 
la ley 12 citada, las naturalezas concedidas en esos tér-
minos no necesitan sobrecarta del Consejo; y las leyes 
17 y 11, también anotadas, preceptúan que los extran-
jeros naturalizados están equiparados á los naturales, y 
como tales, exentos de pagar derechos por las merca-
derías que introduzcan en el Reino. 
Modificados los fueros por la ley paccionada de 16 
de Agosto de 1841 y abolidas, en consecuencia, las 
Córtes de Navarra, ¿corresponden hoy á su Diputación 
foral, única representación provincial, facultades para 
conceder á los extranjeros cartas de naturaleza de na-
cionalidad navarra? Parécenos que no: porque, entre 
otras razones, de índole diversa, al determinar en el ar-
tículo 10 de esa ley las atribuciones que en lo sucesivo 
habían de corresponderá la Diputación, no se la reco-
nocieron las que antiguamente competían á las Córtes 
del Reino; y ya queda sentado que éstas se reservaron 
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la facultad exclusiva de expedir las cartas de naturale-
za á los extranjeros.  
Las leyes 35 y 97 de las Córtes de los años de 1817  
y 1818, dando eficacia á la 3 tit. 8 lib. 1.° de la Novísi-
ma Recopilación, autorizaron á la Diputación del Reino  
para conceder á los extranjeros que viniesen á establecer  
fábricas de tejidos, seda y lana, cartas de naturaleza,  
del cual beneficio disfrutaban mientras ejercían esas  
industrias en Navarra. Mas, esta naturaleza, temporal  
y transitoria, sólo producía efectos mercantiles, sin que  
influyese en la determinación de la capacidad jurídica  
del agraciado; y es por lo tanto su exámen ajeno á nues-
tro propósito.  
Art. 18. Los hijos, mientras permanezcan bajo la patria potestad, 
tienen la nacionalidad de sus padres. 
Para que los nacidos de padres extranjeros en territorio español 
puedan gozar del beneficio que les otorga el núm. 1.0 del art. 17, será 
requisito indispensable que los padres manifiesten, en la manera y 
ante los funcionarios expresados en el art. 19, que optan, á nombre 
de sus hijos, por la nacionalidad española, renunciando á toda otra. 
Art. 19. Los hijos de un extranjero nacidos en los dominios espa-
ñoles deberán manifestar, dentro del año siguiente á su mayor edad  
6 emancipación, si quieren gozar de la calidad de españoles que les  
concede el art. 17.  
Los que se hallen en el Reino harán esta manifestación ante el en-
cargado del Registro civil del pueblo en que residieren; los que resi-
dan en el extranjero, ante uno de los Agentes consulares 6 diplomáti-
cos del Gobierno español; y los que se encuentren en un país en que  
el Gobierno no tenga ningún Agente, dirigiéndose al Ministro de Es-
tado en España.  
Art. 20. La calidad de español se pierde por adquirir naturaleza  
en país extranjero, ó por admitir empleo de otro Gobierno, ó entrar al  
servicio de las armas de una potencia extranjera sin licencia del  
Rey. 
Se perderá la calidad de navarro, siempre que, con  
sujeción á lo que se determina en este artículo, se pier-
da la calidad de español. (Principios del derecho inter-
nacional privado, y aun la ley 5 tit. 8 lib. 1.° Novísima  
Recopilación).  
Además, los navarros, con pérdida de los fueros que  
la nacionalidad les concede, y con exclusión de los be-
neficios de su legislación civil, quedarán sometidos  á 
^ 
-72— 
otra, en  los casos, forma y términos que expresados 
quedan al ocupi rnos del art. 15 precedente. 
Art. 21. El español que pierda esta calidad por adquirir naturale-
za en país exttranjero, podrá recobrarla volviendo al Reino, declarando 
que tal es su voluntad ante el encargado del Registro civil del domi-
cilio que elija para que haga la inscripción correspondiente, y renun-
ciando á la protección del pabellón de aquel país. 
Art. 22. La mujer casada sigue la condición y nacionalidad de su 
marido. 
La española que casare con extranjero, podrá, disuelto el matrimo-
nio, recobrar la nacionalidad española, llenando los requisitos expre-
sados en el artículo anterior. 
Art. 23. El español que pierda esta calidad por admitir empleo de 
otro Gobierno ó entrar al servicio de las armas de una potencia ex-
tranjera sin licencia del Rey, no podrá recobrar la nacionalidad- espa-
ñola sin obtener previamente la Real habilitación. 
Art. 24. El nacido en país extranjero de padre madre españoles 
que haya perdido la nacionalidad de España por haberla perdido sus 
padres, podrá recuperarla también llenando las condicioncs que exige 
el art. i9. 
Art. 25. Para que los extranjeros que hayan obtenido carta de na-
turaleza ó ganado vecindad en cualquier pueblo de la Monarquía go-
cen de la nacionalidad española, han de renunciar previamente á su 
nacionalidad anterior, jurar la Constitución de la Monarquía é inscri-
birse como españoles en el Registro civil. 
Art. 26. Los españoles que trasladen su domicilio á un país ex-
tranjero, donde sin más circunstancia que la de su residencia en él 
sean considerados como naturales, necesitarán, para conservar la na-
cionalidad de España, manifestar que ésta es su voluntad al Agente 
diplomático 6 consular español, quien deberá inscribirlos en el Regis-
tro de españoles residentes, así como á sus cónyuges, si fueren casa- 
dos, y á los hijos que tuvieren. 
Art. 27. Los extranjeros gozan en España de los derechos que las 
leyes civiles conceden á los españoles, salvo lo dispuesto en el artículo 
2.0 de la Constitución del Estado, 6 en tratados internacionales. 
Art. 28. Las corporaciones, fundaciones y asociaciones reconocidas 
por la ley y domiciliadas en España, gozarán de la nacionalidad espa-
ñola, siempre que tengan el concepto de personas jurídicas con arre-
glo á las disposiciones del presente Código. 
Las asociaciones domiciliadas en el extranjero tendrán en España 
la consideración y los derechos que determinen los tratados ó leyes 
especiales. 
Calcadas las disposiciones de este título en la Cons-
titución del Estado 6 en otras leyes que ya obligaban 
en Navarra, son de admitir sin excepción
, d virtud de 
lo que se pactó en la ley 16 de Agosto de 1841 y se 




Del nacimiento y la extinción de la personalidad civil. 
CAPITULO PRIMERO. 
De las personas naturales. 
Art. 29. El nacimiento determina la personalidad; pero el concebi-
do se tiene por nacido para todos los efectos que le sean favorables, 
siempre que nazca con las condiciones que expresa el artículo si-
guiente. 
Al que esta en el útero, se le mira como ya nacido, 
siempre que se trata de las cosas que le son favorables, 
aunque antes de nacer de ninguna manera aproveche á 
otro: Qui in utero est, perinde ac si in rebus humani esset, 
custoditur, quoties de commodis ipsius partus gceritur, quam-
quam alii, antequam nascatur, nequaquam prosit. Tal es 
la disposición, del todo semejante á la del artículo, que 
contiene la ley 7 tit. 5 lib. 1.° del Digesto. Y añade la 
ley 129 tit. 16 lib. 50 del propio Digesto: Qui mortui 
nascuntur, neque nati, neque procreati videntur, quia nun-
guam liberi appellari potuerunt. Al concebido se le con- 
sidera 'nacido para todo lo favorable, pero á condición 
de que nazca vivo, porque si nace muerto, se le tiene 
por no procreado ni nacido. Es pues cierto que el na-
cimiento determina la personalidad por derecho roma-
no, pero siempre que nazca con las condiciones que ex-
presa el artículo siguiente. 
Art. 30. Para los efectos civiles, solo se reputará nacido el feto 
que tuviere figura humana y viviere veinticuatro horas enteramente 
desprendido del seno- materno. 
La ley 3 tit. 29 lib. 6.° del Código de Justiniano 
no exijía otro requisito, para conceptuar viable al que 
estaba en el seno materno, que el de que naciese vivo y 
no fuese mónstruo 6 prodigioso. No fijaba tiempo algu- 
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no de vida, como lo hace el artículo; bastaba que tu-
viese figura humana y naciese vivo. Pero no es este el 
derecho aplicable en Navarra, sino la ley 52 de las 
Córtes de Pamplona de los años de 1765 y 1766, con 
arreglo á las explicaciones que se expresan á continua-
ción. 
Difiere esencialmente el precepto del artículo objeto 
de nuestro exámen, del de la ley 52 citada. El hijo que 
nace 6 es extraído del vientre de su madre y no vive 
24 horas, 6, aunque viva, muere antes de recibir el agua 
del bautismo es reputado abortivo, como no existente. 
Si, por el contrario, fuera del claustro materno vive 24 
horas y ha recibido el bautismo, ya es viable, se le con-
sidera nacido, puede suceder y puede causar derechos. 
Así previene la ley que examinamos. 
Nada dice acerca de si el nacido ha de tener figura 
humana para conceptuársele persona; pero ese silencio 
lo suple la prescripción terminante de la ley 14 tit. 5 
lib. 1.° del Digesto, que exige el cumplimiento de dicho 
requisito: Non sunt liberi, qui contra formam humáni ge-
neris converso more procreantur, veluti si mulier monstro-
sum aliquid, aut prodigiosum enixa sit. 
Por virtud de lo pactado en la ley de 16 de Agosto 
de 1841, la Constitución del Estado obliga en Navarra, 
lo mismo que en el resto de la Nación. Y esto expuesto, 
se pregunta: ¿Será hoy requisito indispensable en Na-
varra el que el recién nacido sea bautizado para con-
ceptuársele viable? Entendernos que no. 
Rota, desgraciadamente, la hermosa unidad religio-
sa por el artículo 11 de la Constitución, puede darse el 
caso, partiendo del derecho que á todo español recono-
ce ese artículo, de negarse un padre navarro, que no 
pertenece á la Comunión Católica, al bautismo del hijo. 
Evidentemente abortivo según el derecho escrito, no 
creemos, sin embargo, que puesta la cuestión en tela de 
juicio, prevalezca la disposición clara dé la ley. 
De lo expuesto se infiere, que modificada la ley 52 
Mink 
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por la Constitución del Estado en cuanto hace referen-
cia al requisito del bautismo, y suplida su deficiencia, 
por lo que respecta la circunstancia de haber de tener 
figura humana, por el citado y otros textos del Código 
y del Digesto, concuerda nuestro derecho con el que 
establece el artículo. 
Art. 31. La prioridad del nacimiento, en el caso de partos dobles, 
dá al primer nacido los derechos que la ley reconozca al primo-
génito. 
Las leyes 137 tit. 16 libro 50, 8 tit. 5 lib. 34, y 15, 
y 16 tit. 5 lib. 1.° del Digesto, por modo harto expresivo, 
hacen'relación al caso del artículo; y no puede afirmar-
se que lo hagan de forma que contradigan el precepto, 
sino que más bien parece que asienten al mismo. Quces-
tio ergo facti potius est, non juris. (Ley 16 citada). En 
efecto, esta cuestión más bien es de hecho que de de-
recho. 
La ley 12 tit. 33 Partida 7 presume que en caso de 
duda ha nacido primeramente el varón: si los dos fue-
ren varones 6 las dos hembras no dá á ninguno la pre- 
ferencia y son iguales en derechos. El art.° del Código, 
siguiendo las indicaciones del derecho romano, hace 
caso omiso de la duda, y dá por supuesto que se tiene 
conocimiento del primogénito. 
Art. 32. La personalidad civil se extingue por la muerte de las 
personas. 
La menor edad, la demencia ó imbecilidad, la sordomudez, la pro-
digalidad y la interdicción civil no son más que restricciones de la 
personalidad jurídica. Los que se hallaren en alguno de esos estados 
son susceptibles de derechos, y aun de obligacionos cuando éstas na-
cen de los hechos ó de relaciones entre los bienes del incapacitado y 
un tercero. 
Por la muerte se extinguía en Roma el usufructo; 
(Ley .3 párrafo 3 tit. 4 lib. 7 del Digesto.) por la muerte 
quedaba disuelto el matrimonio; (Capítulos 13 y 20 de 
la novela 22.) por la muerte se acababa la patria potes-
tad; (Tit. 12 lib. 1.° de la Instituta, ley 5 tit. 6, ley 41 
tit. 7 lib. 1.° del Digesto.) por la muerte caducaba la 
tutela; (Párrafo 3 tit. 22 lib. 1.° de la Instituta.) por la 
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muerte concluía la sociedad; (Párrafo 5 tit. 26 libro 
3.° Inst., leyes 35, 39, 59 y 65 párrafos 9 y 11 tit. 2 
lib. 17 Digesto.) y finalmente, por la muerte expiraba 
el mandato. (Párrafo 10 tit. 27 lib. 3.° Inst., leyes 12 
párrafo 17, 26 y 58 tit. 1 lib. 17, ley 108 tit. 3 lib. 46 
del Digesto.) 
En nada esencial difieren esos textos del párrafo 
primero del artículo. 
El concepto, más filosófico que preceptivo, del pá-
rrafo 2.° del mismo artículo, concuerda sustancialmente 
con la idea que de las incapacidades expresadas tenía 
formada el derecho romano. 
Art. 33. Si se duda, entre dos 6 más personas llamadas á suceder-
se, quién de ellas ha muerto primero, el que sostenga la muerte an-
terior de una ó de otra, debe probarla; a falta de prueba, se presumen 
muertas al mismo tiempo y no tiene lugar la transmisión de derechos 
de uno a otro. 
El Código establece una presunción absoluta. Si 
falta la prueba, si, no es posible venir en conocimiento 
de cuál de las personas llamadas á sucederse ha muer-
to primero, no tiene lugar la transmisión de derechos 
de una á otra; presume siempre muertas al mismo 
tiempo. Dejando la cuestión sin resolver, no se ha 
atrevido á adoptar las reglas minuciosas con las que 
el derecho romano decide las dudas que pueden ocu-
rrir. 
Si se cuestiona entre dos 6 más personas llamadas 
á sucederse, quién de ellas ha muerto primero, el que 
sostenga la muerte anterior de una 6 de otra, debe pro- 
barla. A falta de prueba, se resolverá la duda por las 
reglas siguientes: 
1.a Si el uno de ellos es impuber y puber el otro, 
se presume que el impuber ha fallecido primero: Quodsi 
impubes cum patre filius perierit, creditur pater supervi-
xisse, )iisi et hic contrariurn approbetur. (Parr. 4.° ley 9 
tit. 5 lib. 34 del Digesto). 
2.a Si ambos son impúberes se presume que lia 
muerto primero el de mayor edad: Si Lucius Titius cum 
--- b 
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filio pubere, quern solana testamento scriptum heredem habe-
bat, perierit, intelligitur supervixisse filius patri, et ex testa-
mento heres fuisse, et filii hereditas successoribus ejus de fer-
tur nisi contrarium approbetur. (Parr. 4.° ley 9 tit. 5 
lib. 34 del Digesto). 
3.° Si son de diferente sexo, se presume que el 
hombre ha sobrevivido á la mujer: Si maritus et uxor 
simul perierint, stipulacio de dote ex capitulo.... si non pro- 
batur illa superstes viro fuisse. (Parr. 3.° ley citada). Gum 
pubere filio mater naufragio periit; quum explorara non 
possit, uter prior extinctus sit, humanius est credere, filiuna 
diutius vixisse. (Ley 22 tit. 5 lib. 34 del Digesto). 
4." Si son madre é hijo impuber, se presume que 
éste ha muerto antes que aquella: Si mulier cum filio 
inapúbere naufragio periit, priorem filium necalpn esse in-
telligitur. (Ley 23 tit. 5 lib. 34 del Digesto). 
5.B Si son el sustituto, directa ó fideicomisaria-
mente, y el heredero nombrado en primer lugar, se 
entenderá que no le ha sobrevivido,y caducará la .sus-
titución: Ili quibus casibus si pariter decesserint, nec appa-
real, quis ante spiritum emisit, non videtur alter altera 
supervixisse. (Ley 18 tit. 5 lib. 34 del Digesto). 
6.s Y finalmente, si, existiendo demanda del suce-
sor de algunas de las personas muertas en una desgra-
cia común, no fuere posible presumir por ninguna 
circunstancia cuál de ellas ha premuerto, se admitirá 
la interpretación que sea favorable al demandado po-
seedor de los bienes que se reclaman. (Leyes 8, 9, 16 
y 18 tit. 5 lib. 34 del Digesto). Quodsi simul tam is, cui 
donatum est, quam is, qui doñaverit, qucœstionis decideneke 
gratia magis piacuit, valere donationein. (Ley 8 citada). 
Art. 34. Respecto a la presunción de muerte del ausente y sus 
efectos, se estará a lo dispuesto en el título 8.° de este libro. 
En el lugar á que el artículo se refiere trataremos 




De las personas jurídicas. 
Art. 35. Son personas jurídicas: 
1.0 Las corporaciones, asociaciones y fundaciones de interés pú-
blico feconocidas por la ley. 
Su personalidad empieza desde el instante mismo en que, con 
arreglo á derecho hubiesen quedado válidamente constituidas. 
2.° Las asociaciones de interés particular, sean civiles, mercanti-
les ó industriales, á las que la ley conceda personalidad propia, inde-
pendiente de la de cada uno de los asociados. 
Art. 36. Las asociaciones a que se refiere el núm. 2.0 del artículo 
anterior se regirán por las disposiciones relativas al contrato de so-
ciedad, según la naturaleza de éste. 
Art. 37. La capacidad civil de las corporaciones se regulará por 
las leyes que las hayan creado ó reconocido; la de las asociaciones 
por sus estatutos, y la de las fundaciones por las reglas de su institu-
ción, debidamente aprobadas por disposición administrativa, cuando 
este requisito fuere necesario. 
Art. 38. Las personas jurídicas pueden adquirir y poseer bienes 
de todas clases, así como contraer obligaciones y ejercitar acciones 
civiles 6 criminales, conforme á las leyes y reglas de su constitución. 
La Iglesia se regirá en este punto ponlo concordado entre ambas 
potestades, y los establecimientos de instrucción y beneficencia por 
lo que dispongan las leyes especiales. 
Art. 39. Si por haber espirado el plazo durdnte el cual funciona-
ban legalmente, ó por haber realizado el fin para el cual se constitu-
yeron, ó por ser ya imposible aplicará éste la actividad y los medios 
de que disponían, dejasen de funcionar las corporaciones, asociacio-
nes y fundaciones, se dará á sus bienes la aplicación que las leyes, ó 
los estatutos, ó las cláusulas fundacionales, les hubiesen en esta pre-
visión asignado. Si nada se hubiere establecido préviamente, se apli-
carán esos bienes á la realización de fines análogos, en interés de la 
región, provincia ó Municipio que principalmente debieran recoger 
los beneficios de las instituciones extinguidas. 
El derecho romano no desconoció el principio de la 
capacidad jurídica de las personas morales. La ley 16 
tit. 16 lib. 50 del Digesto estatuye, que las ciudades se 
tienen como personas particulares: civitates enim priva-
torum loco habentur. Y la ley 22 tit. 1 lib. 46 del propio 
Digesto ordena, que el municipio, el cabildo y la socie-
dad tienen el carácter de persona: hereditas persona; vice 
fungitur, sicuti municipium, et decuria, et societas. Pero se 
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entendía únicamente de las corporaciones aprobadas 
por la autoridad pública. 
Mas, rii entónces habían adquirido el desarrollo que 
hoy tienen las asociaciones lícitas, ni las que existían 
gozaban de la amplitud de los derechos y facultades 
que les conceden los hábitos y las costumbres de los 
tiempos modernos y las leyes dictadas en su confor-
midad. 
El Código de comercio, la ley de Asociaciones de 
30 de Junio de 1887, y las demás disposiciones dicta-
das por las Córtes generales de la Nación y por los 
departamentos ministeriales sobre esta materia, rigen 
en Navarra, sin excepción alguna, ocupando el primer 
lugar entre ellas las del capítulo 2.° del presente título. 
TÍTU LO III. 
Del Domicilio. 
Art. 40. Para el ejercicio de los derechos y el cumplimiento de las 
obligaciones civiles, el domicilio de las personas naturales es el lugar 
de su residencia habitual, y, en su caso, el que determine la ley de 
Enjuiciamiento civil. 
El domicilio de los diplomáticos residentes por tazón de su cargo 
en el extranjero que gocen del derecho de extraterritorialidad, será 
el último que hubieren tenido en territorio español. 
Art. 41. Cuando ni la ley que las haya creado 6 reconocido, ni los 
estatutos ó las reglas de la fundación fijaren el domicilio de las per-
sonas jurídicas, se entenderá que lo tienen en el lugar en que se ha-
lle establecida su representación legal, ó donde ejerzan las principa-
les funciones de su instituto. 
Ubi guis larem, rerumque ac fortunarum suarurn sumi-
nam constituit. (Ley 7 tit. 39, libro 10 del Código). Y 
más abajo la propia ley: Uncle non sit discessurus, si nihil 
avocet: uncle cum pro fectus est, peregrinara videtur; quod si 
redut, peregrinara jam destitit. Es decir, que según ese  • 
procepto, conforme con lo dispuesto en el art.° 40 pre-
cedente, tiene uno su domicilio en el punto en que tie- 
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ne sus lares, propiedades, fortúna, y de donde no se 
aleja si no hay motivo alguno que le obligue á ello, de 
manera que cuando está fuera, se le considera en viaje, 
y cuando vuelve que ha regresado. Pero la residencia 
sin el propósito de ganar el domicilio, ni este propósito 
sin la residencia, eran bastantes para constituir domi-
cilio, según las leyes 17 parr. 3.° 20 y 27 parr. 2.° tí-
tulo 1.° lib. 50 del Digesto. 
Podía uno, al tenor de la ley 32, tit. 1.° lib. 50 del 
Digesto, constituir su domicilio en el punto que quisie-
se, á menos que, por excepción, le prohibiese la ley. 
Los tilitares en activo servicio tenían su domicilio en 
el lugar en que se hallaban prestándolo: miles ibi domi-
cilium .habere videtur, ubi meret, si nihil in, patria possideat. 
(Ley 23 tit. 1 lib. 50 del Digesto). El hijo podía tener 
domicilio distinto al de su padre. (Leyes 3, 4 y 6 parr. 1 
y 17 parr. 11, tit. 1 lib. 50 del Digesto). El domicilio 
del desterrado era el lugar del destierro. (Ley 27 título 
1.° lib. 50 del Digesto.) 
Reformado ese derecho, á lo que entendemos, ha 
largo tiempo, por las leyes castellanas que han venido 
rigiendo en Navarra, juzgamos de aplicación entre 
nosotros las prescripciones del presente título, después 
de todo en nada fundamental opuestas á las que tenía 
establecidas el derecho romano. 
Es domiciliado, según el art. 12 de la ley munici-
pal, todo español que, sin estar emancipado, reside ha-
bitualmente en el término, formando parte de la casa 6 
familia de un vecino. No es, sin embargo, éste, el do-
micilio á que hace referencia el título, sino aquel á que 
alude la ley de enjuiciamiento civil, en los artículos del 
64 al 69, al determinar cual sea el domicilio de la mujer 
casada, hijo de familia, menores é incapacitados, comer-
ciantes, compa r^ías, empleados, militares y el de otros. 
Con omisión del romano, este era el derecho aplica-
ble en Navarra, y hoy, además, el que establece el 







De las formas del matrimonio. 
Art. 42. La ley reconoce dos formas de matrimonio: el canónico, 
que deben contraer todos los que profesen la religión católica, y el 
civil que se celebrará del modo que determina este Código. 
SECCIÓN SEGUNDA. 
Disposiciones comunes á las dos formas de matrimonio. 
Art. 43. Los esponsales de futuro no producen obligación de con-
traer matrimonio. Ningún Tribunal admitirá demanda en que se pre-
tenda su cumplimiento. 
Art. 44. Si la promesa se hubiere hecho en documento público 6 
privado por un mayor de edad, 6 por un menor asistido de la persona 
cuyo consentimiento sea necesario para la celebración del matrimo-
nio, ó si se hubieren publicado las proclamas, el que rehusare casarse, 
sin justa causa, estará obligado a resarcir la otra parte los gastos 
que hubiese hecho por razón del matrimonio prometido. 
La acción para pedir el resarcimiento de gastos á que se refiere el 
párrafo anterior, sólo podrá ejercitarse dentro de un año, contado des-
de el día de la negativa a la celebración del matrimonio. 
, Art. 45. Está prohibido el matrimonio: 
1.6 Al menor de edad que no haya obtenido la licencia, y al ma-
yor que no haya solicitado el consejo de las personas á quienes co-
rresponde otorgar una y otro, en los casos determinados por la ley. 
2.0 A la viuda durante los trescientos un días siguientes á la 
muerte de su marido, ó antes de su alumbramiento si hubiese queda-
do en cinta, y á la mujer cuyo matrimonio hubiera sido declarado 
nulo, en los mismos casos y términos, á contar desde su separación 
legal. 




haya tenido en guarda, hasta que fenecida la tutela se aprueben las 
cuentas de su cargo; salvo el caso de que el padre de la persona su-
jeta á tutela hubiese autorizado el matrimonio en testamento 6 escri-
tura pública. 
Art. 46. La licencia de que habla el núm. 1.0 del artículo anterior, 
debe ser concedida á los hijos legítimos por el padre; faltando éste, 
ó hallándose inpedido, corresponde otorgarla, por su Orden, a la ma-
dre, á los abuelos paterno y materno, y, en defecto de todos, al conse-
jo de familia. 
Si se tratare de hijos naturales reconocidos ó legitimados por con- 
cesión Real, el consentimiento deberá ser pedido . á los que los reco-
nocieron y legitimaron, á sus ascendientes y al consejo de familia, 
por el orden establecido en el párrafo anterior. 
Si se tratare de hijos adoptivos, se pedirá el consentimiento al pa-
dre adoptante, y, en su defecto, á las personas de la familia natural á 
quienes corresponda. 
Los demás hijos legítimos obtendrán el consentimiento de su ma-
dre cuando fuere legalmente conocida; el de los abuelos maternos en 
el mismo caso, y, á falta de unos y otros, el del consejo de familia. 
A los jefes de las casas de expósitos corresponde prestar el con-
sentimiento para el matrimonio de los educados en ellas. 
Art. 47. Los hijos mayores de edad están obligados á pedir con-
sejo al padre, y en su defecto á la madre. Si no lo obtuvieren, ó fuere 
desfavorable, no podrá celebrarse el matrimonio hasta tres meses 
después de hecha la petición. 
Art. 48. La licencia y el consejo favorable á la celebración del ma-
trimonio deberán acreditarse, al solicitar éste, por medio de documen- 
to que haya autorizado un Notario civil 6 eclesiástico, 6 el Juez mu-
nicipal del domicilio del solicitante. Del propio modo se acreditará el 
transcurso del tiempo á que alude el artículo anterior, cuando inútil-
mente se hubiere pedido el consejo. 
Art. 49. Ninguno de los llamados á prestar su consentimiento 6 
consejo está obligado á manifestar las razones en que se funda para 
concederlo ó negarlo, ni contra su disenso se da recurso alguno. 
Art. 50. Si, á pesar de la prohibición del art. 45, se casaren laa 
personas comprendidas en él, su matrimonio será válido; pero los 
contrayentes, sin perjuicio de lo dispuesto en el Código penal, queda-
rán sometidos a las siguientes reglas: 
1.a Se entenderá contraído el casamiento con absoluta separación 
de bienes, y cada cónyuge retendrá el dominio y administración de 
los que le pertenezcan, haciendo suyos todos los frutos, si bien con 
la obligación de contribuir proporcionalmente al sostenimiento de las 
cargas del matrimonio. 
2.a Ninguno de los cónyuges podrá recibir del otro cosa alguna 
por donación ni testamento. 
Lo dispuesto en las dos reglas anteriores no se aplicará en los ca-
sos del núm. 2.° del art. 45, si se hubiere obtenido dispensa. 
3.° Si uno de los cónyuges fuere menor no emancipado, no reci-
birá la administración de sus bienes hasta que llegue á la mayor 
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edad. Entretanto sólo tendrá derecho á alimentos, que no podrán ex-
ceder de la renta líquida de sus bienes. 
4.a En los casos del núm. 3.° del art. 45, el tutor perderá además 
la administración de los bienes de la pupila durante la menor edad 
de ésta. 
Art. 51. No producirá efectos civiles el matrimonio canónico 6 
civil cuando cualquiera de los cónyuges estuviese ya casado legíti-
mamente. 
Art. 52. El matrimonio se disuelve por la muerte de uno de los 
cónyuges. 
SECCIÓN TERCERA. 
De la prueba del matrimonio. 
Art. 53. Los matrimonios celebrados antes de regir este Código 
se probarán por los medios establecidos en las leyes anteriores. 
Los contraídos después se probarán sólo por certificación del acta 
del Registro civil, á no ser que los libros de éste no hayan existido ó 
hubiesen desaparecido, ó se suscite contienda ante los Tribunales, en 
cuyos casos será admisible toda especie de prueba. 
Art. 54. En los casos á que se refiere el párrafo 2. 0 del artículo 
anterior, la posesión constante de estado de los padres, unida á las 
actas de nacimiento de sus hijos en concepto de legítimos, será uno 
de los medios de prueba del matrimonio de aquéllos, á no constar 
que alguno de los dos estaba ligado por otro matrimonio anterior. 
Art. 55. El casamiento contraído en país extranjero, donde estos 
actos no estuviesen sujetos a un registro regular ó auténtico, puede 
acreditarse por cualquiera de los medios de prueba admitidos en de-
recho. • 
SECCIÓN CUARTA. 
De los derechos y obligaciones entre marido y mujer. 
Art. 56. Los cónyuges están obligados á vivir juntos, guardarse 
fidelidad y socorrerse mutuamente. 
Art. 57. El marido debe proteger á la mujer y esta obedecer al 
marido. 
Art. 58. La mujer está obligada á seguir su marido donde 
quiera que fije su residencia. Los Tribunales, sin embargo, podrán 
con justa causa eximirla de esta obligación cuando el marido traslade 
su residencia á Ultramar ó á país extranjero. 
Art. 59. El marido es el administrador de los bienes de la socie-
dad conyugal, salvo estipulación en contrario y lo dispuesto en el artí-
culo 1384. 
Si fuere menor de diez y ocho años, no podrá administrar sin el 
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consentimiento de su padre; en defecto de éste, sin el de su madre; y 
á falta de ambos, sin el de su tutor. Tampoco podrá comparecer en 
juicio sin la asistencia de dichas personas. 
En ningún caso, mientras no llegue á la mayor edad, podrá el 
marido, sin el consentimiento de las personas mencionadas en el pá-
rrafo anterior, tomar dinero á préstamo, gravar ni enagenar los bie-
nes raíces. 
Art. 60. El marido es el representante de su mujer. Esta no 
puede, sin su licencia, comparecer en juicio por sí 6 por medio de 
Procurador. 
No necesita, sin embargo, de esta licencia para defenderse en jui-
cio criminal, ni para demandar 6 defenderse en los pleitos con su ma-
rido, 6 cuando hubiere obtenido habilitación conforme á lo que dis-
ponga la ley de enjuiciamiento civil. 
Art. 61. Tampoco puede la mujer, sin licencia 6 poder de su ma-
rido, adquirir por título oneroso ni lucrativo, enajenar sus bienes ni 
obligarse sino en los casos y con las limitaciones establecidas por 
la ley. 
Art. 62. Son nulos los actos ejecutados por la mujer contra lo 
dispuesto en los anteriores artículos, salvo cuando se trate de cosas 
que por su naturaleza estén destinadas al consumo ordinario de la 
familia, en cuyo caso las compras hechas por la mujer serán válidas. 
Las compras de joyas, muebles y objetos preciosos hechas sin licen-
cia del marido, sólo se convalidarán cuando éste hubiese consentido á 
su mujer el uso y disfrute de tales objetos. 
Los 'artículos 5.° de la ley de 11 de Mayo de 1888 
y 12 del Código civil previenen," que en las provincias 
y territorios regidos por fuero serán obligatorios los pre-
ceptos del título preliminar y los del presente título 4.° 
No proponiéndonos nosotros comentar las disposi-
ciones del Código, y sí, únicamente, determinar la lega-
lidad vigente en Navarra en materia civil, bien pudié-
ramos escusarnos de decir una palabra más sobre este 
título. 
Pero, antes dejamos consignada la afirmación de 
que el Gobierno, en el desarrollo de la ley de bases, no 
se había sometido estrictamente á las facultades que se 
le confirieron; é importa probar esa afirmación en este 
lugar, ya que el título 4.° es uno de los del Código que 
no encaja bien dentro de los límites de la base corres-
pondiente. • 
Establece el artículo 5.° citado, que en las provin-
cias y territorios en que subsiste. derecho foral, serán 
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obligatorias las disposiciones que se dicten para el des-
arrollo de la base 3.a relativa á las formas de matrimo-
nio; y con arreglo á esta base se establecerán en el C6-
digo dos formas de matrimonio: el  • canónico para los 
católicos, y el civil pata los demás. Pero al formular las 
disposiciones que han de regular esos matrimonios, se 
incluyen dentro del título 4. 0 , en la sección cuarta, pre-
ceptos totalmente agenos á esas formas, que únicamen-
te tienen por objeto determinar la capacidad jurídica 
de los cónyuges, y que ocuparían el lugar que les 
corresponde en el desarrollo de la base 4.a, inaplicable 
en Navarra. 
Así resulta que, efecto de la invasión de atribucio-
nes que anotamos por parte del Gobierno, quedan 
totalmente derogadas leyes de Navarra en materia de 
alguna importancia. 
Disponen, por ejemplo, los artículos 61 y 62, que 
la mujer casada, sin licencia 6 poder de su marido, no 
puede adquirir por título oneroso ni lucrativo, enagenar 
sus bienes, ni obligarse; y qué son nulos los actos en 
contrario ejecutados por la mujer, salvo cuando se 
trate de cosas que por su naturaleza estén destinadas al 
consumo ordinario de la familia. 
A este propósito dice el capitulo 6.° título 1.° libro 
4.° del Fuero General, que ninguna muger casada non 
puede da^^ heredamiento sin. mandamiento de su marido; 
mas puédel rezebir sil ddn heredamiento 6 mueble. Y el ca-
pítulo 5.° ordena, que nuilla muyller casada non puede 
mayllevar sines sabiduria 6 aytorgamiento de su marido, 
empero bien puede mayllevar dos robos de farina 6 dos robos 
de trigo 6 la valia para comer en casa. Et si por aventura 
mas mayllevasse la muger non sopiendo el marido, non sea 
tenido de pagar otra ,deuda ninguna, sacando un royo de 
salvado el marido. 
Por la primera de las transcritas disposiciones la 
mujer en Navarra podía aceptar herencias testadas 6 
intestadas sin licencia 6 poder de su marido. Derogado 
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ese precepto por el prenotado artículo 61, queda priva-
da de esa facultad para lo sucesivo. El capítulo 5.° , equi-
valente al artículo 62, queda asimismo desprovisto de 
eficacia legal, por esta disposición del Código. Tam-
poco podrá invocarse como subsistente el capítulo 14 
tit. 12 lib. 3.° del mismo Fuero General, según el cual 
la muyller que ha marido, non puede vender heredat suya, 
ni ayllenar ni fer maliuta, ni fianzeira, si non quoando valia 
de un robo de salvado, porque viene á reemplazarlo el 
mismo artículo 61. 
Resulta, en consecuencia, probado, que deroga el 
Código leyes de Navarra en materia totalmente extraña 
á la determinación de las formas de matrimonio, punto 
concreto á que se extendían las facultades conferidas 
al Gobierno por la ley citada. 
Art. 63. Podrá la mujer sin licencia de su marido: 
L.° Otorgar testamento. 
2.0 Ejercer los derechos y cumplir los deberes que le correspon-
dan respecto á los hijos legítimos 6 naturales reconocidos que hubie-
se tenido de otro, y respecto á los bienes de los mismos. 
Art. 64. La mujer gozará de los honores de su marido, excepto 
los que fueren estricta y exclusivamente personales, y los conservará 
mientras no contraiga nuevo matrimonio. 
Art. 65. Solamente el marido y sus herederos podrán reclamar 
la nulidad de los actos otorgados por la mujer sin licencia 6 autoriza-
ción competente. 
Art. 66. Lo establecido en esta sección se entiende sin perjuicio 
de lo dispuesto en el presente Código sobre ausencia, incapacidad, 
prodigalidad é interdicción' del marido. 
SECCIÓN QUINTA. 
De los efectos de la nulidad del matrimonio y los del divorcio. 
Art. 67. Los efectos civiles de las demandas y sentencias sobre 
nulidad de matrimonio y sobre divorcio sólo pueden obtenerse ante 
los Tribunales ordinarios. - 
Art. 68. Interpuestas y admitidas las demandas de que habla el 
artículo anterior, se adoptarán, mientras durare el juicio, las disposi-
ciones siguientes: 
La Separar los cónyuges en todo caso. 
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2 a  Depositar la mujer en los casos y forma prevenidos en la ley 
 
de enjuiciamiento civil.  
3.a Poner los hijos al cuidado de uno de los cónyuges, ó de los  
dos, según proceda.  
4.a Señalar alimentos á la mujer y á los hijos que no queden en 
 
poder del padre. 
 
6.a Dictar las medidas necesarias para evitar que el marido que  
hubiese dado causa al divorcio, 15 contra quien se dedujere la deman-
da de nulidad del matrimonio, perjudique á la mujer en la adminis-
tración de sus bienes.  
Art. 69. El matrimonio contraído de buena fe produce efectos  
civiles, aunque sea declarado nulo.  
Si ha intervenido buena fe de parte de uno sólo de los cónyuges,  
surte únicamente efectos civiles respecto de él y de los hijos.  
La buena fe se presume si no consta lo contrario.  
Si hubiere intervenido mala fe por parte de ambos cónyuges, el  
matrimonio sólo surtirá efectos civiles respecto de los hijos. 
 
Art. 70. Ejecutoriada la nulidad del matrimonio, quedarán los  
hijos varones mayores de tres años al cuidado del padre, y las hijas  
al cuidado de la madre, si de parte de ambos cónyuges hubiese habi-
do buena fe.  
Si la buena fe hubiese estado de parte de uno sólo de los cónyu-
ges, quedarán bajo su poder y cuidado los hijos de ambos sexos.  
Si la mala fe fuere de ambos, el Tribunal resolverá sobre la suerte  
de los hijos en la forma que dispone el párrafo segundo del núm. 2.°  
del art. 73.  
Los hijos é hijas menores de tres años estarán en todo caso, has-
ta que cumplan esta edad, al cuidado de la madre, á no ser que, por  
motivos especiales, dispusiere otra cosa la sentencia.  
Art. 71. Lo dispuesto en los párrafos primero y segundo del ar-
tículo anterior no tendrá lugar si los padres, de común acuerdo, pro-
veyeren de otro modo al cuidado de los hijos.  
Art. 72. La ejecutoria de nulidad producirá, respecto de los bie-
nes del matrimonio, los mismos efectos que la disolución por muerte;  
pero el cónyuge que hubiera obrado de mala fe no tendrá derecho á  
los gananciales.  
Si la mala fe se estendiera á ambos quedará compensada.  
Art. 73. La sentencia de divorcio producirá los siguientes efec- 
tos: 
1.0 La separación de los cónyuges.  
2.° Quedar ó ser puestos los hijos bajo la potestad y protección  
del cónyuge inocente. 
 
Si ambos fueren culpables, se proveerá de tutor á los hijos, con-
forme a las disposiciones de este Código. Esto no obstante, si la sen-
tencia no hubiera dispuesto otra cosa, la madre tendrá a su cuidado,  
en todo caso, á los hijos menores de tres años.  
A la muerte del cónyuge inocente volverá el culpable á recobrar  
la patria potestad y sus
-
derechos, si la causa que dió origen al divor-




jurias graves. Si fué distinta, se nombrará tutor á los hijos. La priva-
ción de la patria potestad y de sus derechos' no exime al cónyuge 
culpable del cumplimiento de las obligaciones que este Código le im-
pone respecto de sus hijos. 
3.° Perder el cónyuge culpable todo lo que le hubiese sido dado 
6 prometido por el inocente ó por otra persona en consideración á 
éste, y conservar el inocente todo cuanto hubiese recibido -del culpa-
ble, pudiendo, además, reclamar desde luego lo que éste le hubiera 
prometido. 
4° La separación de los bienes de la sociedad conyugal y la pér-
dida de la administración de los .de la mujer, si la tuviere el marido, 
y si fuere quien hubiese dado causa al divorcio. 
5.° La conservación, por parte del marido inocente, de la admi-
nistración, si la tuviere, de los bienes de la mujer, la cual solamente 
tendrá derecho á alimentos. 
Art. 74. La reconciliación pone término al juicio de divorcio y 
deja sin efecto ulterior la sentencia dictada en él; pero los cónyuges 
deberán poner aquella en conocimiento del Tribunal que entienda ó 
haya entendido en el litigio. 
Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, subsistirán, 
en cuanto á los hijos, los efectos de la sentencia cuando ésta se funde 
en el conato ó la connivencia del marido ó de la mujer para corrom-
per á sus hijos y prostituir á sus hijas, en cuyo caso, si aún continúan 
los unos ó las otras bajo la patria potestad, los Tribunales adoptarán 
las medidas convenientes para preservarlos de la corrupción 6 pros-
titución. 
CAPÍTULO II. 
Del matrimonio canónico. 
Art. 75. Los requisitos, forma y solemnidades para  la celebra-
ción del matrimonio canónico se rigen por las disposiciones de la 
Iglesia católica y del Santo Concilio de Trento, admitidas como leyes 
del Reino. 
Art. 76. El matrimonio canónico producirá todos los efectos civi-
les respecto de las personas y bienes de los cónyuges y sus descen-
dientes. 
Art. 77. Al acto de la celebración del matrimonio canónico asis-
tirá el Juez municipal ú otro funcionario del Estado, con el sólo fin 
de verificar la inmediata inscripción en el Registro civil. Con este ob-jeto los contrayentes están obligados á poner por escrito en conoci-
miento del Juzgado municipal respectivo, con veinticuatro horas de 
anticipación por lo menos, el díá, hora y sitio en que deberá celebrar-
se el matrimonio, incurriendo, si no lo hicieren, en una multa de 5 á 
80 pesetas. El Juez municipal dará recibo del aviso de los contrayen- 
e- 
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tes. Si se negare á darlo incurrirá en una multa que no bajará de 20 
pesetas ni excederá de 100. 
No se procederá á la celebración del matrimonio canónico sin la 
presentación de dicho recibo al cura párroco. 
Si el matrimonio se celebrare sin la concurrencia del Juez muni-
cipal 6 su delegado, á pesar de haberle avisado los contrayentes, se 
hará á costa de aquél la transcripción de la partida del matrimonio 
canónico en el Registro civil, pagando además una multa que no ba-jará de 20 pesetas ni excederá de 100. En este caso el matrimonio 
producirá todos sus efectos civiles desde el instante de su celebración. 
Si la culpa fuere de los contrayentes por no haber dado aviso al 
Juez municipal, podrán aquéllos subsanar la falta solicitando la ins-
cripción del matrimonio en el Registro civil. En este caso no produci-
rá efectos civiles el matrimonio sino desde su inscripción. 
Art. 78. Los que contrajeren matrimonio canónico in articulo 
mortis, podrán dar aviso al encargado del Registro civil en cualquier 
instante anterior á la celebración y acreditar de cualquier manera que 
cumplieron este deber. 
Las penas impuestas á los contrayentes que omitieren aquel re-
quisito no serán aplicables al caso del matrimonio in articulo mortis, 
cuando conste que fué imposible dar oportunamente el aviso. En todo 
caso, para, que el matrimonio produzca efectos civiles desde la fecha 
de su celebración, la partida sacramental deberá ser inscrita en el 
Registro dentro de los diez días siguientes. 
Art. 79. El matrimonio secreto de conciencia celebrado ante la 
Iglesia no está sujeto á ninguna formalidad en el orden civil, ni pro-, 
ducirá efectos civiles sino desde que se publique mediante su inscrip-
ción en el Registro. 
Este matrimonio producirá, sin embargo, efectos civiles desde su 
celebración, si ambos contrayentes, de común acuerdo, solicitaren del 
Obispo que lo haya autorizado un traslado de la partida consignada 
en el registro secreto del Obispado, y la remitieren directamente y con 
la conveniente reserva á la Dirección general del Registro civil, solici-
tando su inscripción. Alefecto la Dirección general llevará un registro 
especial y secreto con las precauciones necesarias para que no se 
conozca el contenido de estas inscripciones hasta que los interesados 
soliciten darles publicidad trasladándolas al Registro municipal de su 
domicilio. 
Art. 80. El conocimiento de los pleitos sobre nulidad y divorcio 
-de los matrimonios canónicos corresponde á los Tribunales eclesiás-
ticos. 
Art. 81. Incoada ante el Tribunal eclesiástico una demanda de 
divorcio ó de nulidad de matrimonio, corresponde al Tribunal civil 
dictar, á instancia de la parte interesada, las disposiciones referidas 
en el artículo 68. 
Art. 82. La sentencia firme de nulidad 6 divorcio del matrimonio 
canónico, se inscribirá en el Registro civil, y se presentará al Tribunal 




Del matrimonio civil. 
SECCIÓN PRIMERA. 
De la capacidad de los contrayentes. 
Art. 83. No pueden contraer matrimonio: 
1.0 Los varones menores de catorce años cumplidos y las hem-
bras menores de doce, también cumplidos. 
Se tendrá, no obstante, por revalidado ipso facto y sin necesidad 
de declaración expresa, el matrimonio contraído por impúberes, si un 
día después de haber llegado á la pubertad legal hubiesen vivido 
juntos sin haber reclamado en juicio contra su validez, 6 si la mujer 
hubiera concebido antes de la pubertad legal ó de haberse entablado 
la reclamación. 
2.° Los que no estuvieren en el pleno ejercicio de su razón al 
tiempo de contraer matrimonio. 
3.° Los que adolecieren de impotencia física, absoluta 6 relativa 
para la procreación con anterioridad d la celebración del matrimonio, 
de una manera patente, perpétua é incurable. 
4.° Los ordenados in sacris y los profesos en una Orden religiosa 
canónicamente aprobada, ligados con voto solemne de castidad, á no 
ser que unos y otros hayan obtenido la correspondiente dispensa ca-
nónica. 
5.° Los que se hallen ligados con vínculo matrimonial. 
Art. 84. Tampoco pueden contraer matrimonio entre sí: 
1.° Los ascendientes y descendientes por consanguinidad ó afini- 
dad legítima ó natural. 
2..  Los colaterales por consanguinidad legítima hasta el cuarto 
grado. 
3.° Los colaterales por afinidad legítima hasta el cuarto grado. 
4.° Los colaterales por consanguinidad ó afinidad natural hasta 
el segundo grado. 	 ` 
5.° El padre 6 madre adoptante y el adoptado; éste y el cónyuge 
viudo de aquéllos, y aquéllos y el cónyuge viudo de éste. 
6.° Los descendientes legítimos del adoptante con el adoptado, 
mientras subsista la adopción. 
7.° Los adúlteros que hubiesen sido condenados por sentencia 
firme. 
8.° Los que hubiesen sido condenados como autores, ó como 
autor y cómplice de la muerte del cónyuge de cualquiera de ellos. 
Art. 85. El Gobierno, con justa causa, puede dispensar, á instan- 
cia de parte: el impedimento comprendido en el número 2.° del artí- 
^ 
—91— 
culo 45, los grados tercero y cuarto de los colaterales por consaguini-
dad legítima, los impedimentos nacidos de afinidad legítima ó natural  




De la celebración del matrimonio.  
Art. 86. Los que con arreglo al art. 42. hubieren de contraer ma-
trimonio en la forma determinada en este Código, presentarán al Juez 
municipal de su domicilio una declaración, firmada por ambos con-
trayentes, en que consten: 
1.0 Los nombres, apellidos, edad, profesión, domicilio ó residencia 
de los contrayentes. 
2.° Los nombres, apellidos, profesión, domicilio ó residencia de 
los padres. 
Acompañarán á esta declaración la partida de nacimiento y de 
estado de los contrayentes, la licencia ó consejo si procediere y la dis-
pensa cuando sea necesaria. 
Art, 87. El matrimonio podrá celebrarse personalmente ó por 
mandatario á quien se haya conferido poder especial; pero siempre 
será necesaria la asistencia del contrayente domiciliado 6 residente 
en el distrito del Juez que deba autorizar el casamiento. 
Se expresará en el poder especial el nombre de la persona con 
quien ha de celebrarse el matrimonio, y éste será válido si antes de su 
celebración no se hubiera notificado al apoderado en forma auténtica 
la revocación del poder. 
Art. 88. Si el Juez municipal escogido para la celebración del 
matrimonio no lo fuere á la vez de ambos contrayentes, se presenta-
rán dos declaraciones, una ante el Juez municipal de cada contrayen-
te, expresando cuál de los dos Jueces han elegido para la celebración 
del matrimonio, y en ambos Juzgados se practicarán las diligencias 
que se establecen en los artículos siguientes. 
Art. 89. El Juez municipal, previa ratificación de los pretendien-
tes, mandará fijar edictos ó proclamas por espacio de quince días 
anunciando la pretensión con todas las indicaciones contenidas en el 
artículo 86, y requiriendo á los que tuviesen noticia de algún impedi-
mento para que lo denuncien. Iguales edictos mandará á los Jueces  
municipales de los pueblos en que hubiesen residido ó estado domi-
ciliados los interesados en los dos últimos años, encargando que se  
fijen en el local de su audiencia pública por espacio de quince días, y  
que, transcurridos éstos, los devuelvan con certificación de haberse  
llenado dicho requisito y de haberse ó no denunciado algún impedi-
mento. 
Art. 90. Los militares en activo servicio que intentaren contraer  
matrimonio estarán dispensados de la publicación de los edictos fuera  
^ 
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del punto donde residan, si presentaren certificación de su libertad 
expedida por el Jefe del cuerpo armado á que pertenezcan. 
Art. 91. Si los interesados fueren extranjeros y no llevaren dos 
años de residencia en España, acreditarán con certificación en forma, 
dada por Autoridad competente, que en el territorio donde hayan te-
nido su domicilio ó residencia durante los dos años anteriores, se ha 
hecho, con todas las solemnidades exigidas en aquél, la publicación 
del matrimonio que intentén contraer. 
Art. 92. En todos los demás casos, solamente el Gobierno podrá 
dispensar la publicación de los edictos, mediando causas graves su-
ficientemente probadas. 
Art. 93. No obstante lo dispuesto en los artículos anteriores, el 
Juez municipal autorizará el matrimonio del que se halle en inminen-
te peligro de muerte, ya esté domiciliado en la localidad, ya sea tran-
seunte. 
Este matrimonio se entenderá condicional, mientras no se acredite 
legalmente la libertad anterior de los contrayentes. 
Art. 94. Los contadores de los buques de guerra y los Capitanes 
de los mercantes autorizarán los matrimonios que se celebren á bordo 
en inminente peligro de muerte. También estos matrimonios se en-
tenderán condicionales. 
Art. 95. Lo dispuesto en el artículo anterior es aplicable á los 
Jefes de los cuerpos militares en campaña, en defecto del Juez muni-
cipal, respecto de los indivíduos de los mismos que intenten celebrar 
matrimonio in articulo mortis. 
Art. 96. Transcurridos los quince días á que se refiere el artículo 
89 sin que se haya denunciado ningún impedimento , y no teniendo 
el Juez municipal conocimiento de alguno, procederá á la celebración 
del matrimonio en los términos que se previenen en este Código. 
Si pasare un año desde la publicación de los edictos sin que se 
efectúe el casamiento, no podrá celebrarse éste sin nueva publicación. 
Art. 97. Si antes' de celebrarse el matrimonio se presentare algu-
na persona oponiéndose á él y alegando impedimento legal, 6 el Juez 
municipal tuviere conocimiento de alguno, se suspenderá la celebra-
ción del matrimonio hasta que se declare Or sentencia firme la im-
procedencia 6 falsedad del impedimento. 
Art. 98. Todos aquellos á cuyo conocimiento llegue la pretensión 
de matrimonio, están obligados á denunciar cualquier impedimento 
que les conste. Hecha la denuncia, se pasará al Ministerio fiscal, 
quien, si encontrare fundamento legal, entablará la oposición al ma-
trimonio. Sólo los particulares que tengan interés en impedir el casa-
miento podrán formalizar por sí la oposición, y en uno y otro caso se 
sustanciará ésta conforme á lo dispuesto en la ley de Enjuiciamiento 
civil, dándole la tramitación de los incidentes. 
Art. 99. Si por sentencia firme se declararen falsos los impedi-
mentos alegados, el que fundado en ellos hubiese formalizado por sí 
la oposición al matrimonio, queda obligado á la indemnización de 
daños y perjuicios. 
Art. 100. Se celebrará el casamiento, compareciendo ante el Juez 
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municipal los contrayentes, 6 uno de ellos y la persona á quien el 
ausente hubiese otorgado poder especial para representarle, acompa-
ñados de dos testigos mayores de edad y sin tacha legal. 
Acto seguido, el Juez municipal, después de leídos los artículos 
56 y 57 de este Código, preguntará á cada uno de los contrayentes si 
persiste en la resolución de celebrar el matrimonio, y si efectivamen-
te lo celebra; y, respondiendo ambos afirmativamente, extenderá el 
acta de casamiento con todas las circunstancias necesarias para hacer 
constar que se han cumplido las diligencias prevenidas en esta Sec-
ción. El acta será firmada por el Juez, los contrayentes, los testigos y 
el Secretario del Juzgado. 
Los Cónsules y Vicecónsules ejercerán las funciones de Jueces 
municipales en los matrimonios de españoles celebrados en el extran-jero. 
SECCIÓN TERCERA. 
De la nulidad del matrimonio. 
Art. 101. Son nulos: 
1.0 Los matrimonios celebrados entre las personas á quienes se 
refieren los artículos 83 y 84, salvo los casos de dispensa. 
2.° El contraído por error en la persona, ó por coacción 6 miedo 
grave que vicie el consentimiento. 
3.° El contraído por el raptor con la robada, mientras ésta se 
halle en su poder. 
4.° El que se celebre sin la intervención del Juez municipal com-
petente, ó del que en su lugar deba autorizarlo, y sin la de los testi-
gos que exige el art. 100. 
Art. 102. La acción para pedir la nulidad del matrimonio corres-
ponde á los cónyuges, al Ministerio fiscal y á cualesquiera personas 
que tengan interés en ella. 
Se exceptúan los casos de rapto, error, fuerza ó miedo, en que 
solamente podrá ejercitarla el cónyuge que los hubiese sufrido; y el 
de impotencia, en que la acción corresponderá á uno y otro cónyuge 
y á las personas que tengan interés en la nulidad. 
Caduca la acción y se convalidan los matrimonios, en sus respec-
tivos casos, si los cónyuges hubieran vivido juntos durante seis meses 
después de desvanecido el error ó de haber cesado la fuerza 6 la cau-
sa del miedo, ó si, recobrada la libertad por el robado, no hubiese és- 
te interpuesto durante dicho término la demanda de nulidad. 
Art. 103. Los Tribunales civiles conocerán de los pleitos de nu-
lidad de los matrimonios celebrados con arreglo á las disposiciones 





Art. 104. El divorcio sólo produce la suspensión de la vida co-
mún de los casados. 
Art.105. Las causas legítimas de divorcio son: 
1 	 El adulterio de la mujer en todo caso, y el del marido cuando 
resulte escándalo público ó menosprecio de la mujer. 
2.a Los malos tratamientos de obra, ó las injurias graves. 
3.a La violencia ejercida por el marido sobre la mujer para obli-
garla á cambiar de religión. 
4.a La propuesta del marido para prostituir á su mujer. 
5.a . El conato del marido ó de la mujer para corromper sus hi-
jos ó prostituir á sus hijas, y la connivencia en su corrupción ó pros-
titución. 
6.a La condena del cónyuge á cadena ó reclusión perpétua. 
Art. 106. El divorcio sólo puede ser pedido por el cónyuge 
inocente. 
Art. 107. Lo dispuesto en el artículo 103 será aplicable á los 
pleitos de divorcio y á sus incidencias. 
, as disposiciones que se contienen en este título obligan en 
.navarra á virtud de lo prevenido en el art. 5.° de la ley de 11 de 
Mayo de 1888 y 12 del ((ódfgo civil, que de consuno establecen 
esta obligación para todas las provincias del peino. 
TÍTULO V. 
De la paternidad y filiación. 
CAPÍTULO PRIMERO. 
De los hijos legítimos. 
Art. 108. Se presumirán hijos legítimos los nacidos después de 
los ciento ochenta días siguientes al de la celebración del matrimonio, 
y antes de los trescientos días siguientes á su disolución ó á la sepa-
ración de los cónyuges. 
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Contra ésta presunción no se admitirá otra prueba que la de la 
imposibilidad física del marido para tener acceso con su mujer en los 
primeros ciento veinte días de los trescientos que hubiesen precedido 
al nacimiento del hijo. 
Es principio fundamental en esta materia, admitido 
en una ú otra forma por todas las legislaciones, la dis-
posición de la ley 5 tit. 4 lib: 2 del Digesto, pater est 
quem nuptim, demostrant. Y no podía ser de otro modo, 
dada la impenetrabilidad del misterio de la generación 
humana, si. había de fundarse el edificio social sobre 
sólida base. 
Según la ley 12 tit. 5 lib. 1.° del Digesto, Septimo 
mense nasci perfectum partum jam receptum est propter 
auctoritatem doctissimiviri Hippocratis; el parto á los sie-
te meses es perfecto; y por eso se ha de creer, expresa 
la ley, que aquel que á los siete meses nace de legíti-
mo matrimonio es hijo legítimo. El que nació diez me-
ses después de la muerte del testador, no será admitido 
á la herencia legítima: post decern menses mortis natus 
non admittitur ad legitimara hereditatem. Pero si nació des-
pués, á los 182 días, parece que nació en tiempo legí-
timo: de eo, qui centesimo octogesimo secundo die natus est, 
justo tempore videri natura. (Párrafos 11 y 12 ley 3 tit. 16 
lib. 38 del Digesto). Asímismo, con arreglo al capítulo 
2.° de la Novela 39, debe reputarse legítimo el hijo na-
cido dentro del décimo mes contado desde la, disolución 
del matrimonio ó separación de los cónyuges. 
La ley 6 tit. 6 lib. 1.° del Digesto, relacionada con 
los textos que acabamos de citar, contra la presunción 
establecida por la ley 5 tit. 4 lib. 2 del Digesto, admite 
la prueba del párrafo 2.° del artículo 108. 
No merece que nos ocupemos de la inteligencia que 
deba darse á la ley 12 anotada. Opinaron algunos, fun- 
dándose en la expresión del jurisconsulto Paulo, que 
habían de entenderse los siete meses cumplidos; pero 
la ley no dice semejante cosa, y basta que el hijo tenga 
un solo día del séptimo mes para considerársele legítimo. 
Este artículo trae su origen, como se ve, de los tex- 
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tos relacionados del derecho romano: no los ha copia-
do, sin embargo, literalmente: de ahí las diferencias que 
resultan de la comparación entre ambas legislaciones. 
Las frases, después de los 180 días siguientes y antes de 
los 300 días siguientes, del artículo, los sustituye el de-
recho romano por estas otras, después de los seis meses 6 
182 días siguientes y antes de los diez meses siguientes. 
Art. 109. El hijo se presumirá legítimo, aunque la madre hubie-
se declarado contra su legitimidad 6 hubiese sido condenada como 
adúltera. 
Consecuencia lógica del principio establecido por la 
ley romana pater est quern nuptice demostrant, confirma-
do por las leyes 19 y 24 del título 5.° libro 1.° del Di-
gesto, según las cuales, quum legitima nuptice factce sint, 
patrem liberi sequuntur; vulgo qucesitus matrena sequitur, y 
lex naturce hcec est, ut qui nascitur sine legitimo matrimonio, 
matrero sequatur, nisi lex specialis aliud inducit, es el pre-
cepto del artículo. Contra la presunción legal de la pa-
ternidad no ha de tener eficacia la declaración de una 
madre, libre y disoluta, ni aun en el caso de ser conde-
nada por el delito de adulterio. Porque, contra esa na-
tural presunción, tan útil como decorosa, que no debe 
ser impugnada y que no puede ser destruida con razón 
y verdad, ni aun por la misma que ha concebido, no se 
da otra prueba que la especialísima del párrafo 2.° del 
artículo anterior. Non utique crimen adulterii, quod mu-
lieri objicitur infanti prcejudicat, quum possit et illa adul-
tera esse, et impubes defunctum patrem habuisse. (Ley 11 
párrafo 9 tit. 5 lib. 48 del Digesto). 
Las leyes 5 tit. 4 lib. 2.° y. 9 tit. 1.° lib. 50 del Di-
gesto vienen en apoyo de lo que queda expuesto y ra-
tifican las disposiciones de los textos transcritos. 
Art. 110. Se presumirá legítimo el hijo nacido dentro de los cien-
to ochenta días siguientes á la celebración del matrimonio, si concu-
rriere alguna de estas circunstancias: 
1 A  Haber sabido el marido, antes de casarse, el embarazo de su 
mujer. 
2.a Haber consentido, estando presente, que se pusiera su ape- 
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llido en la partida de nacimiento del hijo que su Mujer hubiese dado 
á luz. 
3 	 Haberlo reconocido como suyo expresa 6 tácitamente. 
Ninguna ley hallamos en la legislación romana que 
circunstanciadamente se refiera al caso en el artículo 
previsto. Vagas indicaciones se encuentren acaso en 
las leyes 5 tit. 4 lib. 2, 3 y 5 tit. 3 lib. 25 del Digesto 
y 9 tit. 4 lib. 5 del Código, pero que no son bastantes 
para fundar en ellas este precepto. Es, sin embargo, 
conforme con los principios de justicia; no se opone al 
espíritu de nuestro derecho supletorio; y ese consenti-
miento, tácito 6 expreso, envuelve siempre la reparación 
de la debilidad 6 falta anterior de los consortes. En 
todo caso, téngase en cuenta, por lo que respecta al 
párrafo primero del artículo, lo que se ha expuesto en 
el 108. 
Art. 111. El marido ó sus herederos podrán desconocer la legiti-
midad del hijo naeido después de transcurridos trescientos días desde 
la disolución del matrimonio ó de la separación legal efectiva de los 
cónyuges; pero el hijo y su madre tendrán también derecho para jus-
tificar en este caso la paternidad del marido. 
La ley presume que el hijo nacido después de 
transcurridos 300 días, diez meses según el derecho 
romano, 'desde la disolución del matrimonio 6 de la se- 
paración legal efectiva de los cónyuges, es ilegítimo; 
pero en este último caso se da derecho para justificar 
la paternidad del marido, y con razón; porque si des-
pués de la separación, el marido tuvo acceso con su 
mujer en tiempo legalmente habil y se prueba este ex 
tremo, implícitamente viene á,  probarse la legitimidad 
del hijo. 
La ley 6 tit. 6 libro 1.° del Digesto á este propósito 
establece, que no se ha de sufrir que el que ha cohabi-
tado contínuamente con su mujer, no quiera conocer su 
hijo por parecerle no ser suyo; sed, si constet maritum 
aliquandiu eum exore non concubuisse infirmitate interve-
niente vel alia causa... hune, qui in domo natos est, licet 
vicinis scientibus, fillum non esse. Pero si cohabitó, ya 
tendría aplicación el artículo que examinamos. 
15 
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Art. 112. Los herederos sólo podrán impugnar la legitimidad del 
hijo en los casos siguientes. 
1.° Si el marido hubiese fallecido antes de transcurrir el plazo 
señalado para deducir su acción en juicio. 
2.° Si muriere después de presentada la demanda sin haber de-
sistido de ella. 
3.° Si el hijo nació después de la muerte del marido. 
El heredero sucede al causante en todas obligacio-
nes, pero también en todos los derechos Ÿ  acciones, 
salvas las limitaciones legales. El derecho en el padre 
á interponer la acción de que se trata, aparece de la ley 
6 título 6 libro 1.° del Digesto: y si muere sin uti-
lizarse de ese derecho, 6 después de presentada la de-
manda, sin haber desistido de ella, 6 si el hijo nace 
después de la muerte del marido, es de extricta justicia, 
sin que A ello se oponga ninguna ley romana, el que 
pase la acción al heredero. 
Art. 113. La acción para impugnar la legitimidad del hijo deberá 
ejercitarse dentro de los dos meses siguientes á la inscripción del 
nacimiento en el Registro, si se hallare en el lugar el marido, ó, en su 
caso, cualquiera de sus herederos. 
Estando ausentes, el plazo será de tres meses si residieren en Es-
paña, y de seis si fuera de ella. Cuando se hubiere ocultado el naci-
miento del hijo, el término empezará a contarse desde que se descu-
briere el fraude. 
La acción prejudicial es la que, con arreglo al pá-
rrafo 13 tit. 14 lib. 4.° de la Instituta, corresponderá 
interponer en el caso del artículo. 
Hallamos justo que sean breves y perentorios los 
plazos que se conceden para entablar las acciones que 
tengan por objeto impugnar la legitimidad de los hijos; 
porque, como asunto de honor, no debe dejarse al ca-
pricho de quien tiene derecho A 
 . interponerlas. Pero 
ninguna limitación hallamos en la ley romana 
 que res-
trinja el derecho de aquellos A quienes compete esa 
acción. Dado el carácter marcadamente procesal del 
precepto del artículo, pueda, acaso, sostenerse, con 
buenas razones, su subsistencia en Navarra. 
Art. 114. Los hijos legítimos tienen derecho: 
1.0 A llevar los apellidos del padre 'y de la madre. 
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2.° A recibir ajimentos de los mismos, de sus ascendientes, y, 
en su caso, de sus hermanos, conforme al art. 143. 
3.° A la legítima y demás derechos sucesorios que este Código 
les reconoce. 
Los capítulos 19 tit. 2 lib. 3.°, 3 tit. 2 lib. 4.° del 
Fuero General; 12 párrafo 6 Novela 89, 7 Novela 117; 
y las leyes 4 y 5 párrafo 2 tit. 3 lib. 25, 4 tit. 2 lib. 27, 
6 párrafo 5'tit. 10 lib. 37, 5 párrafos 2 y 8 tit. 3 lib. 25, 
6 tit. 6 lib. 1.0, 11, 19 y 24 tit. 5 lib. 1.°, 6 párrafos 5 
y 7 tit. 3 lib. 25 del Digesto; 9 tit. 47 lib. 8.°, 2 y 3 
tit. 25 lib. 5.0, 5 tit. 47 lib. 8.° del Código, y vários 
otros textos imponen á los padres la obligación de ali-
mentar á los hijos legítimos. La ley 5 tit. 3 lib. 25 del 
Digesto, obliga á dar alimentos al padre, ascendientes 
paternos, madre, ascendientes maternos, hermanos, por 
el orden que van expresados. 
Admitida en Navarra la prescripción de la ley pro-
visional de matrimonio civil, que concede á la madre, 
en defecto del padre, la patria potestad sobre sus hijos, 
parécenos que en ese caso le cabrá también el deber de 
alimentarlos con preferencia á los ascendientes pa-
ternos. 
Una innovación lia introducido el Código civil en el 
derecho castellano al prescribir á los hermanos la obli-
gación de ' dar alimentos á sus hermanos. Pesa sobre 
ellos esa obligación en Navarra por virtud de lo dis-
puesto en el párrafo 6.° dcl capítulo 12 de la Novela 89, 
extensiva no sólo á los hermanos legítimos sino tam-
bién á los naturales. 
Establece, finalmente, el artículo que examinamos, 
que los hijos legítimos tienen derecho á la legítima y 
demás derechos sucesorios que el Código les reconoce. 
Claro es que esa. legítima, refiriéndonos á hijos nava-
rros, no puede ser otra que la foral prevenida en la ley 
16 tit. 13 lib. 3.° de la Novísima Recopilación. 
1( 4) 
CAPITULO II. 
De las pruebas de la filiación de los hijos legítimos. 
Art. 115. La filiación de los hijos legítimos se prueba por el acta 
de nacimiento extendida en el Registro civil, ó por documento autén-
tico ó sentencia firme en los casos á que se refieren los artículos 110 
al 113 del capítulo anterior. 
La ley provisional de Registro civil de 17 de Ju-
nio de 1870 ; obligatoria en toda la Nación, ordena, que 
las certificaciones expedidas de conformidad con lo 
prevenido en la propia ley, tendrán la consideración de 
documentos públicos; (Art.° 34.) que los nacimientos, 
matrimonios y demás actos concernientes al estado ci-
vil de las personas se probarán por las partidas del re-
gistro civil; (Art. 35.) y que acreditándose que no han 
existido ó que han desaparecido los dos ejemplares del 
Registro en que debiera hallarse inscrito mi acto con-
cerniente al estado civil de una persona, podrá acredi-
tarse este acto por los demás medios de prueba que es-
tablecen las leyes. También es obligatoria la ley de 
enjuiciamiento civil en Navarra y lo son las demás 
leyes á que ese artículo hace referencia. 
Art. 116. A falta de los títulos señalados en el artículo anterior, 
la filiación se probará por la posesión constante del estado de hijo 
legítimo. 
Dice á este propósito la ley 9 tit. 4 lib. 5.° del Có-
digo, que el hijo habido de matrimonio, de que tuvieren 
noticia los vecinos ú otras personas, aunque faltasen los 
justificativos del matrimonio y los que acreditasen el 
nacimiento, no por eso sería menos cierta la verdad del 
matrimonio y el nacimiento de la prole: Si vicinis, vel 
alüs scientibus: quanivis neque nuptiales tabule, neque ad 
natarn filliam pertinentes facie sunt. Es decir, que la pose-
sión constante del estado de hijo legítimo es medio que 
el derecho romano admite para probar la filiación. 
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Art. 117. En defecto de acta de nacimiento, de documento autén-
tico, de sentencia firme ó de posesión de estado, la filiación legítima 
podrá probarse por cualquier medio siempre que haya un principio 
de prueba por escrito, que provenga de ambos padres conjunta ó se-
paradamente. 
Soli testes ad ingennita/is probationem non su f ffciunt, 
al tenor de la ley 2 tit. 20 lib. 4.° del Código, y debe 
demostrarse el estado con documentos y razones. No 
escluye ninguno de los medios de prueba; no exige pa-
ra utilizarse de esos medios que haya un principio de 
prueba por escrito; previene tan sólo que la prueba tes 
tifical, sin otras, no será dato bastante para acreditar la 
filiación legítima. 
Art. 118. La acción que para reclamar su legitimidad compete 
al hijo dura toda la vida de éste, y se transmitirá a sus herederos, si 
falleciere en la menor edad 6 en estado de demencia. En estos casos 
tendrán los herederos cinco años de término para entablar la acción. 
La acción ya entablada por el hijo se transmite por su muerte á 
los herederos, si antes no hubiese caducado la instancia. 
Que esa acción compete al hijo se deduce clara-
mente de las leyes 3 y 4 tit. 25 lib. 5 del Código, y 
también de las leyes 1, 2, 3, 4 y 5 tit. 3 lib. 25 del 
Digesto. Por este derecho la acción de los herederos es 
imprescriptible corno la del mismo hijo; y podrán en 
Navarra los herederos interponer la acción para recla-
mar la legitimidad del hijo causante, dentro y fuera de 
los 5 años á que se refiere el artículo del Código. 
CAPÍTULO III. 
De los hijos legitimados. 
Art. 119. Sólo podrán ser legitimados los hijos naturales. 
Son hijos naturales los nacidos, fuera de matrimonio, de padres 
que al tiempo de la concepción de aquéllos pudieron casarse sin dis-
pensa ó con ella. 
¿Quiénes tienen el carácter de_ hijos naturales en 
Navarra? Con arreglo á la Sentencia del "Tribunal Su-
premo de 17 de Junio de 1865, los que lo eran segiin 
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las prescripciones del derecho romano, 6 sea, los naci-
dos de concubina que habita con el padre en la misma  
casa siendo única y ambos libres y sin impedimento  
para contraer matrimonio. (Capítulo 5 Novela 18, ley  
144 tit. 16 lib. 50 del Digesto.)  
De donde se infiere, que los hijos naturales con su-
jeción al precepto del Código, no lo son, en sentir del  
Tribunal Supremo, en conformidad á los textos citados  
del derecho romano.  
El concubinato, licita consuetudo, según la ley 6 tí-
tulo 57 lib. 6.° del Código, regulado por el título 7 libro  
25 del Digesto, tit. 16 lib. 50 del propio Digesto, capí-
tulo 5 de la Novela 18 y Novela 89, especie de matri-
monio menos solemne, es el que únicamente dá en  
Roma existencia á los hijos naturales. Los habidos fue-
ra del concubinato, aun de padres que al tiempo de la  
concepción de aquellos podían casarse, sin dispensa ó  
con ella, esos rio tienen el carácter de hijos naturales;  
esos deben su orígen al delito público de .estupro.  
Abolida esa institución por la Novela 91 del empe-
rador Leon cono injuriosa á la Religión y á la misma  
naturaleza; incompatible con nuestras costumbres que  
repugnan el vicio elevado al rango de un organismo  
social; contraria y depresiva del matrimonio; lo cierto  
es, que el concubinato, como institución jurídica,  no 
tiene subsistencia en Navarra, y que no debiera. ser ob-
jeto de nuestro exámen sino bajo el aspecto histórico.  
Esta circunstancia y la práctica corriente en este  
país, fundada en la disposición del derecho castellano,  
reproducida con la debida corrección por el artículo  
que examinamos, de legitimarse por subsiguiente ma-
trimonio los hijos naturales con arreglo á este precepto,  
que son espúreos según al derecho romano, nos hacen  
dudar mucho que sea la subsistente la doctrina sancio-
nada por el Tribunal Supremo. Y no se diga que á la  
legitimación de esos hijos precede el reconocimiento  
por parte de los padres, porque eso equivale A afirmar  
s^ 
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lo mismo que venimos exponiendo, que en esta materia 
en Navarra se aplica el derecho castellano; porque don-
de existe el concubinato romano, demás está el recono-
cimiento del hijo. Lo que hay es, que puede mucho 
más la fuerza de la costumbre, apoyada en razones de 
moralidad, que reclaman la reparación del dado causa-
do, y en la conveniencia de tantos hijos que en otro 
caso habrían' de reputarse producto del delito de estu-
pro, que la eficacia de las leyes y la autoridad de la 
jurisprudencia. 
Que solo puedan legitimarse los hijos naturales es 
precepto que concuerda con la ley 10 tit. 27 lib. 5 del 
Código y capítulo 5 Novela, 18. 
Art. 120. La legitimación tendrá lugar. 
1.0 Por el subsiguiente matrimonio de los padres. 
2.0 Por concesión Real 
También por derecho romano tiene lugar la legiti-
mación por subsiguiente matrimonio de los padres, (Le-
yes 5, 10 y 11 tit. 27 lib. 5 del Código, capítulo 8.° de 
la Novela 89,) y por concesión Real. (Capítulo 2 Nove-
la 74, capítulos 9 y 10 Novela 89.) 
Conoció, además, ese derecho otro modo de legiti-
mación, per curice dationem. Establecida con el objeto 
primordial de fomentar el aumento del personal de la 
clase de curiales, cargo que, aunque muy honroso, lle-
vaba anejas pesadas obligaciones, nunca se ha practi-
cado en Navarra, por cuya razón nos abstenemos de 
examinar las leyes 3 y 9 tit. 27 lib. 5 del Código, y los 
capítulos 2 y 3 de la Novela 89 que lo regulan. 
Aun se ha pretendido descubrir otro modo de legi-
timación, por testamento en el capítulo 2.° de la Novela 
74, y por instrumento público en el capítulo también 
2.° de la Novela 117; y de ello nos ocuparemos en el 
artículo 126. 
La ley 11 tit. 6 lib. 1.° del Digesto, y el capítulo 11 
de la Novela 89, prescriben, que nadie podrá ser legi-
timado contra su voluntad ; ya que es cierto que las 
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personas suijuris no puedan someterse á la patria po-
testad sino mediante su consentimiento, punto sobre, el 
que guarda silencio -el artículo. 
Art. 121. Sólo se considerarán legitimados por subsiguiente ma-
trimonio los hijos que hayan sido reconocidos por los padres antes ó 
después de celebrado. 
A propósito de la obligación de suministrar alimen-
tos, se ocupan las leyes 4 y 5 tit. 25 lib. 5 del Código 
del reconocimiento de los hijos, aunque por modo dis-
tinto y en asunto ajeno al que es objeto del artículo. Y 
ese silencio tiene natural esplicación: los hijos habidos 
en legítimo matrimonio no han menester del requisito 
del reconocimiento, porque, pater est quem nuptice demos-
trant: por análoga razón tampoco era necesario, por 
punto general, el reconocimiento dé los hijos naturales, 
porque habidos en concubinato tenían padres ciertos. 
El precepto del artículo será inaplicable en Navarra si, 
como el Tribunal Supremo tiene declarado, no hay aquí 
otros hijos naturales que los habidos en concubinato. 
No sería así, si, como nosotros creemos, tienen el ca-
rácter de naturales los hijos que como tales con sidera 
el art. 119 precedente. En tal caso, admitido por cos-
tumbre en Navarra -el derecho castellana, serían tam-
bién de admitir ésta y otras disposiciones del Código 
alusivas á la materia. 
Art. 122. Los legitimados por subsiguiente matrimonio disfruta-
rán de los mismos derechos que los hijos legítimos. 
La disposición de este artículo concuerda con las 
leyes 10 y 11 tit. 27 lib. 5 del Código, el párrafo 13 
tit. 10 lib. 1.° de la Instituta y el capítulo 8.° de la 
Novela 89. 
Art. 123. La legitimación surtirá sus efectos en todo caso desde 
la fecha del matrimonio. 
Dice el capítulo 8.° de la Novela 89: mandamos 
que en fuerza de este casamiento queden legitimados 
los hijos nacidos 6 concebidos antes del matrimonio;. y 
aun cuando después se tengan 6 no otros hijos, ya vi-
van ó mueran, .no por ello los primeros son menos legí- 
^,. 
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timos; lo cual es conforme con el precepto del ar-
tículo. 
Vienen á confirmar esta prescripción las leyes 10  
y 11 tit. 27 lib. 5 del Código.  
Art. 124. La legitimación de los hijos que hubiesen fallecido 
antes de celebrarse el matrimonio aprovechará á sus descendientes.  
La ley 11 tit. 27 libro 5 del Código, aunque expre-
samente no determina el caso del articulo, declara, que  
removiendo toda clase de dudas en el punto á que se  
refiere, debe atenderse, en cuanto se refiere al estado de  
los hijos, no al tiempo de su concepción, a no ser que  
esto les fuera más útil, sino al de su nacimiento. Y de  
ese precepto inferimos nosotros, sin esfuerzo alguno, . 
que legítimos los hijos fallecidos antes de contraer ma-
trimonio, puesto que al nacimiento 6 concepción de los  
mismos hay que atender y no al tiempo en que se ce-
lebró el consorcio, aprovechará esa legitimación á sus  
descendientes. Precepto que se recomienda por su bon-
dad y justicia, halla, además, confirmación en el capí-
tulo 8.° de la Novela 89.  
Art. 125. Para la legitimación por concesión Real deberán con-
currir los requisitos siguientes: 
1.° Que no Sea posible la legitimación por subsiguiente matri-
monio. 
2.° Que se pida por los padres ó por uno de éstos. 
3.° Que el padre 6 madre que la pida no tenga hijos legítimos, 
ni legitimados por subsiguiente matrimonio, ni descendientes de ellos. 
4.° Que, si el que la pide es casado, obtenga el consentimiento 
del otro cónyuge. 
Según el Código civil no podrá tener lugar la legi-
timación por concesión Real si fuera posible la legiti-
mación por subsiguiente matrimonio. Por derecho  
romano se halla establecido todo lo contrario. Al tenor  
de la ley 11 tit. 27 lib. 5 del Código y capítulo 9 de la  
Novela 89, el afecto del padre á sus hijos naturales, la  
indignidad de la madre para ser mujer legítima y cual-
quier otro obstáculo que impida el contraer matrimo-
nio, son motivos bastantes que autorizan al padre para  
obtener la legitimación de los mismos, del príncipe.  
IS 
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El capítulo 1.° de la Novela 74 es conforme con el 
3.° de los requisitos del artículo. 
Respecto á los otros extremos que abarca la dispo-
sición del Código nada nos ocurre que advertir, porque 
nada hallamos en el derecho romano que los contradiga 
expresamente. 
Art. 126. También podrá obtener la legitimación por concesión 
Real el hijo cuyo padre 6 madre, ya muertos, hayan manifestado en 
su testamento 6 en instrumento público su voluntad de legitimarlo, 
con tal que concurra la condición establecida en el número 3.° del ar-
tículo anterior. 
El capítulo 10 de la Novela 89 ordena, que el que 
sólo tuviese hijos naturales, que no los hubiera legiti-
mado por ninguno de los modos en aquel derecho ex-
presados, podrá al tiempo de morir disponer en su tes-
tamento que sus hijos sean sus herederos legítimos; y 
éstos, manifestando al príncipe lo acontecido, y acom-
pañando á la vez el testamento del padre, obtendrán el 
beneficio de la legitimación. 
Conforme con la ley 11, tit. 27 lib. 5.° del Código, 
y capítulo 2.° de la Novela 117, podrá también tener 
lugar la legitimación de los hijos por documento públi-
co en que el padre exprese su voluntad de legitimarlos, 
siendo naturales. 
Art. 127. La legitimación por concesión Real da derecho al legi-
timado: 
1.0 A llevar el apellido del padre 6 de la madre que la hubiese 
solicitado. 
2° A recibir alimentos de los mismos, en la forma que determina 
el art. 143. • 
3° A la porción hereditaria que se establece en este Código. 
Conviene con las prescripciones de los capítulos 9 
y 10 de la Novela 89. Será lícito al padre, dice el pri-
mero de los citados textos, dejando - A la madre en su 
primer estado, solicitar del Emperador la restitución de 
sus hijos naturales á la naturaleza, darles el derecho de 
legítimos, someterlos á la patria potestad y equiparar-
los con los hijos legítimos. 
Art. 128. La legitimación podrá ser impugnada por los que se 
crean perjudicados en sus derechos, cuando se otorgue á favor de los 
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que no tengan la condición legal de hijos naturales, ó cuando no con-
curran los requisitos señalados en este capitulo. 
No pudiendo obtener el beneficio de la legitimación 
otros hijos que los que tengan la circunstancia de ser 
naturales, en la forma y términos y con arreglo a los 
requisitos legales, justo es el derecho que el artículo 
reconoce en favor :de los que se crean perjudicados, 
para impugnar toda contravención legal en materia tan 
importante, y cualquiera legitimación indebidamente 
concedida. Consecuencia . de las disposiciones que pre-
ceden es la consignada en el artículo. 
CAPITULO IV. 
De los hijos ilegítimos. 
SECCIÓN PRIMERA. 
Del reconocimiento de los.hijos naturales. 
Art . 129. El hijo natural puede ser reconocido por el padre y la 
madre conjuntamente, ó por uno sólo de ellos. 
Art. 130. En el caso de hacerse el reconocimiento por uno sólo 
de los padres, se presumirá que el hijo es natural, si el que lo reco-
noce tenía capacidad legal para contraer matrimonio al tiempo de la 
concepción. 
Art. 131. El reconocimiento de un hijo natural deberá hacerse 
en el acta de nacimiento, en testamento ó en otro documento público. 
Art. 132. Cuando el padre 6 la madre hiciere el reconocimiento 
separadamente, no podrá revelar el nombre de la persona con quien 
hubiera tenido el hijo, ni expresar ninguna circunstancia por donde 
pueda ser reconocida. 
Los funcionarios públicos no autorizarán documento alguno en 
que se falte á este precepto. Si a pesar de esta prohibición lo hicieren, 
incurrirán en una multa de 125 á 500 pesetas, y además se tacharán 
de oficio las palabras que contengan aquella revelación. 
Art. 133. El hijo mayor de edad no podrá ser reconocido sin su 
consentimiento. 
Cuando el reconocimiento del menor de edad no tenga lugar en 
el acta de nacimiento ó en testamento, será necesaria la aprobación 
judicial, con audiencia del Ministerio fiscal. 
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El menor podrá en todo caso impugnar el reconocimiento dentro 
de los cuatro años siguientes á su mayor edad. 
Art. 134. El hijo natural reconocido tiene derecho:  - 
1.0 A llevar el apellido del que le reconoce. 
2.° A recibir alimentos del mismo, conforme al art. 143. 
3.° A percibir, en su caso, la porción hereditaria que se determina 
en este Código. 
Art. 135. El padre está obligado á reconocer al hijo natural en 
los casos siguientes: 
1.° Cuando exista escrito suyo indubitado en que expresamente 
reconozca su paternidad. 
2.° Cuando el hijo se halle en la posesión continua del estado de 
hijo natural del padre demandado, justificada por actos directos del 
mismo padre 6 de su familia. 
En los casos de violación, estupro 6 rapto, se estará á lo dispues-
to en el Código penal en cuanto al reconocimiento de la prole. 
Art. 136. La madre estará obligada á reconocer al hijo natural: 
1° Cuando e] hijo se halle, respecto de la madre, en cualquiera 
de los casos expresados en el artículo anterior. 
2.° Cuando se pruebe cumplidamente el hecho del parto y la 
identidad del hijo. 
Art. 137. Las acciones para el reconocimiento de hijos naturales 
sólo podrán ejercitarse en vida de los presuntos padres, salvo en los 
casos siguientes: 
1.° Si el padre 6 la madre hubiesen fallecido durante la menor 
edad del hijo, en cuyo caso éste podrá deducir la acción antes de que 
transcurran los primeros cuatro años de su mayor edad. 
2.° Si después de la muerte del padre 6 de la madre apareciere 
algún documento de que antes no se hubiese tenido noticia, en el 
que reconozcan expresamente al hijo. 
En este caso la acción deberá deducirse dentro de los seis vieses 
siguientes al hallazgo del documento. 
Art. 138. El reconocimiento hecho á favor de un hijo que no reu-
na las condiciones del párrafo segundo del art. 119, 6 en el cual se 
haya faltado á las prescripciones de ésta sección, podrá ser impugna-
do por aquellos á quienes perjudique. 
Todo cuanto dejamos expresado al examinar la dis-
posición del artículo 119 precedente tiene perfecta 
aplicación en este lugar. Si no hay otros hijos natura-
les en Navarra que los habidos en concubinato, si los 
hijos A que hace referencia el citado artículo 119 no 
han de merecer en este país, donde, lo mismo que en 
todas partes, se dejan sentir los efectos de la humana 
flaqueza, el concepto de naturales; es inútil que nos 
detengamos A examinar los preceptos de la sección pri-
mera del capítulo cuarto de este título, porque los hijos 
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habidos en concubinato tienen padres ciertos y no han  
menester del requisito del reconocimiento para acredi-
tar la certidumbre de su filiación.  
Otra cosa es, si, como la práctica aconseja y cree-
mos nosotros, han de tenerse en Nava ^ra por hijos na-
turales los definidos como tales por el prenotado artí-
culo 119. Entonces; los preceptos de esta Sección, como 
 
supletorios del derecho rothano que no tuvo necesidad 
 
de regular sobre esta materia, serían obligatorios en 
 
Navarra, al xnénos en su mayor parte. 
 
Autoriza el artículo 129 el reconocimiento del hijo 
 
natural por uno solo de los padres, y en este caso, se-
gún el artículo 132, se le prohibe revelar el nombre de 
 
la persona con quien hubiese tenido el hijo. Por virtud 
 
de ese reconocimiento se presumirá que el hijo es natu-
ral, si el que lo reconoce tenía capacidad legal para 
 
èontraer matrimonio al tiempo de la concepción. (Artí-
culo 130.) Es decir, que es cosa posible y facil que ad-
quieran la presunción de hijos naturales los que por su 
 
origen son adultérinos, sacrílegos ó incestuosos; y á 
 
nuestro juicio tal presunción no es admisible ni cabe 
 
dentro de las prescripciones del derecho romano. 
 
Previene el artículo 131, que el reconocimiento de  
un hijo natural deberá hacerse en el acta de nacimien-
to, en testamento 6 en otro documento público. No de-
berá, en su caso, rechazarse, como improcedente, al te-
nor del capítulo 1.° tit. 4 lib. 4.° del Fuero General, la  
prueba testifical para acreditar el hecho anterior del  
reconocimiento. 
 
Hace alusión al artículo 134 el precepto del capí-
tulo 1.° tit. 5 lib. 4.° del Fuero General. Establece, que  
cuando quisiera la madre criar los hijos naturales 6  
'de ganancia estará el padre obligado á asistirla con sol-
dada de nodriza, al estilo del país: y más abajo, et esta 
creatura deve partir con las otras creaturas daqueill padre,  
et si nó oviere otra creatura, develo todo heredar.  
^..-...^^.. a.--.. 	
. 	 . 
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SECCIÓN SEGUNDA. 
De los demás hijos ilegítimos. 
Art. 139. Los hijos ilegítimos, en quienes no concurra la condi-
ción legal de naturales, sólo tendrán derecho á' exigir de sus padres 
alimentos conforme al art. 14.3. 
Art. 140. El derecho á los alimentos de que habla el artículo an-
terior sólo podrá ejercitarse: 
1.0 Si la paternidad ó maternidad se infiere de una sentencia fir-
me dictada en proceso criminal ó civil. 
2.° Si la paternidad ó maternidad resulta de un documento indu-
bitado del padre ó de la madre, en que expresamente reconozca la 
filiación. 
3.° Respecto de la madre, siempre que se pruebe cumplidamen-
te el hecho del parto y la identidad del hijo. 
Art. 141. Fuera de los casos expresados en los números primero 
y segundo del artículo anterior, no se admitirá en juicio demanda  al-
guna que, directa ni indirectamente, tenga por objeto investigar la 
paternidad de los hijos ilegítimos en quienes no concurra la condición 
legal de naturales. 
No es ciertamente en las leyes romanas donde po 
dremos fundar la obligación de los padres á prestar ali-
mentos á los hijos ilegítimos en quienes no concurra la 
circunstancia de ser naturales. La Auténtica 2 á la ley 
6 tit. 5 del libro 5.° del Código, y el capítulo 15 de la 
Novela 89. privan de alimentos á esta clase de hijos. Es 
terminante el precepto del capítulo que traducimos: "el 
 que es hijo de relaciones, ó infames, ó incestuosas, ó 
prohibidas, no se llama hijo natural, no debe recibir 
alimentos de sus padres, ni tener participación alguna 
en los beneficios de esta ley.,, El párrafo 4.° de la ley 
5 tit. 3 del libro 25 del Digesto, más humano que el 
capítulo de la Novela, ordena que las madres y los hi-
jos habidos fuera de matrimonio tenían obligación recí-
proca de alimentarse. En esta ley hubiera acaso podido 
fundarse la obligación de los padres á alimentar los 
hijos ilegítimos, pero la Novela que vino á interpretar-
la, no deja lugar á dudas, y los tales hijos carecen de 
toda acción para reclamar'alimentos de los padres. 
Pues las leyes propias no les dispensaron mayor 
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protección. Los capítulos 9, 11 y 13 del título 3 libro 
4.° del Fuero General son los que más expresamente 
se refieren al caso del artículo. Según el capítulo 11, el 
hijo adulterino non la deve criar ninguno del parentesco, 
nin las creaturas de pareylla non lo deven tenir por hermano, 
nin deve heredar lo de su padre nin de la madre. Y según 
el capítulo 13, ninguna cosa non deve aver de los bienes 
de su padre, si el padre non deysare por su cosiment algu-
na cosa. Añade también, aquest mismo fuero de la muy-
ller casada si ha filio ó filia en adulterio: 
Más benigno el derecho canónico y más conforme 
con la ley de la naturaleza, concede alimentos á los hi-
jos ilegítimos sea cualquiera su clase. 
Opina el Sr. Alonso, que si el derecho romano negó 
á los hijos espúreos el derecho á alimentos, esto no debe 
entenderse de aquellos alimentos sin los cuales perde-
rían tales hijos la vida, 'porque sería manifiestamente 
contra el derecho natural é inicuo por lo tanto. 
En efecto, inícuo, inmoral y contrario á la natura-
leza es que el hombre que ha dado el ser un semejan-
te suyo le niegue después los alimentos necesarios para 
su subsistencia. La obligación de alimentar, como dice 
un sabio expositor, más que favor otorgado á los hijos 
puede ser una pena para los padres y no debe nunca 
perdonárseles. 
Por tales consideraciones entendemos que pesa sobre 
los padres en Navarra la obligación impuesta por el de-
recho natural de prestar á. los hijos ilegítimos los alimen-
tos necesarios, y que, en contra á lo que nuestras leyes 
prescriben, deberán acaso regir las disposiciones de la 
presente sección. 
TÍTULO VI. 
De los alimentos entre parientes. 




para el sustento, habitación, vestido y asistencia médica, según la 
posición social de la familia. 
Los alimentos comprenden también la educación é instrucción del 
alimentista cuando es menor de edad. 
La palabra , alimentos comprende el agua, donde se 
acostumbra venderla; (Ley 1.a tit. 1. 0 lib. 34 del Diges-
to.) la comida, el vestido y la habitación; (Leyes 6 título 
1.° lib. 34 y 43 y 44 tit. 16 lib. 50 del propio Digesto.) 
la bebida y el adorno del cuerpo; (Leyes 43 y 44 cita-
das.) los gastos de enfermedad y lo demás que es nece-
sario para la vida. (Las mismas leyes 43 y 44 y la 45 
del tit. 1.° lib. 7 del Digesto.) 
Aludiendo á la educación é instrucción de que trata 
el Código, previene el párrafo 12 de la ley 5 tit. 3 libro 
25 del Digesto, que los ascendientes deben cumplir las 
demás obligaciones que tienen para con los descendien-
tes, según se halla determinado en los rescriptos. Y el 
párrafo 5.° de la ley 6 tit. 10 lib. 37 del Digesto, con-
firmando ese precepto y ampliándolo, establece, que no 
solo se deben dar alimentos al pupilo, sino que también 
se debe gastar á proporción de los bienes en darle es-
tudios y en las demás cosas necesarias. Non solum ali-
menta pupillo prcestari debent, sed 'in studia, et in teteras 
necessarias impensas debet impendi pro modo facultatum. 
Se vé pues que las leyes romanas no desdicen del 
concepto expresado en el artículo, y que lo que éste en 
forma concisa dispone, eso mismo tienen establecido los 
prenotados textos del derecho romano. 
Art. 143, Están obligados recíprocamente á darse alimentos, en 
toda la extensión que señala el artículo precedente: 
1.0 Los cónyuges. 	 • 
2.° Los ascendientes y descendientes legítimos. 
3.° Los padres y los hijos legitimados por concesión Real y los 
descendientes legítimos de éstos. 
4.° Los padres y los hijos naturales reconocidos, y los descen-
dientes legítimos de éstos. 
Los padres y los hijos ilegítimos en quienes no concurra la condi-
ción legal de naturales se deben, por razón de alimentos, los auxilios 
necesarios para la subsistencia. Los padres están además obligados á 
costear los hijos la instrucción elemental y la enseñanza de una pro 
fesión, arte ú oficio. 
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Los hermanos deben también á sus hermanos legítimos, aunque 
sólo sean uterinos 6 consanguíneos, los auxilios necesarios para la 
vida, cuando por un defecto físico ó moral, ó por cualquiera otra causa 
que nó sea imputable al alimentista, no pueda éste procurarse su 
subsistencia. En estos auxilios están, en su caso, comprendidos los 
gastos indispensables para costear la instrucción elémental y la ense- 
ñanza de una profesión, arte ú oficio. 
Están obligados recíprocamente á darse alimentos 
los cónyuges; (Ley 4 tit. 3.° y 5 del mismo título, lib. 25 
del Digesto.) los ascendientes y descendientes legítimos; 
(Leyes 5 parr. 6.° y 7 tit. 3 lib. 25 del Digesto, 2, 3 y 4 
tit. 25, lib. 5.°, 8 parr. 5.° tit. 61, lib. 6.° del Código, 
capítulos 12 Novela 89, 7 Novela 117,19 tit. 12 lib. 3.° 
y 2 tit. 11 lib. 4.° del Fuero General.) los padres y los 
hijos legitimados por concesión Real y los descendien-
tes legítimos de éstos; (Ley 5 tit. 3 lib. 25 del Digesto, 
Capítulos 9 y 10 Novela 89); los padres y los hijos 
naturales y los descendientes legítimos de éstos; (Ley 5 
tit. 3 lib. 25 del Digesto, parr. 4 cap. 12 Novela 89, 
cap. 6 Noyela 74, cap. 5 Novela 18, cap. 14 tit. 3 libro 
4.° del Fuero General.) los padres y los hijos.ilegíti-
mos en quienes no concurra la condición legal de na-
turales, en la forma y en los términos que dejamos ex-
presados más arriba al examinar la sección segunda 
del capítulo 4.° del título 5.°; y los hermanos á sus her-
manos legítimos y naturales. (Párrafo 6.° del cap. 12 
Novela 89). 
Art. 144. La reclamación de alimentos, cuando proceda y sean 
dos 6 más los obligados á prestarlos, se hará por el orden siguiente: 
1.0 Al cónyuge. 
2.° A los descendientes del grado más próximo. 
3.° A los ascendientes también del grado más próximo. 
4.° A los hermanos. 
Entre los descendientes y ascendientes se regulará la gradación 
por el orden en que sean llamados á la sucesión legítima de la perso-
na que tenga derecho á los alimentos. 
No hallamos ley alguna que prevea el orden por 
el que deban reclamarse los alimentos cuando sean dos 
ó más los obligados á prestarlos; y parece deducirse de 
la ley 5.a tit. 3 lib. 25 del Digesto, que deja al arbitrio 
judicial la determinación de ese orden. Mas, como esa 
15 
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misma ley declara que el deber de alimentar existe por 
movimiento natural y arranca de las afecciones natura-
les que radican en el corazón de los que se hallan uni-
dos por los vínculos, más ó menos estrechos, de paren-
tesco, ex mquitate, caritateque sanguinis, no dudamos en 
afirmar que el orden establecido por el artículo, que 
está fundado en la naturaleza, en nada esencial discrepa 
del espíritu que informa aquel precepto: y que en todo 
caso á ese orden habrá de atenerse la decisión judicial, 
cuando recaiga. 
Art. 145. Cuando recaiga sobre dos ó más personas la obligación 
de dar alimentos, se repartirá entre ellas el pago de la pensión en 
`cantidad proporcional á su caudal respectivo. 
Sin embargo, en caso de urgente necesidad y por circunstancias 
especiales, podrá el Juez obligar una sola de ellas á que los preste 
provisionalmente, sin perjuicio de su derecho á reclamar de los demás 
obligados la parte que les corresponda. 
Cuando dos 6 más alimentistas reclamaren á la vez alimentos de 
una misma persona obligada legalmente á darlos, y ésta no tuviere 
fortuna bastante para atender a todos, se guardará el orden estableci-
do en el artículo anterior, á no ser que los alimentistas çoncurrentes 
fuesen el cónyuge y un hijo sujeto a la patria potestad, en cuyo caso 
éste será preferido á aquél. 
Las leyes romanas guardan silencio acerca de este 
punto. Ni la ley 2 título 50 lib. 8.° del Código, que dis-
pone que el acreedor tiene derecho á exijir la deuda de 
cualquiera de los dos que solidariamente se obligaron 
á su pago, ni el párrafo 1.° ley 2 tit. 3 lib. 45 del Di-
gesto, al ordenar que el acreedor puede pedir in solidum 
á cualquiera de dos deudores de una misma suma su 
crédito, y también parte á cada uno de ellos, tienen apli-
cación al caso que examinamos. Lo cual nada tiene de 
estraño, supuesto el criterio adoptado por aquel derecho 
en la ley 5 tit. 3 lib. 25 del Digesto, que deja al arbitrio 
-judicial la resolución de las dudas y cuestiones que pue-
dan originarse con tal motivo. 
Art. 146. La cuantía de los alimentos, en los casos comprendidos 
en los cuatro números del art. 143, será proporcionada al caudal ó 
medios de quien los di y á las necesidades de quien los recibe. 
La justicia que encierra el precepto del artículo 
basta por sí misma, en el caso de silencio de las leyes 
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romanas, para recomendar su aplicación en Navarra, 
ya que el juez, al tratar de fijar la cuantía de los ali-
mentos, habría de atemperarse siempre a tan equitativa 
regla de conducta. Pero es además conforme con las 
prescripciones de los párrafos 7, 10 y 19 de la ley 5 
tit. 3 lib. 25 del Digesto, según las cuales, el señalamien-
to de los alimentos se hará teniendo en cuenta las fa-
cultades del obligado á prestarlos y las necesidades de 
quien los ha de recibir: Pro dignitate famitice, modoque 
facultatum. 
Art. 147. Los alimentos, en los casos á que se refiere el artículo 
anterior, se reducirán ó aumentarán proporcionalmente según el au-
mento ó disminución que sufran las necesidades del alimentista y la 
fortuna del que hubiere de satisfacerlos. 
Los párrafos 7 y 19 citados dela ley 5 tit. 3 lib. 25 
del Digesto concuerdan sustancialmente con el precepto 
del artículo. Al alimentista que cuenta con recursos 
para atender su subsistencia, decidirá el juez, confor-
me con esos textos, que no han de dársele alimentos: 
Sed si filius possit se exhibere, cestimare judices debent, ne 
non debeant el alimenta decernere. idem judex ceestimare debet, 
num habeat aliquid parens, vel an pater,' quod merito filios 
suos nolit alere. Alimenta autern pro modo facultatum erunt 
prcebenda egentibus scilicet patronis; ceterum si sit; unde se , 
exhibeant, cessabunt partes judicis. 
Art. 148. La obligación de dar alimentos será exigible desde que 
los necesitare para subsistir la persona que tenga derecho á percibir-
los; pero no se abonarán sino desde la fecha en que se interponga la 
demanda. 
Se verificará el pago por meses anticipados, y, cuando fallezca el 
alimentista, sus herederos no estarán obligados á devolver lo que éste 
hubiese recibido anticipadamente. 
Art. 149. El obligado á prestar alimentos podrá, á su elección, 
satisfacerlos, ó pagando la pensión que se fije, ó recibiendo y mante-
niendo en su propia casa al que tiene derecho á ellos. 
Preceptos de carácter procesal, en nada se oponen 
al derecho romano; y por el contrario, pueden servirles 
de precedentes las leyes 8 tit. 15 lib. 2.°, 8 tit. 1.° libro 
34 del Digesto, y tit. 14 lib. 2 del Código. 
Art. 150. La obligación de suministrar alimentos cesa con la 
r° 
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muerte del obligado, aunque los prestase en cumplimiento de una 
sentencia firme. 
La obligación de dar alimentos es personalísima, 
fundada en la ley natural. Y claro es que muerto aquél 
sobre quien pesa ese deber caduca la obligación. Así 
se halla establecido en el párrafo 17 de la ley 5 tit. 3 
lib. 25 del Digesto, y eso mismo se desprende de otras 
disposiciones de la propia ley. 
Art. 151. No es renunciable ni transmisible á un tercero el dere-
cho á los alimentos. Tampoco pueden compensarse con lo que el ali-
mentista deba al que ha de prestarlos. 
Pero podrán compensarse y renunciarse las pensiones alimenti-
cias atrasadas, y transmitirse á título oneroso á gratuito el derecho á 
demandarlas. 
El derecho romano distingue los alimentos asigna-
dos por donación por causa de muerte de los que se 
dejan por otros conceptos _6 dimanan de contrato; y los 
atrasados de los que están por devengar. 
Principio general adoptado por ese derecho es, que 
puede transigirse sobre alimentos, cualquiera que sea 
su origen: solo que los alimentos asignados por dona-
ción" por causa de muerte no pueden transigirse si no 
media la aprobación del pretor 6 presidente, á no ser 
que la transacción verse sobre alimentos atrasados, en 
• cuyo caso sería válida y eficaz sin cumplir ningún otro 
requisito. También puede transigirse, sin limitación ' al-
guna, sobre alimentos que no deban su origen ádonacio- 
nes por causa de muerte. Estas, con otras disposiciones 
sobre la misma materia, se hallan contenidas en las le-
yes 8 tit. 4 lib. 2 del Código y 8 parr. 2 tit. 15 lib. 2 
y 35 tit; 17 lib. 50 del Digesto. 
Tampoco en Castilla, antes de la publicación del 
Código, era principios de derecho admitido por la juris-
prudencia de los Tribunales el de que eran esencialmen-
te nulas las transaccione s , compensaciones y renuncias 
de alimentos futuros debidos por ley; pues tal principio 
sólo se fundaba en la opinión de algunos autores, si 
bien concretándolo á los alimentos dejados en testa- 
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mento 6 última voluntad. (S. del T. S. de 12 Noviembre 
de 1868.) 
Art. 152. Cesará también la obligación de dar alimentos: 
1.0 Por muerte del alimentista. 
2.0 Cuando la fortuna del obligado á darlos se hubiere reducido 
hasta el punto de no poder satisfacerlos sin desatender sus propias 
necesidades y las de su familia. 
3° Cuando el alimentista pueda ejercer un oficio, profesión ó 
industria, ó haya adquirido un destino ó mejorado de fortuna, de suer-
te que no le sea necesaria la pensión alimenticia para su subsistencia. 
4° Cuando el alimentista, sea ó no heredero forzoso, hubiese 
cometido alguna falta de las que dan lugar á la desheredación. 
5.0 Cuando el alimentista sea descendiente del obligado á dar 
alimentos, y la necesidad de aquél provenga de mala conducta ó de 
falta de aplicación al trabajo, mientras subsista esta causa. 
Por derecho romano cesa la obligación de alimen-
tar por muerte del alimentista; (Parr. 7 ley 5 tit. 3 libro 
25 y parr. 10 tit. 15 lib. 2 del Digesto.) por imposibilidad 
del obligado á darlos; (Párrafos 7, 10 y 19 de la ley 5 
tit. 3 lib. 25 del Digesto.) por desaparecer la necesidad 
del alimentista que hacía preciso alimentarlo; (Párrafos 
dichos de la ley 5 tit. 3, lib. 25 del Digesto y ley 58 
tit. 3 lib. 5 del Digesto.) por delación hecha por el ali-
mentista contra el obligado á, dar los alimentos; (Párra-
fo 11 de la ley 5 tit. 3 lib. 25 del Digesto.) por mediar 
en el alimentista alguna falta por la cual legalmente le 
puede desheredar el obligado á satisfacer los alimentos; 
(Ley 5 tit. 3 lib. 25 del Digesto; y capítulos 3 y 4 de la 
Novela 115.) y por la mala conducta del alimentista si 
es descendiente del obligado á dar los alimentos, y la 
necesidad de aquél provenga de esa conducta 6 de la 
falta de aplicación al trabajo, mientras subsista esta 
causa. (Párrafos 7 y 11 ley 5 tit. 3 lib. 25 del Digesto.) 
Art. 153. Las disposiciones que preceden son aplicables á los 
demás casos en que por este Código, por testamento ó por pacto se 
tenga derecho a alimentos, salvo lo pactado, lo ordenado por el testa 
dor 6 lo dispuesto por la ley para el caso especial de que se trate. 
En los lugares respectivos se harán aquellas adver-
tencias que procedan según los casos. 
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TÍTULO VI!. 
De la patria potestad. 
CAPITULO PRIMERO. 
Disposición general. 
Art. 154. El padre, y en su defecto la madre, tienen potestad 
sobre sus hijos legítimos no emancipados; y los hijos tienen la obli-
gación de obedecerles mientras permanezcan en su potestad, y de 
tributarles respeto y reverencia siempre. 
Los hijos naturales reconocidos, y los adoptivos menores de edad, 
están bajo la potestad del padre de la madre, que los reconoce ó 
adopta y tienen la misma obligación de que habla el párrafo anterior. 
La patria potestad en  Navarra, ni es, ni ha sido en 
tiempo alguno el dominio quiritario de los romanos; 
aquél poder despótico que miraba á los hijos como sim-
ples cosas ó bienes; nulli enim alii sunt homines, qui talem 
in liberos habeant potestatem, qualem sitos habemus: (Párra- 
fo 2 tit. 9 lib. 1. ° de la Instituta.) aquella potestad que, 
en tiempos más benignos, dabaa facultad á los padres 
para vender á los hijos sanguinolentos; (Ley 2 tit. 43 
lib. 4 del Código.) aquél imperio qug el abuelo ejercía 
sobre el hijo y sobre los nietos. (Parr. 3 tit. 9 lib. 1.° de 
la Instituta.) En Navarra no se conoce otra patria po-
testad que la natural y cristiana. Por tal causa, sólo 
acudiremos á aquél derecho, que es supletorio del nues-
tro en primer lugar, cuando se mantenga dentro de los 
justos límites del derecho natural y de la razón. 
La parquedad con que nuestras leyese privativas se 
ocupan de esta importante institución, en términos no 
muy correctos, obedece, á no dudarlo, á que materia 
que reconoce por fundamento indestructible la misma 
naturaleza, no había menester que las leyes civiles se 
ocuparan de regularla. 
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Sin embargo, de padres hablan algunas leyes, la 
palabra está constantemente repetida, y esto basta para 
afirmar que la institución no era ajena á nuestro dere-
cho; porque la palabra dá la idea y la idea aquí es el 
principio de la patria potestad. 
No andan muy acordes los tratadistas de nuestro 
derecho respecto al punto de si la madre, en defecto 
del padre, ejerce la patria potestad sobre sus hijos. 
Mientras el Sr. Alonso niega sin vacilaciones esa facul-
tad á la madre, el Sr. Morales, con copia de citas inte-
resantes y sólida argumentación, trata de demostrar lo 
contrario. 
Si sólo de aquilatar el valor de las palabras se tra-
tara, si pudiéramos hacer caso omiso de los conceptos 
que esas palabras entrañan, habríamos de concluir por 
afirmar que en Navarra se desconocía esa potestad, no 
sólo en la madre, sino también en el padre. Mas, la na-
turaleza de una institución no la determinan los térmi-
nos más 6 menos propios que el legislador emplea al 
regularla, sino los efectos jurídicos que quiere produzca 
en la vida social; y en este concepto no hallamos in-
conveniente en suscribir el dic'l;ámen del Sr. Morales. 
Al cónyuge usufructuario, por ejemplo, bien sea el 
padre, bien la madre, impone el capítulo 3.° del título 
2 libro 4.° del Fuero General ciertas obligaciones, y 
entre ellas la de crear é conseillar sus creaturas. Y como 
el cumplimiento de esa obligación es una emanación 
del principio de la patria potestad, porque necesario es 
ejercer el poder paterno para criar y educar á los hi-
jos, dedúcese claramente, que esa potestad compete, 
según fuero, tanto al padre como á la madre. 
La práctica constante, por otro lado, de ver á las 
madres viudas ejercer los derechos de la potestad pa-
terna en los términos más Amplios, fundada, sin duda, 
en el espíritu de las leyes del Fuero, contribuye á sen-
tar como cierta la doctrina que acabamos de exponer. 
Así es que el art. 64 de la ley provisional de ma- 
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trimonio civil, por más que, por la excepción que en la 
misma se hizo, no era precepto obligatorio en Navarra, 
se aceptó, sin embargo, como ley propia; y hoy puede 
decirse, que sancionada por la costumbre esa práctica, 
es un punto que se halla fuera de discusión en el terre-
no del derecho constituyente. 
Los hijos tienen la obligación de obedecer los pa-
dres mientras permanezcan en su potestad, y de tribu-
tarlesrespeto y reverencia siempre: pietas enim parentibus, 
etsi incequalis est eorum potestas, ,qua debebitur. (Ley 4 
tit. 10 lib. 27 Digesto.) Si pietatena patri debitam non 
agnoscit.... reverencian autem debitara exhibere matr i fijos 
coget. (Leyes 3 y 4 título 47 lib. 8.° del Código.) 
Difieren las prescripciones del derecho romano del 
precepto contenido en el párrafo 2.° del artículo que 
examinamos. Así como no es lícito al padre romper los 
vínculos de la patria potestad sin el consentimiento del 
hijo, con mayor razón no es lícito reducir al hijo, con-
tra su voluntad, al poder de su padre, cuya suerte re-
pugna seguir. (Novela 89 capítulo 11.) Y según el ca-
pitulo 10 de la propia Novela, los hijos naturales no 
están sujetos . 4 la potestad paterna. 
Como tendremos iocasión de comprobarlo más ade-
lante, en el lugar oportuno, tampoco la adopción pro-
duce en todos los casos la patria potestad por derecho 
romano. 
CAPITULO II. 
Efectos de la patria potestad respecto á las 
personas de los hijos. 
Art. 155. El padre, y en su defecto la madre, tienen respecto de 
sus hijos no emancipados: 
1.0 El deber de alimentarlos, tenerlos en su compañía, educarlos 
é instruirlos con arreglo á su fortuna, y representarlos en el ejercicio 
de todas las acciones que puedan redundar en su provecho. 




El deber que compete al padre y, en su defecto, á 
la madre, en los términos que precedentemente dejamos 
consignados, de alimentar los hijos, tenerlos en su 
compañía, educarlos, é instruirlos con arreglo á su for-
tuna, pro dignitate familice modoque facultatum, y repre-
sentarlos en el ejercicio de las acciones que puedan 
redundar en su provecho, halla cumplida confirmación 
en el tit. 2 lib. 1.° de la Instituta, leyes 4 y 5 tit. 3 
lib. 25 del Digesto, 3 y 4 tit. 25 lib. 5. 0 , 8 tit. 61 libro 
6.° del Código. Et magis puto, etiamsi non sunt liber'i in 
potestate, alendos a parentibus, et vice mutua alere parentes 
debere. (Párrafo '1.° ley 5 citada.) .Non tantum alimenta, 
verum etiam cetera quoque onera liberorum patrem ab judice 
cogi prcebere, Rescriptis continetur. (Párrafo 12, la misma 
ley.) 
La ley 3 tit. 47 libro 8.° del Código, faculta al pa-
dre para castigar al hijo que ha faltado al respeto que 
le es debido, castigo que pbdrá ser más severo y ejem-
plar cuando el hijo fuere contumaz. La ley 4 siguiente, 
ratifica el precepto anterior é impone á los hijos la obli-
gación de respetar también á la madre. Y la 5 ordena, 
que el presidente de la provincia hará uso de su auto-
ridad para que por ningún concepto se quebrante dicho 
respeto. Deberá, sin embargo, ser moderado el castigo, 
non in inmensum extendi volumus..... sed privato animad -
versione compescat. Congruentius quidem videtur, intea do-
mun, inter te ac filios tuos si qu m controversice oriuntur ter-
f minari. (Leyes citadas 3 y 4.) 
Finalmente, la ley única del título 15 lib. 9.° del 
Código, concede facultad á los parientes más ancianos 
para castigar los menores, teniendo en cuenta la na-
turaleza de la falta, pero nó con exceso, sino modera-
damente, como acostumbran hacerlo los padres. 
Art. 156. El padre, y en su caso la madre, podrán impetrar el 
auxilio de la Autoridad gubernativa, que deberá serles prestado en 
apoyo de su propia autoridad, sobre sus hijos no emancipados, ya en 
el interior del hogar doméstico, ya para la detención y aún para la re- 
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tención de los mismos en establecimientos de instrucción ó en institu-
tos legalmente autorizados que los recibieren. 
Asimismo podrán reclamar la intervención del Juez municipal 
para imponer á sus hijos hasta un mes de detención en el estableci-
miento correccional destinado al efecto, bastando la orden del padre 6 
madre, con el V.° B.0 del Juez, para que la detención se realice. 
Lo dispuesto en los dos párrafos anteriores comprende á los hijos 
legítimos, legitimados, naturales reconocidos 6 adoptivos. 
Art. 157. Si el padre 6 la madre hubiesen pasado á segundas 
nupcias, y el hijo fuere de los habidos en anterior matrimonib, ten-
drán que manifestar al Juez los motivos en que fundan su acuerdo de 
castigarle; y el Juez oirá, en comparecencia personal al hijo y decre-
tará 6 denegará la detención sin ulterior recurso. Esto mismo se ob-
servará cuando el hijo no emancipado ejerza algún cargo ú oficio, 
aunque los padres no hayan contraído segundo matrimonio. 
Art. 158. El padre, y en su caso la madre, satisfarán los alimen-
tos del hijo detenido, pero no tendrán intervención alguna en el régi-
men del establecimiento donde se le detenga, pudiendo únicamente 
levantar la detención cuando lo estimen oportuno. 
Hállanse vestigios en diferentes textos romanos que 
hacen referencia á la materia de que estos artículos se 
ocupan. La ley 3 tit. 47 lib. 8.° del Código prescribe, 
que el padre contra el hijo contumaz podrá emplear un 
castigo fuerte y presentarlo al presidente de la provin-
cia para que le imponga la pena que solicite. La ley 5 
siguiente manda, que ese presidente interponga su auto-
ridad para obligar los hijos á guardar el respeto debi-
do á los padres. Pero tales indicaciones están muy le-
jos de concordar con los preceptos del Código, siquiera 
les hayan servido de precedentes. 
Disposiciones completamente nuevas en Castilla, 
acaso tengan también cabida entre nosotros, ya que no 
nos sea posible acudir á las propias leyes que guardan 
absoluto silencio en esta materia, pero teniendo presen-
te lo que hemos dicho en otro lugar, á saber: que la 
adopción no produce en todos los casos la patria potes-
tad, y que los hijos naturales por derecho romano no 
están sujetos á la potestad paterna. 
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CAPÍTULO III. 
De los efectos de la patria potestad respecto á los 
hieres de los hijos. 
Art. 159. El padre, ó en su defecto la madre, son los administra -
dores legales de los bienes de los hijos que están bajo su potestad. 
A los hijos sujetos al poder paterno, faltos del com-
pleto de la capacidad jurídica para manejar sus bienes, 
provee la ley de administrador en la persona del padre 
y en su' defecto en la de la madre. La ley 1 tit. 60 li-
bro 6; y 6 párrafo 2 y 8 tit. 61 lib. 6 del Código, con-
vienen sustancialmente con el precepto del artículo. 
Claro es que los textos citados no hacen referencia á' 
la madre; pero supuesto que á ésta corresponde la pa-
tria potestad, en defecto del padre, le competirán tam-
bién las obligaciones y los derechos inherentes á esa 
potestad. 
Art. 160. Los bienes que el hijo no emancipado haya adquirido 
6 adquiera con su trabajo 6 industria, 6 por cualquier título lucrativo, 
pertenecen al hijo en propiedad, y en usufructo al padre 6 á la madre 
que le tenga en su potestad y compañía; pero si el hijo, con consenti-
miento de sus padres, viviere independiente de éstos, se le reputará 
para todos los efectos relativos á dichos bienes como emancipado, , y 
tendrá en ellos el dominio, el usufructo y la administración. 
Art. 161. Pertenece á los padres en propiedad y usufructo lo que 
el hijo adquiera con caudal de los mismos. Pero si los padres le cedie-
sen expresamente el todo 6 parte de las ganancias que obtenga, no le 
serán éstas imputables en la herencia. 
Art. 162. Corresponderán en propiedad y en usufructo al hijo no 
emancipado los bienes 6 rentas donados ó legados parados gastos de 
su educación é instrucción; pero tendrán su administración el padre 
ó la madre, si en la donación ó en el legado no se hubiere dispuesto 
otra cosa, en cuyo caso se cumplirá estrictamente la voluntad de los 
donantes. 
Estos artículos, aunque sin mencionar, aluden á 
los peculios conocidos con los nombres de castrense, 
cuasi-castrense, adventicio y profecticio. El artículo 
160 comprende los peculios castrense, cuasi-castrense y 
adventicio; el 161 se refiere al peculio profecticio; y el 
162 regula el peculio adventicio. 
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De los peculios tratan distinta y minuciosamente 
las leyes romanas; y como sus preceptos difieren de 
los del Código, haremos suscinta relación del derecho 
aplicable en esta materia en Navarra. 
Los bienes de los peculios castrense y cuasi-cas-
trense, ó sean los que el hijo no emancipado haya ad-
quirido ó adquiera por medio 6 con motivo de la mili-
cia ó en el ejercicio de las profesiones 6 artes liberales, 
pertenecen al hijo en plena propiedad, reputándosele 
para todos los efectos relativos á dichos bienes como 
emancipado; y le corresponderá en ellos el dominio, el 
usufructo y la administración. (Leyes 5 parr. 3 y 4 y 
otras del tit. 1 lib. 15; 79 parr. 1.° tit. 1 lib. 32; 16 
tit. 1 lib. 36; 182 tit. 16 lib. 50 del Digesto: tit. 26 
lib. 4; única tit. 31 lib. 12; 4 tit. 7 lib. 2; 37 tit. 28 
lib. 3; 6 y 7 tit. 61 lib. 6; 12 tit. 1 lib. 12 del Codigo.) 
Pertenecen al padre en propiedad y usufructo los 
bienes del peculio profecticio, 6 sean los que el hijo 
adquiera con caudales del padre por causa ó contem-
plación de éste. (Parr. 1.° tit. 9 lib. 2; parr. 10 tit. 6 
lib. 4.° Instituta: parr. 4 de la ley 7 tit. 1 lib. 15 del 
Digesto.) 
Conservará, sin embargo, el hijo la administración 
de estos bienes: 1.° Cuando se saquen á subasta los de 
la pertenencia del padre. 2.° Cuando, después de haber 
el padre emancipado al hijo, no se los quita. (Parr. 4.° 
ley 3 fit. 4 lib. 4.°; parr. 2.° ley 31 tit. 5 lib. 39 del 
Digesto.) 
Corresponderá la propiedad, al hijo no emancipado, 
y el usufructo y la administración al padre, de los bie-
nes ó rentas del peculio adventicio, 6 sean los que ad-
quiera por cualquier otro título, ya por liberalidad de 
la madre ó de otras personas, ya por su propia indus-
tria, 6 ya por una suerte favorable. (Parr. 1.° tit. 9 
lib. 2.° Instituta; ley 6 y última parr. 5.° tit. 61 lib. 6 
del Código.) 





fructo de esos bienes al hijo: 1.° Cuando el hijo ade 
la herencia contra la voluntad del padre. (Ley última, 
parr. 1.° tit. 61 lib. 6 del Código.) 2.° Cuando se deja 
6 dona alguna cosa al hijo, bajo la prohibición de usu-
fructuarlo el padre. (Cap. 1.° Novela 117.) 3.° Cuando 
el hijo sucede juntamente con el padre al hermano de , 
 doble vínculo. (Cap. 2.° Novela 128.) 4.° Y cuando el 
padre se maneja dolosamente en los bienes que ha de 
restituir al hijo. (Ad S. C. Trebellianum, tit. 1 lib. 36 
del Digesto; tit. 49 lib. 6 del Código.) 
El derecho romano no habla ni cabía que hablara 
dentro de su sistema de los derechos de la madre, en 
defecto del padre, sobre los bienes de los peculios de 
los hijos. Considerados esos derechos como una emana-
ción de la patria potestad, corresponderán á, la madre 
navarra, lo mismo qué al padre, cuando ejerza esa 
potestad. 
Art. 163. Los padres tienen, relativamente á los bienes del hijo 
en que les corresponde el usufructo ó administración, las obliga-
ciones de todo usufructuario ó administrador, y las especiales estable - 
cidas en la sección 3.a del tít. V de la ley hipotecaria. 
Se formará inventario, con intervención del Ministerio fiscal, de 
los bienes de los hijos en que los padres tengan sólo la administración; 
y, á propuesta del mismo Ministerio, podrá decretarse por el Juez el 
depósito de los valores mobiliarios propios del hijo. 
Al tenor del párrafo 2.° de la ley 6, y párrafos 4 y 
5 de la ley 8 tit. 61 lib. 6.° del Código,. y párrafo 4.° 
ley 1 tit. 9 libro 7.° del Digesto, tenían los padres, re-
lativamente á, los bienes de los hijos en que les corres-
pondiese el usufructo, las obligaciones de todo usufruc-
tuario, menos la de constituir fianza en garantía de la 
recta administración. La ley hipotecaria, disposición de 
carácter general, rectifica en este, como en otros pun-
tos, el derecho romano, al establecer en el artículo 168 
el derecho de hipoteca legal sobre los bienes del padre 
para garantizar los bienes del peculio de los hijos. 
Tampoco el párrafo 2.° del artículo que examina-
mos tendría aplicación en Navarra, según los textos 
citados del Código de Justiniano, si el precepto de la 
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ley hipotecaria no exigiera implícitamente el cumpli-
miento de los requisitos que contiene. 
Paterna reverencia eum excusante et a ratiociniis, et a 
caution 'ibus et ab alüs omnibus quce a& usufructuaris extra-
neis a legibus exiguntur. (Ley 8 tit. 61 . lib. 6 del Código.) 
. Tantum modo alienatione gel hypoteca denegata habeat 
parens plenissirnam potestatem uti fruique his rebus..;.. aut 
quomodo voluerit gubernare  et gubernatio carum sit pe-
nitus impunita. (Ley '6 tit. 61 lib. 6 del Código.) 
Art. 164. El padre, ó la madre en su caso, no podrán enajenar 
los bienes inmuebles del hijo en que les corresponda el usufructo ó 
la administración, ni gravarlos, sino por causas justificadas de utili-
dad - 6 necesidad, y previa la autorización del Juez del domicilio, con 
Audiencia del Ministerio fiscal, salvas las disposiciones que, en cuan-
to á los efectos de la transtiiisión, establece la ley hipotecaria. 
El párrafo 2.° de la ley 6 tit. 61 libro 6.° del Códi-
go prohibe en absoluto al padre enagenar é hipotecar 
los bienes del hijo, salvo únicamente el caso en que la 
sucesión de éste estuviese gravada con deudas. Enton-
ces podrá el padre, ( .párrafos 4 y 5 de la ley 8 título y 
libro citados,) vender en nombre del hijo la parte sufi-
ciente de bienes muebles, y también de inmuebles, si 
aquellos no fueren bastantes á cubrir los débitos, á fin 
de que no se grave más la herencia con el pago de los 
intereses. Le será, asimismo, lícito enagenar en el ex-
presado nombre aquellos muebles é inmuebles que fue-
ren gravosos ó perjudiciales á la herencia. 
Los preceptos de la ley de enjuiciamiento civil han 
venido á reemplazar ese derecho. Los artículos 2011 y 
siguientes de dicha ley establecen, los motivos que han 
de mediar para que pueda autorizarsela enagenación, el 
procedimiento para la tramitación del oportuno expedien-
te, y la licencia que necesariamente ha de obtenerse del 
Juez para que la enagenación surta efectos legales. Más 
adelante y en el lugar oportuno explanaremos, dentro 
de los límites que nos hemos impuesto, todo lo concer-
niente á este punto. 
Art. 165. Siempre que en algún asunto el padre 6 la madre ten- 
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gan un interés opuesto al de sus hijos no emancipados, se nombrará 
á éstos un defensor que los represente en juicio y fuera de él. 
El Juez, á petición del padre ó de la madre, del mismo menor, del 
Ministerio fiscal 6 de cualquiera persona capaz para comparecer en 
juicio, conferirá el nombramiento de defensor al pariente del menor 
A quien en su caso correspondería la tutela legítima, y a falta de éste 
á otro pariente 6 á un extraño. 
El articulo 1863 de la ley de enjuiciamiento civil, 
aplicable en Navarra como las restantes disposiciones 
de la misma á virtud de lo prescrito en el art. 3.° de 
la de 16 de Agosto de 1841, tiene establecido, que en 
el caso de que los padres del menor sujeto á la patria 
potestad no pudiesen representarlo en juicio, con arre-
glo, á las leyes, se procederá á nombrarles un curador 
para pleitos que en ese caso sustituya á aquellos. El 
artículo del Código amplía y aclara la disposición cita-
da, haciéndola extensiva á todos los casos en que me-
die esa oposición de intereses. La práctica, fundada 
probablemente en el precepto anotado de la ley de en-
juiciamiento civil, y á falta de otra disposición más ex-
presiva, venía aconsejando ha largo tiempo la adop-
ción de la medida que consagra el artículo. 
Art. 166. Los padres que reconocieren 6 adoptaren, no adquieren 
el usufructo de los bienes de los hijos reconocidos 6 adoptivos, y tam-
poco tendrán la administración, si no aseguran con fianza sus resul-
tas á satisfacción del Juez del domicilio del menor, ó de las personas 
que deban concurrir á la adopción. 
La adopción en Roma no producía en todos los 
casos la patria potestad, corno tendremos ocasión de 
comprobarlo más adelante. Tampoco se reducían á la 
potestad paterna los hijos naturales. (Cap. 10 y 11 de 
la Novela 89.) Por consiguiente, ningún derecho podían 
alegar los padres sobre los bienes de tales hijos. 
Cuando por la arrogación el hombre libre, median-
te la autoridad del príncipe, se sujeta á la potestad de 
otro, sus bienes y su misma persona pasan al poder y 
familia del arrogados. (Leyes 11 tit. 6, 22 tit. 7, 17 tit. 7 
lib. 1.° del Digesto; párrafos 2, 3 y 11 tit. 11 lib. 1.° de 
la Instituta.) En la adopción plena el adoptado pasa á 
la familia del adoptante y queda sugeto á su potestad, 
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corriendo la misma suerte sus bienes. En tales casos 
únicamente estarán obligados los padres á asegurar 
con fianza los bienes de los hijos adoptivos, suponiendo 
que la prescripción del artículo, por analogía á lo que 
queda establecido en el 163, haya de tener eficacia en 
Navarra. 
CAPITULO IV.  
De los modos de acabarse la patria potestad. 
Art. 167. La patria potestad se acaba: 
1.° Por la muerte de los padres 6 del hijo. 
2.° Por la emancipación. 
3.° Por la adopción del hijo. 
Por derecho romano acaba .la patria potestad por 
la muerte, tanto del padre cuanto del hijo; (Título 12 
lib. 1.° de la Instituta; ley 5 tit. 6 lib. 1." del Digesto:) 
por la emancipación; (Párrafos 6, 7 y 9 tit. 12 lib. 1.° 
de la Instituta; ley 28 tit. 7 lib. 1.° del Digesto:) p'or la 
arrogación 6 por la adopción plena del hijo. (Ley 1 
parr. 1.° ley 2 tit. 7 lib. 1.° del Digesto; párrafos 1 
tit. 11 lib. 1.°,:y 8.° tit. 12 lib. 1.° de la Instituta.) 
Muerto el padre concluye la patria potestad porque 
no hay persona que la ejerza; concluye también muer-
to el hijo porque no existe persona sobre quien ejercer 
la potestad. 
La ley romana distingue la emancipación antigua, 
anastasiana y justinianea, 6 sea la emancipación por tres 
ventas, (Párrafo 6.° tit. 12.° lib. 1.° de la Instituta;) la 
emancipación por rescripto del príncipe, (Ley 5, tit. 49 
lib. 8.° del Código.) y la emancipación por la autori-
dad de cualquier juez. (Párrafo 6, tit. 12.° lib. 1.° Ins-
tituta; ley 6 tit. 49 lib. 8.° del Código.) 
La emancipaciórr practicada en Navarra es de tres 
clases; la voluntaria cuando los padres renuncian por 
justos motivos á su autoridad; la legal cuando el hijo 
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llega á la mayor edad 6 se casa; y la forzosa cuando 
una sentencia priva á los padres de la potestad sobre 
los hijos. 
No puede extinguirse la patria potestad por la adop-
ción en general 6 sea por la adopción menos plena, 
porque con arreglo al derecho romano no la producía; 
pero sí caduca por la arrogación y por la adopción plena. 
Art. 168. La madre que pase á segundas nupcias pierde la pa-
tria potestad sobre sus hijos, a no ser que el marido difunto, padre de 
éstos, hubiera previsto expresamente en su testamento que su viuda 
contrajera matrimonio, y ordenado que en tal caso conservase y ejer-
ciese la patria potestad sobre sus hijos. 
Con una impropiedad harto frecuente en nuestras 
leyes, declara la 1.° del tit. 10 lib. 3.° de la Novísima 
Recopilación, que "el padre por casarse segunda vez 
„pierda la tutela y administración de las personas y 
„bienes de las criaturas del primer matrimonio.,, 
La palabra tutela que emplea la ley es equivalente 
en este lugar á la patria potestad: porque la autoridad 
que el padre ejerce sobre sus hijos no es la misma que 
el tutor tiene sobre los pupilos. Mal podrá, pues, perder 
el padre la tutela que no desempeña; y sí la potestad 
paterna que es la facultad inherente á la cualidad de 
padre. 
No es, pues, sóla la madre que pasa á segundas 
nupcias, según el artículo del Código, haya 6 no pre-
visto el marido en testamento ese caso, la que pierde 
la patria potestad, cuando le competa, sobre sus hijos 
del primer matrimonio, sino también el padre, sin ex-
cepción alguna. 
Art. 169. El padre y, en su caso, la madre, perderán la potestad 
sobre sus hijos: 
1° Cuando por sentencia firme en causa criminal se le imponga 
como pena la privación. de dicha potestad. 
2.0 Cuando por sentencia firme en pleito de divorcio así se decla-
re, mientras duren los efectos de la misma. 
Este artículo obliga en Navarra, porque el precep-
to del número 1.° es conforme con el art. 32 y siguien-









go civil, de aplicación en nuestro país, corno compren- 
dido en el título 4.°, sirve de base y fundamento á la 
 
disposición del número 2.°  
Por vários otros modos se perdía la patria potestad  
en Roma: por la capitis diminución máxima y media,  ó 
sea, por el cautiverio, por la servidumbre de la pena y  
por deportación del padre 6 del hijo; (Párrafos 1.° y 3. ° 
del título 12 lib. 1.° de la Instituta.) por la dignidad del  
patriciado; (Ley última, tit. 3 lib. 12 del Código; párra-
fo 4.° tit. 12 lib. 1.° de la Instituta.) por el sacerdocio  
episcopal; (Capítulo 3.° de la Novela 81.) por la dignidad  
consular, prefectura pretoriana, prefectura de la ciudad,  
comandancia militar, patrocinio del fisco. (Ley última  
tit. 31 lib. 10 del Código; capítulo 1.° Novela 81.)  
Art. 170. La patria potestad se suspende por incapacidad ó au-
sencia del padre 0, en su caso, de la madre, declaradas judicialmente, 
y también por la interdicción civil. 
La ley 8 tit. 6 lib. 1.° del Digesto, alusiva á la in-
capacidad de que trata el artículo, rechaza la suspen-
sión que éste prescribe: Patre furioso liberi nihilominus 
in patris sui potestate sunt. De naturaleza distinta la po-
testad que en nuestra sociedad ejercen los padres sobre  
sus hijos al dominio quiritario de los romanos, encar-
gados de dirigir su educación y crianza, es eviden-
te que un padre incapacitado no puede, necesitado él  
mismo de los cuidados agenos, atender á los altos  
fines de la institución, y ha de quedar en suspenso 
 
esa facultad hasta tanto que recobre la salud perdida.  
Fundado precisamente en ese carácter distinto de la 
 
institución, que bien á las claras lo demuestra el párrafo  
único de la citada ley, al establecer, Adeo autem retinet  
jus potestatis pater furiosus, ut et acquiratur illi. commodum  
ejus, quod filius acquisivit, previene la ley 8 en su párrafo  
3.° tit. 5 lib. 26 del Digesto, que ha de darse curador  
al furioso; y sus hijós, (según la ley 16 tit. 10 lib. 37 
 
del propio Digesto), quedan sometidos á la tutela, hasta 
	
_ ^. 
que se cure. (Ley 6 tit. 70 lib. 5 del Código.)  
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La ausencia, equivalente, en cierto modo, al aban-
dono de los hijos de que se ocupan la ley 2 tit. 52 
lib. 8.° del Código y el capítulo 1 de la Novela 153, 
es causa que priva al padre de la patria potestad por 
vía de pena. La ausencia del padre, y, en su caso, de la 
madre, declarada judicialmente, suspenderá la patria 
potestad, porque necesario es acudir en socorro y ayuda 
de los hijos que han quedado abandonados. 
La pena de interdicción civil, comprendida en el 
Código penal, es también causa de pérdida temporal de 
la potestad paterna. (Art. 8.° del Código civil.) 
Art. 171. Los tribunales podrán privar á los padres de la patria 
potestad, ó suspender el ejercicio de ésta, si trataren á sus hijos con 
dureza excesiva, ó si les dieren órdenes, consejos ó ejemplos corrup-
tores. En estos casos podrán asimismo privar á los padres total ó par-
cialmente del usufructo de los bienes del hijo, ó adoptar las providen- 
cias que estimen convenientes á los intereses de éste. 
Las leyes 12 tit. 4 lib. 1.° y 6 tit. 40 lib. 11 del 
Código, y el capítulo 2 de la Novela 12, establecen de 
consuno, que los padres que dan órdenes, consejos ó 
ejemplos corruptores á sus hijos pierden la patria po-
testad: Si lenones patres suis filiabus peccandi necessitatern 
imposuerint, liceat filiabus, et episcoporum implorato auxi-
lio, omni mniseriarum necessitate absolvi. (Ley 12 citada.) 
Parece que dentro del espíritu de la legislación ro-
mana no cabía considerar la dureza excesiva como cau-
sa bastante para privar al padre de esa facultad, tanto 
más cuanto que existe alguna ley, la 3 tit. 47 lib. 8.° 
del Código, que autoriza al padre para castigar con 
dureza al hijo contumaz; pero la ley 5 tit. 12 lib. 37 
del Digesto, concordando con el precepto del artículo, 
obliga al padre á emancipar al hijo que trata mal y sin 
piedad: Divus Trajanus filium, quern pater male contra pie-
tale n a f ficiebat, coegit emancipare, quo postea de f unto pater 
ut manurnissor, bonorum possessionem sibi competere dicebat; 
sed consilio Neratii Prisci et Aristonis el propter necessita- 
tem solvendm pietatis denegata est. (Ley 5 citada.) 
La ley 6'tit. 40 lib. 11 del Código, prohibe al padre 
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que_prostituye á sus hijas adquirir cosa alguna por 
medio de ellas; y pierde por lo tanto los derechos sobre 
los peculios de las mismas. 
Art. 172. Si la madre viuda que ha pasado á segundas nupcias 
vuelve á enviudar, recobrará desde este momento su potestad sobre 
todos los hijos no emancipados. 
Anteriormente hemos examinado la ley 1.° tit. 10 
lib. 3.° de la Novísima Recopilación de Navarra, y en 
aquel lugar dejamos sentado que pierde la patria potes-
tad, no sólo la madre viuda que pasa á segundas nup-
cias, sino también el padre. Nuestro derecho no resuelve, 
ni toca siquiera, el caso previsto por el artículo. Esta 
circunstancia, precisamente, y la de que el padre binubo 
ha de hacer formal y efectiva partición y entrega de 
bienes á los hijos del anterior consorcio, con arreglo 
lo prevenido en las leyes 2 tit. 10 lib. 3.° de la Novísima 
Recopilación y 50 de las Cortes de los años de 1765 y 
. 1766, 6 los ha de admitir en otro caso á participar de 
las conquistas que se hagan en el nuevo matrimonio, 
nos hacen estimar, que vuelto á enviudar el padre 6 la 
madre que pasó á segundas nupcias, no por eso reco-
bra la potestad que perdió sobre todos los hijos no 
emancipados. No de otro modo debe interpretarse el 
silencio, acaso estudiado, de la ley. La privación legal 
de un derecho podrá recuperarse únicamente por ex-




De la adopción. 
Art. 173. Pueden adoptar los que se hallen en el pleno uso de 
sus derechos civiles y hayan cumplido la edad de cuarenta y cinco 
años. El adoptante ha de tener por lo menos quince años más que el 
adoptado. 
La adopción carece entre nosotros de la importan-
cia grande que tuvo en Roma, merced á circunstancias 
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especiales. La ley Julia y Papia Popea concedía ex-
traordinarios privilegios á los padres que tuviesen tres 
hijos varones; y movidos por ese aliciente, muchos 
hallaron en la adopción la manera de burlar el fin que 
perseguía la ley, hasta que un Senado-consulto vino á 
poner coto al abuso. 
La adopción, tomada en sentido genérico, envolvía 
en Roma el doble concepto de la adopción propiamente 
dicha y la arrogación. El Código civil, con buen acuer-
do, los ha refundido en uno solo, en la adopción. 
Según aquel derecho, imitando la adopción á la na-
turaleza, ordinariamente no pueden adoptar aquellos 
que por su edad pueden tener hijos, ó sea los menores 
de 60 años, á no ser que la causa de adoptar sea la 
falta de salud 6 tengan algún otro motivo justo. (Ley 15 
tit. 7 lib. 1.° del Digesto y párrafo 2.° de la ley 17 de 
los propios título y libro.) 
El adoptante ha de tener por lo menos diez y ocho 
años más que el adoptado, si se le adopta por hijo; y 
treinta y seis años más, si se le adopta por nieto. (Párra-
fos 4 y 5 tit. 11 lib. 1.° de la Instituta; leyes 40 y 41 
tit. 7 lib. 1.° del Digesto.) 
Las mujeres no podían adoptar no ser por indul-
gencia del príncipe para consuelo de los hijos que ha-
bían perdido, porque no tenían en su potestad á los 
hijos naturales. (Párrafo 10 tit. 11 lib. 1.° de la Institu-
ta.) Hoy que las costumbres y disposiciones modernas 
conceden á la mujer, en defecto del marido, la patria 
potestad sobre sus hijos, creemos que, desaparecida la 
razón que alega el párrafo citado de la Instituta, le será 
lícito adoptar en los casos en que las leyes lo permiten. 
Art. 174. Se prohibe la adopción: 
1.0 A los eclesiásticos. 
2.0 A los que tengan descendientes legítimos ó legitimados. 
3.° Al tutor respecto á su pupilo hasta que le hayan sido apro-
badas definitivamente sus cuentas. 
4.° Al cónyuge sin consentimiento de su consorte. Los cónyuges 
pueden adoptar conjuntamente y, fuera de este caso, nadie puede ser 
adoptado por más de una persona. 
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Los capítulos 1.° de la Novela 6, 42 de la Novela 
22, 14 de la Novela 123 y las leyes 16 y 17 tit. 7 libro 
1.° del Digesto, prohiben la adopción á los eclesiásticos; 
porque imitando la adopción á la naturaleza y estando 
prohibido el matrimonio á los clérigos, faltan en estos 
los términos hábiles para la adopción. No pueden adop-
tar los que tienen hijos, ya legítimos 6 legitimados, ya 
naturales; (Párrafo 4.° tit. 11 lib. 1.° de la Instituta; y 
ley 17 citada.) ni tampoco los tutores á sus pupilos, á' 
no ser eorum duntaxat pupillorum arrogatio permitenda 
est his, qui .vel naturali cognatione, vel sanctissima a f fectione 
ducti adoptarent, ceterorum prohibenda. (Párrafo 1.° ley 17 
tit. 7 lib. 1.° del Digesto.) 
De la primera parte del número 4.° del artículo no 
se ocupa especialmente el derecho romano. Pero, la na-
turaleza misma del matrimonio, el decoro de la familia, 
los miramientos debidos entre los cónyuges y la paz y 
harmonía del hogar doméstico, reclaman imperiosa-
mente, que uno de los cónyuges no haya de poder adop-
tar sin contar préviamente con el consentimiento del 
otro. Además, no se opone á las leyes romanas la facul-
tad que el artículo, por excepción, reconoce á los cónyu-
ges para que puedan adoptar conjuntamente; pues 
según la ley 16 tit. 7 del lib. 1.° del Digesto, adoptio 
enim in his personas locum habet, in quibus etiam natura 
potest habere. La adopción imita á la naturaleza; y uno de 
los fines del matrimonio es la procreación de la prole. 
Art. 175. El adoptado podrá usar, con el apellido de su familia, 
el del adoptante, expresándolo así en la escritura de adopción. 
La ley 23 tit. 7 lib. 1.° del Digesto conviene sus-
tancialmente con el precepto del artículo. El que se 
 di 
 en adopción se hace también cognado de aquellos de 
quienes se hace agnado: y añade después... sed filia 
nace is, quern adoptavi, frater fit, quoniam in familia mea 
est ' filia, nuptiis tamen etiam eorum prohibitis. Pues si el 
adoptado se hace hermano de la hija del adoptante, 
.06 
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porque está en su familia, síguese que esta prescripción 
no difiere de la del artículo. 
Art. 176. El adoptante Ÿ  el adoptado se deben recíprocamente 
alimentos. Esta obligación se entiende sin perjuicio del preferente de- 
recho de los hijos naturales reconocidos y de los ascendientes del 
adoptante á ser alimentados por éste. 
Impone la ley 5 tit. 3 lib. 25 del Digesto, la obli-
gación al padre de alimentar los hijos; y si bien no 
habla expresamente de los adoptivos, no es sin embar-
go dudoso, á vista del titulo 11 lib. 1.° de la Instituta 
y leyes 17 y 23 tit. 7 lib. 1.° del Digesto, que compete 
al adoptante la obligación de alimentar al que es su 
hijo 6 nieto por adopción. 
Del derecho preferente que el artículo establece en 
favor de los hijos naturales reconocidos y de los ascendien-
tes del adoptante nada dicen las leyes romanas. Pero, no 
es ageno á este propósito el principio que sienta la ci-
tada ley 3, en el párrafo 2.°, al establecer, que la obli-
gación de alimentar descendat ex cequitate caritateque 
sanguinas. 
Art. 177. El adoptante no adquiere derecho alguno á heredar al 
adoptado. El adoptado tampoco lo adquiere a heredar, fuera de testa-
mento, al adoptante, á menos que en la escritura de adopción se haya 
éste obligado á instituirle heredero. Esta obligación no surtirá efecto 
alguno cuando el adoptado muera antes que el adoptante. El adopta- 
do conserva los derechos que le corresponden en su familia natural, á 
excepción de los relativos á la patria potestad. 
El adoptante no adquiere derecho alguno á heredar 
al adoptado. El adoptado sucede ab-intestato al adop-
tante; pero no tiene acción á los bienes de éste si muere 
con testamento, á no ser que el adoptante fuese ascen-
diente natural del adoptado. El adoptado que fallece 
antes que el adoptante no transfiere los derechos even-
tuales á la herencia de éste. En la adopción menos ple-
na conserva el adoptado los derechos que le correspon-
den en su familia natural, incluso la sumisión á la 
potestad de su padre natural. (Párrafos 2 tit. 11 libro 
1.° y 1.4 tit. 1.° lib. 3.° de la Instituta; leyes 17 y 23 
- 	 - 	 -- 	 ' 	
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tit. 7 lib. 1.° del Digesto; leyes 4, 10 y 11 tit. 48 libro 
8.° del Código.) 
En la adopción se han de distinguir, la arrogación y 
la adopción propiamente dicha; y en ésta, la adopción  
plena y la menos plena. (Ley 1 parr. 1.° tit. 7 lib. 1.°  
del Digesto; párrafos 1.° y 2.° tit. 11 lib. 1.° de la Ins-
tituta; ley 10 tit. 48 lib. 8.° del Código.)  
Por la arrogación el hombre libre, mediante la au-
toridad del príncipe, se sujeta á la patria potestad de 
otro. (Párrafo 1.° de la ley 1 y ley 2 tit. 7 lib. 1.° del 
Digesto, párrafo 1.° tit. 11 lib. 1.° de la Instituta.)  
Mediante la arrogación, que no puede tener lugar  
sino por el consentimiento del arrogado, 6 de sus pa-
rientes ó tutores si es impuber, los bienes del arrogado  
pasan con él mismo á la potestad y familia del arroga
-dor. (Leyes 11 tit. 6 lib. 1. 0 , 22 párrafo 1.° tit. 7 libro 
1. 0 , 17 párrafo 1.° y siguientes tit. 7 lib. 1.° del Digesto:  
párrafos 2, 3 y 11 tit. 11 lib. 1.° de la Instituta.)  
Por la adopción propiamente dicha, se adopta, me-
diante la autoridad del juez, al hijo que está bajo la 
autoridad 6 potestad de su padre. (Leyes 2 tit. 7 libro 
1.° del Digesto; 1.° tit. 48, lib. 8 del Código.)  
Esta adopción no produce la patria potestad en el 
adoptante, y por eso se llama menos plena. Pero sí la  
produce la adopción plena, 6 sea, cuando el adoptante  
es ascendiente natural del adoptado. (Ley penúltima  
del tit. 48 lib. 8.° del Código; párrafo 2.° tit. 11 de la  
Instituta.) 
 
Art. 178. La adopción se verificará con autorización judicial, de-
biendo constar necesariamente el consentimiento del adoptado, si es 
mayor de edad; si es menor, el de las personas que debieran darlo 
para su casamiento; y si está incapacitado, el de su tutor. Se oirá 
sobre el asunto al Ministerio fiscal; y el Juez, previas las diligencias 
que estime necesarias, aprobará la adopción, si está ajustada á la ley 
y la cree conveniente al adoptado.  
Véase lo expuesto en el articulo anterior. La arro-
gación tiene lugar mediante la autoridad del príncipe,  
y con la intervención y autoridad del magistrado la 






No puede ser arrogado el ausente, ni el que disiente.  
(Ley 24, tit. 7 lib. 1.° del Digesto.) Para que tenga lugar  
la adopción del hijo que está bajo la potestad de su  
padre natural, han de consentir ambos; (Ley 5 tit. y libro  
citados.) y se requiere el consentimiento del tutor para  
que pueda ser arrogado el pupilo. (Ley 5 tit. 59 lib. 5.°  
del Código.)  
El título 2.° del libro 3.° de la ley de Enjuiciamiento  
civil, 6 sean, los artículos del 1825 al 1832 se ocupan  
de la materia que es objeto del presente artículo; y co-
mo esta ley obliga en Navarra, obligará también el  
precepto del articulo en cuanto modifica aquellas dis-
posiciones.  
Art. 179. Aprobada la adopción por el Juez definitivamente, se  
otorgará escritura, expresando en ella las condiciones con que se ha-
ya hecho, y se inscribirá en el registro civil correspondiente.  
• Es conforme con lo establecido en el artículo 1831  
de la ley de enjuiciamiento civil. La ley del Registro  
civil rige en Navarra y debe cumplirse con el requisito  
de la inscripción que previene el artículo. 
 
La ley 4 tit. 48 lib. 8.° del Código ordenaba á ese  
propósito, que la adopción debía hacerse, n6 por escri-
tura privada ó pública, sino ante el presidente y con las  
solemnidades prescritas por la ley.  
Art. 180. El menor ó el incapacitado que haya sido adoptado po-
drá impugnar la adopción dentro de los cuatro años siguientes á la 
mayor edad 6 a la fecha en que haya desaparecido la incapacidad. 
Según la ley 32 tit. 7 lib. 1.° del Digesto, cumpli-
dos 14 años puede el adoptado reclamar la emancipa-
ción; y el juez, con conocimiento de causa, decidirá lo  
que estime oportuno. Asimismo, si el adoptado puber  
probase no serle conveniente la adopción, obtendrá la  
emancipación. (Ley 33 tit. 7 lib. 1.° del Digesto.)  
Nada dice la ley romana respecto á la acción que  
compete al incapaz para impugnar la adopción; pero  
creemos que tendrá derecho á ampararse en los textos  
citados para reclamar contra una injusta adopción, tan  
18 
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pronto como desaparezca la incapacidad. Donde existe 
la misma razón debe regir igual disposición de de-
recho. 
TÍTULO VIII. 
De la ausencia. 
   
  
CAPITULO PRIMERO. 
Medidas provisionales en casos de ausencia. 
Art. 181. Çuando una persona hubiere desaparecido de su domi-
cilio sin saberse su paradero y sin dejar apoderado que administre sus 
bienes, podrá el Juez, á instancia de parte legítima ó del Ministerio 
fiscal, nombrar quien le represente en todo lo que fuere necesario. 
Esto mismo se observará cuando en iguales circunstancias cadu-
que el poder conferido por el ausente. 
Art. 182. Verificado el nombramiento á que se refiere el articulo 
anterior, el Juez acordará las diligencias necesarias para asegurar los 
derechos é intereses del ausente, y señalará las facultades, obligacio-
nes y remuneración de su representante, regulándolas según las cir-
cunstancias por lo que está dispuesto respecto de los tutores. 
Art. 183. El cónyuge que se ausente será representado por el que 
se halle presente cuando no estuvieren legalmente separados. 
Si éste fuere menor, se le proveerá de tutor en la forma ordinaria. 
A falta del cónyuge, representarán al ausente los padres, hijos y 
abuelos, por el orden que establece el art. 220. 
CAPÍTULO II. 
De la declaración de ausencia. 
   
     
     
  
Art. 184. Pasados dos años sin haberse tenido noticia del ausen-
te, ó desde que se recibieron las últimas, y cinco
. en el caso de que el 
ausente hubiere dejado persona encargada de la administración de los 
bienes, podrá declararse la ausencia. 
Art. 185. Podrán pedir la declaración de ausencia: 
1.0 El cónyuge presente. 
2.0 Los herederos instituidos en testamento, que presentaren copia 
fehaciente del mismo. 
3.° Los parientes que hubieren de heredar abintestato. 
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4.° Los qúetuvieren sobre los bienes del'ausente algún derecho  
subordinado á la condición de su muerte.  
Art. 186. La declaración judicial de ausencia no surtirá efecto  
hasta seis meses después de su publicación en los periódicos oficiales.  
CAPITULO III. 
De la administración de los bienes del ausente. 
Art. 187. La administración de los bienes del -ausente se conferi-
rá por el orden que establece el art. 220 á las personas mencionadas 
en el mismo. 
Art. 188. La mujer del ausente si fuere mayor de edad podrá dis-
poner libremente de los bienes de cualquiera clase que le pertenezcan; 
pero no podrá enajenar, permutar, ni hipotecar los bienes propios del 
marido, ni los de la sociedad conyugal, sino con autorización judicial. 
Art. 189. Cuando la administración corresponda á los hijos del 
ausente, y éstos sean menores, se les proveerá de  tutor, el cual se ha-
rá cargo de los bienes con las formalidades de la ley. 
Art. 190. La administración cesa en cualquiera de los casos si-
guientes: 
1.° Cuando comparezca el ausente por sí ó por medio de apode-
rado. 
2° Cuando se acredite la defunción del ausente, y comparezcan 
sus herederos testamentarios ó abintestato. 
Y 3.0 Cuando . se presente un tercero, acreditando con el corres-
pondiente documento haber adquirido por compra ú otro título los 
bienes del ausente. 
En estos casos cesará el administrador en el desempeño de su 




De la presunción de muerte del ausente. 
Art. 191. Pasados treinta años desde que desapareció el ausente  
ó se recibieron las últimas noticias de él, ó noventa desde šu naci-
miento, el Juez, á instancia de parte interesada, declarará la presun-
ción de muerte. 
Art. 192. La sentencia en que se declare la presunción de muerte 
de un ausente, no se ejecutará hasta después de seis meses, contados 
desde su publicación en los periódicos oficiales. 
Art. 193. Declarada firme la sentencia de presunción de muerte, 
	 ^ 
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se abrirá la sucesión en los bienes del ausente, procediéndose á su 
adjudicación por los trámites de los juicios de testamentaría é abin 7 
 testato según los casos. 
Art. 194. Si el ausente se presenta 6, sin presentarse, se prueba 
su existencia, recobrará sus bienes en el estado que tengan, y el pre-
cio de los enajenados 6 los adquiridos con él; pero no podrá reclamar 
frutos ni rentas. 
CAPITULO V. 
De los efectos de la ausencia relativamente á los 
derechos eventuales del ausente. 
Art. 195. El que reclame un derecho perteneciente á una pergb-
na cuya existencia no estuviere reconocida deberá probar que existía 
en el tiempo en que era necesaria su existencia para adquirirlo. 
Art. 196. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, 
abierta una sucesión á la que estuviere llamado un ausente, acrecerá 
la parte de éste á sus coherederos, á no haber persona con derecho 
propio para reclamarla. Los unos y los otros, en su caso, deberán ha-
cer inventario de dichos bienes con intervención del Ministerio fiscal. 
Art. 197. Lo dispuesto en el artículo anterior se entiende sin per-juicio de las acciones de petición de herencia ú otros derechos que 
competan al ausente, sus representantes 6 causahabientes. Estos de-
rechos no se extinguirán sino por el lapso del tiempo fijado para la 
prescripción. En la inscripción que se haga en el Registro de los bie-
nes inmuebles que acrezcan á los coherederos se expresará la cir-
cunstancia de quedar sujetos á lo que dispone este artículo. 
Art. 198. Los que hayan entrado en la herencia harán suyos los 
frutos percibidos de buena fe mientras no comparezca el ausente, ósus 
acciones no sean ejercitadas por sus representantes 6 causahabientes. 
Las leyes 173 y 199 tit. 16 lib. 50 del Digesto 
expresan, que está ausente el que está fuera de los con-
tinentes de Roma, no el que está dentro de ellos; y las 
leyes 5, 6 y 7 del tit. 3 lib. 3 del Digesto, en materia 
procesal, determinan cuándo ha de conceptuarse que 
uno está presente y cuándo ausente. 
Las leyes 140 y 211 del tit. 17 lib. 50 del Digesto 
hablan de la ausencia del empleado y del esclavo; y 
várias otras del propio Digesto se ocupan de la pena del 
ausente , de la ausencia en servicio de la república y de 
que el ausente no debe ser condenado. 
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Mas, esas disposiciones, de carácter político unas, 
administrativo otras y procesal algunas, no tratan de la 
ausencia en el concepto que lo hacen los artículos pre-
cedentes del Código, puesto que suponen el conocimien-
to del lugar de la residencia del ausente, caso, precisa-
mente, que trata de proveer el Código. 
También algunas leyes de la Novísima Recopilación 
de Navarra, la 1." y la 8." del tit. 4.° lib. 4.0, se ocupan 
de la ausencia, pero de modo sumamente deficiente y 
en materia puramente procesal, razón por la que no 
hay lugar á tomar en consideración tales disposiciones. 
Los artículos del 2031 al 2047 de la ley de enjui-
ciamiento civil regulan la materia de este título circuns-
tanciadamente. Y el artículo 66 del Código civil, obli-
gatorio en Navarra, como comprendido en el título 4.°, 
tiene íntima conexión con el 183 precedente. 
Entendemos, pues, que  este  título, en defecto de le-
yes propias y romanas, y como confirmación 6 modifi-
cación de los preceptos de la ley de enjuiciamiento ci-
vil, es aplicable en Navarra en toda su integridad. 
TÍTULO X. 
De la tutela. 
CAPÍTULO PRIMERO. 
Disposiciones generales. 
Asunto no destituido de dificultades es resolver, con 
seguridad de acierto, qué disposiciones legales han de 
aplicarse en Navarra en punto á tutelas. 
El derecho romano desenvolvió minuciosamente, 
dentro de su sistema, lo concerniente á tutores y cura-
dores. Alguna que otra ley de nuestra particular legis- 
I 
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lación se ocupa también, aunque no en parte esencial, 
del mismo asunto. La ley de enjuiciamiento civil, no 
obstante su carácter de adjetividad, ha _introducido im-
portantes reformas que afectan sustancialmente al de-
recho romano, admitidas no obstante en Navarra. Y por 
último, el Código civil comprende bajo la denomina-
ción de tutela el doble concepto de tutor y curador, es-
tablece reglas numerosas para el desarrollo de la insti-
tución, dá vida al protutor, y crea el consejo de familia. 
¿Hasta qué punto han de regir en Navarra los pre-
ceptos del Código civil sobre tutelas? ¿Obligarán, des-
pués de la publicación del Código, las disposiciones de 
la ley de enjuiciamiento civil relativas á esta institución? 
¿Han de tener existencia el protutor y el consejo de fa-
milia, organismos nuevos que introduce el Código? Cues-
tiones son estas cuya resolución depende del estudio de 
las modificaciones sufridas por nuestro privativo derecho, 
y de la interpretación, extensión ó alcance que se dé á 
los preceptos contenidos en los artículos 5.° de la ley 
de bases de 11 de Mayo de 1888 y 12 del Código civil. 
Las provincias y territorios en que subsiste dere-
cho foral, dice el artículo 5.°, lo conservarán por ahora 
en toda su integridad, sin que sufra alteración su ac-
tual régimen jurídico por la publicación del Código, que 
regirá tan solo como supletorio en defecto del que lo sea 
en cada una de aquellas por sus leyes especiales. El 
art.° 12 citado repite el mismo precepto, pero añadien-
do que no sufrirá alteración su actual régimen jurídico, 
escrito 6 consuetudinario. 
Nuestro derecho supletorio define la tutela; deter-
mina quienes pueden ser nombrados tutores en testa-
mento; regula la tutela legítima de los agnados, de los 
patronos, de los padres, y la fiduciaria; establece reglas 
acerca de la tutela dativa; fija la autoridad de los tuto-
res; expresa los modos de acabarse la tutela; se ocupa 
de la curatela, de la fianza de los tutores 6 curadores, 
de las causas que excusan ejercer esos cargos, de los 
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tutores y curadores sospechosos y de diversos otros ex-
tremos, dando difícilmente lugar á que el Código civil 
tenga que suplir sus deficiencias ú omisiones. Hasta 
aquí la cuestión no ofrece dificultades. 
Pero viene después la ley de enjuiciamiento civil, 
obligatoria en Navarra á virtud de lo ordenado en el 
artículo 3.° de la ley de 16 de Agosto de 1841 y acep-
tada en toda su integridad; y á pretexto de determinar 
la forma de hacer el nombramiento de tutores y cura-
dores y discernir esos cargos, ha establecido, en las seis 
secciones del título 3.° libro 3.°, preceptos de importan-
cia, que reforman 6 alteran las disposiciones del dere-
cho romano. Y aquí principia el conflicto, de resolución 
sencillísima bajo el punto de vista legal; bastante tnás 
complicada bajo el aspecto práctico. 
En efecto: el artículo 2.° de la ley de modificación 
de fueros, punto de partida para fijar el deslinde entre 
el propio y el ageno derecho, respeta el civil foral en 
toda su pureza, sin mezcla de legislaciones extrañas; y 
el 3.° dá entrada en Navarra á la legislación común 
procesal. Todo lo que es esencial, todo lo que es inmi-
nente, la legislación que dá origen á las obligaciones, 
crea acciones, exige responsabilidades, funda derechos, 
determina la capacidad de las personas y fija las rela-
ciones privadas de los ciudadanos, el derecho civil en 
una palabra, ese, ha de conservarse indeleble, intacto, 
sin que las leyes castellanas influyan en, su subsisten-
cia, privadas como están de eficacia para alterarlo, mo-
dificarlo 6 derogarlo. Todo lo que es formal, todo lo 
que no afecta á la sustancia, el derecho procesal por 
decirlo de una vez, ese, es el mismo para Navarra que 
para el resto de la Nación. Tal es el precepto legal 
claro, patente, bien definido, sin que pueda dar lugar á 
dudas. 
Pero en esto, como en otros muchos puntos que 
interesan á Navarra, la ley estatuye una cosa, y des-
pués se practica otra muy diversa. Así es que, según 
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queda insinuado, la ley de enjuiciamiento civil, traspa-
sando los límites que la ciencia jurídica asigna á las 
leyes procesales, y en el caso nuestro, conculcando la 
disposición terminante del art. 2.° de la paccionada, 
invadiendo además el campo ajeno, ha establecido pre-
ceptos sustantivos, que alteran, modifican ó derogan 
los de nuestro derecho supletorio; y admitidos sin opo-
sición y sin reservas y aplicados á diario, han produ-
cido, como natural consecuencia, nuevas dificultades y 
confusiones, una perturbación más en la inteligencia de 
nuestro privativo derecho. Justo, que debieron haberse 
rechazado esas prescripciones, por más que venían al 
abrigo de una ley procesal, como atentatorias y con-
trarias á nuestra legislación foral, subrepticiamente in-
troducidas en la misma; pero no se hizo así: por eso, 
en el estado del derecho en el punto que examinamos, 
tienen fuerza de obligar en primer término, debiéndose 
acudir después á las leyes indfgenas, y en su defecto á 
las romanas. 
Más tarde el Código civil, por virtud de los títulos 
9.° y 10.° del libro 1.°, deroga radicalmente las dispo-
siciones del título 3.° libro 3.° de la ley de enjuicia-
miento, que, según hemos observado, obligaban en 
Navarra: y esto dá origen á la siguiente cuestión: ¿Re-
girán en este país las disposiciones del Código, en cuan-
to alteran, reforman, modifican 6 derogan las de la ley 
de enjuiciamiento civil? Resolveríamos de plano y ne-
gativamente la duda, si entendiésemos que jurídica-
mente es posible restablecer preceptos caducados y 
derogados de hecho; porque admitidas las disposiciones 
á que aludimos en contravención á la ley, bastaría reco-
nocer á ésta la autoridad y eficacia que entonces inde-
bidamente se le negó. En otro caso, la solución afirma-
tiva es la que, á juicio nuestro, procede adoptar. Veá-
moslo. 
Los elementos que contribuyen á formar el dere-
cho foral navarro son la costumbre y sus privativas 
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leyes; y en su defecto, el romano es el derecho suple-
torio. Las leyes de otras procedencias, inclusa la misma 
de enjuiciamiento civil, aunque de aplicación en Navarra, 
no forman parte de eso á que se dá el nombre de le-
gislación foral. Al determinar, pues, el Código civil en 
el artículo 12 que por razón de sus prescripciones no 
sufrirá perjuicio el actual régimen jurídico, de ninguna 
manera ha podido referirse á la ley de enjuiciamiento, 
porque esta ley es totalmente agena al régimen foral. Y 
tan cierto es eso, que por la observancia de los artícu-
los del Código que sustituyen los .de la ley procesal, 
ningún agravio se infiere á nuestro derecho. ¿Por qué? 
Porque recibió ese agravio y sufrió el perjuicio inhe-
rente al mismo, cuando abusivamente se dejaron desli-
zar preceptos sustantivos en una ley adjetiva, que si 
como procesal era de aplicación en toda España, no 
debía serlo, por lo que á Navarra respecta, en cuanto á 
aquellos preceptos que violaban su peculiar derecho. 
Cierto que, según se consigna en la Sentencia de que 
luego liaremos mérito, las nuevas bases bajo las que se 
ha establecido la tutela, en su creación y en su ejerci-
cio, por el Código civil, son por su naturaleza esencial-
mente sustantivas, y no pertenecen en manera alguna 
al orden procesal, siendo en tal concepto inadmisibles 
en Navarra; pero no se trata de eso. Se trata de si son 
6 nó también sustantivas la mayor parte de las disposi-
ciones de la ley de enjuiciamiento civil que hacen rela-
ción á la materia: se trata de si esas disposiciones, al 
aplicarse en Navarra, alteraron y quebrantaron su  de-
recho 6 el romano. Y que lo violaron, que alteraron, 
modificaron 6 derogaron multitud de leyes romanas, .6 
que sus preceptos fueron sustituidos por los de la insi-
nuada ley' procesal, de carácter, en consecuencia, esen-
cialmente sustantivo, es cosa por demás evidente y cla-
ra, como tendremos ocasión de comprobarlo en el curso 
de este breve estudio. Y siendo esto así, nos parece tam-
bién evidente, dentro del rigorismo jurídico y conforme 
19 
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á la fatal exigencia de la lógica, que derogados los tex-
tos romanos sobre tutela y curatela por los artículos 
aludidos de la ley de enjuiciamiento civil, y éstos á su 
vez por los del Código civil, decimos que nos parece 
evidente, que han de ser aplicables en Navarra las dis-
posiciones de este cuerpo legal, en reemplazo ó sustitu-
ción de las de la ley citada. Y esto, no ciertamente 
porque el Código, por propia autoridad, tenga eficacia 
en nuestro país, sino únicamente porque obligaba la ley 
cuyas disposiciones deja anuladas, sin que sea lícito 
invocarlas como subsistentes; porque ya se sabe que 
posteriores leges prioribus derogant, siempre que otra co-
sa no disponga expresamente el legislador. Este estable-
ció la excepción, en el prenotado artículo 12, en favor 
de la legislación foral, pero ninguna reserva hizo en 
cuanto á la ley de enjuiciamiento civil..Ley general, 
ha sido expresamente derogada, en la materia á que 
aludimos, por otra ley, también general; y si los precep-
tos de aquella obligaban en Navarra., es de inconcuso 
derecho que han de obligar las que en su lugar se esta-
blecen. 
Es exacto que la interpretación dada revoca casi por 
completo nuestro derecho supletorio en asunto tan in-
teresante corno el de la tutela y la curatela:, pero antes le 
había privado de eficacia la ley de enjuiciamiento civil. 
Nos hemos limitado únicamente á evidenciar la conse-
cuencia que se desprende de la injusta admisión de mu-
chos preceptos de esa ley; que tal suele amenudo ser el 
resultado inmediato del abandono ó . falta de vigilancia 
de los pueblos en la defensa de sus. legítimos intereses. 
No lia sido del mismo parecer la Excma. Audiencia 
Territorial de Pamplona. El Juzgado de primera ins-
tancia de esa ciudad, en auto de 19 de Febrero de 
1890, declaró no haber lugar á nombrar curador para 
bienes que del mismo se solicitaba; y que para el de 
tutor y protutor, que es lo que procedía, acudiese el 
interesado á usar de su derecho ante el Juzgado muni- 
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cipal, para que, prévios los trámites que se prescriben, 
se le proveyese de esa representación. 
La Audiencia, por decisión de 23 de Mayo siguien-
te, con,revocación del auto, mandó devolver el expe-
diente, para que el Juzgado de primera instancia proce-
diese •á hacer el nombramiento de curador para bienes, 
atemperándose á las disposiciones de la ley de enjui-
ciamiento civil, y especialmente al artículo 1815 de la 
citada ley. Sirven de fundamento á la misma los dos 
considerandos que trascribimos: 
• 	 "Considerando que las nuevas bases bajo las que 
se ha establecido la tutela en su creación y en su ejer-
cicio por el Código civil, son por su naturaleza esen-
cialmente sustantivas y no pertenecen en manera al-
guna al orden procesal, puesto que fijan derechos y 
obligaciones y nó la manera de hacer aquellos efecti-
vos ni de lograr que las últimas se cumplan. 
- 
Considerando: que dado el carácter que tienen las 
disposiciones sobre tutela y curatela y las innovaciones 
pie introduce el Código civil en la legislación romana, 
vigente en Navarra como supletoria del derecho foral, 
es evidente que, de admitir el criterio sustentado por 
el Inferior, vendría á alterarse aquella legislación, por 
la que ha de continuar rigiéndose esta provincia con-
forme á lo dispuesto en el art. 12 del Código civil.,, 
Sometemos nuestro humilde juicio al más autoriza-
do de la Audiencia, y acatamos respetuosamente su 
fallo: pero, parécenos que'lo que esa resolución ha he-
cho es, con buen acuerdo práctico sí, pero no con el 
que la inflexible lógica exige, á nuestro entender, cortar 
el nudo que no era facil desatarlo. 
Esa superior resolución ha sido admitida sin oposi-
ción alguna, y desde la fecha en que se publicó se vie-
nen aplicando  constantemente las disposiciones de la 
ley de enjuiciamiento civil que se refieren á esta ma-
teria. 
Esta ley, las indígenas, y en su defecto las roma- 
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nas serán pues las que únicamente regulen la tutela y 
la curatela; subsistirá como antes esa división, y no 
tendrán existencia el protutor ni el consejo de familia. 
Art. 199. El objeto de la tutela es la guarda de la persona y bie-
nes, ó solamente de Jos bienes, de los que, no estando bajo la patria 
potestad, son incapaces de gobernarse por sí mismos. 
Corno el Código hace caso omiso de la curatela, 
que sin embargo ha de subsistir en•Navarra, según or-
dena el derecho romano, fuera más claro que nos ocu-
páramos de esta institución y de la tutela en dos dis-
tintas secciones; pero no lo consiente el método que 
hemos adoptado.. Por eso, al comparar los artículos del 
Código que únicamente regulan la tutela, haremos nos-
otros, siempre dentro de los límites que nos hemos im-
puesto y consienten estos breves Apuntes, las oportunas 
referencias á la curatela; y así podremos formar con-
cepto de nuestro privativo derecho en orden á esos dos 
extremos, sin quebrantar por ello nuestro propósito. 
El objeto de la tutela es la guarda de la persona y 
bienes del impuber que no está sujeto á la patria potes-
tad. (Tit. 13 lib. 1.°; tit. 22 lib. 1.°; tit. 14 lib. 1.° de la 
Instituto: leyes 1, 2 y 16 tit. 1.° lib. 26 del Digesto.) 
Es máxima del derecho romano: ." Patrem habenti tutor non 
datar.,, 
Y el de la curatela, la guarda principaltnente de los 
bienes y secundariamente de las personas que, no 
estando bajo la patria potestad, son incapaces de gober-
narse por sí mismas: (Tit. 23 lib. 1.° Instituta: tit. 101i-
bro 27 del Digesto.) 
Art. 200. Están sujetos á tutela: 
1.° Los menores de edad no emancipados legalmente. 
2° Los locos 6 dementes, aunque tengan intervalos lúcidos, y 
los sordomudos que no sepan leer y escribir. 
3° Los que por sentencia firme hubiesen sido declarados pró-
digos. 
4.0 Los que estuviesen sufriendo la pena de interdicción civil. 
Están sujetos á la tutela, los impúberes de ambos 
sexos que no se hallan bajo la patria potestad. (Tit. 13, 
14 y 22 de la Instituta: tit. 1.° lib. 26 del Digesto.) 
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Y á la curatela: 
1.° 
. 
 Los púberes de ambos sexos, menores de edad, 
no emancipados. (Tit. 23 lib. 1.° de la Instituta: artícu-
lo 1841 y siguientes de la ley de enj. civil.) De la eman-
cipación trataremos en el lugar oportuno. 
2.° Los mentecatos, locos, furiosos, sordos, mudos 
y los enfermos habituales. (Tit. 23 lib. 1." Inst.: ley 8 
tit. 5 lib. 26 Digesto: art. 1847 y siguientes de la ley de 
enj. civil.) La ley 6 tit. 70 lib. 5.° del Código, declara 
válidos los actos ejecutados por el furioso en los inter-
valos lúcidos; pero esto no obsta, según declara la mis-
ma ley, para que se halle provisto de curador, mientras 
su estado ordinario no sea el de lucidez. El párrafo 4.° 
del título 23 de la Instituta no autoriza la excepción 
que el Código establece en favor de los sordomudos 
que sepan leer y escribir. Se cumpla ó nó esta circuns-
tancia en ellos, han de quedar en todo caso sometidos 
á la curaduría. 
3.° Los que por sentencia firme se hallen declara-
dos pródigos.. (Tit. 23 lib. 1.° Inst.; ley 8 tit. 5 lib. 26 
Digesto; art. 1847 y siguientes de la ley de enj. civil.) 
4.° Los que estuviesen sufriendo la pena de inter-
dicción civil. (Art. 4.° de la ley 24 de Mayo 18 de Ju-
nio de 1870). El Código penal obliga sin excepción 
alguna, y también la ley citada y todas las demás dis-
posiciones que hagan relación á la misma materia. (Ar-
tículo 8.° del presente Código.) 
Art. 20L La tutela se ejercerá por un solo tutor bajo la vigilancia 
del protutor y del consejo de familia. 
Las leyes 15 tit. 2, 27 tit. 5, 36 y 39 párrafo 3.° 
tit. 7 lib. 26 del Digesto y otras del mismo cuerpo le-
gal, separándose del precepto del artículo, permiten el 
nombramiento de vários tutores cuando los bienes del 
pupilo están situados en distintas provincias. Esta rela-
jación del principio que sienta el Código no se practica 
ordinariamente en Navarra, efecto acaso, de la gran 
conveniencia que existe, de que uno sólo sea el encar- 
-150- 
gado de la dirección del pupilo y de la gestión de sus 
negocios, á fin de que, no pudiendo compartir con otros 
las responsabilidades que contraiga por su culpa 6 
abandono, sea cauto y diligente en el ejercicio del car-
go; y efecto también de que la rapidez de las comuni-
caciones y las facilidades y seguridades que ofrece el 
comercio para realizar operaciones de todo género en 
cualquier pais, han obviado las dificultades que en de-
terminados casos hicieron preciso en Roma el nombra-
miento de vários tutores. 
Las leyes 2 y 3 tit. 7 del libro 42 del Digesto, au-
torizan el nombramiento de vários curadores para un 
mismo menor aunque no estén sitos los bienes en di-
versas provincias. La práctica contraria es la que 
generalmente se observa entre nosotros; pero se dan 
casos de nombrarse en testamento .vários curadores 
para un menor á quienes sin dificultad discierne el car-
go la autoridad competente. 
La tutela y la curatela se ejercerán en Navarra, nó 
bajo la vigilancia del protutor y del consejo de familia, 
sino bajo la inspección del Juzgado de primera instan-
cia, en los términos previstos en los artículos 1875 y 
siguientes de la ley de enjuiciamiento civil. 
Art. 202. Los cargos de tutor y protutor no son renunciables sino 
en virtud de causa legítima debidamente justificada. 
La tutela en Roma participaba del carácter de car-
go público, (Tit. 25 lib. 1.° Instituta: ley 9 tit. 6 libro 
1.°, ley 6 párrafo 15, 15 párrafo 12, 17 párrafo 3 título 
1.° lib. 27 del Digesto.) y no podía renunciarse, á no 
ser que sobreviniera alguna de las causas que se ex-
presan en el tit. 25 lib. 1.° de la Instituta; tit. 1.° lib. 27 
del Digesto y tit. 62 lib. 5.° del Código. 
Art. 203. Los Jueces municipales del lugar en que residan las 
personas sujetas á tutela proveerán al cuidado de éstas y de sus bie-
nes muebles hasta el nombramiento de tutor, cuando por la ley no 
hubiese otras encargadas de esta obligación. 
Si no lo hicieren, serán responsables de los daños que por esta 
causa sobrevengan á los menores incapacitados. 
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El párrafo 6.° de  la ley 1 tit. 8 lib. 27 del Digesto, 
aludiendo al caso del artículo, dice: magistratibus impu-
tatur, etiamsi omnino tutor vel curator dàtus non sit: pero 
no incurrirán en milpa si no hubieren sido amonestados 
para hacer los nombramientos. Y aiiade: ideo damnun, 
quod impuberes vel adolescentes medio tempore passi sunt, ad 
eos magistratus pertinere non ambigitur, qui munere man-
dato non paruerunt. 
La ley de enjuiciamiento civil, en los artículos 1836 
y 1847, encarga al juez de primera instancia el nom-
bramiento de curador ejemplar, pero sin conminarle con 
la pena á que se refiere el párrafo 2.° del articulo del 
Código por los daños que sufran los menores 6 incapa-
citados antes de que recaiga el nombramiento. 
Art. 204. La tutela se defiere: 
1.0 Por testamento. 
2.0 Por la ley. 
3 	 Por el consejo de familia. 
La tutela se defiere: Por testamento. (Tit. 13, libro 
1.°; tit. 23 lib. 1.° de la Instituta: tit. 2.° lib. 26 del Di-
gesto.) Por la ley. (Títulos 15 y 23 lib. 1.° de la Insti-
tuta: tit. 4.° lib. 26 del Digesto: tit. 30. lib. 5.° del 
Código: capítulos 4 y 5 de la Novela 118.) Por el ma-  , 
gistrado. (Tit. 20 lib. 1.° de la Instituta: tit. 5 lib. 26 
del Digesto: títulos 31, 32 y 34 lib. 5.° del Código: ar-
tículos 1838 y 1851 de la ley de enjuiciamiento civil.) 
No debiendo de tener subsistencia en Navarra el 
consejo de familia, el juez de primera instancia conti-
nuará ejerciendo las atribuciones que, en cuanto á la 
elección de tutor dativo, confiere el Código á ese con-
sejo, en los términos consignados en la ley de enjuicia-
miento civil. 
La curatela es legítima 6 dativa. No tiene lugar la 
testamentaria. (Tit. 23 lib. 1.° de la Instituta.) Sin em-
bargo, el curador dado en testamento se confirma. 
(Tit. 3 lib. 26 del Digesto.) Hoy no existe duda alguna 
acerca de este extremo. El juez discernirá el cargo de 
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curador al nombrado en testamento. (Art. 1841 ley de 
enjuiciamiento civil.) 
Art. 205. El tutor no entrará en el desempeño de sus funciones 
sin que su nombramiento haya sido inscrito en el Registro de tutelas. 
En los juzgados de primera instancia habrá un re-
gistro, expresa el artículo 1875 de la ley de enjuicia-
miento civil, en que se pondrá testimonio de todos los 
discernimientos que se hicieren del cargo de tutor 6 de 
curador; pero su incumplimiento no será obstáculo 
para que los tutores 6 curadores nombrados entren en 
el ejercicio de sus cargos tan pronto corno obtengan el 
título de discernimiento; porque no puede perjudicarles 
la falta de cumplimiento de una condición que al juz-
gado únicamente compete y n6 á ellos. 
CAPITULO II. 
De la tutela testamentaria. 
Art. 206. El padre puede nombrar tutor y protutor para sus hijos 
menores y para los mayores incapacitados, ya sean legítimos, ya na-
turales reconocidos, 6 ya alguno de los ilegítimos, á quienes, según 
el art. 139, está obligado á alimentar. 
Igual facultad corresponde á la madre; pero, si hubiere contraído 
segundas nupcias, el nombramiento que hiciere para los hijos de su 
primer matrimonio no surtirá efecto sin la aprobación del consejo de 
familia. 
En todo caso será preciso que la persona á quien se nombre tutor 
6 protutor no se halle sometida á la potestad de otra. 
Principio fundamental en materia de tutelas testa-
mentarias es en Roma el precepto del título 18 de la 
ley de las Doce Tablas, ley 120 tit. 26 lib. 50 del Di-
gesto: Pater familias uti legassit super pecunia, tutelave 
sum rei, ita jus esto. 
La facultad de dar tutor en testamento es un efecto 
de la patria potestad: así que por derecho romano no 
puede designar el padre tutor á los hijos naturales, y 
menos á los demás hijos ilegítimos, porque estos no se 
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reducen á la potestad paterna. (Ley 1 tit. 2 lib. 26 
del Digesto.) 
La madre, la abuela, ni las personas estraiias pue-
den dar tutor en testamento. (Ley citada.) 
Este derécho ha de entenderse modificado por los 
artículos 1833 y 1834 de la ley de enjuiciamiento civil. 
Acreditado el nombramiento de tutor, hecho en dispo- 
sición testamentaria por el padre 6 la madre del menor, 
mandará el juez que se le discierna el cargo sin exigirle 
fianzas, si se le hubiere relevado de darlas. (Art. 1833.) 
También se mandará discernir el cargo de tutor al 
nombrado por cualquiera persona que haya instituido 
heredero al menor, 6 dejádole manda 6 legado de im-
portancia. (Art. 1834.) 
Los artículos citados no distinguen los hijos legíti-
mos de los que no lo son, ni tienen en cuenta si están 
sujetos 6 n6 á la patria potestad; cualquiera que sea su 
clase, el juez ha de discernir el cargo al tutor nombra-
do por el padre 6 la madre en disposición testamen-
taria. 
Si, como en Roma, fuera entre nosotros, la facultad 
de nombrar tutor en testamento una emanación de la 
patria potestad, al padre 6 madre en Navarra que pasa 
á segundas nupcias no le sería lícito hacer el nombra-
miento á favor del hijo del anterior consorcio, porque 
en el mismo acto pierde esa potestad. 
Prevalecerá, sin embargo, el nombramiento hecho 
por el padre 6 la madre, aun cuando hubiese pasado á 
ulteriores nupcias, á virtud de lo ordenado en el arti-
culo 1833 de la ley de enjuiciamiento civil, sin que 
pueda entenderse restringida dicha facultad, en cuanto 
á la madre casada segunda vez, por el párrafo 2.° del 
artículo del Código. 
El furioso 6 el menor de 25 años nombrado tutor en 
testamento, lo será aquel cuando haya recobrado el 
juicio, y éste cuando haya llegado á los 25 arios. (Pá-
rrafo 2.° tit. 14 lib. 1.° de la Instituta.) Cuyo precepto 
20 
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viene á concordar con el último párrafo del artículo que 
examinamos. 	 • 
Se dá tutor únicamente á los impúberes. (Tit. 13 
lib. 1.° de la Instituta.) 
Y curador á los púberes menores de edad y á los 
incapacitados mayores de edad. (Tit. 23 lib. 1.°' de la 
Instituta.) 
El padre y la madre pueden también dar curador a, 
sus hijos púberes menores de edad en disposición testa-
mentaria. (Tit. 23 lib. 1.° de la Instituta: art..1841 ley 
de enjuiciamiento civil.) 
Es principio confirmado por las leyes romanas, que 
á los menores no se puede nombrar curador contra su 
voluntad, (Párrafo 2.° tit. 23 lib. 1.° de la Instituta.) á 
no ser que lo pidan. (Párrafo 2.° ley 13, tit. 5 lib. 26 
del Digesto.) Pero como según el párrafo 1.° de la ley 
33 tit. 7 lib. 26 del Digesto, el.oficio de los tutores no 
fenece hasta. tanto que á los menores se les provea de 
Curadores; y no les es lícito gobernarse por sí mismos, 
ni administiar su hacienda hasta que sean mayores de 
edad, (Párrafo 3.° ley 1 tit. 4 lib. 4.° del'Digesto.) re-
sulta que todos los menores están obligados indirecta-
menté á pedirlo. 
El tutor puede darse desde, ó hasta cierto tiempo, 
ó bajo condición, ó antes de la institución de heredero. 
,(Párrafo 3 tit. 14 lib. 1.° Instituta.) No así el curador. 
Art. 207. También puede nombrar tutor á los menores ó incapa-
citados el que les deje herencia 6 legado de importancia. El nombra-
miento, sin embargo, no surtirá efecto 'hasta que el consejo de familia 
haya resuelto aceptar la herencia 6 el legado. 
El tutor nombrado en testamento por quien. no 
puede hacerlo ,6 á quien no pueda serlo, facultan las 
constituciones para que lo que falta lo supla el que tie-
ne potestad consular, y según su mente, se confirmen 
esos tutorés. (Párrafo 1.° ley 1 tit. 3 lib. 26 del Diges-
to.) La misma doctrina establece la ley 32 tit. 1 libro 
27 del Digesto. 
4P. 
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Pero las disposiciones que rigen en esta materia son 
las de los artículos 1834 y 1841 de la ley de enjuicia-
miento civil, según las cuales, se mandará, en todos los 
casos, la ley no consigna excepciones ni establece limi-
taciones, discernir el cargo de tutor 6 curador al nom-
brado por cualquiera persona que haya instituido 
heredero al menor, 6 dejádole manda 6 legado de im-
portancia. 
Se guarda silencio acerca de si la prévia aceptación 
de la herencia ó legado es necesaria para que el juez 
pueda discernir el cargo; 
 . mas como quiera que se re-
suelva este extremo, nunca tendrá aplicación en  Nava-
rra el último párrafo del artículo. 
Art. 208. Tanto el padre como la madre pueden nombrar un tutor 
para cada uno de sus hijos, y hacer diversos nombramientos á fin de 
que se sustituyan unos a otros los nombrados. 
En caso de duda se entenderá nombrado un solo tutor para todos 
los hijos, y se discernirá el cargo al primero de los que figuren en el 
nombramiento. 
Confirma el precepto del art. 201 precedente. 
En aquel lugar dijimos, que las leyes romanas per-
mitían en algunos casos el nombramiento de vários 
tutores para un menor; y en todos los casos el nom-
bramiento de más de un curador. Pero también expre-
samos, queda práctica generalmente observada, influida 
acaso por las disposiciones de la ley de enjuiciamiento 
civil, era nombrar un solo tutor y curador al menor 6 
incapacitado. 
Nada hallamos en el artículo ,que se oponga á los 
preceptos del derecho romano, y conviene sustancial-
mente con el contenido de los títulos 13 y 23 del libro 
1.° de la Instituta. 
No pudiendo desempeñarse la tutela ni la curatela 
sin estar provisto del título de discernimiento, librado 
por el juez' de primera instancia, al tenor de las disposi-
ciones de la ley de enjuiciamiento civil, y debiendo de 
resolverse las cuestiones que surjan con motivo de las 
disposiciones contenidas en el tit. 3.° del libro 3.° de la 
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propia ley, en los casos previstos en el mismo título, en 
juicio contradictorio, la duda propuesta por el artículo, 
cuando ocurra, y otras que puedan suscitarse, obten-
drán la solución que corresponda en ese juicio, á no ser 
que el juez esté facultado para decidirlas libremente sin 
sujetarse á sus trámites. 
Art. 209. Si por diferentes personas se hubiere nombrado tutor 
para un mismo menor, se discernirá el cargo: 
1.° Al elegido por el padre 6 por la madre. 
2.° Al nombrado por el extraño que hubiese instituido heredero 
al menor 6 incapaz, si fuere de importancia la cuantía de la herencia. 
3.° Al que eligiere el que deje manda de importancia. 
Si hubiere más de un tutor en cualquiera de los casos 2° y 3.° de 
este artículo, el consejo de familia declarará quién debe ser preferido. 
Art. 210. Si hallándose en ejercicio un tutor apareciere el nom-
brado por el padre, se le transferirá inmediatamente la tutela. Si el tu-
tor que nuevamente apareciere fuese el nombrado por un extraño 
comprendido en los números 2° y 3.0 del artículo anterior, se limitará 
á administrar los bienes del que lo haya nombrado, mientras no va-
que la tutela en ejercicio. 
El párrafo 1.° del tit. 24 lib. 1.° de la  . Instituta, en 
concurso de dos ó más tutores nombrados, dá la prefe-
rencia al que ofreciere garantizar la indemnidad del pu-
pilo 6 adulto. Si ninguno . se prestare á responder de la 
indemnidad, se designará el nombrado por el padre. 
Si no existiere, administrará los bienes el elegido por la 
mayor parte.. Y, finalmente, si. no se ponen d.e acuerdo, 
el pretor interpondrá su autoridad. Pero como el párra-
fo 1.° de la ley 17 tit. 2.° lib. 26 del Digesto desconoce 
la preferencia dada al tutor que ofrece la indemnidad 
del menor, resulta que por este derecho, lo mismo que 
por la prescripción del artículo, es preferido á todos el tu-
tor nombrado por el padre. Pater herede instituto filio vel 
exheredato tutorem dare potest; mater autem non nisi ins-
tituto  - quum a paire datus, qu'amvis minus jure datus 
sit, tamen sine inquisitione con firnaatur. (Ley 4 tit. 2 1i - 
bro 26 Digesto.) Creemos, fundados en los artículos 
1834 y 1841 de la ley de enjuiciamiento civil, que 
igual preferencia habrá de darse, en su caso, al elejido 
por la madre. 
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Conocida la prelación que el derecho romano con-
cede al tutor nombrado por el padre, no sería menester 
hacer gran esfuerzo para justificar que la disposición 
del art. 210 no disiente del espíritu de los textos roma-
nos; pero no hallamos ley alguna que expresamente 
autorice la sustitución 6 reemplazo de los tutores á que 
el artículo hace alusión. 
El caso previsto en el último párrafo del art. 209, y 
los que se proponen en el 210 los resolverá el juez• en 
términos de justicia; y á esos y á otros que indudable-
mente pueden ocurrir en la práctica, se refieren los ar-
tículos 1839, 1840, 1843 y 1873 de la ley de enjuicia-
miento civil. 
CAPÍTULO III. 
De la tutela legítima. 
SECCIÓN PRIMERA. 
De la tutela de los menores. 
Art. 211. La tutela legítima de los menores no emancipados co-
rresponde únicamente: 
1.0 Al abuelo paterno. 
2.0 Al abuelo materno. 
3.0 A las abuelas paterna y materna, por el mismo orden, mien-
tras se conserven viudas. 
4.0 Al mayor de los hermanos varones de doble vínculo, y, á fal-
ta de éstos, al mayor de los hermanos consanguíneos 6 uterinos. 
La tutela de que trata este artículo no tiene lugar respecto de los 
hijos ilegítimos. 
Si el derecho romano acerca de la tutela legítima de-
biera de aplicarse en Navarra en toda su integridad, es-
te sería el lugar oportuno para tratar de la tutela  legí-
tima de los agnados, de la capitis diminución, de la tu-
tela legítima de los patronos, de la de los padres y de 
la fiduciaria. Pero desaparecidas las diferencias entre 
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agnados y gentiles y entre agnados y cognados; no 
siendo aplicable entre nosotros la doctrina sobre capi-
tis diminución 6 mutación del estado anterior de liber-
tad, de ciudad y de familia, y tampoco por consiguien-
te las leyes que regulaban los estados respectivos que 
producía la capitis diminución según fuese máxima, me-
dia 6 mínima; inadmisible también la servidumbre, y 
por lo tanto la tutela legítima de los patronos que reco-
nocía por origen la manumisión del siervo, propio 6 age-
no, así como la que daba origen la emancipación del 
hijo por el padre mediante tres ventas y otras tantas 
manumisiones imaginarias; y finalmente, impracticable 
la tutela fiduciaria 6 sea la que después de la muerte 
del padre emancipante, en la forma dicha, ejercían sus 
hijos 6 nietos varones sobre el impuber emancipado, no 
hay lugar A que examinemos tantas disposiciones que, 
si en Roma en su tiempo ocurrieron A necesidades sen-
tidas en aquella sociedad, carecen entre nosotros de 
toda aplicación. 
Ordena el capítulo 5.° de la Novela 118, que cada 
uno, según su grado de parentesco, y el orden según el 
cual está llamado A la herencia, ya sea solo, ya en con-
currencia con otras personas, reciba la carga de la 
tutela, sin distinción alguna en este punto entre los 
derechos de agnación y cognación, sino que todos los 
parientes del menor, ya desciendan de varones, ya de 
hembras, deberán ser igualmente llamados A la tutela, 
con tal que fueren varones 7 mayores de edad. Permi-
te, sin embargo, A la madre y A la abuela, y aún las 
prefiere A todos los demás colaterales, para ejercer la 
tutela de sus hijos 6 nietos, pero con la precisa condi-
ción de que renuncien por escritura contraer segundas 
nupcias y el beneficio del Senado-consulto Veleyano. 
A los púberes menores de edad, A los sordomudos 
y A los que están habitualmente enfermos se les nom-
bra curador dativo; y curador legitimo A los furiosos y 
pródigos, ejemplar con arreglo al articulo 1847 de la 
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ley de enjuiciamiento civil. (Párrafos 1:° y 4.° tit. 23 
lib. 1.° de la Instituta.) 
Art. 212. Los Jefes de las Casas de expósitos son los tutores de 
los recogidos y educados en ellas. La representación en juicio de aque-
llos funcionarios, en su calidad de tutores, estará á cargo del Ministe-
rio fiscal. 
No proveyeron las leyes romanas á la necesidad 
sentida en todos tiempos de amparar la horfandad de 
los desgraciados expósitos. 
Las disposiciones propias de Navarra tenían esta-
blecido,. que se procurase no sólo sostener los expó-
sitos é instruirlos hasta que pasasen á servir, sino hasta 
qué se colocasen en estado permanente, celándolos con 
un prudente cuidado que supliere la falta de los padres 
naturales, haciéndoles todos los oficios y caridad á que 
hubiese lugar. 
La disposición del artículo ha venido á sustituir á 
la análoga que se contiene en el 66 de la ley de 22 de 
Enero de 1822 y en el 23 del Reglamento de 14 de 
Mayo de 1852. 
SECCIÓN SEGUNDA, 
De la tutela de los locos y sordomudos. 
Art. 213. No se puede nombrar tutor á los locos, dementes y sor-
domudos mayores de edad, sin que preceda la declaración de que son 
incapaces para administrar sus bienes. 
A evitar el abuso de una supuesta incapacidad y el 
daño consiguiente se dirige el precepto del artículo. El 
cumplimiento previo de igual requisito exigen los artí - 
culos 1847 y 1848 de la ley de enjuiciamiento civil. 
Por otros motivos ordenaba la ley 6 tit. 10 lib. 27 
del Digesto, que el pretor no diese temerariamente á 
alguno curtidor sin conocimiento de causa; porque mu-
chas veces se finge furor ó demencia para estar escusado 
de los cargos civiles. 
Art. 214. Pueden solicitar esta declaración el cónyuge y los pa- 
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rientes del presunta incapaz que tengan derecho á sucederle abintes-
tato. 
La ley 3 tit. 70 lib. 5 del Código faculta al hijo 
para solicitar curador para su .padre demente. 
Como es potestativo en los parientes á quienes el 
artículo se refiere solicitar la declaración de incapacidad 
de los locos, dementes y sordomudos para administrar 
sus bienes, es evidente que corresponderá ese derecho 
á los parientes que por la ley son llamados á desempe-
ñar la curatela, y les corresponderá, por lo tanto, a los 
que se expresan en el artículo 1849 de la ley de en-
juiciamiento civil. 
Art. 215. El Ministerio público deberá pedirla: 
1.° Cuando se trate de dementes furiosos. 
2.° Cuando no exista ninguna de las personas mencionadas en 
el artículo precedente, 6 cuando no hicieren uso de la facultad que les 
concede. 
3.° Cuando el cónyuge y los herederos del presunto incapaz sean 
menores 6 carezcan de la personalidad necesaria para comparecer 
en juicio. 
En todos estos casos, los Tribunales nombrarán defensor al pre-
sunto incapaz que no quiera 6 no pueda defenderse. En los demás 
será defensor el Ministerio público. 
Art. 246. Antes de declarar la incapacidad, los Tribunales oirán 
al consejo de familia y examinarán por sí mismos al denunciado como 
incapaz. 
Art. 217. Los parientes que hubiesen solicitado la declaración de 
incapacidad, no podrán informar á los Tribunales como miembros del 
consejo de familia; pero tienen derecho á ser oídos por éste cuando lo 
soliciten. 
Art. 218. La declaración de incapacidad deberá hacerse suma-
riamente. La que se refiera á sordomudos fijará la extensión y límites 
de la tutela, según el grado de incapacidad de aquéllos. 
Art. 219. Contra los autos que pongan término al expediente de 
incapacidad, podrán los interesados deducir demanda en juicio ordi-
nario. El defensor de los incapacitados necesitará, sin embargo, auto-
rización especial del consejo de familia. 
Disposiciones de carácter procesal las comprendi-
das en esos artículos, en nada afectan á nuestro priva-
tivo derecho. 
El art. 1815 de la ley de enjuiciamiento civil con-
cede intervención al Ministerio fiscal en todos los 
asuntos que, en materia de jurisdicción voluntaria, in- 
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teresen á las personas cuya protección ó defensa com-
peta á la autoridad. Los artículos 1839, 1840, 1842 
1843 y 1858 de la propia ley, determinan el procedi-
miento que ha de seguirse en las diferentes cuestiones 
que se empeñen con motivo de la: tutela y curatela; y el 
artículo 1873 establece, que toda cuestión que surja de 
las disposiciones contenidas en el tit. 3.° lib. 3.° de esa 
ley, y haya de resolverse en juicio contradictorio, según 
lo ordenado en el mismo, se sustanciará en la forma 
determinada para los incidentes. 
Art. 220. La tutela de los locos y sordomudos corresponde: 
1.0 Al cónyuge no separado legalmente. 
2.. Al padre, y en su caso, á la madre. 
3.. A los hijos. 
4.. A los abuelos. 
5.0 A los hermanos varones y á las hermanas que no estuviesen 
casadas, con la preferencia del doble vínculo de que habla el núm. 4.° 
del art. 211. 
Si hubiere varios hijos ó hermanos, serán preferidos los varones 
á las hembras y el mayor al menor. 
Concurriendo abuelos paternos y maternos, serán también prefe• 
ridos los varones; y, en el caso de ser del mismo sexo, los de la línea 
del padre. 
La ley de enjuiciamiento civil designa con el nom-
bre de ejemplar al curador que se dá á los incapaces 
por cualquier motivo, y no distingue entre sí, los inca-
paces por ser locos, sordomudos, pródigos y los que 
sufren interdicción civil, como lo hace el Código. 
Por derecho romano á los furiosos y á los pródigos 
se les designa curador legítimo, y curador dativo á los 
menores, sordomudos y á los enfermos habitualmente. 
El hijo puede ser nombrado curador del padre fu-
rioso. (Ley 2 tit. 10 lib. 27 Digesto.) La curaduría de la 
madre furiosa pertenece al hijo. (Ley 4 tit. y libro ci-
tados.) El marido no puede ser curador de su mujer 
demente. (Ley 14 tit. y lib. dichos.) Y.según el cap. 5 
de la Novela 118, la tutela legítima deben desempeñarla 
los más próximos parientes. 
Más explícito el artículo 1849 de la ley de enjui-
ciamiento civil, establece, que el nombramiento de 
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curador ejemplar deberá recaer por su orden en las 
personas que á continuación se expresan, si tuvieren la 
aptitud necesaria para desempeñarlo: padre, mujer, hi-
jos, madre, abuelos y hermanos del incapacitado. Si 
hubiere varios hijos 6. hermanos, serán preferidos los 
varones á las hembras, y el mayor al menor. Concu-
rriendo abuelos paternos y maternos, serán también 
preferidos los varones á las hembras; y en el caso de 
ser del mismo sexo, los que lo sean por parte del padre 
á los que lo fueren por la de la madre. (Art. 1850 ley 
enjuiciamiento. civil.) 
El artículo del Código antepone el cónyuge no sepa-
rado legalmente á todos los demás parientes, y prefiere 
la madre á los hijos. 
SECCIÓN TERCERA. 
De la tutela de los pródigos. 
Art. 221. La declaración de prodigalidad debe hacerse en juicio 
contradictorio. 
La sentencia determinará los actos que quedan prohibidos al in-
capacitado, las facultades que haya de ejercer el tutor en su nombre 
y los casos en que por uno ó por otro habrá de ser consultado el con-
sejo de familia. 
Art. 222. Sólo pueden pedir la declaración de que habla el artí-
culo anterior el cónyuge y los herederos forzosos del pródigo, y por 
excepción el Ministerio fiscal por sí ó á instancia de algún pariente de 
aquéllos cuando sean menores 6 estén incapacitados. 
Art. 223. Cuando el demandado no compareciere en juicio, le re-
presentará el Ministerio fiscal, y, si éste fuera pa rte, un defensor nom-
brado por el Juez, sin perjuicio de lo que determine la ley de Enjui-
ciamiento civil, sobre los procedimientos en rebeldía. 
El artículo 1847 de la ley de enjuiciamiento civil, 
supone la declaración previa, por sentencia firme, de 
la incapacidad de uno para administrar sus bienes, sin 
cuyo requisito no podrá nombrársele curador ejemplar. 
No determina las facultades que ha de ejercer el cura-
dor en nombre del declarado pródigo, pero deberá 
ajustar su conducta al fallo de la sentencia y, en todo 
—..t63— 
caso á las atribuciones expresamente consignadas en el 
título de discernimiento del cargo. 
Todo_cuanto liemos dicho al ocuparnos de los artí-
culos del 215 al 219 precedentes tiene perfecta aplica-
ción en este lugar. 
Art. 224. La declaración de prodigalidad no priva de la autoridad 
marital y paterna, ni atribuye al tutor facultad alguna sobre la perso-
na del pródigo. 
La ley 8 tit. 7 lib. 1.° del Digesto declara, que el 
hijo de padre furioso está sujeto á su potestad, hasta tal 
grado, que aun el concebido en ese estado del padre 
no queda libre de ella, conservando el furioso los dere-
chos que las leyes conceden al padre sobre los peculios 
del hijo. Pues si ni al furioso le niega 6 le priva de la 
potestad sobre los hijos, ménos había de privarle al pró-
digo, que se le supone en perfecto uso de las facultades 
intelectuales. Así debe interpretarse el silencio que so-
bre el particular guardan las leyes romanas, porque pa-
ra privarle de esa facultad era necesario que lo hubiese 
expresamente ordenado. Por análoga razón, tampoco 
perderá la autoridad marital; y ningún derecho podrá 
ejercer el curador nombrado sobre la persona del pró-
digo, siendo así que su incapacidad queda limitada úni-
camente á administrar y disponer de los bienes. 
Art. 225. El tutor administrará los bienes de los hijos que el pró-
digo haya tenido en anterior matrimonio. 
La mujer administrará los dotales y parafernales, los de los hijos 
comunes y los de la sociedad conyugal. Para enajenarlos necesitará 
autorización judicial. 
Los padres en Navarra, sean 6 n6 pródigos, pierden 
la potestad sobre sus hijos, por el lapso á segundas nup-
cias, (Ley 1. tit. 10 lib. 3.° de la Novísima Recopilación.) 
y es claro que á esos hijos hay que darles en tal caso 
tutor 6 curador según sea procedente. 
Por más que la prodigalidad no priva de los dere-
chos de patria potestad ni de la autoridad marital, se 
declara, sin embargo, al pródigo incapaz para adminis-
trar los bienes; y el artículo que examinamos dispone, 
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para ese caso, con buen acuerdo, que la mujer adminis-
trará los dotales y parafernales, los de los hijos comu-
nes y los de la sociedad conyugal. No creemos que el 
art. 66 del Código, aunque incluido en el título 4.°, ten-
ga el alcance de que obliguen en los territorios forales . 
las disposiciones del presente artículo. Y en este. su-
puesto, la mujer administrará los bienes, en el caso úni-
camente de que, con arreglo al art. 1849 de la ley de 
enjuiciamiento civil, recaiga en ella elnombramiento de 
curadora ejemplar. En otro caso será administrador el 
curador nombrado. 
Para la enagenación de los bienes á,que el artículo 
se refiere, exceptuados los propios de la mujer, es nece-
saria licencia judicial, con arreglo á la R. O. de 28 de 
Agosto de 1876 y art. 2011 de la ley de enjuiciamien-
to civil. También juzgamos que habrá de concurrir el 
juez, interponiendo su autoridad, cuando de la venta de 
los bienes de la mujer del pródigo se trate, ya que en-
tendemos, que incapacitado éste para administrar sus 
bienes, no habrá de poder hacer uso de la autoridad 
marital para enagenar los propios de la mujer. 
Art. 226. Los actos del pródigo anteriores á la demanda de in-
terdicción no podrán ser atacados por causa de prodigalidad. 
El que contrata debe saber la condición de aquél 
con quien contrata, y esto además exigen la fe y esta-
bilidad de los contratos. (Regla 19 tit. 17 lib. 50 del Di-
gesto.) 
Por otra, parte, no hay incapacidad cuando no está 
declarada en sentencia firme, y el pródigo actual tenía 
perfecta aptitud legal para contratar antes de que re-
cayese la decisión judicial 
Art. 227. La tutela de los pródigos corresponde: 
1.0 Al padre, y en su caso, á la madre. 
2.0 A los abuelos paterno y materno. 
3.0 Al mayor de los hijos .varones emancipados. 
La. tutela de los pródigos corresponde, por su orden, 
si tuvieren la aptitud necesaria para desempeñarlo, al 
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padre, mujer, hijos, madre, abuelos y hermanos, en la 
propia forma y términos que expresados quedan al exa-
minar el artículo 220 precedente. 
SECCIÓN CUARTA. 
De la tutela de los que sufren interdicción. 
Art. 228. Cuando sea firme la sentencia en que se haya impuesto 
la pena de interdicción, el Ministerio fiscal pedirá el cumplimiento de 
los artículos 203 y 293. Si no lo hiciere, será responsable de los daños 
y perjuicios que sobrevengan. 
También pueden pedirlo el cónyuge y los herederos abintestato 
del penado. 
Art. 229. Esta tutela se limitará a la administración de los bie-
nes y á la representación en juicio del penado. 
El tutor del penado está obligado además á cuidar de la persona 
y bienes de los menores ó incapacitados que se hallaren bajo la auto-
ridad del sujeto á interdicción, hasta que se les provea de otro tutor. 
La mujer del penado ejerce la patria potestad sobre los hijos co-
munes mientras dure la interdicción. 	 - 
Si fuere menor, obrará bajo la dirección de su padre, y, en su ca-
so, de su madre, y a falta de ambos, de su tutor. 
Art. 230. La tutela de los que sufren interdicción se defiere por 
el orden establecido en el art. 220. 
El artículo 43 del Código penal, precepto que obli-
ga en Navarra, según previene el art. 8.° de este Código, 
establece, que la pena de interdicción civil privará al 
penado, mientras la estuviera sufriendo, de los derechos 
de patria potestad, tutela, curaduría y otros que no ha-
cen al caso. Y la ley 24 de Mayo 18 de Junio de 1870, 
con fuerza de obligar hasta que se publique el Código 
civil, dicta, en su artículo 4.°, reglas sobre los efectos 
civiles de la pena de interdicción. Según ellas, si el pe-
nado cou esa pena fuese soltero y estuviere emancipado, 
6 casado, separado de su mujer por sentencia de divor-
cio, se le proveerá, según su edad, de curador ejemplar 
tí ordinario, con sujeción á lo prescrito en la ley de en-
j niciamiento civil. Si estuviere casado y no separado de 
su mujer, ésta se encargará de la administración de los 
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bienes de la sociedad conyugal; y si fuere menor de 
edad, se la proveerá de curador, siendo preferidos para 
serlo sucesivamente el padre, madre, abuelos, hermanos 
y parientes más próximos de la misma. Los bienes del 
penado y los de su mujer menor de edad no podrán ena-
genarse, sino previo cumplimiento de los requisitos mar-
cados en los artículos 2011 y siguientes de la ley de en-
juiciamiento civil; pero si fuere mayor, ésta podrá libre-
mente disponer de sus bienes. Los hijos del penado, 
menores de edad, estarán sometidos al poder de su ma-
dre, y, en su defecto, á la autoridad del tutor 6 curador, 
que será el mismo del padre. El penado que fuere tutor 
6 curador cesará en sus funciones, así como también 
cesará en la administración de los bienes agenos. 
Estas disposiciones, como un efecto de la pena de 
interdicción civil, han estado en vigor entre nosotros. 
¿Publicado el Código civil, de cuya condición hizo 
depender la ley la observancia de las reglas citadas, 
continuarán rigiendo en Navarra? Juzgamos que sí: 
1. 0 Porque las reseñadas disposiciones se adaptan á las 
fundamentales del derecho romano y á las de la ley de 
enjuiciamiento civil, cosa que no sucede con los precep-
tos de esta sección del Código. Y 2.° Porque la condi-
ción expresada en el art. 4.° de la ley objeto de nuestro 
exámen no se ha cumplido por lo que á Navarra res-
pecta. 
CAPÍTULO IV. 
De la tutela dativa. 
Art. 231. No habiendo tutor testamentario, ni personas llamadas 
por la ley á ejercer la tutela vacante, corresponde al consejo de familia 
la elección de tutor en todos los casos del artículo 200. 
Art. 232. El Juez municipal que descuidare la reunión del conse-jo de familia en cualquier caso en qup deba proveerse de tutor á los 
menores ó incapacitados, será responsable de los daños y perjuicios 
á que diere lugar su negligencia. 
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La tutela dativa es un acto legítimo, por el cual, 
faltando tutores testamentarios y legítimos, el magistra-
do nombra tutor, en virtud de las facultades que le con-
fiere la ley. (Tit. 20 lib. 1.° de la Instituta; leyes 1, 3 y 
5 tit. 5 lib. 26 del Digesto; ley 12 tit. y libro dichos.) La 
tutela-dativa solo puede darse púramente, pero n6 bajo 
condición, ni desde cierto día, y hasta cierto día, como 
sucede en la tutela testamentaria. (Párrafo 1 ley 6 título 
1 lib. 26; ley 8 párrafo 2.° tit. 2 libro 26 Digesto: párrafo 
3, tit. 14 lib. 1. ° Instituta.) 
A falta de tutor testamentario y legítimo, dicen los 
artículos 1836, 1837 y 1838 de la ley de enjuiciamien-
to civil, el juez nombrará para el desempeño del cargo á 
la persona que merezca su confianza, pero no le conmi-
na con la responsabilidad del artículo 232 precedente. 
Ya nos hemos ocupado más arriba de la curatela 
legítima, que, con arreglo al derecho romano, se daba á 
los furios y pródigos, y según los artículos 1847 y si- 
guientes, á todos los declarados por sentencia firme in-
capaces para administrar sus bienes. 
La curatela dativa es la de los menores, sordos, 
mudos y la de los que están habitualmente enfermos. 
(Tit. 23, lib. 1. Instituta: párrafo 3 ley 65 tit. 1 lib. 36 
del Digesto.) Dánse los curadores por los mismos ma- 
gistrados que nombran los tutores, (Párrafo 1.° tit. 23 
lib. 1.° Instituta.) y pueden serlo, todos los que son ap- 
tos para ser tutores. (Párrafo 18 tit. 25 lib. 1.° Instituta.) 
No habiendo curador testamentario nombrado al 
menor, á éste exclusivamente corresponde hacer la 
 de- 
signación: (Artículo 1844 de la ley de enjuiciamiento 
civil.) y si la persona nombrada no reuniese las condi- 
ciones necesarias para el desempeño del cargo, podrá 
el juez negarle el discernimiento, invitando al menor á 
que nombre otro en su lugar. (Artículo 1846 de esa ley.) 
Cuando no pueda tener lugar la curaduría legítima 
de los incapaces, ya por no existir ninguna de las per- 
sonas llamadas á ejercerla, 6 ya por no reunir las apti- 
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tudes necesarias, el juez podrá nombrar la que esti-
mare más apropósito para desempeñarla, prefiriendo, 
si reunieren la necesaria capacidad, la que sea pariente 
6 amigo del incapacitado • 6 de sus padres. (Artículo 
1851 ley de enjuiciamiento civil.) 
En el caso de que los padres del menor sujeto á la 
patria potestad, 6 sus tutores '6 curadores no puedan 
representarlos en juicio con arreglo á las leyes, se pro-
cederá á nombrarles un curador para pleitos. Lo mismo 
se hará si el menor 6 incapacitado no tuviere nombrado 
•tutor 6 curador. (Artículo 1853 de la ley de enjuicia-
miento civil.) Corresponde al juez hacer el nombra-
miento de curador para pleitos á los menores de 14 y 
12 años, según 'su sexo, y á los incapacitados. (Artículo 
1854 de dicha ley.) Hará ese nombramiento en un 
pariente inmediato del menor, si lo hubiere: en su de-
fecto, en persona de su intimidad 6 de la de sus padres; 
y no habiéndolas, 6 no teniendo la aptitud legal nece-
saria, en persona de su confianza que la tenga. (Artícu-
lo 1855 de dicha ley.) 
Los menores mayores de 14 y 12 años, según sus 
respectivos sexos, podrán designar para curador para 
pleitos á la persona que crean conveniente, siempre 
que tenga la aptitud legal necesaria para representarlos 
eri juicio. (Artículo 1857 de esa ley.) Pero el juez podrá 
negar el discernimiento si la persona propuesta por el 
menor no tiene la aptitud legal necesaria, en cuyo caso 
le invitará á que proponga otra que la tenga, bajo aper-
cibimiento de que no haciéndolo se le nombrará de 
oficio. (Artículo 1857 de esa ley.) 
CAPITULO V. 
Del protutor. 
Art. 233. Al consejo de familia corresponde nombrar protutor, 
cuando no lo hayan nombrado los que tienen derecho á elegir tutor 
para los menores. 
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Art. 234. El tutor no puede comenzar el ejercicio de la tutela sin 
que haya sido nombrado el protutor. El que dejare de reclamar este 
nombramiento será removido de la tutela y responderá de los daños 
que sufra el menor. 
Art. 235. El nombramiento de protutor no puede recaer en pa-
riente de la misma línea del tutor. 
Art. 236. El protutor está obligado: 
1.0 A intervenir el inventario de los bienes del menor y la cons-
titución de la fianza del tutor, cuando hubiere lugar á ella. 
2.° A sustentar los derechos del menor, en juicio y fuera de él, 
siempre que estén en oposición con los intereses del tutor. 
3.° A llamar la atención del consejo de familia sobre la gestión 
del tutor, cuando le parezca perjudicial a la persona ó á los intereses 
del menor. 
4.° A promover la reunión del consejo de familia para el nom-
bramiento (le nuevo tutor, cuando la tutela quede vacante ó abando-
nada. 
5.° A ejercer las demás atribuciones que le señalen las leyes. 
El protutor será responsable de los daños y perjuicios que sobre-
vengan al menor por omisión ó negligencia en el cumplimiento de 
estos deberes. 
El protutor puede asistir á las deliberaciones del consejo de fami-
lia y tomar parte en ellas; pero no tiene derecho á votar. 
Algunos vestigios se encuentran en el derecho ro-
mano que se refieren al nuevo organismo que introduce 
el Código. Establece el párrafo 3.° del título 21 de la 
Instituta, _que si mediare pleito entre el tutor y el pupilo, 
se nombrará un curador que representará al menor 
durante el litigio. Alguna otra ley del Digesto hace 
también relación á este mismo punto. Pero la institu-
ción del protutor, en el concepto del Código, ni fué 
regulada, ni aun conocida por aquel derecho: y por 
tanto no puede tener cabida entre las disposiciones que 
regulan la tutela y curatela en Navarra. 
Los textos romanos y la ley de enjuiciamiento civil 
acuden por otros medios á dar solución á los deberes y 
atribuciones que han de competir al protutor. El Minis-
terio fiscal y el Juez vigilarán porque los tutores y 
curadores cumplan extrictarnente los deberes que les 
impone el cargo. En oposición los intereses del pupilo 
6 menor con los del tutor 6 curador, el curador para 
pleitos se encargará de la defensa de los de aquellos, y 
en el mismo caso, de los del incapacitado. 
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CAPÍTULO VI. 
De las personas inhábiles para ser tutores 
y protutores, y de su remoción. 
Art. 237. No pueden ser tutores ni protutores: 
1.° Los que están sujetos á tutela. 
2.° Los que hubiesen sido penados por los delitos de robo, hurto, 
estafa, falsedad, corrupción de menores ó escándalo público. 
3.° Los condenados á cualquier pena corporal, mientras no extin-
gan la condena. 
4.° Los que hubiesen sido removidos legalmente de otra tutela 
anterior. 
5.° Las personas de mala conducta ó que no tuvieren manera de 
vivir conocida. 
6.° Los quebrados y concursados no rehabilitados. 
7.° Las mujeres, salvo los casos en que la ley las llama expresa-
mente. 
8.0 Los que, al deferirse la tutela, tengan pleito pendiente con el 
menor sobre el estado civil. 
9.° Los que litiguen con el menor sobre la propiedad de sus bie-
nes, á menos que el padre, ó en su caso la madre, sabiéndolo, hayan 
dispuesto otra cosa. 
10. Los que adeuden al menor sumas de consideración, á menos 
que, con conocimiento de la deuda, hayan sido nombrados por el pa-
dre, ó, en su caso, por la madre. 
11. Los parientes mencionados en el párrafo segundo del artícu-
lo 293 y el tutor testamentario, que no hubiesen cumplido la obliga-
ción que dicho articulo les impone, 
12. Los religiosos profesos. 
13. Los extranjeros que no residan en España. 
No pueden ser tutores ni curadores: 
1.° Los que están sujetos á la tutela ó curatela. 
(Párrafo 13 tit. 25 de la Instituta.) 
2.° Los que directa 6 indirectamente se interesaren 
en cualquiera clase de contrato ú operación en que 
deban intervenir por razón de su cargo. (Articulo 412 
del Código penal). 
3.° Los que son de malas costumbres, y aquellos 
de quienes el juez tuviere conocimiento de algún hecho 
por el que deban ser repelidos. (Ley 8 tit. 10 lib. 26 
del Digesto: párrafo 12 ley 3 tit. y lib. dichos.) 
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4.° Los condenados á la pena de interdicción civil  
mientras no extingan la condena. (Artículo 43 del Códi-
go penal. Artículo 8.° de este Código.)  
5.° Los que hubiesen administrado mal alguna 
 
tutela anteriormente. (Párrafo 8.° ley 3 tit. 10 lib. 26 y 
 
ley 10 de los propios tit. y lib.. del Digesto.)  
6.° Los quebrados y concursados no rehabilitados. 
 
El artículo 13 del Código de comercio prohibe á los 
 
primeros ejercer el comercio; y los artículos 536 y si-
guientes del Código penal imponen á los mismos, penas 
 
corporales; que impedirían á los tutores y curadores 
 
desempeñar bien y fielmente sus cargos. Aparte de esto, 
 
de dudosa bondad serían las costumbres de los quebra- 
 
dos y concursados no rehabilitados, y debería enten-
derse de ellos que están comprendidos en la ley 8 y 
 
párrafo 12 de la ley 3 tit. 10 lib. 26 del Digesto. 
 
7.° Las mujeres, salvo los casos en que la ley las 
 
llama expresamente. (Ley 18 tit. 1.° lib. 26 del Diges-
to: capítulo 5 Novela 118: Artículo 1849 ley de enjui-
ciamiento civil)  
8.° Los que promueven pleito de buena fé sobre 
 
el estado civil del pupilo. (Párrafo 18 ley 6 tit. 1 libro 
 
27 Digesto.)  
9.° Los que litiguen con el menor 6 pupilo` sobre 
 
todos sus bienes 6 sobre la herencia. (Ley 21 tit. 1 libro 
 
27 del Digesto: párrafo 4.° tit. 25 lib. 1.° de la Instituta.) 
 
Pero si el pleito no versare sobre todos los bienes, ó so-
bre la herencia, no será impedimento para que el nom-
brado pueda ser tutor 6 curador. (Textos citados.) 
 
10. ' Los deudores á los pupilos 6 menores. (Capí-
tulo 1.° de la Novela 72; prefacio de la Novela 94.) 
 
11. Los Obispos y los religiosos profesos. (Capítu-
lo 5.° de la Novela 123.) 
Art. 238. Serán removidos dé la tutela: 
1.0 Los que, después de deferida ésta, incidan en alguno de los 
casos de incapacidad que mencionan los números 1Y, 2.°, 3.0, 4 0, 5 0, 
6.°, 8.°, 12 y 13 del artículo precedente. 
2.0 Los que se ingieran en la administración de la tutela sin ha- 
.^...^,. 
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ber reunido el consejo de familia y pedido el nombramiento de protu-
tor, ó sin haber prestado la fianza cuando deban constituirla, é ins-
crito la hipotecaria. 
3.° Los que no formalicen el inventario en el término y de la ma-
nera establecida por la ley, ó no lo hagan con fidelidad. 
4.° Los que se conduzcan mal en el desempeño de la tutela. 
Son removidos de la tutela y curatela: 
1.° Los que, después de deferidas estas, incidan 
en alguno de los casos de incapacidad que mencionan 
los números 1.°, 2.°, 3. 0 , 4. 0 , 5.', 6.°, 8.° y 11 de las no-
tas del artículo precedente. (Los textos citados en los 
números que se expresan.) Porque parece evidente, que 
las causas que impiden ser tutor 6 curador, han de impe-
dir también que continúe ejerciendo el cargo cuando so-
brevienen después de hecho el nombramiento en forma. 
2.° Los que se ingieran en la administración de 
tutela 6 curatela sin haber prestado fianza en los casos 
en que sea procedente. (Leyes 1 y 3 tit. 42 lib. 5 del 
Código.) 
3.° Los que se inmiscuyan en los bienes del pupi-
lo ó menor, 6 en la administración de los mismos, sin la 
previa recepción del inventario. (Ley 13 párrafo final 
tit. 52 lib. 5 del Código.) 
4.° Los que no administran con fidelidad 6 admi-
nistran fraudulentamente los bienes de la tutela 6 cura-
tela. (Párrafos 5' y 12 tit. 26 lib. 1.° Instituta: ley 8 
tit. 10 lib. 26 del Digesto.) 
Art. 239. El consejo de familia no podrá declarar la incapacidad 
de los tutores y protutores, ni acordar su remoción sin citarlos y oir-
los, si se presentaren. 
Art. 240. Declarada la incapacidad, 6 acordada la remoción por 
el consejo de familia, se entenderá consentido el acuerdo, y se proce-
derá á proveer la tutela vacante, cuando el tutor no formule su recla-
mación ante los Tribunales dentro de los quince días siguientes al 
en que se le haya comunicado la resolución. 
Art. 241. Cuando el tutor promueva contienda judicial, litigará el 
consejo á expensas del menor; pero podrán ser personalmente conde-
nados en costas los Vocales, si hubiesen procedido con notoria malicia. 
Art. 242. Cuando la resolución del consejo de familia sea favora-
ble al tutor y haya sido adoptada por unanimidad, no se admitirá re-
curso alguno contra ella. 
Art. 243. Si por causa de incapacidad no entrare el tutor en el 
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ejercicio de su cargo, el consejo de familia proveerá a los cuidados de 
la tutela mientras se resuelve definitivamente sobre el impedimento. 
Si el tutor hubiese. ya entrado en el ejercicio del cargo y el conse-
jo de familia declarare la incapacidad 6 acordare la remoción del tutor, 
las determinaciones que adopte para proveer los cuidados de la tu-
tela, en el caso de promoverse litigio no podrán ejecutarse sin la pre-
via aprobación judicial. 
Establece el párrafo 3.° tit. 26 lib. 1.° de la Institu-
ta, que la acción para acusar 6 denunciar un tutor 6 
curador de sospechoso ante el pretor es pública, aun-
que no puedan hacer esa acusación los impúberes. (Pá-
rrafo 4.° siguiente.) Es conforme con el precepto expre-
sado, la ley 4 tit. 21 libro 1.° del Digesto. 
Con arreglo al art. 1879 de la ley de enjuiciamien-
to civil, los tutores y curadores, ya sean para bienes, ya 
para pleitos, no pueden ser removidos por un acto de 
jurisdicción voluntaria, aun cuando sea á solicitud de 
los menores. Para decretar su separación, después de 
discernido el cargo, será indispensable oirlos y vencer-
los en juicio. 
A todo lo demás que, siendo esencial, se consigna 
en los precedentes artículos del Código, proveerá el 
Juez en los términos previstos en el número 5.° del 
art. 1876 de la ley de enjuiciamiento civil, remediando 
ó evitando los abusos en la gestión de la tutela ó cura-
tela. 
CAPÍTULO VII. 
De las excusas de la tutela y protutela. 
Art. 244 Pueden excusarse de la tutela y protutela: 
1.° Los Ministros de la Corona. 
2.° Los Presidentes de los Cuerpos Colegisladores, del Consejo 
de Estado, del Tribunal Supremo, del Consejo Supremo de Guerra y 
Marina y del Tribunal de Cuentas del Reino. 
3p Los Arzobispos y Obispos. 
4.° Los Magistrados, Jueces y funcionarios del Ministerio fiscal. 
5.° Los que ejerzan autoridad que dependa inmediatamente del 
Gobierno. 
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6 ° Los militares en activo servicio. 
7.° Los eclesiásticos que tengan cura de almas. 
8.° Los que tuvieren bajo su potestad cinco hijos legítimos. 
9° Los que fueren tan pobres que no puedan atender á la tutela 
sin menoscabo de su subsistencia. 
10. Los que por el mal estado habitual de su salud, 6 por no sa-
ber leer ni escribir, no pudieren cumplir bien los deberes del cargo. 
11. Los mayores de sesenta años. 
12. Los que fueren ya tutores ó protutores de otra persona. 
Pueden excusarse de la tutela y curatela: 
1.° Los que ejercen alguna potestad. (Párrafo 3 
tit. 25 lib. 1.° de la Instituta: párrafos 14 y 16 ley 6 
tit. 1.° lib. 27 del Digesto.) Pero no pueden deponer la 
tutela recibida. (Párrafo 3 dicho.) 
2.° Los maestros de primeras letras, retóricos, 
filósofos, médicos, jurisconsultos y todos los profesores 
de artes liberales, si tuvieren facultad para ello, y en-
señan con esmero. (Tit. 25 lib. 1.° de la Instituta: ley 
6 tit. 1.° lib. 27 del Digesto.) 
3.° Los militares en activo servicio. (Leyes 8 y 17 
tit. 1.° lib. 27 del Digesto: artículo 3 y 6 tit. 1.° tratado 
8.° de las Ordenanzas militares.) 
4.° Los presbíteros, diáconos y subdiáconos. (Ca-
pítulo 5.° de la Novela 123.) 
5.° Los que tengan cinco hijos naturales y legíti-
mos, sujetos 6 nó á su potestad. Pero los hijos que 
están en el seno de sus madres, los adoptivos, los ilegí-
timos y los muertos, no sirven de excusa, á no ser que 
hubiesen perecido en la guerra. (Tit. 25 lib. 1.° Instituta: 
leyes 1 y 2 tit. 66 lib. 5 del Código.) 
6.° Los pobres. (Párrafo 6.tit. 25 Instituta: ley 7 
tit. 1 lib. 27 del Digesto.) 
7.° Los ciegos, mudos, sordos, furiosos, los habi-
tualmente enfermos y los que no saben leer ni escribir. 
(Párrafos 7 y 8 tit. 25 lib. 1.° Instituta: párrafo 8 ley 
10, ley 40, párrafo 4 ley 45 tit. 1.° lib. 27 del Digesto.) 
8.° Los mayores de sesenta años. (Párrafo 13 ti-
tulo 25 lib. 1.° Instituta: leyes 2 tit. 1 lib. 27: 3 tit. 6 
lib. 50 del Digesto.) 
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9.° Los que están ejerciendo en tres tutelas 6 cu-
ratelas mientras dure su administración. (Párrafo 5.° 
tit. 25 lib. 1.° de la Instituta: leyes 2, 3, 4, 5 y 6 títu-
lo 1 lib. 27 del Digesto.) Se debe atender más bien al 
trabajo que esos cargos producen que al número; pues 
habrá circunstancias en que una tutela onerosa sirva 
de .excusa legítima. (Ley 31 párrafo 4.° tit. 1.° lib. 27 
del Digesto.) 
10. Los enemigos capitales del padre del menor. 
(Párrafos 9 y 11 tit. 25 lib. 1.° Instituta.) 
11. Los tutores para ser curadores de los mismos 
pupilos. (Ley 20 tit. 62 lib. 5 del Código.) 
Art. 245. Los que no fueren parientes del menor ó incapacitado 
no estarán obligados a aceptar la tutela si, en el territorio del Tribu-
nal que la defiere, existieren parientes dentro del sexto grado que 
puedan desempeñar aquel cargo. 
Establece A este propósito, el capítulo 5.° de la No-
vela 118, que cada cual, según su grado de parentesco, 
y el orden según el cual está llamado á la herencia, ya 
sea sólo, ya en concurrencia con otras personas, ha de 
recibir la carga de la tutela. 
Pero según el prefacio del título 25 lib. 1.° de la 
Instituta, la tutela y la curaduría son cargos. públicos; 
y como los cargos públicos no pueden renunciarse, 
sino que estamos obligados á desempeñarlos por ley, cos-
tumbre ó precepto del que tiene facultad de mandar 
aquello que se nos manda, (Ley 214 tit. 16 lib. 50 del 
Digesto.) resulta, que, por punto general, todos estamos 
obligados A aceptar la tutela y la curatela, salvas las 
incapacidades y excusas legítimas que se han expresado. 
También los artículos 1838 y 1851 de la ley de 
enjuiciamiento civil prescriben que la tutela y curatela 
se dará A los extraños á falta únicamente de los parien-
tes llamados por la misma ley. 
Art. 246. Los excusados pueden, á petición• del tutor ó protutor, 
ser competidos a admitir la tutela luego que hubiese cesado la causa 
de la exención. 
Desaparecidas las causas ponlas que se excusó uno 
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de admitir la tutela ó curatela puede ser compelido á 
aceptarla. (Párrafo 14 ley 6: párrafo 2.° ley 10: 8.° de la 
propia ley: párrafo 2.° ley 28, tit. 1.° libro 27 Digesto, 
y varios otros textos.) 
Art. 247. No será admisible la excusa que no hubiese sido ale-
gada ante el consejo de familia en la reunión dedicada a constituir la 
tutela. 
Si el tutor no hubiere concurrido a la reunión del consejo, ni te-
nido antes noticia de su nombramiento, deberá alegar la excusa den-
tro de los diez días siguientes al en que éste le hubiese sido notifi-
cado. 
Con arreglo á la ley 13 tit. 1.° lib. 27 del Digesto, 
no se admitirá excusa alguna que no fuere presentada 
dentro de los términos que la misma establece. Y tan 
de rigor es observar los plazos señalados á ese efecto, 
que aun admitida la excusa nada se consigue, porque 
no puede darse posesión al tutor que había de reempla-
zar al excusado. (Párrafo 5.° de esa ley.) 
Según el texto citado y las leyes 2 tit. 63 lib. 5, 1 
tit. 43 lib. 10 del Código, párrafo 16 tit. 25 lib. 1.° de la 
Instituta, y ley 25. tit. 1 lib. 27 del Digesto, todas las 
excusas deberán interponerse á un tiempo, ante el juez 
competente,  . dentro del plazo de 50 días continuos si 
el tutor habitare dentro de la circunscripción de cien 
millas de la ciudad; y si residiere á mayor distancia, se 
le concede un día por cada veinte millas de exceso y 
 treinta días más; de forma que en ningún caso tenga 
un plazo inferior al de cincuenta días. 
Art. 248. Si las causas de exención fueren posteriores á la acep-
tación de la tutela, el término para alegarlas empezará a contarse des- 
de el día en que el tutor hubiese tenido conocimiento de ellas. 
La ley 2 tit. 63 lib. 5.° del Código hace responsa-
ble al tutor, de la administración que, como .tal, ejerció 
antes de serle admitida la exención. Los tutores que no 
alegaron dentro del término legal las excusas que les 
asistían, no podrán, una vez aceptado el cargo, eximirse 
de él por razón de esas excusas, á no ser que se reser-
varen hacer uso de su derecho en determinado tiempo. 
(Ley 1 tit. 43 lib. 10 del Código.) Si alguno fuere nom- 
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brado tutor 6 curador, y sobreviniere después la exen-
ción, podrá excusarse dentro de los plazos expresados 
anteriormente. (Leyes 13, 15 y 45 tit. 1, lib. 27 del 
Digesto.) Es indudable, aunque no expresa la ley, que 
el plazo principiará á correr desde que se produjo la 
exención. 
Art. 249. Las resoluciones en que el consejo de familia desestime 
las excusas podrán ser impugnadas ante los Tribunales en el término 
de quince días. 
El acuerdo del consejo de familia será sostenido por éste a ex-
pensas del menor; pero, si fuere confirmado, deberá condenarse en 
costas al que hubiese promovido la contienda. 
Véase lo dicho con respecto á los artículos 240 al 
243 precedentes. Las leyes 13 y 31 tit. 1 lib. 27, 5 y 
39 tit. 7 lib. 26 del Digesto, y 1 tit. 63 lib. 5 del Códi-
go, entre otras, determinan, el procedimiento para 
alegar, probar y decidir sobre las excusas. Inútil es 
que nos detengamos en su exámen; pues únicamente 
hemos de atenernos en este punto á las disposiciones 
de la ley de enjuiciamiento civil. 
Art. 250. Durante el juicio de excusa, el que la proponga estará 
obligado á ejercer su cargo. No haciéndolo así, el consejo de familia 
nombrará persona que le sustituya, quedando el sustituido responsa-
ble de la gestión del sustituto si fuere desechada la excusa. 
El tutor no podía ser compelido á administrar los 
bienes del pupilo, durante et juicio de excusas; y el 
juez daba entretanto un curador al huérfano. (Ley 17 
párrafo 1.° tit. 1 lib. 49 Digesto.) Pero si en definitiva 
eran desechadas las excusas, quedaba responsable de 
la gestión del sustituto. (Ley 39 parr. 6 tit. 7 lib. 26 
del Digesto: ley 1 tit. 63 lib. 5 del Código.) 
Art. 251. El tutor testamentario que se excuse de la tutela perde-
rá lo que voluntariamente le hubiese dejado el que le nombró. 
Concuerda esta disposición con la del párrafo 2.° 
de la ley 5 tit. 9 lib. 34 del Digesto. Según la ley 28 
tit. 3 lib. 26 del propio Digesto, el tutor testamentario 
que se excuse de aceptar la tutela ha de ser privado de 
lo que le dejó el testador; y hasta sus hijos perderán 
los legados que les asignó, no por afecto á ellos, sino 
23 
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por contemplación á su padre. Qui tutelam testamento 
mandatant excusationis jure súseipere noluit, ab his quoque 
legatis summovendus erit qua? filiis ejes relicta sunt, modo si 
legata filii non a f fectione propia, sed in honorem patris me-
ruerunt. 
CAPITULO VIII. 
Del afianzamiento de la tutela. 
Art. 252. El tutor, antes de que se le defiera el cargo, prestará 
fianza para asegurar el buen resultado de su gestión. 
La fianza, satisdación seg %n el derecho romano, es 
la cauéión que se presta por medio de fiadores. Los tu-
tores y curadores dados en testamento por el padre 
están exentos de prestarla. (Tit. 24 lib. 1.° Instituta: 
párrafo 5 ley 7 tit. 70 lib. 5 del Código.) También lo 
están los nombrados con inquisición por los magistra-
dos mayores. (Párrafo final ley 43 tit. 5 lib. 26 Diges- 
to: leyes 3 y 4 tit. 42 lib. 5 Código.) Deben dar fianza 
los tutores y curadores legítimos, (Párrafo 1 ley 5 títu-
lo 4 libro 26 del Digesto.) los nombrados sin inquisición, 
(Tit. 24 lib. 1.° Instituta.) y los dativos. (Tit. 24 lib. 1.° 
Instituta.) 
Es además conforme el precepto del artículo con el 
del 1865 de la ley de enjuiciamiento civil y 168 de la 
ley hipotecaria. 
Art. 253. La fianza deberá ser hipotecaria ó pignoraticia. 
Sólo se admitirá la personal cuando fuese imposible constituir 
alguna de las anteriores. La garantía que presten los fiadores no impe-
dirá la adopción de cualesquiera determinaciones útiles para la con-
servación de los bienes del menor 6 incapacitado. 
El tit. 24 lib. 1.° de la Instituta admite la fianza 
personal, hipotecaria y pignoraticia; pero el artículo 
1866 de la ley de enjuiciamiento, deja, en parte, sin 
efecto, la disposición romana, y, en su lugar, establece, 
que será admisible toda clase de fianza, á excepción de 
la personal. 
-179— 
Los artículos 168 y 207 y siguientes de la ley hi-
potecaria consignan reglas sobre la manera de consti-
tuirse esa fianza, cuando es hipotecaria. 
El art. 1867 de la ley de enjuiciamiento civil fa-
culta al juez para mandar practicar cualquiera diligen-
cia que estime conveniente en orden á asegurar la efi-
cacia de la fianza y la conservación de los bienes del 
menor 6 incapacitado. 
Art. 254. La fianza deberá asegurar: 
1.° El importe de los bienes muebles que entren en poder del 
tutor. 
2.° Las rentas 6 productos que durante un año rindieren los bie-
nes del menor 6 incapacitado. 
3.° Las utilidades que durante un año pueda percibir el menor 
de cualquier empresa mercantil ó industrial. 
El párrafo 2 tit. 24 del lib. 1.° de la Instituta exige, 
que la fianza sea idónea; y concede á los menores é in-
capacitados, como último refugió, la acción subsidiaria 
contra aquellos que descuidaron exigir fianza á los tu-
tores y curadores 6 permitieron que se les diese poco 
idónea. 
Conforme á lo prevenido en el artículo 1865 de la 
ley de enjuiciamiento civil, el tutor 6 curador habrá de 
presentar la fianza que el juez estime necesaria para 
garantizar el importe de los bienes muebles, y la venta 
6 producto de los inmuebles que constituyan el cau-
dal del menor 6 incapacitado. 
Art. 255. Contra los acuerdos del consejo de familia señalando 
la cuantía, ó haciendo la calificación de la fianza, podrá el tutor recu-
rrir á los Tribunales; pero no entrará en posesión de su cargo sin ha-
ber prestado la que se le exija. 
Art. 256. Mientras se constituye la fianza, el protutor ejercerá los 
actos administrativos que el consejo de familia crea indispensables 
para la conservación de los bienes y percepción de sus productos. 
Según queda dicho, la fianza que cónstituya el tu-
tor 6 curador, ha de ser á satisfacción del juez, y él la 
aprobará 6 mandará ampliarla, según estime necesario, 
para que queden garantidos los bienes y derechos del 
menor 6 incapacitado. Contra el acuerdo del juez po- 
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drá el tutor 6 el curador utilizarse, según creemos, del 
de recurso que le concede el precepto contenido en el 
artículo 1873 de la ley de enjuiciamiento civil. 
La disposición del art. 256 es un vacío que se nota 
en la ley de enjuiciamiento civil. Por analogía al caso 
previsto en el art. 250 precedente, procedería en Roma, 
según la ley 17 tit. 1 lib. 49 del Digesto, el nombra-
miento de un curador interino. Entendemos que es 
deber del juez, persona á quien la ley confía la defensa 
de los intereses de los menores é incapacitados, acudir, 
en cada caso, á suplir las deficiencias legales. 
Art. 257. La fianza hipotecaria será inscrita en el Registro de la 
propiedad. La pignoraticia se constituirá depositando los efectos ó va-
lores en los establecimientos públicos destinados á este fin. 
El artículo 168 de la ley hipotecaria establece hi-
poteca legal en favor de los menores é incapacitados, 
sobre los bienes de sus tutores 6 curadores, por los que 
estos hayan recibido de ellos y por la responsabilidad 
en que incurren. Los artículos 207 y siguientes de la 
propia ley y 145 y siguientes de su reglamento, deter-
minan la manera de constituirse esa hipoteca y las 
circunstancias que ha de expresar el acta de su consti-
tución para inscribirla en el Registro de la propiedad. 
El juez, en el auto que dicte aprobando la fianza 
propuesta, dispondrá en él , en conformidad al artículo 
1867 de la ley de enjuiciamiento civil, la inscripción 
en el mencionado Registro de los bienes raíces en que 
consista la fianza. Dispondrá también en el mismo auto 
el depósito de los valores 6 efectos en que se constituya 
la misma. 
Art. 258. Deberán pedir la inscripción ó el depósito: 
1.0 El tutor. 
2.0 El protutor. 
3.° Cualquiera de los vocales del consejo de familia. 
Los que omitieren esta diligencia serán responsables de los daños 
y perjuicios. 
Cuando la ley no reconocía á la madre, en defecto 
del padre, la patria potestad sobre sus hijos, dispuso el 
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artículo 211 de la hipotecaria, que el hijo cuya ma-
dre, siendo 6 habiendo sido su tutora 6 curadora, 
hubiese contraido nuevo matrimonio antes de la apro-
bación de las cuentas de su tutela 6 curaduría, podía 
exigir que el padrastro constituyese sobre sus propios 
bienes hipoteca especial bastante á responder de las 
resultas de dichas cuentas. Siendo el hijo menor de 
edad, establecía el artículo siguiente, que deberían pe-
dir en su nombre esa hipoteca y calificar la suficiencia 
de la que se ofreciere, el tutor 6 curador, el curador 
para pleitos, cualquiera de los parientes del hijo por la 
línea paterna y en defecto de todos ellos los parientes 
de la línea materna. 
Practicadas las diligencias acordadas, dice el artí-
culo 1868 de la ley de enjuiciamiento civil, y otorgada 
por el tutor 6 curador la obligación de cumplir los de-
beres de su cargo conforme á las leyes, el juez acorda-
rá el discernimiento del cargo. Y como la práctica de 
las diligencias á que alude son, la inscripción en el 
Registro de la propiedad de los bienes que se ofrecen 
en fianza y el depósito de los valores 6 efectos que se 
dan en igual concepto, resulta, que no hay_ lugar á que 
nadie pida la inscripción ó el depósito referidos en el 
artículo que examinamos, ya que, sin el previo cumpli-
miento del auto judicial que previene el artículo 1867 
anterior, 6 sea, sin la previa inscripción y depósito, no 
podrá hacerse entrega por inventario al tutor 6 curador 
del caudal del menor 6 incapacitado. 
Art. 259. La fianza podrá aumentarse 6 disminuirse durante el 
ejercicio de la tutela, según las vicisitudes que experimenten el cau-
dal del menor 6 incapacitado y los valores en que aquélla esté consti-
tuida. 
No se podrá cancelar totalmente la fianza hasta que, aprobadas 
las cuentas de la tutela, el tutor haya extinguido todas las responsa-
bilidades de su gestión. 
Si la fianza llegare á ser insuficiente, podrá el juez, 
de oficio 6 á instancia de cualquiera persona, mandar 
que se amplíe hasta la 'cantidad que, según su pruden- 
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te arbitrio, sea necesaria para asegurar las resultas de 
la administración, guardándose las formalidades que en 
los artículos anteriores quedan prevenidas. (Artículo 
1869 ley de enjuiciamiento civil.) 
El artículo 215 de la ley hipotecaria repite el mis-
mo precepto, y afiade que el juez 6 tribunal adoptará 
las providencias oportunas, para asegurar los intereses 
del menor 6 incapacitado. Pero si el juez 6 tribunal no 
creyere procedente exigir dicha ampliación, deberá 
disponer, según el artículo 216 de la propia ley, el 
depósito del sobrante de las rentas, 6 la imposición de 
los fondos, conforme á lo determinado en los números 
3.° y 4.° del artículo 1876 de la citada ley de enjuicia-
miento civil. 
Ninguna de las citadas disposiciones autoriza, corno 
lo hace el artículo del Código, la disminución de la 
fianza durante la tutela 6 curatela. Cuando el caso 
ocurra, el juez será árbitro para decidir sobre la recla-
mación en los términos que bien le pareciere, ya que, 
con arreglo á las prescripciones de la ley  . de enjuicia-
miento civil, es también el único apto para calificar la 
suficiencia de la ofrecida. 
Si la fianza constituida ha de quedar sujeta á las 
resultas de la administración, claro es que no podrá 
cancelarse hasta que, aprobadas las cuentas de la tu-
tela ó curaduría, el tutor 6 curador haya extinguido 
todas las responsabilidades de su gestión. 
A este propósito establece el art. 164 de la ley hi-
potecaria, que las hipotecas legales inscritas subsistirán 
hasta que se extingan los derechos para cuya seguridad 
se hubieren constituido. 
Art 260. Están exentos de la obligación de afianzar la tutela: 
1 0 El padre, la madre y los abuelos, en los casos en que son lla-
mados á la tutela de sus descendientes. 
2.0 
 El tutor testamentario relevado por el padre ó por la madre, 
en su caso, de esta obligación. Esta excepción cesará cuando con pos-
terioridad a su nombramiento sobrevengan causas ignoradas por el • 
testador que hagan indispensable la fianza á juicio del consejo de fa-
milia. 
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3 El tutor nombrado con relevación de fianza por extraños qua 
hubiesen instituido heredero al menor O jncapaz ó dejádole manda de 
importancia. En este caso la exención quedará limitada á los bienes 
ó rentas en que consista la herencia ó el legado. 
¿A quién mejor que á un padre pueden confiarse los 
intereses de su hijo? ¿Qué extraño cariño puede igualar 
al de un padre? Así raciocina la ley 7 tit. 70 lib. 5:° 
del Código, para deducir, que el padre no debe prestar 
caución en garantía de los bienes del hijo que admi-
nistra. Creemos, sin embargo, que no es este el derecho 
vigente en Navarra por lo que respecta á la primera de 
las exenciones que establece el artículo del Código. 
La terminante disposición del artículo 1865 de la 
ley de enjuiciamiento civil, no deja lugar á dudas. Con 
derogación de la ley 7 citada, de la 4 tit. 42 lib.. 5 del 
Código y del tit. 24 lib. 1.° de la Instituta, prescribe, 
que no estando relevado el tutor 6 curador nombrado 
de la obligación de dar fianza, se le requerirá para que 
presente la que el juez estime necesaria: y no exime de 
la obligación al padre, á la madre, ni á los abuelos. 
Según los artículos 1833 y 1.841 de la citada ley 
de enjuiciamiento civil, acreditado el nombramiento de 
tutor 6 curador hecho en disposición testamentaria por 
el padre 6 la madre del menor, mandará el juez que se 
le discierna el cargo sin exigirle fianzas, si se le hubiere 
relevado de darlas. Mas, no obstante esas disposiciones, 
cuando sobrevengan razones muy fundadas, que el 
juez apreciará atendidas las circunstancias especiales 
que en su caso ocurran, podrá exigirles la prestación 
de fianza de que habían sido relevados. (Art. 1835.) 
El título 24 lib. 1.° de la Instituta, el párrafo 5 de 
la ley 7 tit. 70 lib. 5.° del Código y vários otros textos 
romanos, eximían de la obligación de prestar fianza á 
los tutores y curadores nombrados por el padre en dis-
posición testamentaria. 
También la tercera de las exenciones que establece 
el artículo, concuerda con las disposiciones de los artí-
culos 1834 y 1841 de la ley de enjuiciamiento civil. 
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Dicen; se mandará discernir el cargo de tutor 6 curador 
al nombrado por cualquiera persona que haya institui-
do heredero al menor, 6 dejádole manda 6 legado de 
importancia; pero la relevación de fianza en su caso 
sólo se entenderá respecto á los bienes en que consista 
la herencia 6 legado. Mas, á pesar . de esa relevación, 
cuando sobrevengan razones muy fundadas, las mismas 
á que antes hemos hecho referencia, podrá el juez exi-
girles la constitución de la fianza. 
CAPÍTULO IX. 
Del ejercicio de la tutela. 
Art. 261. El consejo de familia pondrá en posesión á los tutores y 
á los protutores. 
Por derecho romano correspondía al magistrado 
poner en posesión á los tutores y curadores nombrados. 
(Tit. 14; párrafo 1.° tit. 23; párrafo 2.° tit. 24, lib. 1.° 
de la Instituta: ley 1 tit. 8 lib. 27 del Digesto.) 
Con arreglo al artículo 1870 de la ley de enjuicia-
miento civil, hecho el discernimiento, se hará entrega 
del caudal del menor 6 incapacitado al tutor 6 curador 
por inventario, que se unirá al expediente, si ya no 
obrare en él, á cuyo pié constará el recibo del expre-
sado tutor 6 curador. Igual entrega y con la misma 
formalidad se hará de los títulos y documentos que se 
refieran á dichos bienes. 
Art. 262. El tutor representa al menor 6 incapacitado en todos los 
actos civiles, salvo aquellos que por disposición expresa de la ley 
pueden ejecutar por sí solos. 
El tutor representa al infante en todos los actos 
que le interesan. (Leyes 1 párrafo 2 tit. 7 lib. 26; 9 
tit. 2 lib. 29 del Digesto.) Tutor non rebus duntaxat, set 
etiana moribus pupilli prceponatur. (Ley_ 12 tit. y libro 
dichos.) Si el pupilo es mayor de la infancia el tutor 
interpone la autoridad en los actos que le interesan. 
Mr' 
-185— 
(Leyes 9 tit. 2 lib. 29; 32 tit. 2 lib. 41 del Digesto: 1 
tit. 32 lib. 7 del Código: tit. 19 párrafo 9.° lib. 3.° de 
la Instituta.) La interposición de la autoridad por el 
tutor es necesaria siempre que del acto ejecutado por 
el pupilo puede resultar perjudicado. (Ley 9 tit. 8 libro 
26 del Digesto: tit. 21 lib. 1.° de la Instituta.) Al tutor 
le está prohibido prestar su autoridad en cosa propia. 
(Ley 1 tit. 8 lib. 26 del Digesto.) 
- 
Los curadores no interponen la autoridad como los 
tutores; tan solo prestan el consentimiento. (Ley 11 
tit. 8; ley 2 tit. 9; ley 5 tit. 9 lib 26 del Digesto.) 
Otorgada apud acta por el tutor ó curador obliga-
ción de cumplir los deberes de su cargo conforme a las 
leyes, el juez acordará el discernimiento del cargo. En 
el acta del discernimiento le conferirá facultades para 
representar al menor 6 incapacitado con arreglo á las 
leyes, y para cuidar de su persona y bienes, y dispon-
drá que se ponga el correspondiente testimonio del 
acta en el registro del Juzgado. (Artículo 1868 de la 
ley de enjuiciamiento civil.) 
La excepción establecida por el artículo del Código 
está en su lugar. Podrá, por ejemplo, el menor otorgar 
su disposición testamentaria sin el consentimiento y sin 
la intervención del curador. Podrá también el menor 
mayor de 18 años administrar los bienes de la sociedad 
conyugal sin que medie ese consentimiento. Podrá, en 
una palabra, ejecutar por sí solo todos los actos civiles 
para los que estuviere facultado por las leyes. 
Art. 263. Los menores ó incapacitados sujetos á tutela deben res-
peto y obediencia al tutor. Este podrá corregirlos moderadamente. 
El tutor, en cuanto a todo lo que conviene al pupi-
lo, debe ser tenido como señor. (Leyes 27 tit. 7 lib. 26; 
56 tit. 2 lib. 47 del Digesto.) Y según el título 13 libro 
1.° de la Instituta, llámanse tutores á los que ejercen 
fuerza y potestad en una cabeza libre, para defender á 
aquél que por su edad no puede defenderse. Los desig-
na también con los nombres de protutores y defensores. 
24 
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Estos preceptos denotan cierta consonancia con la 
disposición del artículo; pero la verdad es, que aun ad-
mitido que los menores 6 incapacitados deben respeto 
y obediencia á los tutores y curadores, ni los textos 
anotados, ni ninguno otro de que tengamos noticia, 
facultan á éstos, al menos expresamente, para corregir-
los, ni siquiera moderadamente. Téngase, sin embargo, 
en cuenta, que obligado el tutor á cuidar de la buena 
educación del menor, debe también tener facultad para 
corregirlo moderadamente, porque de lo contrário re-
sultaría el absurdo de que á la vez que se le impone 
un deber se le niegan los medios adecuados para cum-
plirlo. 
Art. 264. El tutor está obligado: 
1.0 A alimentar y educar al menor ó incapacitado con arreglo á 
su condición y con estricta sujeción á las disposiciones de sus padres, 
ó a las que, en defecto de éstos, hubiera adoptado el consejo de familia. 
2° A procurar por cuantos medios proporcione la fortuna del lo-
co, demente ó sordomudo, que éstos adquieran ó recobren su capa-
cidad. 
3.0 A hacer inventario de los bienes á que se extienda la tutela, 
dentro del término que al efecto le señale el consejo de familia. 
4° A administrar el caudal de los menores ó incapacitados con la 
diligencia de un buen padre de familia. 
'6° A solicitar oportunamente la autorización del consejo de fa-
milia para todo lo que no pueda realizar sin ella. 
6° A procurarla intervención del protutor en todos los casos en 
que la ley la declara necesaria. 
1.° La ley 3 tit. 2 lib. 27 del Digesto, previene, que 
al pretor compete la facultad para señalar alimentos á 
los pupilos y para fijar, en cada caso, la cantidad que 
los tutores ó curadores deben invertir en ese objeto. 
Consigna reglas para puntualizar la cuantía de los ali-
mentos, y prescribe lo que corresponde gastar, habida 
consideración á las circunstancias del menor, en darle 
la instrucción competente: Modum autem patrimonii 
spectare debet, quum alimenta decernit; et debet statuere tam 
moderate, ut non universum reditum patrimonii in alimenta 
decernat, sed semper sit, ut aliquid ex reditu supersit. (Pá-
rrafo 1.° ley 3 tit. 2 lib. 27 Digesto.) Sed si egeni sunt 
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pupilli, de suo eos alece tutor non compellitur; et si forte 
post decreta alimenta ad qure decretó sunt, quemadmodum 
soient augeri, si quid patrimonio accesserit. (Párrafo 6.° 
ley citada.) In amplis... quod exhibitioni frugaliter su f fi-
cit, modurn alimentis dabit. (Párrafo 3 ley citada.) Idem 
ad instr uctionem  solet decerne"^ e respectu ,facultatum et 
atatis eorurn, qui instruuntur. (Párrafo 5 ley citada.) 
La ley 5 siguiente ordena, el lugar en que ha de 
habitar el pupilo y ser educado en los casos en que se 
suscite cuestión acerca de estos extremos: Causa cognita 
id Prresidem statuere oportebit. 
Según los artículos 1861 y 1862 de la ley de en-
juiciamiento civil, en vista de lo que expongan el cura- 
dor y el ministerio fiscal, dictará el juez el auto que. 
corresponda, fijando la cantidad en que ha de consistir 
la pensión alimenticia, si opta por este medio, 6 si ha 
de entenderse frutos por alimentos. Pero lo dispuesto 
en ese auto solo será aplicable 'al caso en que el que 
haya nombrado heredero al menor no hubiere dispueá-
to otra cosa. 
2.° Declara el párrafo 8.° de la ley 22 tit. 3 libro 
24 del Digesto la obligación de suministrar al furioso 
cuanto fuere necesario para su alimento, cuidado y cu-
ración, dentro de los límites de su fortuna; y según el 
prefacio de la ley 7 tit. 10 lib. 27 del Digesto, por con-
sejo y obra del curador debe defenderse, no sólo el 
patrimonio, sino también el cuerpo y la salud del furio-
so: Consilio et opera curatoris tueri debet non solum patri-
monium, sed et corpus ac salus furiosi. 
3.° El tutor que no hiciere repertorio 6 sea inven-
tario, no mediando una causa justísima, parece que 
cometió dolo; y se hace responsable de su importe, y se 
le priva de la administración mientras no cumpla con 
ese requisito. (Prefacio á la ley 7 tit. 7 lib. 26 del Di-
gesto.) Más esplícita es todavía la ley 24 tit. 37 lib. 5 
del Código: en cuanto los tutores 6 curadores obtuvie-
ren el nombramiento deberán tomar formal inventario 
or 
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de todos los efectos y de todos los documentos corres-
pondientes á los menores 6 incapacitados en presencia 
de personas públicas: Tutores vel curatores mox quam 
fuerint ordinati, sub prcesentia publicarurn personarum in-
ventarium rerum omnium et instrumentorum solemniter fa-
cere curabunt. (Ley 24 citada.) 
Y el art. 1870 de la ley de enjuiciamiento civil dis-
pone, que hecho el discernimiento, se hará entrega del 
caudal del menor 6 incapacitado al tutor 6 ctirador por 
inventario, que se unirá al expediente, si ya no obrare 
en él, á cuyo pié constará el recibo de ese tutor 6 cu-
rador. Igual entrega y con la misma formalidad se hará 
de los títulos y documentos que se refieran á los bienes 
inventariados. 
4.° Los tutores y curadores están obligados á ad-
ministrar el caudal de los menores é incapacitados con 
la diligencia de un buen padre de familia. (Tit. 7 libro 
26 del Digesto; tit. 37 lib. 5. 9 del Código; artículos 
1868, 1876, 1877 y .1878 de la ley de enjuiciamiento 
civil.) Generaliter, quotiescunque non fit nomine pupil -i, 
.quod quivis paterfamilias idoneus fecit, non videtur defendi. 
(Ley 10 tit. 7 lib. 26 del Digesto.) A tutoribus et cura-
toribus, pupillorum eadem diligentia exiyenda est circa ad-
ministrationem rerum pupillarium, quam paterfamilias 
rebus suis ex bona fide prcebere debet. (Ley 33 tit. y libro 
citados.) 
5.° Por derecho romano estaba prohibido al tutor 
enagenar los bienes del menor, sin autorización judicial, 
no sólo los inmuebles, sino también los muebles precio-
sos quce servando servari possunt. (Ley 22 tit. 3 lib. 5 del 
Código.) Había de probarse, al efecto, la absoluta ne-
cesidad de la enagenación, y no bastaba probar la sola 
utilidad; ó en otro caso era necesario que la finca fuese 
estéril 6 insalubre. (Leyes 5 parr. 14 y 13 tit. 9 lib. 27 
del Digesto.) La venta en pública subasta no era requi-
sito exigido por este derecho, pero el juez debía cuidar 
de que el producto de la enagenación se invirtiese en 
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el objeto propuesto. (Ley 5 citada.) Aparte de lo refe-
rido, podía el tutor enagenar esos bienes, sin el previo 
decreto judicial, si el padre expresamente lo hubiese 
ordenado en su testamento. (Ley 1 párrafo 3 tit. y libro 
citados.) 
Según la legalidad vigente, no pueden enagenarse 
los bienes de los menores é incapacitados, ni transigirse 
acerca de sus derechos, ni extinguirse los derechos 
reales en su favor establecidos, sin la previa autoriza-
ción judicial, mediante cumplimiento de los trámites 
saalados en los artículos 2011 y siguientes de la ley 
de enjuiciamiento civil. Con arreglo al artículo 1049 de 
la propia ley, las liquidaciones y particiones de heren-
cia hechas extrajudicialmente, deberán presentarse á la 
aprobación judicial siempre que tengan interés en ellas 
menores 6 incapacitados. Claro es pues que en estos y 
otros casos el tutor ó curador habrá de obtener la au-
torización requerida por las leyes. 
6.° Inadmisible el cargo de protutor, según repe-
tidamente dejamos consignado, no podrá tener cumpli-
miento en Navarra el precepto del número 6.° del 
artículo que examinamos. 
La ley 2 tit. 17 lib. 3 de la Novísima Recopilación 
y 97 de las Cortes de los años 1817 y 1818, ordenaron, 
que el tutor y curador estaban obligados á anunciar los 
arrendamientos de los bienes de los pupilos y menores 
en pública subasta, con ocho días de antelación al en que 
hubiese de celebrarse el remate, previa fijación del día 
y hora en que había de tener lugar el acto; y que para 
hacerle se hayan de juntar en la casa del Concejo 6 Regi-
miento precediendo pregon en que se aperciba, y que en ella 
se haya de rematar, y dentro de veinte días se_ admitan 
cualesquiera pujas, que sean en beneficio de los menores. Y 
que las arrendaciones, que de otra suerte se hicieren, sean 
nulas. 
A pesar de que la transcrita disposición, de fecha 
relativamente moderna, tiene por nulos los contratos de 
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arrendamiento de los bienes de menores hechos en for-
ma distinta á la ordenada, lo cierto es que no se observa, 
debido acaso á que el cumplimiento de esas formalida-
des más bien perjudican que favorecen los intereses. 
cuya defensa tomó á su cargo la ley. Ha podido tam-
bién influir la ley de enjuiciamiento civil, derogatoria, 
en gran parte, no sólo de nuestra diminuta •legislación 
civil, sino también de la romana, á que caiga en desuso 
el precepto de la Novísima que examinamos. Hoy los 
contratos de arrendamiento de bienes de menores no se 
sujetan á ninguna disposición especial. 
Art. 265. El inventario se hará con intervención del protutor y 
con asistencia de dos testigos elegidos por el consejo de familia. Este 
decidirá, según la importancia del caudal, si deberá además autorizar 
el acto algún Notario. 
El prefacio dé la ley 7 tit. 7 lib. 26 del Digesto, 
exige que los tutores y curadores reciban inventario de 
todos los bienes de los menores é incapacitados antes 
de entrar á administrarlos; y, según la ley 24 tit. 37 
libro 5.° del Código, ese inventario deberá formarse á 
presencia de personas públicas. 
Si el caudal del menor 6 incapacitado no fuere co-
nocido, expresa el párrafo 2.° del art. 1861 de la ley de 
enjuiciamiento civil, bastará, para los efectos de este 
artículo, que el tutor 6 curador nombrado presente un 
inventario simple del caudal del menor, formado con 
citación del promotor fiscal y asistencia de dos de los 
parientes más próximos de dicho menor, uno por cada 
línea; y si no los hubiere, de dos vecinos de arraigo 
designados por el juez. En ningún caso será preciso, 
con arreglo á esta ley, que el acto esté autorizado poi 
Notario. 
Art. 266. Las alhajas, muebles preciosos, efectos públicos y valo-
res mercantiles 6 industriales, que, á juicio del consejo de familia, no 
hayan de estar en poder del tutor, serán depositados en un estableci-
miento destinado á este fin. 
Los demás muebles y los semovientes, si no estuvieren tasados, 
se apreciarán por peritos que designe el conseja de familia. 
Concuerda esencialmente con la ley 24 tit. 37 libro 
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5.° del Código. Dispone que los tutores y curadores 
pongan bajo una segurísima custodia el oro, la plata y 
los demás objetos de la pertenencia de los menores 6 
incapacitados que no se destruyen por la acción del 
tiempo. 
Al exigir el art. 1865 de la ley de enjuiciamiento 
civil, que los tutores y curadores darán la fianza que 
el juez estime necesaria para garantizar el importe de 
los bienes muebles, y la venta 6 producto de los inmue-
bles que constituyan el caudal del menor ó incapacita-
do, parece que les releva de la obligación de depositar 
en lugar seguro las alhajas, muebles preciosos, efectos 
públicos y valores mercantiles 6 industriales. Podrá, 
sin embargo, el juez, á su arbitrio; en uso de la facul-
tad que le concede el caso 3.° del art. 1867 de la pro-
pia ley, ordenar la práctica de cualquiera diligencia 
que considere conveniente para la eficacia de la fianza 
y conservación de los bienes del menor 6 incapacitado; 
y podrá, en consecuencia, disponer el depósito de esas 
alhajas, muebles preciosos, efectos, valores y demás 
objetos que á su juicio conviene queden guardados en 
lugar seguro. 
La disposición del párrafo 2.° del artículo conviene 
con la del 1865 de la citada ley de enjuiciamiento civil, 
y también con lo que prescribe el 1861 de la misma 
ley. 
Art. 267. El tutor que, requerido al efecto por Notario, por el 
protutor ó por los testigos, no inscribiese en el inventario los créditos 
que tenga contra el menor, se entenderá que los renuncia.. 
Los párrafos 5 y 7 de la ley 9 tit. 7 lib. 26 del Di-
gesto autorizan al tutor para cobrarse su crédito contra 
el padre del pupilo de los dineros de éste si los tuviere; 
y si no lo hacía perdía el interés 6 las usuras producto 
del crédito. Nam et sibi solvere potest, si modo fuit pecu-
nia, unde solvat. 
La obligación del tutor y curador á incluir en el 
inventario sus créditos contra el menor 6 incapacitado, 
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se desprende, no sólo de los párrafos citados de la ley 
9 y de las leyes 7 tit. 7 lib. 26 del Digesto, y 24 tit. 27 
lib. 5.° del Código, sino también de los artículos 1861, 
1862, 1870 y 1876 de la ley de enjuiciamiento civil; 
porque el inventario dejará de ser completo si se omi-
ten 6 dejan de incluirse en él los débitos del menor 6 
incapacitado. Además, previene la ley 8 tit. 34 lib. 5.° 
del Código, que queda prohibido nombrar por curador 
al detentador de los bienes del menor 6 incapacitado; 
de modo que si viniese á ser acreedor de éste, no podrfa 
administrar sus bienes sin acompañarse de otro adjunto 
curador. En este caso, deberá el curador, en cuanto 
fuere nombrado, manifestar, con juramento, ser acree-
dor 6 detentador de 'los bienes del menor, bajo pena de 
pérdida de su derecho é acción. Lo mismo dispone el 
capítulo 2.° de la Novela 72. 
Art. 268. Cuando acerca de la pensión alimenticia del menor ó 
incapacitado nada hubiese resuelto el testamento de la persona por 
quien se hizo el nombramiento de tutor, el consejo de familia, en vis-
ta del inventario, decidirá la parte de rentas 6 productos que deba in :. 
 vertirse en aquella atención. 
Esta resolución puede modificarse a medida que aumente ó dis-
minuya el patrimonio de los menores 6 incapaces, 6 cambie la situa-
ción de éstos. 
Véase lo dicho al examinar el número 1.°.del artí-
culo 264 precedente. Las leyes 3 tit. 2 lib. 27; 3 párra-
fo 3 tit. 7 lib. 26; y 2 párrafo 3 tit. 2 lib. 27 del Di-
gesto hacen también relación al caso previsto en el 
artículo. 
Las disposiciones de los artículos 1861, 1862 y 
1864 de la ley de enjuiciamiento civil, en todo seme-
jantes á las del artfculo del Código, conceden al juez 
la facultad de decidir la parte de rentas ó productos 
que deba invertirse en alimentos del menor ó incapaci-
tado. 
Art. 269. El tutor necesita autorización del consejo de familia: 
1.0 Para imponer al menor los castigos de que tratan el número 
2.° del art. 155 y el art. 156. 
2.. Para dar al menor una carrera ú oficio determinado cuando 
-193— 
esto no hubiese sido resuelto por los padres, y para modificar las dis-
posiciones que éstos hubiesen adoptado. 
3.° Para recluir al incapaz en un establecimiento de salud, á 
menos que la tutela esté desempeñada por el padre, la madre ó algún 
hijo. 
4.° Para continuar el comercio 6 la industria á que el incapaci-
tado 6 sus ascendientes á los del menor hubiesen estado dedicados. 
5.0 Para enagenar 6 gravar bienes que constituyan el capital de 
los menores ó incapaces, 6 hacer contratos ó actos sujetos á inscrip-
ción. 
6° Para colocar el dinero sobrante en cada año después de cu-
biertas las obligaciones de la tutela. 
7.° Para proceder la división de la herencia ó de otra cosa que 
el menor 6 incapacitado poseyere en común. 
8.0 Para retirar de su colocación cualquier capital que produzca 
intereses. 
9.0 Para dar y tomar dinero á préstamo. 
10. Para aceptar sin beneficio de inventario cualquier herencia, 
6 para repudiar ésta ó las donaciones. 
11. Para hacer gastos extraordinarios en las fincas cuya admi-
nistración comprenda la tutela. 
12. Para transigir y comprometer en árbitros. las cuestiones en 
que el menor 6 incapacitado estuviere interesado. . 
13. Para entablar demandas en nombre de los sujetos á tutela y 
para sostener los recursos de apelación y casación contra las senten-
cias en que hubiesen sido condenados. 
Se exceptúan las demandas y recursos en los juicios verbales. 
El tutor y el curador, unas veces por sí solos, otras 
mediante la autorización judicial, pero siempre sin con-
tar con el consejo de familia que no tiene subsistencia 
en Navarra, podrán ejecutar, en los términos que ex-
presaremos, los actos y contratos á que hacen referen-
cia los números de este artículo. 
1.° Véase lo dicho al ocuparnos del art. 263 pre-. 
cedente. El párrafo 3.° de la ley 12 tit. 7 lib. 26 del 
Digesto, expresa, que el tutor se dá para vigilar las cos-
tumbres del pupilo y para mejorarlas en cuanto de aquél 
dependan; y según la ley 10 de los propios titulo y libro, 
el tutor que en nombre del pupilo no hace lo que debe 
practicar un buen padre de familias, parece que desa-
tiende el cumplimiento de sus deberes y deja indefenso 
al pupilo. Todo esto parece denotar que ha de caber al 




pero no hallamos texto alguno que así expresamente lo 
determine. Más difícil es aún fundar en el derecho ro- 
mano la facultad de imponer el castigo á que se refiere 
el art. 156 del Código. 
2.° Deber del tutor y del curador es atender á la 
educación del pupilo ó• menor que se le confió, invir-
tiendo en ese destino las sumas señaladas, si es que al-
guna se señaló, al hacerse el discernimiento del cargo. 
Esa obligación se halla consignada en las leyes 2 y 3 
tit. 2 lib. 27 del Digesto; en la 12 tit. 7 lib. 26 del pro-
pio Digesto; y G tit. 10 lib. 37 del mismo cuerpo legal. 
El párrafo 5.° de la ley últimamente citada, dice tex-
tualmente: non solum alimenta pup illo prcestar°i debent, sed 
et in stadia, et in teteras necessarias impensas debet impendi 
pro modo facultatum. 
3.° Véase lo dicho al número 2.° del art. 264. En es-
te y otros casos el curador obrará libremente, pero ate-
niéndose en todo caso á las resoluciones judiciales, y 
mirando por la salud y cuidado del incapacitado cuya 
dirección le corresponde. 
4.° La ley 58 tit. 7 lib. 26 del Digesto, ordena, que 
el tutor continúe negotiationem guam pater exercebat, si así 
lo dispuso en su testamento. Con arreglo al art. 4.° del 
Código de Comercio tienen capacidad legal para ejercerlo 
habitualmenté los mayores de 21 años. Y, según el ar-
ticulo 5.° del propio Código, los menoros de 21 arios y 
los incapacitados podrán continuar, por medio de sus 
guardadores, el comercio que hubieren ejercido sus pa-
dres 6 sus causantes. Si los guardadores carecieren de 
capacidad legal para comerciar, 6 tuvieren alguna in com-
patibilidad, estarán obligados á nombrar uno ó más fac-
tores que reunan las condiciones legales, quienes les 
suplirán en el ejercicio del comercio. En la liquidación 
de sociedades mercantiles en que tengan interés perso-
nas menores de edad ó incapacitadas, dice el art. 234 
del propio Código, obrarán el padre, madre 6 tutor de 
éstas, según los casos, con plenitud de facultades, como 
••••••••=1,17...••n•••••••", 
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en . negocio propio, y serán válidos é irrevocables, sin 
beneficio de restitución, todas los actos que dichos re-
presentantes otorgaren 6 consintieren por sus represen-
tados, sin perjuicio de la responsabilidad que aquéllos 
contraigan para con éstos por haber obrado con dolo 6 
negligencia. 
5.° Las leyes 22 tit. 37 lib. 5 del Código; 5 párra-
fo 14, 13 tit. 19 lib. 27; 28 tit. 16 lib. 50 del Digesto, 
se ocupan de la misma materia, pero podemos excu-
sarnos de su exámen ya que actualmente son inaplica-
bles entre nosotros y quedan suficientemente relaciona-
das al número 5.° del art. 264. 
Los artículos 2011 y siguientes de la ley de enjui-
ciamiento civil, exijen licencia judicial para enagenar 6 
gravar los bienes de menores 6 incapacitados que sean 
inmuebles, efectos públicos y valores de toda especie, 
al portador 6 nominativos, derechos de todas clases, alha-
jas, muebles y objetos preciosos que puedan conservar-
se sin menoscabo; para transigir sobre los derechos de 
los mismos; para gravar 6 hipotecar sus bienes inmue-
bles, y para la extinción de derechos reales también de 
su pertenencia; y determina el procedimiento que ha 
de seguirse para obtener la autorización necesaria. La 
Real Orden de 28 de Agosto de 1876 había exigido ya, 
que los Notarios que fueren requeridos para autorizar 
algún acto 6 contrato de venta, retroventa, hipoteca 6 
cualquier otro por el que resultasen gravados 6 enage-
nados bienes inmuebles pertenecientes al peculio de los 
hijos no emancipados, reclamasen de los otorgantes el do-
cumento que acreditase haberse concedido la correspon-
diente autorización judicial. 
Conviene hacer constar la excepción introducida 
por el art. 6.' de la ley de expropiación forzosa de 10 
de Enero de 1879, según el cual, todos los que no pue-
den enajenar los bienes que administran sin el permiso 
de la autoridad judicial, quedan autorizados para veri-
ficarlo en los casos que dicha ley indica, sin perjuicio 
i 
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de asegurar con arreglo á derecho las cantidades que 
reciban á consecuencia de la enajenación en favor de 
menores ó representados. 
6.° El tutor será responsable por las usuras del 
dinero del pupilo que no dió á interés. (Ley 15 tit. 7 
lib. 26 del Digesto.) Los tutores y curadores están obli-
gados á invertir el dinero de los menores é incapacita-
dos en compra de predios, y cuando esto no fuere po-
sible, á colocarlo á interés, siendo de su cuenta y riesgo 
la realización en su día de los créditos. (Ley 24 tit. 37 
lib. 5.° del Código.) Los capítulos 6.° y 7.° de la Novela 
72 mitigan, en gran parte, los deberes correspondientes 
por los preceptos anteriores á los tutores y curadores, 
pues no les obligan á prestar dinero á interés, á no ser 
por propia cuenta y riesgo; pero sí deben conservarlo 
6 depositarlo en lugar seguro. 
El artículo 1876 de la ley de enjuiciamiento civil 
impone á los jueces la obligación de examinar dentro 
de los ocho primeros días de cada año el registro de tute-
las y curatelas; y después de pedir los informes que sean 
necesarios, acordará, según los casos, el depósito en el 
establecimiento correspondiente de los sobrantes de las 
rentas 6 productos de los bienes de los menores ó in-
capacitados, y la imposición lucrativa de los fondos 
existentes, á que no deba darse aplicación especial. 
7.° Véase lo dicho al número 5.° anterior. Ad di-
visionis causam provocante majore socio alienationem et sine 
decreto fieri jam pridem obtinuit. (Ley 17 tit. 71 lib. 5 del 
Código.) Si communis res erit, et socius ad divisionem 
provocet: aut si creditor, qui pignori agrum a patre pupilli 
acceperit, jus exequetur nihil novandum censo. (Ley 1 pá-
rrafo 2 tit. 9 lib. 27 del Digesto.) Es decir, que siem-
pre que la enagenación es impuesta por la necesidad 6 
no depende de la voluntad del tutor, habrá de asentir 
á ella, y entonces ordinariamente no habrá menester 
proveerse de decreto judicial. 
El artículo 1049 de la ley de enjuiciamiento civil 
e 
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exige la aprobación judicial en las liquidaciones y par-
ticiones de herencia en que tengan interés los menores 
á incapacitados. La división de cualquiera otra cosa 
supone siempre enagenación ó transacción sobre dere-
chos; y si pertenece á un menor ó incapacitado es evi-
dente que, por el nuevo derecho, según antes se ha 
referido, será requisito necesario obtener la licencia 
judicial. 
8.° El tutor y el curador manejan por su cuenta 
y riesgo los capitales de los menores é incapacitados, 
al tenor de las leyes 15 tit. 7 lib. 26 del Digesto, 24 
tit. 37 lib. 5.° del Código y capítulo 6.° de la Novela 
72; y claro es que no han menester contar con la auto-
rización de nadie para retirarlos de la colocación dada 
á interés. El menor, en todo caso, tendrá expedita la 
acción para implorar el beneficio de la restitución in 
integrum. 
Otra cosa será cuando se trate de realizar capitales 
asegurados con hipoteca. En tal caso, el tutor ó cura-
dor necesitará proveerse de la competente autorización 
judicial, ya que sin ese requisito, según lo prevenido 
en el artículo 2030 de la ley de enjuiciamiento civil, 
no pueden extinguirse los derechos reales que pertenez-
can á menores ó incapacitados. 
9.° Dar dinero en préstamo á interés pueden los 
tutores y curadores sin previa autorización judicial. 
(Textos romanos citados al número anterior.) 
La ley 3 tit. 39 lib. 5 del Código, concede acción 
personal al tutor 6 curador contra el menor por el di-
nero que aquellos hayan tomado á préstamo en nombre 
de éste y se haya invertido en su provecho. Igual pre-
cepto establece la ley 27 tit. 1 lib. 12 del Digesto. 
Si el préstamo que se recibe ha de garantizarse con 
hipoteca de bienes del menor 6 incapacitado, será in-
dispensable que el juez entienda en el asunto y otor-




10. 4 No se puede adquirir la hereneia por medio 
de curador. (Ley 40 tit. 2 lib. 39 del Digesto.) Pero se 
entenderá que la adquiere el pupilo que ejecuta volun-
tariamente actos de heredero con autoridad de su tu-
tor. (Leyes 5 y 18 tit. 30 lib. 6 del Código.) Por de-
recho romano el tutor admite la herencia por el pupilo 
menor de 7 años, y el curador por el furioso, ya que ni 
éste ni el infante pueden ejecutar actos legítimos. (Ley 
5 tit. 17 lib. 50; 14 tit. 1 lib. 23 del Digesto.) El pupi-
lo mayor de la infancia y los menores han de aceptar 
la herencia personalmente, pero mediante la autoridad 
del tutor 6 curador por tratarse de un acto llamado le-
gítimo. (Leyes 77 y 125 tit. 17 lib. 50; 90 tit. 2 lib. 29 
del Digesto: 5 tit. 30 lib. 6 del Código.) Tiene facultad 
el tutor para admitir y aceptar lisamente las donacio-
nes, legados y otras ventajas otorgadas en favor del 
menor. 
Responsables los tutores y curadores de la gestión 
de los bienes propios de los pupilos, menores é incapa-
citados, obrando cuerdamente, aceptarán en todos los 
casos las herencias á beneficio de inventario, sin daño 
para éstos y sin peligro para aquéllos. Para esto y para 
repudiar la herencia y rechazar las donaciones que no 
convengan á los menores 6 incapacitados no necesita-
rán los guardadores, según lo expuesto, de autorización 
alguna. 
11. La ley 22 tit. 37 libro 5.° del Código, ordena 
á los tutores el cuidado y reparación de los bienes de 
los menores. No habrán menester de autorización los 
guardadores para hacer gastos extraordinarios en las 
fincas de los menores 6 incapacitados, siempre que sean 
necesarios, útiles 6 reproductivos. En otro caso, con-
traerán las responsabilidades inherentes á la mala ad-
ministración de los bienes confiados á su cuidado. 
12. Las leyes 54 párrafo 5, 56 párrafo 4 tit. 2 libro 
47; 46 párrafo 7 tit. 7 lib. 26 del Digesto, y 4 tit. 71 





nuestro objeto basta saber, que, con arreglo al art. 2025  
y siguientes de la ley de enjuiciamiento civil, es ne-
cesaria la autorización judicial para transigir y com-
prometer en árbitros y amigables componedores las  
cuestiones en que el menor 6 incapacitado estuviere  
interesado.  
13. Los menores de edad que no estén sujetos á la  
patria potestad, serán representados en juicio por sus  
tutores 6 curadores. (Párrafo 2.° del art. 1852 de la ley  
de enjuiciamiento civil.)  
En el caso de que los padres del menor sujeto á la 
 
patria potestad, 6 sus tutores 6 curadores, no puedan  
representarlos en juicio, con arreglo á las leyes, se pro-
cederá .á nombrarles un curador para pleitos. Lo mis-
mo se hará si el menor 6 incapacitado no tuviere nom-
brado tutor 6 curador. (Art. 1853 de la propia ley.) 
 
Conforme á esta ley no es necesaria la autorización 
 
á que alude el número que examinamos para que el tu-
tor ó curador entablen y prosigan los pleitos que inte-
resen á los menores 6 incapacitados. 
 
Son suficientes los tutores para toda defensa, ya 
 
sea que litiguen en su nombre, ya en el del pupilo 
 
prestando su autoridad. Si éste está en la infancia 6 está 
 
ausente contesta el pleito el mismo tutor; pero si es 
 
mayor de siete años y está presente el tutor presta su 
 
autoridad. (Párrafo 2 de la ley 1 tit. 7 lib. 26 del Di-
gesto.)  
Al tutor 6 curador impone la ley 28 tit. 37 libro 5 
 
del Código, la obligación de defender al menor 6 inca-
pacitado en los pleitos en que tengan interés; pero 
 
aquellos serán responsables de los gastos á que se dé 
 
lugar por sostener en nombre de éstos pleitos viciosos 6  
temerarios. (Ley 6 de los propios título y libro.) Tuto-
res vel curatores, si nomine pupillorum calumniosas insti-
tuant actiones, eo nomine condemnari oportet; ne sub prcetextu 
 
nominis eoruna propter suas simultates secure lites suas 
 
exercere posse existiment. (Ley 6 dicha.)  
I 
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Art. 270. El consejo de familia no podrá autorizar al tutor para 
enajenar ó gravar los bienes del menor ó incapacitado sino por cau-
sas de necesidad 6 utilidad que el tutor hará constar debidamente. 
La autorización recaerá sobre cosas determinadas. 
En Roma no podían venderse los bienes á que el 
artículo se refiere, sino por absoluta necesidad, y no era 
bastante la sola utilidad de la enajenación, á no ser que 
la finca fuese estéril 6 improductiva. (Ley 22 título 37 
libro 5 del Código.) Véase lo dicho al número 5 del 
artículo 264. 
Con arreglo al art. 2012 de la ley de enjuiciamiento 
civil, para decretar la venta será necesario, que la pida 
el padre, ó en su caso, la madre del hijo no emancipa-
do, quien, si fuere mayor de 12 y 14 años respectiva-
mente, según su sexo, firmará también la petición; que 
á falta de padre, lo pida el tutor del menor, el curador 
del incapacitado ó el menor asistido de su curador; que 
se exprese el motivo de la enajenación y el objeto á que 
deba aplicarse la suma que se obtenga; que se justifique 
la necesidad 6 utilidad de la enajenación; y que se oiga 
sobre ello al promotor fiscal. 
Art. 271. El consejo de familia, antes de conceder autorización 
para gravar bienes inmuebles d constituir derechos reales á favor de 
terceros, podrá oir previamente el dictamen de peritos sobre las con-
diciones del gravamen y la posibilidad de mejorarlas. 
Para hipotecar 6 gravar bienes inmuebles que per-
tenezcan á menores 6 incapacitados, se observarán las 
mismas solemnidades establecidas para la venta, con 
exclusión de la subasta. (Art. 2030 de la ley de enjui-
ciamiento civil.) En su virtud no será necesario cumplir 
la formalidad á que el artículo del Código se refiere. 
Art. 272. Cuando se trate de bienes inmuebles, de derechos ins-
cribibles, d de alhajas 6 muebles cuyo valor exceda de 4.000 pesetas, 
la enajenación se hará en pública subasta, con intervención del tutor 
d protutor. 
Los valores bursátiles, así los públicos como los mercantiles 6 in-
dustriales, serán vendidos por Agente de Bolsa ó Corredor de Co-
mercio. 
Por derecho romano, no se exigía la celebración de 
la subasta. Los inmuebles, derechos de todas clases, 
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alhajas, muebles y objetos preciosos que puedan con-
servarse sin menoscabo, se enajenarán precisamente en 
pública subasta judicial. Los efectos públicos y valores 
de toda especie, nominativos ó al portador, se enajena-
rán siempre por medio de agente 6 corredor de Bolsa 
que nombre el juez y al precio de la cotización oficial. 
Si no se cotizaren en Bolsa se venderán con las forma-
lidades establecidas para la venta de inmuebles. (Artí-
culos 2011, 2015 y 2022 de la ley de enjuiciamiento 
civil.) 
Art. 273. El tutor responde de los intereses legales del capital 
del menor cuando, por su omisión ó negligencia, quedare improducti-
vo ó sin empleo. 
El tutor que no diere colocación al dinero del pu-
pilo, será reconvenido por el importe de las usuras que 
dejó de devengar ese dinero. (Ley 15 tit. 7 lib. 26 del 
Digesto.) No será oido el tutor que alegue, que no im-
puso el (linero del pupilo, por no hallar persona abona-
da á quien prestarlo, si se justificase que al mismo 
tiempo se proporcionó colocación para sus propios ca-
pitales. (Párrafo 1.° de la ley 13 tit. y lib. dichos.) A 
fin de evitar que los tutores ó curadores destinen á 
sus propios usos los capitales de los menores ó incapa-
citados, serán responsables de las usuras que debían 
producir á partir desde la fecha de dos meses, tiempo 
que se les concede para dar colocación á dichos capi-
tales. (Párrafo 11 de la ley 7 tit. y lib. dichos.) 
El derecho establecido en los textos citados del Di-
gesto quedó derogado por la nueva Constitución de Justi-
niano. En el capítulo 5.° de la 72 se ordena, que siendo 
el cargo de curador difícil, principalmente por razón 
(le la necesidad de poner los capitales á interés, no se 
obligue en lo sucesivo á los curadores á prestar dinero 
á rédito, pero que lo conserven ó depositen en lugar 
seguro. Mas, si el curador por su propio impulso quiere 
hacer préstamos con garantía de prendas ú otras segu-
ridades, puede hacerlo; y se le conceden dos meses de 
26 
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tiempo en cado ario durante el cual no deberá dar 
cuenta de los intereses: pero sepa, por otra parte, que 
todo el riesgo de las operaciones realizadas será exclu-
sivamente suyo. 
El juez acordará en cada arlo, artículo 1876 de laley 
de enjuiciamiento civil, la imposición lucrativa de los 
fondos existentes, á que no deba darse aplicación expe-
cial. Y claro es que el tutor 6 curador que, por propia 
comodidad, omisión 6 negligencia, no diere la colo-
cación acordada á los fondos del menor 6 incapacitado, 
incurrirá en las responsabilidades consiguientes á su 
reprensible administración, ya que habría dejado sin 
cumplir el acuerdo judicial y las demás obligaciones 
que debió contraer, según lo dispuesto en el art. 1868 
de la propia ley, al encargarse de la tutela 6 curatela. 
Art. 274. La autorización para transigir 6 comprometer en árbi-
tros deberá ser pedida por escrito en que el tutor exprese todas las 
condiciones y ventajas de la transacción. 
El consejo de familia podrá oir el dictamen de uno ó más letrados, 
según la importancia del asunto, y concederá ó negará la autoriza-
ción. Si la otorgare, lo hará constar en el acta. 
Qui tutelam gerit, transigere cum fuere potest, quia tutor 
domini loco habetur. (Leyes 54 parr. 5, 56 parr. 4 tit. 2 
lib. 47 del Digesto.) Sin embargo, la ley 46 parr. 7 
tit. 7 lib. 26 del propio Digesto, le prohibe donar, vel 
diminuendi causa cum debitoribus pupilli transigere. Por 
eso creen algunos que puede transigir tan sólo cuando 
el derecho del pupilo sea incierto 6 muy dudoso. Esti-
man otros que podrá si modo jus liquidum haud ambitiose 
remittat. Para ceder por transacción una cosa inmueble 
de la pertenencia del pupilo era necesario el decreto 
judicial. (Ley 4 tit. 71 lib. 5 del Código.) Mas, no cuan-
do por la transacción continuaba en poder del pupilo 
la cosa litigiosa, porque no había enagenación. 
La ley de enjuiciamiento civil altera en este, como 
en tantos otros puntos, el derecho toinano; y establece, 
que la autorización para transigir sobre los derechos de 
los menores 6 incapacitados, se pedirá por las mismas 
   
 
Y 
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personas que la venta de bienes. (Ver lo dicho al artí-
culo 270.) En el escrito en que se pida, se expresarán 
el motivo y objeto de la transacción, las dudas y difi-
cultades del negocio y las razones que la aconsejen co-
mo útil y conveniente; y se acompaî ará el documento 
en que se hubieren formulado las bases de la transac-
ción. Se exhibirán también con el escrito los documen-
tos y antecedentes necesarios para poder formular 
juicio exacto sobre el negocio. (Art. 2025 de la ley de 
enjuiciamiento civil.) Mediante esos requisitos y otros 
que determinan los artículos 2026, 2027 y 2028 si- 
guientes, el juez dictará auto, conforme previene el ar-
tículo 2029, concediendo 6 negando la autorización para 
la transacción, según lo estime conveniente á los inte-
reses del menor 6 incapacitado. Si la concede, aproba-
rá ó modificará las bases presentadas, mandando que se 
dé testimonio con los insertos necesarios al tutor ó cu-
rador para el uso correspondiente. 
Art. 275. Se prohibe á los tutores: 
1.0 Donar ó renunciar cosas ó derechos pertenecientes al menor 
ó incapacitado. 
Las donaciones que por causa de matrimonio hicieren los menores 
con aprobación de las personas que hayan de prestar su consenti-
miento para el matrimonio, serán válidas siempre que no excedan 
del límite señalado por la ley. 
2.0 Cobrar de los deudores del menor ó incapacitado, sin inter-
vención del protutor, cantidades superiores á 5.000 pesetas, á no ser 
que procedan de intereses, rentas ó frutos. 
La paga hecha sin este requisito sólo aprovechará á los deudores 
cuando justifiquen que la cantidad percibida se ha invertido en utili-
dad del menor ó incapacitado. 
3.0 Hacerse pago, sin intervención del protutor, de los créditos 
que le correspondan. 
4.° Comprar por sí ó por medio de otra persona los bienes del 
menor ó incapacitado, á menos que expresamente hubiese sido auto-
rizado para ello por el consejo de familia. 
Veamos lo que nuestro derecho, privativo ó suple-
torio, ordena en cuanto á los extremos que abarca el 
artículo. 
1.° Las leyes 22 y párrafo 7 de la 46 tit. 7 libro 
26 del Digesto, prohiben terminantemente al tutor 6 
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curador hacer donación de bienes 6 derechos pertene-
cientes al menor ó incapacitado. Igual limitación es-
tablecen las leyes 28 tit. 14 lib. 2 y 13 tit. 7 lib. 26 
 
del Digesto, y la 16 tit. 37 lib. 5 del Código. Como la 
 
renuncia de cosas 6 derechos envuelve donación, tarn-
poco podrán otorgarla los tutores 6 curadores de los que  
sean de la pertenencia de los menores 6 incapacitados.  
Donationes a tutore factce pupillo non nocent. (Ley 22  
tit. 7 lib. 26 del Digesto.) Tutoribus concessum est... non 
etiam donare. (Ley 46 párrafo 7 tit. y lib. dichos.) Do-
n.andi nulla ratione res eorum, quorum administrant negotia, 
potestatem habent. (Ley 16 tit. 37 lib. 5 Código.) El  
administrador no puede donar, ni la administración se  
concede á ninguno ut perdat. (Ley 28, tit. 14 lib. 2 y  
7 tit. 5 lib. 39 Digesto.) Nec nuptiale munus matri pupilli  
vel sorori mittere. (Ley 13 tit. 7, lib. 26: 1 tit. 2 lib. 27  
del Digesto.)  
La ley 2 tit. 11 lib. 3.° de la Novísima Recopilación  
permite al cónyuge asignar á su mujer, en concepto de  
arras, la octava parte de la dotación de ésta, siendo  
nulo el señalamiento en lo que exceda de este límite; y  
parécenos que el menor asistido de su curador podrá  
en Navarra hacer á su esposa dicha asignación.  
2.° Las leyes 13, 18, 23, 25 del tit. 37 lib. 5 del  
Código y otras, imponen al tutor 6 curador el deber de  
cobrar, por su cuenta y riesgo, de los deudores del me-
nor 6 incapacitado, lo que éstos se hallaren debiéndole.  
Pero, por este derecho, únicamente quedaba libre el  
deudor de reclamaciones ulteriores, cuando satisfacía el  
débito mediante sentencia judicial. Si pagaba sin ese re-
quisito y el tutor insolvente no hubiese empleado el di-
nero en utilidad del menor, podía éste aprovecharse del  
beneficio de la restitución in integrum. (Párrafo 3 tit. 8  
lib. 2 Instituta.) El pago de las rentas, intereses 6 pen-
siones anuales, no excediendo de dos años y de la su-
ma de cien ducados de oro, quedaba exceptuado de ese  
rigor. (Ley 27 tit. 37 lib. 5 del Código.) Principio que  
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én esta materia no debe. olvidarse es la regla 206 de re-
gulis juris: Jure naturcE cequuna est, neminen cum alterius de-
trimento et injuria fieri locupletiorem. 
El tutor 6 curador no podrá cobrar los créditos hi-
potecarios del menor 6 incapacitado, sin la previa au-
torización judicial, pues el artículo 2030 de la ley de 
enjuiciamiento civil tiene establecido ese' requisito para 
la extinción de los derechos reales. 
3.° Véase lo dicho al artículo 267 precedente. La 
regla en esta materia es la que establece la ley 9 tit. 7 
libro 26 del Digesto, en estos términos: .Nam et sibi sol-
vere, potest, si modo fuit pecunia, unde solvat. 
4.° El tutor no puede comprar los bienes del pu-
pilo, porque no puede á la vez ser vendedor y compra-
dor. Ipse tutor et emptoris et venditoris o f ficio fungi non 
potest. (Ley 5 tit. 8 lib. 26 del Digesto.) Podrá, sin em-
bargo, comprarlos con intervención del contutor que 
tuviere autoridad para ello. Sed enim, si contutorem ha-
beat cujus autoritas su f ficit, procul dubio envere potest. (Ley 
5 citada.) Pero si hubo mala fe, la venta es nula, á no 
ser que el menor, llegado á la mayor edad, aprobase el 
contrato. Tutor nihil ex bonos pupilli, qum distrahi possunt, 
comparare palam et bone fide prohibetur. (Ley 5 tit. 38 
libro 4.° del Código.) Mas si el tutor comprase los bie-
nes del pupilo públicamente, poniendo de manifiesto 
su nombre y haciéndolo constar así en el instrumen-
to, será válida la venta, siempre que no medie dolo, 
porque se supone la buena fe. No lo sería si á ese efecto 
se valiese de interpuesta persona. 
El artículo 412 del Código penal prohibe en abso-
luto el interesarse, ya directa, ya indirectamente, en el 
contrato ú operación en que cualquiera deba intervenir 
por razón de su cargo. 
Art. 276. El tutor tiene derecho á una retribución sobre los bie-
nes del menor 6 incapacitado. 
Cuando ésta no hubiere sido fijada por los que nombraron el tutor 
testamentario, 6 cuando se trate de tutores legítimos ó dativos, el 
consejo de familia la fijará teniendo en cuenta la importancia del  cau-
dal y el trabajo que ha de proporcionar su administración. 
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En ningún caso bajará la retribución del 4, ni excederá del 10 por 
100 de las rentas ó productos líquidos de los bienes. 
Contra el acuerdo en que se fije la retribución del tutor podrá éste 
recurrir á los Tribunales. 
El cargo de tutor, como cargo público, era obliga-
torio y además gratuito; pero el magistrado podía en 
consideración á las molestias de la administración seña-
larle cierto salario. (Leyes 33 párrafo 3.° tit. 7 lib. 26 
del Digesto; 3 tit. 37 lib. 5.° del Código.) 
La ley 1 tit. 17 lib. 3.° de la Novísima Recopilación 
concede en concepto de salario al tutor la veintena 
parte de los frutos de la hacienda que constituye la 
tutela, quitas costas del coger y labores necesarias. 
Al tenor de.los artículos 1861 y 1862 de la ley de 
enjuiciamiento civil, el juez decidirá si se ha de enten-
der el desempeño de los cargos de tutor 6 curador, 
frutos por alimentos, 6 si se ha de señalar para estos 
una cantidad determinada. En este caso, al fijar la can-
tidad en que ha de consistir la pensión alimenticia, de-
terminará también el tanto por ciento que haya de 
 abonarse al tutor 6 curador por el desempeño de su 
cargo. Esta resolución judicial se ejecutará sin perjui-
cio del recurso de apelación, que será admitido en un 
sólo efecto. Estas disposiciones serán aplicables sólo en 
el caso en que el que haya nombrado heredero al me-
nor no hubiere dispuesto otra cosa. 
Art. 277. Si el consejo de familia sostuviere su acuerdo, litigará 
a expensas del menor ó incapacitado. 
La ley de enjuiciamiento civil guarda silencio 
acerca de este punto; pero las leyes 33 tit. 7 lib. 26 del 
Digesto y 3 tit. 37 lib. 5.° del Código, expresan, que 
serán de abono al tutor los gastos necesarios que por 
causas justas y razonables hubiese hecho en el desem-
peño de su cargo, aun sin mediar el decreto de aproba-
ción del pretor. Pero, no deberán reputarse como tales 
lo§ originados con motivo del asunto á que el artículo 
hace referencia, que en todo caso "de ninguna utilidad 
habrían de ser para el menor 6 incapacitado. 
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Art. 278. Concluye la tutela: 
1.0 Por llegar el menor á la edad de veintitrés años, por la habi-
litación de edad y por la adopción. 
2.° Por haber cesado la causa que la motivó, cuando se trata de 
incapaces, sujetos a interdicción 6 pródigos. 
Concluye la tutela por llegar el impuber á la edad 
de la pubertad, 6 sea á los 12 años las hembras y á los 
14 los varones; (Tit. 13 lib. 1.° y 23 lib. 1.° de la Insti-
tuta; ley 3 tit. 1 lib. 26 Digesto.) por la arrogación; (Tí-
tulo 11 lib. 1.° Instituta; tit. 7 lib. 1.° del Digesto.) por 
la muerte del tutor 6 pupilo. (Ley 4 tit. 3 lib. 27 del 
Digesto.) 
Concluye la curaduría, por llegar la mayor edad 
el puber; (Tit. 13, tit. 23 lib. 1.° de la Instituta; tit. 10 
lib. 27 del Digesto; tit. 70 lib. 5 del Código.) por haber 
cesado la causa que la motivó cuando se trata de los 
incapaces por cualquiera razón; (Tit. 12 lib. 2 Instituta; 
tit. 10" lib. 27 Digesto; tit. 70 lib. 5 del Código.) por dis-
pensa de edad; (Párrafo 6 tit. 12 lib. 1.° de la Instituta; 
leyes 2 y 3 tit. 45 lib. 2 del Código; párrafo 2 ley 31 
tit. 5 lib. 39 del Digesto.) y por la arrogación. (Tit. 11 
lib. 1.° de la Instituta; tit. 7 lib. 1.° del Digesto.) 
CAPITULO X. 
De las cuentas de la tutela. 
Art. 279. El pariente colateral del menor ó incapacitado, y el ex-
traño que no hubiesen obtenido el cargo de tutor con la asignación 
de frutos por alimentos, rendirán al consejo de familia cuentas anua-
les de su gestión. 
Estas cuentas, examinadas por el protutor y censuradas por el 
consejo, serán depositadas en la Secretaría del Tribunal donde se hu-
biese registrado la tutela. 
Si el tutor no se conformase con la resolución del consejo, podrá 
recurrir á los Tribunales, ante los cuales los intereses del menor ó 
incapacitado serán defendidos por el protutor. 
In omnibus qure fecit tutor, cum facere non deberet, itero 
in his qua, non fecit, rationem reddet hoc judicio. (Ley 1, tí-
tulo 3, lib. 27 del Digesto.) Várias otras leyes del títu- 
_.. 
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lo 7 lib. 26 del Digesto y 37 lib. 5.° del Código, impo-
nen al tutor 6 curador la obligación de rendir cuentas 
de la administración de los bienes de los menores ó in-
capacitados; pero, con omisión de ellas, debemos ocu-
parnos de las disposiciones de la ley de enjuiciamiento 
civil. El art. 1876 de esa ley manda al juez examinar 
el registro de tutelas dentro de los ocho primeros días 
de cada año; y acordara, según los casos, entre otras 
cosas, que rindan cuentas los tutores y curadores que 
deban darlas. Se oirá siempre el parecer del ministerio 
fiscal sobre ellas; y no poniendo el menor, ni el minis-
terio fiscal reparo á las mismas, se aprobarán con la 
cualidad de sin perjuicio del derecho que las leyes con-
ceden al menor para reclamar cualquier agravio que en 
ellas pueda habérsele causado. 
Art. 280. El tutor que sea reemplazado por otro estará obligado, 
y lo mismo sus herederos, á rendir cuenta general de la tutela al que 
le reemplace; cuya cuenta será examinada y censurada en la forma 
que previene el artículo precedente. El nuevo tutor será responsable 
al menor de los daños y perjuicios, si no pidiere y tomare las cuentas 
de su antecesor. 
Es conforme con las prescripciones del derecho ro-
mano. Si tutor reipublian causa abesse coeperit, ac per hoc 
fuerit excusatus quod reipublicre causa aberit tutela judicio 
locus est. (Ley 9 tit. 3 lib. 27 del Digesto y otros textos.) 
Debe el segundo tutor rendir las cuentas suyas y las de 
su antecesor, y es responsable de la gestión de éste, si 
al cesar en el cargo no se las exigió en forma. 
Art. 281. Acabada la tutela, el tutor 6 sus herederos están obli-
gados á dar cuenta de su administración al que haya estado sometido 
á aquélla 6 á sus representantes 6 derecho habientes. 
El tutor, según la ley 1 tit. 3 lib. 27 del Digesto, es 
responsable por todas las cosas que hizo y no debió 
hacer y por las que no hizo debiendo practicarlas: In 
omnibus que fecit, cuna f acere non deberet, item in his qua, 
non fecit rationem reddet hoc judicio. Debe, pues, dar cuen-
ta de su gestión, sin que de esa obligación pueda rele-
varle ni el mismo menor, por ser tal exención contraria 
á las buenas costumbres y contraria al derecho público: 
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Nemo enim jus publicum remittere potest hujusmodi cautio-
nibus. (Leyes 5 tit. 7 lib. 26; 26 tit. 3 lib. 34 del Di-
gesto.) Muerto el tutor, incumbirá la obligación á su 
heredero; y muerto el menor ó incapacitado sus dere-
chos y acciones pasarán al causa habiente. 
Art. 282. Las cuentas generales de la tutela serán censuradas é 
informadas por el consejo de familia dentro de un plazo que no exce-
derá de seis meses. 
Los artículos 1868, 1876, /877 y 1878 de la ley 
de enjuiciamiento civil conceden atribuciones bastantes 
al juez para resolver, dentro de su buen juicio y habi-
da consideración á los intereses de los menores é inca-
pacitados cuya vigilancia la ley le confía, sobre la ma-
teria de la prescripción de este artículo. 
El derecho romano no fijaba plazo dentro del cual 
habían de rendirse las cuentas de la tutela. 
Art. 283. Las cuentas deben ir acompañadas de sus documentos 
justificativos. Sólo podrá excusarse la justificación de los gastos me-
nudos, de que un diligente padre de familia no acostumbra a recoger 
recibos. 
Conforma el precepto con las prescripciones del 
derecho romano: Docere debet, constare fidem omnibus, 
giue ab eo gesta sunt. (Ley 11 tit. 1. lib. 35 del Digesto.) 
Percontandasque et examinandas rationes; et dispungendas, 
atque excutiendas. (Ley 6 párrafo 7 tit. 7 lib. 40 del Di-
gesto.) Cierto que estos y otros textos hablan de las 
cuentas en general, pero no por eso dejan de ser apli-
cables al caso del artículo. 
Art. 284. Los gastos de la rendición de cuentas correrán á cargo 
del menor ó incapacitado. 
El tutor no está obligado á sufrir dispendios que 
sólo benefician al menor. El gasto que produce la ren-
dición de cuentas es, á la vez que necesario, útil al 
menor, y sólo él debe soportar los desembolsos inheren-
tes á esa operación. Así se halla resuelto en el párrafo 
9.° de la ley 1 lit. 3 lib. 27 del Digesto. 
Art. 285. Hasta pasados quince días después de la rendición de 
cuentas justificadas no podrán los causa habientes del menor, ó éste, 
27 
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.si ya fuere mayor, celebrar con el tutor convenio alguno que se rela-
cione con la gestión de la tutela. 
El consejo de familia, sin perjuicio de los arreglos que pasado ese 
plazo puedan hacer los interesados, deberá denunciar á los Tribuna-
les cualesquiera delitos que se hubiesen cometido por el tutor en el 
ejercicio de la tutela. 
Nada dice á este propósito la ley romana, y tampo-
co prevee el caso la ley de enjuiciamiento civil: por lo 
mismo, opinamos, que siendo lícito todo lo que no es 
opuesto á la moral 6 á la ley, no debe regir en Navarra 
la limitación que establece el artículo. 
Art. 286. El saldo que de las cuentas generales resultare á fa-
vor ó en contra del tutor producirá interés legal. 
En el primer caso, desde que el menor sea requerido para el pago, 
previa entrega de sus bienes. 
En el segundo, desde la rendición de cuentas si hubiesen sido da-
das dentro del término legal, y, si nó, desde que éste espire. 
Lo que se debe por causa de tutela devenga el in-
terés legal: Ejus, quod ex causa tutele debetur, 'usuras 
prestan oportere, dubium non est. (Ley 2 tit. 57 lib. 5 del 
Código.) Igual interés devenga lo que el pupilo debe al 
tutor. (Párrafos 1.° y 4.° ley 3 tit. 5 lib. 27 del Digesto; 
y ley 7 tit. 7 lib. 26 del propio Digesto.) 
Art. 287. Las acciones que recíprocamente asistan al tutor y al 
menor por razón del ejercicio de la tutela se extinguen á los cinco 
años de concluida ésta. 
Las cuentas de la tutela y curaduría las aprobará 
el juez con la cualidad de sin perjuicio del derecho que 
las leyes conceden ,al menor para reclamar cualquier 
agravio que en ellas pueda habérsele causado. (Art. 1878 
de la ley de enjuiciamiento civil.) 
Es de inconcuso derecho, que por la acción de tu-
tela, 6 por la acción útil negotiorum gestorum, pueden 
reclamar los menores todo lo que hubieren perdido 6 
dejado de adquirir por dolo 6 culpa lata ó leve del 
tutor 6 curador. (Ley 7 tit. 51 lib. 5 del Código.) La 
prescripción de largo tiempo no impide reconvenir á 
los tutores; y si el pupilo no los declara libres de toda 
responsabilidad por transacción, novación 6 aceptación, 





título y libro dichos, y ley 5 tit. 35 lib. 7 del Código.) 
La acción de tutela compete tanto á, los herederos como 
contra los sucesores. (Ley 12, tit. 51 lib. 5 del Código.) 
Esta acción, como personal, dura, con arreglo al dere-
cho romano, 30 años. En todo caso tendrá derecho el 
menor á utilizarse del beneficio de la restitución in inte-
grurn. 
La restitución in integruna 6 restitución por entero 
es la reposición del negocio válido, en que ha padecido 
daño el menor, al estado que tenía antes de haberle 
sufrido. (Títulos 1 y 4 del lib. 4.° del Digesto: títulos 
22 al 46 del Código.) 
Para que tenga lugar la restitución por entero en 
favor de los menores, se requiere: 1.° Que el acto con-
tra el cual se insta este beneficio se haya perfeccionado 
dentro de la menor edad. (Párrafo 1.° ley 3 tit. 4 libro 
4.° del Digesto.) 2.° Que por dicho acto haya sufrido el 
menor alguna pérdida en sus intereses, ya por el daño 
que experimentó, 6 ya por el lucro que dejó de perci-
bir. (Ley 1 y ley 7 párrafo 8 tit. 4 lib. 4.° del Digesto.) 
3.° Que la pérdida del lucro 6 el sufrimiento del daño 
provenga necesariamente del contrato á que se atribu-
ye, y que éste fué lesivo en su origen, apreciadas sus 
condiciones y circunstancias. (Ley 7 párrafo 8.°, ley 
11 párrafo 4.° tit. 4, lib. 4.° del Digesto.) 
Aun cuando concurran los requisitos que se han 
expresado no tendrá lugar la restitución por entero: 
1.° Si existe otra acción 6 remedio ordinario que repare 
los daños sufridos por el menor. (Ley 16, tit. 4 lib. 4.° 
del Digesto.) 2.° Si llegado el menor á mayor edad re-
nuncia expresa 6 tácitamente este beneficio 6 aprueba 
los actos y contratos realizados cuando era menor. (Ley 
3 párrafo 2.°, ley 30 tit. 4 lib. 4.° del Digesto: ley 2 
tit. 46 lib. 2.° del Código.) 3.° Si la renuncia hecha 
siendo menor de edad fué confirmada con juramento. 
(Ley 1 tit. 28 lib. 2.° del Código.) 4.° Si media dolo 
por parte del menor, como cuando finge ser mayor de 
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edad, si la parte contraria ignora la verdad del hecho. 
(Ley 23 tit. 4 lib. 4.° del Digesto: ley 2 tit. 43 lib. 2.° 
del Código.) 5.° Si el dolo ó daño sufrido por el menor 
fuese en la época en que gozaba dispensa de edad. (Tí-
tulo 45 lib. 2.° del Código.) 6.° Si el daño proviniese 
de delito cometido por el menor. (Ley 37 párrafo 1.° 
tit. 4 lib. 4.° del Digesto: ley 6 tit. 31 lib. 6 del Código: 
Párrafo 3 tit. 8 lib. 2 de la Instituta.) 
El beneficio de restitución se dá contra la hacienda 
pública y aun contra la mujer. (Ley 1 tit. 37 lib. 2 del 
Código: ley 12 tit. 4 lib. 4.° del Digesto.) 
La restitución por entero no puede pedirse mas que 
una sola vez sobre el mismo acto. (Le y 7 párrafo 9 tí- 
tulo 4 lib. 4.° del Digesto: ley 3 tit. 44 lib. 2.° del Có-
digo.) Debe reclamarse dentro de los cuatro años si-
guientes al día en que se entró en la mayor edad.. (Ley 
7, tit. 53 libro 2.° del Código.) Y tiene lugar aunque 
para la celebración del acto perjudicial haya mediado 
la autoridad del padre, tutor ó curador, ó decreto judi-
cial. (Leyes 2 y 3 tit. 64 lib. 5.°; ley 11 tit. 71 lib. 5.° 
del Código: leyes 29 y 7 párrafo 8.° tit. 4. lib. 4.° del 
Digesto.) Si el menor hubiese obtenido dispensa de edad, 
el cuadrienio para instar la restitución empezará á co-
rrer desde el día en que entró en la administración de 
sus bienes, prolongándose hasta el día en que cumpla 
la mayor edad ó sean 25 años si era menor de 21 cuan-
do se le otorgó el privilegio. (Ley 5 tit. 53 lib. 2.°: ley 
6 tit. 31 lib. 6.° del Código.) Alcanza también el bene-
ficio de la restitución á los herederos del menor, sean 6 
no mayores. (Ley 18 parr. 5.° tit. 4 lib. 4.° del Digesto.) 
Competa ese beneficio por derecho propio ó por suce-
sión, queda en suspenso el término concedido para re-
clamarlo por todo el tiempo que el actor esté sirviendo 
en las armas. (Leyes 1, 2 y 3, tit. 53 lib. 2.° del Código.) 
Corresponde también el beneficio de la restitución 
por entero á los locos, dementes y pródigos. (Ley 4 
titulo 6 libro 4.° del Digesto.) 
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Por la acción contraria de tutela y de la útil recu-
perará el tutor 6 curador lo que alcanzare al menor 6 
incapacitado. (Tit. 4.° lib. 27 del Digesto.) 
CAPITULO XI. 
Del registro de las tutelas. 
Art. 288. En los juzgados de primera instancia habrá uno 6 va-
rios libros donde se tome razón de las tutelas constituidas durante el 
año en el respectivo territorio. 
Art. 289. Estos libros estarán bajo el cuidado de un Secretario judicial, el cual hará los asientos gratuitamente. 
Art. 290. El registro de cada tutela deberá contener: 
1° El nombre, apellido, edad y domicilio del menor 6 incapaz, y 
la extensión y límite de la tutela, cuando haya sido judicialmente de-
clarada la incapacidad. 
2.° El nombre, apellido, profesión y domicilio del tutor y la expre-
sión de si es testamentario, legítimo 6 dativo. 
3.° El día en que haya sido deferida la tutela y prestada la fian-
za exigida al tutor, expresando, en su caso, la clase de bienes en que 
la haya constituido. ' 
4.° La pensión alimenticia que se haya asignado al menor 6 in-
capaz, ó la declaración de que se han compensado frutos por alimen-
tos. 
Art. 291. Al pie de cada inscripción se hará constar, al comenzar 
el año judicial, si el tutor ha rendido cuentas de su gestión en el caso 
de que esté obligado a darlas. 
Art. 292. Los Jueces examinarán anualmente estos registros y 
adoptarán las determinaciones necesarias en cada caso para defender 
los intereses de las personá.s sujetas á tutela. 
Las disposiciones contenidas en este capítulo son 
semejantes á las que establece la ley de enjuiciamiento 
en los artículos 1875 y 1876. Dicen así: En los juzga-
dos de primera instancia habrá un registro en el que se 
pondrá testimonio de todos los discernimientos que se 
hicieren del cargo de tutor 6 de curador. Dentro de los 
ocho primeros días de cada año los jueces examinarán 
dicho registro, pedirán los informes que sean necesarios 
y acordarán según los casos: 1.° El reemplazo de los 
tutores que hubieren fallecido. 2.° Que rindan cuentas 
• 
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los tutores y curadores que deban darlas. 3.° El depó-
sito en el establecimiento correspondiente de los sobran- 
tes de las rentas ó productos de los bienes de los me-
nores 6 incapacitados. 4.° La imposición lucrativa de 
los fondos existentes, á que no deba darse aplicación 
especial. 5.° Las demás providencias necesarias para 
remediar 6 evitar los abusos en la gestión de la tutela 
ó curatela. 
TÍTULO X. 
Del consejo de familia. 
SECCIÓN PEIPMERA. 
De lá formación del consejo de familia. 
Art. 293. Si el Ministerio público ó el Juez municipal tuvieren 
conocimiento de que existe en el territorio de su jurisdicción alguna 
de las personas á que se refiere el art. 200, pedirá el primero y orde-
nará el segundo, de oficio ó á excitación fiscal, según los casos, la 
constitución del consejo de familia. 
Están obligados a poner en conocimiento del Juez municipal el 
hecho que da lugar á la tutela en el momento que lo supieren: el tutor 
testamentario, los parientes llamados á la tutela legítima y los que por 
ley son vocales del consejo, quedando responsables, si no lo hicieren, 
de la indemnización de daños y perjuicios. 
El Juez municipal citará á las personas que deban formar el con-
sejo de familia, haciéndoles saber el objeto de la reunión y el día, hora 
y sitio en que ha de tener lugar. 
Art. 294. El consejo de familia se compondrá de las personas que 
el padre, ó la madre en su caso, hubiesen designado en su testamento, 
y, en su defecto, de los ascendientes y descendientes varones, y de los 
hermanos y maridos de las hermanas vivas del menor ó incapacitado, 
cualquiera que sea su número. Si no llegaren á cinco, se completará 
este número con los parientes varones más próximos de ambas líneas 
paterna y materna; y, si no los hubiere, ó no estuvieren obligados á 
formar parte del consejo, el Juez municipal nombrará en su lugar per-
sonas honradas, prefiriendo á los amigos de los padres del menor 6 
incapacitado. 
Si no hubiere ascendientes, descendientes, hermanos y maridos 
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de las hermanas vivas, el Juez municipal constituirá el consejo con 
los cinco parientes varones más próximos del menor ó incapacitado, 
y cuando no hubiere parientes en todo 6 en parte, los suplirá con 
 per-
sonas honradas, prefiriendo siempre .á los amigos de los padres. 
Art. 295. En igualdad de grado será preferido para el consejo 
de familia el pariente de más edad. 
Art. 296. Los Tribunales podrán subsanar la nulidad que resul-
te de la inobservancia de los artículos anteriores, si no se debiere al 
dolo ni causare perjuicio á la persona ó bienes del sujeto O. tutela, pero 
reparando el error cometido en la formación del consejo. 
Art. 297. No podrán ser obligados a formar parte del consejo de 
familia los parientes del menor 6 incapacitado llamados por la ley que 
no residieren dentro del radio de 30 kilómetros del Juzgado en que 
radicase la tutela; pero serán vocales del consejo si voluntariamente 
se prestan á aceptar el cargo, para lo cual debe citarles el Juez mu-
nicipal. 
Art. 298. Las causas que excusan, inhabilitan y dan lugar á la 
remoción de los tutores y protutores, son aplicables a los vocales del 
consejo de familia. No podrán tampoco ser vocales las personas á 
quienes el padre, ó la madre en su caso, hubiesen excluido en su tes-
tamento de este cargo. 
Art. 299. El tutor y el protutor no podrán ser á la vez vocales 
del consejo de familia. 
Art. 300. La junta para la formación del consejo de familia será 
presidida por el Juez municipal. Los citados están obligados á compa-
recer personalmente, ó por medio de apoderado especial, que nunca 
podrá representar más que á una sola persona. Si no comparecieren, 
el Juez podrá imponerles una multa que no exceda de 50 pesetas. 
Art 301. Formado el consejo de familia por el Juez municipal, 
procederá aquél á dictar todas las medidas necesarias para atender â 
la persona y bienes del menor ó incapacitado y constituir la tutela. 
Art. 302. El consejo de familia para los hijos naturales se cons-
tituirá bajo las mismas reglas que el de los hijos legítimos, pero nom-
brando vocales á los parientes del padre 6 madre que hubiese reco-
nocido á aquéllos. 
El de los demás hijos ilegítimos se formará con el Fiscal munici-
pal, que será presidente, y cuatro vecinos honrados. 
Art. 303. La Administración de cada Establecimiento de Bene-
ficencia tendrá sobre los huérfanos menores acogidos todas las facul-
tades que corresponden á los tutores y al consejo de familia. 
SECCIÓN SEGUNDA. 
De la manera de proceder el consejo de familia. 




Corresponde al presidente: 
1.0 Reunir el consejo cuando le pareciere conveniente ó lo pidie- 
ren los vocales 6 el tutor 6 el protutor, y presidir sus deliberaciones. 
2p Redactar y fundar sus acuerdos, haciendo constar la opinión 
de cada uno de los vocales y que éstos autoricen el acta con su firma. 
3.0 Ejecutar los acuerdos. 
Art. 305. El consejo de familia no podrá adoptar resolución sobre 
los puntos que le fueren sometidos sin que estén presentes por lo me-
nos tres vocales. 
Los acuerdos se tomarán siempre por mayoría de votos. 
El voto del presidente decidirá en caso de empate. 
Art. 306. Los vocales del consejo de familia están obligados á 
asistir á las reuniones del mismo á que fueren convocados. Si no asis-
tieren ni alegaren excusa legítima, el presidente del consejo lo pondrá 
en conocimiento del Juez municipal, quien podrá imponerles una 
multa que no exceda de 50 pesetas. 
Art. 307. Ningún vocal del consejo de familia asistirá á su 
reunión, ni emitirá su voto, cuando se trate de negocio en que tengan 
interés él, sus descendientes, ascendientes 6 consorte; pero podrá ser 
oído si el consejo lo estima conveniente. 
Art. 308. El tutor y el protutor tienen obligación de asistir á las 
reuniones del consejo de familia, pero sin votó, cuando fueren citados. 
También podrán asistir siempre que el consejo se reuna á su ins-
tancia. 
Tiene derecho a asistir y ser oído el sujeto á tutela siempre que 
sea mayor de catorce años. 
Art. 309. El consejo de familia conocerá de los negocios que sean 
de su competencia conforme á las disposiciones de este Código. 
Art. 310. De las decisiones del consejo de familia pueden alzarse 
ante el Juez de primera instancia los vocales que hayan disentido de 
la mayoría al votarse el acuerdo, así como también el tutor, el protu-
tor 6 cualquier pariente del menor ú otro interesado en la decisión, 
salvo el caso del art. 242. 
Art. 311. Al terminar la tutela y disolverse por consecuencia el 
consejo de familia, entregará éste al que hubiese estado sujeto á tute-
la 6 á quien represente sus derechos las actas de sus sesiones. 
Art. 312. Los vocales del consejo de familia son responsables de 
los daños que por su malicia 6 negligencia culpable sufriere el sujeto 
á tutela. 
Se eximirán de esta responsabilidad los vocales que hubiesen di-
sentido del acuerdo que causó el perjuicio. 
Art. 313. El consejo de familia se disuelve en los mismos casos en 
que se extingue la tutela. 
Al principio del título precedente, conforme a la 
interpretación dada al artículo 12 del Código civil y 
5.° de la ley de bases de 11 de Mayo de 1888 por esta 




país, dijimos, que este título no obliga en Navarra, y  
que en su lugar y en el del título precedente habían de  
aplicarse la ley de enjuiciamiento civil, las privativas de  
la provincia y en su defecto las romanas. Bien pudiéra-
mos, pues, excusarnos de decir una palabra más sobre  
esta materia, y hacer caso omiso de los vestigios, esca-
sos en número y aun en importancia, relativos á esta  
institución, que nos suministran el derecho romano y el  
propio; pero como la ocasión es favorable, y podrán las  
noticias servir de alguna utilidad en día próximo, liare-
mos suscinta relación de los precedentes á que alu-
dimos.  
La ley 25 tit. 4 lib. 5 del Código ordena, que los  
hijos del furioso pueden contraer matrimonio legítimo;  
y que la dote ó la donación antenuptial se dará según la  
estimación del prefecto, en la ciudad de Constantino-
pla, y en las provincias, según la de los nobles presi-
dentes que las administran 6 de la de los Obispos de los  
lugares. A esta estimación deberán concurrir los cura-
dores de los furiosos y los parientes más inmediatos.  
Con arreglo á la ley 28 tit. 4 lib. 1.° del propio  
Código, las indicadas autoridades, con intervención de  
los parientes de los esposos, fijarán la cuantía de la  
dote 6 de la donación ante nuptial. Y el título 10, al 
principio, del libro 1.° de la Instituta, confirma el pre-
cepp anterior.  
Prescribe la ley 18 tit. 4 lib. 5.° del Código, que 
 
las viudas menores de veinticinco años cuenten con la 
 
opinión de los más próximos parientes, cuando traten  
de repetir nupcias.  
Para variar del lugar 6 sustituir la persona que el  
padre en su testamento hubiere señalado para la edu-
cación del pupilo, habrá de contar el tutor, según la  
ley 1." párrafo 1.° tit. 2 lib. 27 del Digesto, con el con-
sejo de los más próximos parientes.  
Y finalmente, establece la ley 5 párrafo 1.' tit. 4  
lib. 42 del Digesto, que si el pupilo careciere de tutor,  
28 
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para la defensa del caso que trata, de regular esa ley, 
el pretor llamará á los parientes ó afines, por si hay 
entre ellos alguno que admita la defensa del pupilo por 
razón de parentesco, caridad ú otro motivo. 
Por la costumbre, generalmente admitida en Nava-
rra, se hace intervenir en los contratos matrimoniales, 
no sólo á aquellas personas que tienen interés directo 
en las capitulaciones que se estipulen, sino también á 
los parientes de ambas partes, y aún á los amigos que, 
por su ilustración, práctica en los negocios 6 afecto á 
los contrayentes, puedan dar consejo y proponer solu-
ciones sobre los puntos que van á ser objeto .de conven- 
ción. Más común es todavía la designación que se hace 
en los contratos matrimoniales de dos parientes, gene-
ralmente varones, más próximos de los contrayentes, 
uno de cada línea, para que en su día resuelvan, si 
donantes y donatarios 6 éstos solamente en defecto de 
aquellos no lo hubieren hecho en vida, cuál de los hijos 
de ese consorcio ha de suceder en la universalidad de 
los bienes de los padres, con deducción de las dotacio-
nes que se asignen á los demás hijos, fijadas por los 
mismos, facultándoles también para que, en caso de dis-
cordia entre donantes y donatario, dividan, sin ulte-
rior recurso, los bienes donados entre ellos, y para que, 
en su caso, presten su asentimiento al matrimonio que 
el consorte del donatario difunto intente contraerá la 
casa. 
Aunque exiguos, no dejan de ser congruentes los 
datos que hemos apuntado como precedentes de la ins-
titución, nueva en España, del consejo de familia. 
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TÍTULO XL 
De la emancipación y de la mayor edad. 
CAPITULO PRIMERO. 
De la emancipación. 
Art. 314. La emancipación tiene lugar: 
1.0 Por el mtrimonio del menor. 
2.° Por la mayor edad. 
3.° Por concesión del padre ó de la madre que ejerza la patria 
potestad. • 
1.° El matrimonio del menor no es causa de eman-
cipación en Roma: la ley 2 tit. 4 lib. 4.° del Digesto así 
lo establece terminantemente de conformidad con el tí-
tulo 9.° lib. 1.° de la Instituta. 
El concepto distinto y la mayor consideración que 
entre nosotros tiene el matrimonio, asunto el más grave 
de la vida; la organización cristiana de nuestra familia 
diferente esencialmente de la romana; la práctica cons-
tante de estimar el matrimonio como causa de emanci-
pación, siguiendo en esto el precepto establecido por la 
ley 47 de Toro, y aceptando las disposiciones de la ley 
provisional de matrimonio civil, son los motivos que han 
influido á crear un derecho contrario al romano, y a 
admitir la emancipación por causa del matrimonio del 
menor. Una razón de mayor importancia viene h con-
firmar hoy ese derecho que se había introducido en Na-
varra en fuerza de la costumbre, y es, que los efectos 
civiles del matrimonio se han de regular en lo sucesivo, 
nó por nuestras privativas leyes ó las romanas, sino por 
las prescripciones del presente Código. 
2.° Tiene también lugar la emancipación por la 
mayor edad. (Tit. 23, lib. 1.° de la Instituta; ley 4 tí- 
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tulo 46 lib. 2.° del Código y diversos otros textos ro-
manos.) Dada la constitución de la familia romana, no 
puede decirse que la mayor edad era causa de eman-
cipación: lo que había es, que la mayor edad confería 
la libre administración de los bienes al que era sui juris. 
Los capítulos 19 y 21 tit. 4 lib. 2 del Fuero gene-
ral y el 1.° del Amejoramiento del Fuero establecieron, 
los primeros, que las criaturas los VII aynos passados, 
vayan ó quisieren, y el del Amejoramiento, ninguno de 
nuestro Regno que haya poder de fazer testament, ni ningun 
contracto, ni ayllenación de sus bienes ata tanto que haya 
hedat de Xllll aynos conplidos si varon es, et si muger es 
ata que haya XII aynnos complidos, ni ser en inyzio sin 
tutor ó curador dado d eyll por auctoridat de Cort. Y aun-
que la costumbre, como luego lo demostraremos, ha 
ampliado hasta los 25 años el tiempo de la mayor edad, 
queda, sin embargo, subsistente la disposición del Ca-
pftulo 1.° del Amejoramiento en cuanto á lo sustancial, 
ó sea, en cuanto ordena que el navarro mayor de edad 
puede celèbrar contratos, y enagenar los bienes, y com-
parecer en juicio, y ejecutar todos los actos de la vida 
civil, sin la. asistencia del tutor 6 curador. Es decir, 
que, según este precepto, la mayor edad es causa de 
emancipación en Navarra. 
3.° Por concesión del padre 6 de la madre que 
ejerza la patria potestad. (Párrafo 6.° título 12 libro 1." 
Instituta; leyes 2 y 3 tit. 45 lib. 2.° del Código; párra-
fo 2.° ley 31 tit. 5 lib. 39 del Digesto.) Por derecho ro-
mano sólo el padre podía conceder la emancipación, y 
nó la madre. Hoy que á ésta, en defecto de aquél, com-
pete la patria potestad, podrá cuando lo ejerza otorgar 
al hijo la concesión dicha. 
Art. 315. El matrimonio produce de derecho la emancipación con 
 las limitaciones contenidas en el art. 59 y en el párrafo tercero del 50. 
Es conforme con el derecho introducido por la cos-
tumbre en Navarra y confirmado, según se ha dicho, 
por este Código; y las limitaciones contenidas en el ar- 
• T 
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tículo 59 y en el párrafo 3.° del 50, título 4.° del Códi-
go, son obligatorias para nosotros. 
Art. 316. La emancipación de que trata el párrafo tercero del ar-
tículo 314 se otorgará por escritura pública ó por comparecencia an-
te el Juez municipal, que habrá de anotarse en el Registro civil, no 
produciendo entretanto efecto contra terceros. 
Al tenor del párrafo 6 tit. 12 lib. 1.° de la Instituta, 
leyes 36 tit. 7 lib. 1.° del Digesto, y 5 y 6 tit. 49 libro 
8.° del Código, la emancipación lia de hacerse ante la 
autoridad judicial competente; y en el acta en que se 
haga constar la concesión de los padres deben los hijos 
emancipados prestar su asentimiento. Los textos cita-
dos no autorizan la emancipación por escritura pública. 
La circunstancia de haber de hacerse constar la 
emancipación otorgada en el Registro civil alcanza 
también á Navarra, porque la ley de Registro rige aquí 
lo mismo que en las restantes provincias de la Nación. 
Por tal motivo deba acaso entenderse modificado el de-
recho romano en cuanto á la forma de otorgarse esta 
emancipación, y que en consecuencia será también 
procedente concederla en escritura pública. 
Art. 317. La emancipación habilita al menor para regir su perso-
na y bienes como si fuera mayor; pero hasta que llegue á la mayor 
edad no podrá el emancipado tomar dinero á préstamo, gravar ni 
vender bienes inmuebles sin consentimiento de su padre, en defecto 
de éste sin el de su madre, y por falta de ambos, sin el de un tutor. 
Tampoco podrá comparecer en juicio sin la asistencia de dichas per-
sonas. 
Por la emancipación salía el hijo de la potestad del 
padre, pero quedaba sujeto á la tutela é curatela. (Pá-
rrafo 6 tit. 12 y tit. 18 lib. 1.° de la Instituta.) 
Sin embargo, por las leyes 2 y 3 tit. 45 lib. 2 del 
Código, los varones mayores de 20 años y las hembras 
que tuvieren 18 años cumplidos, de buenas costumbres, 
probidad y vida honesta, podían alcanzar del príncipe 
dispensa de edad; pero esta gracia no les autorizaba 
para hipotecar y enagenar sus inmuebles en los casos 
en que tampoco podrían hacerlo sin la dispensa. 
Art. 318. Para que tenga lugar la emancipación por concesión 
w 
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del padre 6 de la madre, se requiere: que el menor tenga diez y ocho 
años cumplidos y que la consienta. 
Conforme á lo dispuesto por el párrafo 6 tit. 12 
lib. 1.° de la Instituta y leyes 2 y 3 tit. 45 lib. 2 del 
Código, podía el padre emancipar al hijo, aun impuber. 
Esta emancipación que, con arreglo.á nuestra orga-
nización y nuestras costumbres, á nada provechoso 
conduce, será impracticable, desde el momento en que 
se ha de hacer constar en el Registro civil para que 
produzca efecto contra terceros, porque tal pretensión, 
por ilegal, sería rechazada. 
Art. 319. Concedida la emancipación, no podrá ser revocada. 
Concuerda con las disposiciones del derecho roma-
no. (Tit. 12 lib. 1.°; parr. 3 tit. 16 lib. 1.° de la Insti-
tuta: tit. 5 lib. 4.° del Digesto.) 
CAPITULO II. 
De la mayor edad. 
Art. 320. La mayor edad empieza á los veintitrés años cumplidos. 
El mayor de edad es capaz para todos los actos de la vida civil, 
salvas las excepciones establecidas en casos especiales por este Có-
digo. 
La disposición de este artículo es, á no dudarlo, el 
punto que ha suscitado más empeiiadas discusiones en-
tre los letrados, y el que ha sido sostenido con mayor 
tesón por los que creen que la reforma alcanza á Na-
varra y por los que opinan que la mayoría de edad en 
este país ha de permanecer inalterable, lo mismo que 
si el Código no se hubiese publicado. También los Tri-
bunales han emitido su fallo en el asunto, y sólo falta 
que el Supremo, en última instancia, decida definitiva-
mente la cuestión. Veamos la resolución que corres-
ponde adoptar, según nuestra humilde opinión, en asun-
to de tan grave importancia, con extricta sujeción á 
la ley. 
La ley 1.a tit. 4 lib. 4.° del Digesto y otros diversos 
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textos romanos establecen la mayoría de edad á los 25 
años cumplidos. Prator edicit: Quod cum minore, quanz 
vigintiquinque annis natu gestum esse dicetur, uti quceque 
res erit, animadvertam. Apparet minoribus annis viginti-
quinque eunz opero polliceri; nam post hoc ternpus compleri 
virilem vigoren constat. Los capítulos 19 y 21 del Fuero 
General de Navarra, dicen, á este propósito, lo siguien-
te: Marido et muyger villanos casados ensemble, si muere 
la mugen creaturas oviendo de hedat, et es d saber, de VII 
aynos, estas criaturas luego pueden demandar suert de ma-
dre.... Y el 21 añade: Si el marido muere viviendo la 
muger et oviendo creaturas que no hayan hedat, los parientes 
del padre pueden toyller las creaturas et todo lo del padre d 
criar las criaturas ata que ayan VII aynos conplidos: los 
VII aynos passados, vayan 6 quisieren... El capítulo 1.° 
del Amejoramiento del Fuero es todavía más explícito. 
Dice: Cono segunt fuero antigo los fidalgos oviendo VII 
aynos podiesen fazer testament, contracto, ayllenar sus bienes: 
Nos entendiendo que es contra dreyto et razon, establecemos 
et ordenamos que daqui adelant ningun fidalgo ni otro nin-
guno de nuestro Regno que aya poder de fazer testament, ni 
ningun contracto, ni ayllenacion de sus bienes ata tanto que 
aya hedat de X111I aynos conplidos si varon es, et si muger 
es ata que aya XII aynnos conplidos, ni ser en inyzio sin 
tutor 6 curador dado d eylle por auctoridat de Co^t. 
La ley G tit. 19 partida 6.$, conformándose con la 
prescripción del derecho romano, ordena, que la mayo-
ría de edad principia á los 25 años cumplidos. 
Por las leyes del Fuero Juzgo duraba la menor 
edad solo 15 años; 14 por los Fueros de Aragón; y 20 
por el Fuero viejo de Castilla. 
El término de los 25 años, según se vé, es de orí-
gen romano, y de aquel derecho lo tomaron las Parti-
das y las Decretales, extendiéndose después por los 
demás Estados de Europa, como regla universal, mer-
ced á la influencia qu e en ellos ejercieron esas legisla-
ciones á partir desde el siglo 13.° 
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Tales son los precedentes legales del artículo que 
examinamos. 
El límite donde concluye la menor edad y empieza 
la mayor edad ha sido establecido en Navarra, no por 
ley alguna escrita, sino por la costumbre contraria á la 
ley. Aquí debe recordarse lo que dejamos expuesto en 
otro lugar de estos Apuntes, á saber; que á la costum-
bre como fuente de derecho, y fuente principalísima 
en Navarra, sancionada en forma solemne por sus pri-
vativas leyes y recomendada eficazmente por sus Mo-
narcas, se le reconoce fuerza para derogar las leyes 
que nunca fueron admitidas, y también para anular 
las admitidas por actos contrarios á las mismas. Entre 
otros vários, el punto á que hacemos alusión puede 
servir de ejemplo y comprobante de la verdad del valor 
que le atribuimos. 
Expresamos, que ese límite no halla fundamento en 
la ley, porque los textos romanos que establecían la 
mayor edad á los 25 años cumplidos quedaron implíci-
tamente derogados por los capítulos transcritos del 
Fuero general y Amejoramiento del Fuero, que lo re-
dujeron á los 7 arios primero y á los 12 y 14 después. 
Tampoco es esta la legalidad existente, porque el capí-
tulo 1.° del Amejoramiento derogó explícitamente los 
capítulos 19 y 21 del Fuero general, y aquella dispo-
sición, última en vigor en Navarra sobre la materia, 
perdió su eficacia por el desuso 6 la práctica en contra-
rio que constituyó costumbre universalmente admitida 
y reconocida. Ménos, todavía, se apoyará en los pre-
ceptos contenidos en el Código de las Partidas y en 
otros cuerpos de la legislación castellana, porque nun-
ca fueron obligatorios en Navarra. Pero, aun constando 
claramente, lo que. no pasa de ser un mero supuesto y 
una simple conjetura, que la mayor edad en este anti-
guo Reino estaba regulada por una ley castellana, ó 
que la costumbre navarra que la regula tenía su orígen 
en una ley de igual procedencia, ni aun entonces sería 
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lícito deducir, que reformada la ley castellana había 
de entenderse también reformado nuestro derecho; por-
que al aceptar el legislador navarro, por su expresa y 
espontánea voluntad, la ley castellana, 6 al crearse en 
Navarra una costumbre fundada en esa misma ley, 
aquella ley y esta costumbre se convierten en propio 
derecho; y no puede modificarse ni derogarse el dere-
cho apropiado, sino por quien tiene facultades para 
ello, es decir, por el legislador navarro, no por el ex-
traño. 
Mas, las Cortes de la Nación, lejos de declarar que 
el artículo ha de obligar en Navarra, y de combatir la 
costumbre indígena, han venido á prestarle amparo y 
protección. En tres distintas ocasiones, al votar el artí-
culo 2.° de ley paccionada de 16 de Agosto de 1841, 
5.° de la de 11 de Mayo de 1888 y 12 y 15 del Código 
civil, han manifestado, que ha de respetarse el derecho 
foral en toda su integridad, ya conste en leyes escritas 
6 ya deba. su origen á la costumbre, sin menoscabo ni 
detrimento del régimen jurídico de los territorios fora-
les; han dicho, por lo tanto, concretando ahora esa de-
claración al caso presente, que la mayoría de edad en 
Navarra á los 25 años cumplidos, como parte integran-
te de su derecho consuetudinario, ha de subsistir inal-
terable, sin variación alguna, como si el Código civil no 
se hubiese publicado. Y donde tan claramente se expresa 
la ley, no caben distingos, ni sutilezas, ni ambigüeda-
des, ni interpretaciones abusivas, ni razones de con-
gruencia, ni menos las que miran á la utilidad y 
conveniencia del país. Deber de todos es cumplir 
extrictamente la ley cuando no es dudosa la obligación 
que impone. 
Hubo tiempo en que, no hemos de negarlo, juzgan-
do más bien por impresiones que atendiendo al peso de 
las razones indicadas, creimos, fundándonos en los pre-
cedentes de nuestro privativo derecho, en las disposi-
ciones de los artículos 45 y 59 que anteceden del Códi- 
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go, en las alteraciones que necesariamente habrán de ha-
cerse en las leyes procesales, en la conveniencia de los 
habitantes de los países aforados, en el desenvolvimien-
to prematuro de la actual juventud efecto de multitud 
de concausas, y en otros motivos análogos, que la re-
forma del artículo 320 había de alcanzar también á 
Navarra. Pero entonces, ¿cómo harmonizar esta opinión 
con lo preceptuado en los artículos 12 y 15 del mismo 
Código? ¿Cómo sostener, con razones válidas, que la 
aceptación de la reforma no envuelve perjuicio para una 
costumbre navarra? ¿Cómo probar que la mayoría de 
edad á los 25 años no forma parte del derecho consue- 
tudinario de Navarra? 
Pues si la reforma ha de ser admitida, necesario - es 
que antes se dé solución satisfactoria á las cuestiones 
que quedan propuestas, cosa que conceptuamos abso-
lutam ente imposible; porque de lo contrario quedarían 
infringidas las disposiciones antes citadas que se con-
tienen en los artículos 2.°, 5.° y 12 y 15 de las leyes 
de 16 de Agosto de 1841, 11 de Mayo de 1888 y 
Código civil respectivamente. 
Decimos que nos parece imposible hallar resolución 
satisfactoria á las dificultades apuntadas, porque real-
mente no la tienen, como bien lo demuestra el consi-
derando único de la Sentencia que transcribimos más 
abajo. 
Ciertísimo es que no hay ley navarra que fije la 
mayor edad á los 25 años cumplidos; y cierto también 
que debió considerarse corta la edad.de 14 años como 
límite de la menor edad, ya que es innegable que la 
práctica lo amplió hasta los 25. Lo que no resulta igual-
mente probado es, que este país, para fijar la mayor . 
edad á los 25 años cumplidos, se amoldara á lo estable-
cido en las diferentes leyes (castellanas?) dictadas en 
várias materias, que prescribían esa edad como princi-
pio de la mayor edad; porque con idénticas probabili-
dades de cierto podríamos afirmar que se amoldó á las 
  
-227- 
leyes romanas que antes las había derogado, ó que se 
atuvo á las disposiciones de las Decretales, 6 que le 
sirvió de ejemplo cualquiera legislación extraña 6 que 
no tuvo en cuenta ningún precedente. Pero aun cuando 
así fuera, aun acreditado con toda evidencia que Nava-
rra realmente se atemperó á la legislación castellana 
para determinar en los 25 años la mayor edad, nada 
absolutamente se habría adelantado, porque esto á lo 
sumo demostraría la influencia ejercida por la ley de 
Castilla en la formación de una costumbre navarra, sin 
otro alcance, pero de ninguna manera habría de pro-
bar que esa costumbre no forma parte del derecho na-
varro. Y se incurre en manifiesto error al inferir que, 
modificado el derecho influyente, ha de entenderse tam-
bién modificado el influido, siendo como es, absoluta-
mente independiente de aquél, totalmente extraño á su 
constitución. 
Háyase 6 no amoldado nuestro país en esta materia 
á lo establecido en las leyes castellanas ó en otras, 
siempre resultarán evidentes, de toda evidencia, las si-
guientes afirmaciones. 1.a Que ese amoldamiento, dero-
gatorio de nuestro derecho escrito, supone, 6 mejor di-
cho equivale á la costumbre contra ley, constitutiva de 
un nuevo derecho, también privativo nuestro. 2." Y que 
el artículo 2.° de la ley de 16 de Agosto de 1841, 5.° 
de la de 11 de Mayo de 1888 y 12 y 15 del Código civil 
respetan esplícitainente el derecho foral navarro, escri-
to 6 consuetudinario, sin que exista ninguna disposición 
posterior que los contradiga, y sin que sea posible adu-
cir razón alguna fundamental que sirva de base á la 
opinión contraria. 
No han sido del mismo sentir el Juzgado de 1.° ins-
tancia y la Audiencia Territorial de Pamplona en pleito 
que en recurso de casación pende ante el Tribunal 
Supremo. Interpuesta demanda contra D.... de 24 años 
de edad, sobre que cumpliese un contrato que celebró 
con los demandantes y otorgase la escritura cuya re- 
   
   





dacción, de común acuerdo, encomendaron al Notario, 
 
el demandado alegó la excepción de la menor edad: y  
el Juzgado falló, que éste estaba obligado á otorgar la  
escritura, por ser mayor de edad, fundándose para ello,  
en el artículo 320 del Código civil y en el siguiente  
Considerando: "Que por el Fuero de Navarra se había  
declarado la mayor edad á los 7 años, y luego por el  
Amejoramiento del Fuero, capítulo 1.", se declaró la  
mayor edad á los 14 años, sin que haya otra disposición  
que altere esa última, pues si bien ha venido estableci-  
do que se entienda la mayor edad á los 25 años, ningu-
na ley hay sobre el particular y eso debido á que con-
siderándose la edad de 14 anos muy corta para los  
efectos de la mayor edad, se amoldó este país á lo estable-
cido en las diferentes leyes dictadas en várias materias  
y en las que se fijaba la edad de 25 amos como la ma-
yor edad.,, Esta Sentencia mereció ser confirmada por  
la Audiencia en 2 de Abril de 1890. Esperamos con  
interés el fallo del Supremo.  
Hasta aquf habíamos llegado en nuestro exámen,  
cuando supimos la proximidad de la fecha señalada  
para verse en el Supremo el negocio á que acabamos  
de referirnos; y dada la importancia del fallo que había  
de dictar ese Tribunal dentro de breves días, estimamos  
de utilidad suspender nuestro trabajo hasta entónces. 
 
En efecto, el Tribunal Supremo en Sentencia de  
1.° de Abril de 1891, en conformidad á la doctrina que 
 
sucintamente hemos expuesto, ha declarado que el ar-
tículo que examinamos no es aplicable á Navarra, y 
 
que la mayor edad en este país es á los 25 años cum-
plidos y no antes. Queda, pues, definitivamente resuelta 
 
la duda, diversamente entendida hasta aquí por los 
 
letrados navarros. A continuación transcribimos los 
 
Considerandos que sirven de fundamento á la Senten-
cia y los fallos.  
"Considerando: que de acuerdo con lo prevenido 
 
en el articulo 5. ° de la ley de 1T de Mayo de 1888, esta- 
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bleciendo las bases para la redacción del Código civil, 
ordena éste, en su artículo 12, que, con excepción de las 
disposiciones que expresa el párrafo 1. 0 , "las provincias 
y territorios en que subsiste derecho foral lo conserva-
rán, por ahora, en toda su integridad, sin que sufra 
alteración su actual régimen jurídico, escrito 6 consue-
tudinario, por la publicación del Código, que regirá 
solamente como derecho supletorio en defecto del que 
lo sea en cada una de aquellas por sus leyes especiales.,, 
"Considerando: que con arreglo á lo que dispone el 
artículo 15, los derechos y deberes de familia, los rela- 
tivos al estado, condición y capacidad legal de las per- 
sonas, y los de sucesión testada é intestada, declarados 
en el Código, no pueden aplicarse á las personas naci-
das en provincias 6 territorios donde subsiste derecho 
foral, de padres sujetos al mismo, si no hubiesen gana-
do vecindad, en la forma que dicho articulo determina, 
en territorios regidos por la legislación común.,, • 
"Considerando: que atendidos estos terminantes pre-
ceptos, el estado de derecho 6 régimen jurídico, consti-
tuido por leyes 6 por costumbre en los territorios fora-
les, debe respetarse íntegramente, y sólo puede ser 
alterado por el modo y  en la forma á que se refiere el 
articulo 6.° de la citada ley de 11 de Mayo de 
1888.,, 
"Considerando: que, según reconocen los litigantes y 
la Sala sentenciadora, en contra de lo que consignan el 
fuero y su amejoramiento, se observa en Navarra, sin 
precisar desde qué tiempo, la costumbre de que la  ma-
yor edad empiece al cumplirse los 25 años, que es lo 
mismo que dispone el derecho romano, supletorio del 
foral; y aun admitiendo que semejante costumbre se 
introdujese por la influencia que el derecho de Castilla 
ejerciera en el de la provincia, es indudable que forma 
parte de su actual régimen jurídico que, sea escrito 6 
no lo sea, subsiste por ahora y no se ha modificado 
por la sola publicación del Código civil que no puede 
^ 
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invocarse en aquel territorio sino en defecto de la le-
gislación navarra y de la romana.,,  
"Considerando: que por consecuencia de lo expuesto, 
 
por estar sujeto el recurrente al fuero de Navarra y 
 
por contar veinte y cuatro años cuando celebró en 
 
Pamplona el convenio de que se trata, que fue a los 
 
cinco días de haber comenzado á regir el Código civil,  
carecía de capacidad legal para obligarse y en este  
concepto la sentencia recurrida, al declarar lo contrario, 
 
fundándose en lo que respecto de la mayor edad dispo-
ne el Código, infringe los artículos del mismo de que se 
 
ha hecho mención.,,  
"Fallamos que debemos declarar y declaramos ha-
ber lugar al recurso de casación interpuesto por D...; y  
en su consecuencia, casamos y anulamos la sentencia 
 
que en 2 de Abril de 1890 dictó la Sala de lo civil de 
 
la Audiencia de Pamplona.,, 
 
2.$ Sentencia.— "Fallamos que debemos declarar y  
declaramos que D..... no quedó obligado por el conve-
nio que celebró con su tío D.... por su propio derecho 
 
y en representación de su mujer Doña....; y en su 
 
consecuencia debemos absolver y le absolvemos de la 
 
demanda formulada por los referidos esposos, sin hacer 
 
especial condenación de costas.,, 
 
Art. 321. A pesar de lo dispuesto en el artículo anterior, las hijas 
 
de familia mayores de edad, pero menores de veinticinco años, no po-
drán dejar la casa paterna sin licencia del padre 6 de la madre en cu-
ya compañía vivan, como no sea para tomar estado, 6 cuando el pa-
dre 6 la madre hayan contraído ulteriores bodas. 
 
Este artículo carece de toda eficacia en Navarra; 
 
porque, según lo resuelto por el Tribunal Supremo, son 
 
mayores de edad en este país, lo mismo los varones 
 
que las hembras, á los 25 años cumplidos. 
 
Art. 322. El menor de edad, huérfano dé padre y madre, puede 
 
obtener el beneficio de la mayor edad por concesión del consejo de 
 
familia, aprobada por el Presidente de la Audiencia territorial del dis-
trito, oído el Fiscal.  




lo prevenido en las leyes 2 y 3 tit. 45 lib. 2 del Códi-
go, los varones mayores de 20 años y las hembras ma-
yores de 18 podían alcanzar del príncipe dispensa de 
edad, pero esta gracia no les facultaba para obrar 1 i- 
bremente, como si fuesen mayores de edad, sino que 
quedaba limitada su capacidad jurídica en los términos 
que se consignan en aquellos textos. Los artículos del 
1980 al 1993 de la ley de enjuiciamiento civil deter-
minan el procedimiento que ha de seguirse en las in-
formaciones para dispensa de ley. 
Art. 323. Para la concesión y aprobación expresadas en el articulo 
anterior, se necesita: 
1.0 Que el menor tenga diez y ocho años' cumplidos. 
2.° Que consienta en la habilitación. 
3.0 Que se considere conveniente al menor. 
La habilitación deberá hacerse constar en el Registro de tutelas 
y anotarse en el civil. 
Para la concesión de la dispensa aludida era nece-
sario, según los prenotados textos, que los solicitantes 
fuesen de buenas costumbres, probidad y vida honesta. 
Obtenida la dispensa, deberá hacerse constar en el 
Registro, en conformidad á lo preceptuado por el artí-
culo. 
Art. 324. Es aplicable al menor que hubiese obtenido la habilita-
ción de mayor edad lo dispuesto en el art. 317. 
Lo expuesto al ocuparnos del artículo 317 prece-
dente, tiene aplicación en este lugar. 
TÍTULO XII. 
Del Registro del estado civil. 
Art. 325. Los actos concernientes al estado civil de las personas 
se harán constar en el Registro destinado á este efecto. 
Art. 326. ' El Registro del estado civil comprenderá las inscripcio-
nes ó anotaciones de nacimientos, matrimonios, emancipaciones, 
reconocimientos y legitimaciones, defunciones, naturalizaciones y 
vecindad, y estará á cargo de los Jueces municipales ú otros fun-
cionarios del orden civil en España y de los agentes consulares ó 
diplomáticos en el extranjero. 
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Art. 327. Las actas del Registro serán la prueba del estado civil, 
la cual sólo podrá ser suplida por otras en el caso de que no hayan 
existido aquéllas ó hubiesen desaparecido los libros del Registro, ó 
cuando ante los Tribunales se suscite contienda. 
Art. 328. No será necesaria la presentación del recién nacido a l . 
funcionario encargado del Registro para la inscripción del nacimiento, 
bastando la declaración de la persona obligada á hacerla. Esta decla-
ración comprenderá todas las circunstancias exigidas por la ley, y se-
rá firmada por su autor, ó por dos testigos a su ruego, si no pudiere 
firmar. 
Art. 329. En los matrimonios canónicos será  ' obligación de los 
contrayentes facilitar al funcionario representante del Estado que 
asista a su celebración todos los datos necesarios para su inscripción  
en el Registro civil. Exceptúanse los relativos á las amonestaciones,  
los impedimentos y  su dispensa, los cuales no se harán constar en 
la inscripción. 
Art. 330. No tendrán efecto alguno legal las naturalizaciones, 
mientras no aparezcan inscritas en el Registro, cualquiera que sea la 
prueba con que se• acrediten y la fecha en que hubiesen sido conce-
didas. 
Art. 331. Los Jueces municipales y los de primera instancia, e n' 
 su caso, podrán corregir las infracciones de lo dispuesto sobre el Re-
gistro civil que no constituyan delito ó falta, con multa de 20 á 100 
 
pesetas.  
Art. 332. Continuará rigiendo la ley de 17 de Junio de 1870 en  
cuanto no esté modificada por los artículos precedentes. 
 
Obligatoria en Navarra en todas sus partes la ley 
 
provisional de Registro civil, lo es también el presente 
 
título en cuanto amplía, modifica 6 reforma las dispo-
siciones de aquella ley. 
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